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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Relaciones Exteriores, señor Alejandro Foxley Rioseco; de Defensa Nacional, señora Vivianne Blanlot Soza; Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso Valenzuela, y Secretario General de Gobierno, señor Ricardo Lagos Weber.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 40ª, ordinaria, y 41ª, especial, en 8 y 9 del año en curso, que no han sido observadas.

Las actas de las sesiones 42ª, ordinaria, en 9 de agosto; 43ª, especial, y 44ª, ordinaria,  ambas en 16 de agosto, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diez de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los tres primeros retira las urgencias que hizo presentes para el despacho de las siguientes materias:



1) Proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08);



2) Proyecto que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07), y



3) Proyecto que modifica la ley Nº 18.314 para establecer cuándo constituirán delitos terroristas los ilícitos que contempla (boletín Nº 4.298-07).



--Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los tres siguientes retira las urgencias y las hace presentes de nuevo, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (boletín Nº 3.953-04).



2) Proyecto que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



3) Proyecto de ley que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y le confiere rango de Ministro de Estado (boletín N° 4.148-06).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes retira las urgencias y las hace presentes de nuevo, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley:



1) El que regula el lobby (boletín Nº 3.407-07);



2) El que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13);



3) El referente a la constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (boletín N° 3.627-03), y



4) El que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile (boletín Nº 4.322-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Doce de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que tomó conocimiento del rechazo, por parte del Senado, de la enmienda introducida al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar (boletín Nº 3.235-13) (Véase en los Anexos documento 1), a la vez que comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo indica que aprobó las modificaciones propuestas por el Senado al proyecto de ley sobre responsabilidad fiscal (boletín Nº 4.000-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el tercero comunica que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, con las excepciones que indica, al proyecto que modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola (boletín Nº 3.770-01) (Véase en los Anexos documento 2), a la vez que comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Agricultura para que integren la referida Comisión Mixta.



Con los ocho siguientes informa que ha prestado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1) El que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales (boletín Nº 4.229-21) (Véase en los Anexos documento 3).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


2) El que introduce modificaciones en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 4.369-05) (Véase en los Anexos documento 4).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



3) El que exime a vehículos internados al país bajo el régimen de zona franca de extensión del cumplimiento de normas de emisión dictadas con posterioridad a su fecha de fabricación (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 4.392-03) (Véase en los Anexos documento 5).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



4) El que incluye en la ley Nº 19.962, sobre eliminación de anotaciones prontuariales, a los condenados por tribunales ordinarios (boletín Nº 4.348-17) (Véase en los Anexos documento 6).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


5) El que traslada el Día del Huaso al 1º de septiembre (boletín Nº 4.308-06) (Véase en los Anexos documento 7);



6) El que regula el número de días feriados en el año y favorece el descanso familiar (boletín Nº 4.080-06) (Véase en los Anexos documento 8), y



7) El que establece como feriado el 16 de julio, Fiesta de la Virgen del Carmen, en sustitución del feriado correspondiente a Corpus Christi (boletines Nos. 3.379-06 y 3.868-06, refundidos) (Véase en los Anexos documento 9).



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



8) El que otorga permiso laboral por muerte de parientes que indica (boletines Nos. 4.138-13 y 4.236-13, refundidos) (Véase en los Anexos documento 10).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.



Con el duodécimo informa que ha accedido a la solicitud formulada por el Senado en orden a proceder al archivo de los siguientes asuntos:



1) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza y otras normas para prohibir prácticas discriminatorias (boletín Nº 2.252-04), y



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre responsabilidad por los contenidos en Internet (boletín Nº 3.004-19).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido al Juzgado de Traiguén.



--Queda a disposición de los señores Senadores.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, por medio del cual remite copia autorizada de la sentencia dictada en los autos relativos al requerimiento formulado respecto del artículo 183 ter que se agrega al Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento y queda a disposición de los señores Senadores.



Dos del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, mediante los cuales complementa información estadística sobre delitos en la Quinta Región relacionada con el oficio dirigido en nombre de los Senadores señores Espina y Romero.



Dos de la señora Ministra de Defensa Nacional:



Con el primero contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Sabag, sobre derogación de la Ley Reservada del Cobre.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Pérez Varela, en cuanto a grupo de formación policial de Chillán.



Dos de la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia:



Con el primero contesta oficios dirigidos en nombre del Senador señor Horvath referidos a la Planta de Celulosa Nueva Aldea.



Con el segundo responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Cantero, atinente a proyecto de ley que derogue norma reservada.



De la señora Ministra de Educación, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca del número de escolares afectados por accidentes de tránsito.



Quince del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, relativo a las modificaciones a la Ley de Concesiones de Obras Públicas.



Con los cinco siguientes da respuesta a igual número de oficios dirigidos en nombre del Senador señor Espina, relacionados con dos pasarelas peatonales, asfaltado de un camino y accesos a la Carretera 5 Sur.



Con el séptimo contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Frei, acerca de la laguna Pullinque.



Con el octavo responde un oficio enviado en nombre del Senador señor García, referido al asfalto de la ruta Comuy-Toltén.



Con el noveno y el décimo da respuesta a oficios remitidos en nombre del Senador señor Horvath en cuanto al monitoreo del caudal del río Bravo y a las obras de vialidad para la Región de Aisén.



Con el undécimo contesta un oficio dirigido en nombre de la Senadora señora Matthei, sobre camino de acceso a Ovalle.



Con los tres siguientes responde igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Navarro, referidos a un puente industrial sobre el río Biobío, telefonía IP y vías de acceso a Relleno Sanitario Santiago Poniente.



Con el último da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de la reparación del camino costero C-536.



De la señora Ministra de Salud, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, sobre situación médica de un menor de Antofagasta.



Cuatro de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante los cuales da respuesta a oficios enviados en nombre de los Senadores señores Chadwick, Escalona, Horvath y Letelier atinentes a subsidios para la vivienda.



Del señor Ministro de Agricultura, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de productos transgénicos.



Tres de la señora Ministra de Minería y Energía:



Con el primero contesta oficios enviados en nombre de los Senadores señores Bianchi y Horvath sobre hidrocarburos.



Con el segundo responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto al régimen de los embalses.



Con el tercero da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Romero, en lo concerniente a proyectos termoeléctricos.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante los cuales responden oficios enviados en nombre del Senador señor Navarro respecto de la telefonía IP.



Dos del señor General Director de Carabineros de Chile, con los que da respuesta a oficios expedidos en nombre de los Senadores señores Espina y Larraín en cuanto a la presencia policial en la localidad de Cajón y a la Tenencia de Longaví, respectivamente.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, acerca del Relleno Sanitario Santiago Poniente.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, por el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Naranjo, respecto de la atención personalizada a clientes.



Del señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Matthei, sobre impuesto territorial.



Dos de la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por medio de los cuales responde oficios dirigidos en nombre del Senador señor Horvath acerca de la recuperación de humedal de Ancud y de los productos transgénicos.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, por el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, en lo relativo a proyectos del INIA.



Dos del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, mediante los cuales informa acerca del proceso de regularización de los funcionarios públicos contratados a honorarios.



Del señor Director Nacional de Obras Hidráulicas, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a los canales Papen y Longuén.



De la señora Jefa de la División de Cobranzas y Quiebras de la Tesorería General de la República, por el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Bianchi, en cuanto a impuestos adeudados por dueños de locomoción colectiva de Magallanes.



De la señora Intendenta de la Región de Atacama, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Núñez, relativo al descarrilamiento de un tren en Diego de Almagro.



Del señor Secretario Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Novena Región, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, sobre pavimentación de la calle Pedro León Gallo Norte.



De la señora Secretaria Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Novena Región, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, en lo atinente a las tarifas de la locomoción colectiva en Los Sauces.



Del señor Director del SERVIU de la Región de Antofagasta, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, relativo a postulaciones al Fondo Solidario de Vivienda.



Del señor Director Nacional de Personal de Carabineros de Chile, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Bianchi, en lo concerniente al personal en retiro de la Duodécima Región.



Del señor Jefe del Departamento de Capacitación en Empresas del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, acerca del procedimiento FONCAP.



De la señora Jueza Presidenta del Juzgado de Familia de Temuco, con el que responde un oficio dirigido en nombre de los Senadores señores Espina y García, sobre estadística de causas en materias de derecho de familia.



Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Horvath y Orpis, en cuanto al ferrocarril de Arica a La Paz.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, complementario del nuevo informe, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el número 16 del artículo 97 del decreto ley Nº 830, de 1974, Código Tributario, que sanciona la pérdida o inutilización de los libros o documentos que señala (boletín Nº 2.364-05) (Véase en los Anexos documento 11).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.833 con el objeto de definir el sujeto obligado al pago de los créditos sociales en el caso que señala (boletín N° 3.505-13) (Véase en los Anexos documento 12).



De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto de Capacitación y Empleo en materia de bonificación al contrato de aprendizaje (boletín Nº 4.174-13) (Véanse en los Anexos documentos 13 y 14).



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Navarro, Girardi y Letelier, que permite conceder la libertad condicional a condenados por conductas terroristas y otros delitos en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la ley N° 19.253 (boletín N° 4.188-07) (Véanse en los Anexos documentos 15 y 16).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Espina, con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, en materia de horario de funcionamiento de restaurantes, salones de té y cafeterías (boletín Nº 4.440-07) (Véase en los Anexos documento 17).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Orpis, Bianchi y Horvath, con la que inician un proyecto de ley que exime de normas de emisión a vehículos motorizados livianos y medianos ingresados a través de zonas francas (boletín Nº 4.441-15) (Véase en los Anexos documento 18).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que confiere atribución exclusiva al Senado para autorizar la compra o venta de material bélico (boletín Nº 4.451-07) (Véase en los Anexos documento 19).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Naranjo, Muñoz Barra, Pizarro y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto que modifica la ley Nº 19.496 en cuanto al bloqueo de la recepción de llamadas publicitarias (boletín Nº 4.458-03) (Véase en los Anexos documento 20).



--Pasa a la Comisión de Economía.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Naranjo y Ominami con la que presentan un proyecto que eleva el monto de la cuota mortuoria del seguro escolar por accidentes contemplado en la ley Nº 16.744.



Moción del Senador señor Navarro con la que presenta un proyecto de ley que hace aplicable el sistema de compras y contratación públicas a todos los organismos de la Administración del Estado, incluidas las empresas públicas y las municipalidades.



--Se declaran inadmisibles, por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental, al tener relación con la administración financiera y presupuestaria del Estado.

Proyecto de acuerdo



Del Senador señor Navarro, por el cual se solicita al Ejecutivo suscribir la Convención sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales (boletín Nº S 892-12) (Véase en los Anexos documento 21).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un certificado de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 19.518, permitiendo que las municipalidades puedan actuar como organismos técnicos de capacitación, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 4.185-06) (Véase en los Anexos documento 22).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Queda para tabla.



Terminada la Cuenta.



El señor Secretario dará a conocer los acuerdos de Comités.

El señor NARANJO.- Pido la palabra sobre la Cuenta, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece, señor Senador, se la concederé después de que se informe lo resuelto por los Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1º) Tratar en la presente sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley que autoriza a las municipalidades para que actúen como organismos técnicos de capacitación.



2º) Analizar en la sesión ordinaria de mañana, también como si fuera de Fácil Despacho, la iniciativa de la Honorable Cámara de Diputados que exime a vehículos internados por zonas francas de las normas sobre emisión, y autorizar a la Comisión respectiva para que emita un informe oral.



3º) Fijar nuevos plazos para presentar indicaciones a los siguientes proyectos de ley: 



a) El que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, hasta el lunes 4 de septiembre, a las 12, y 



b) El que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, hasta las 18 de hoy. Cualquier indicación que se formule deberá hacerse en la secretaría de la Comisión de Hacienda.



4º) Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre sociedades de garantía recíproca hasta el lunes 11 de septiembre, a las 12.



5º) Retirar de la tabla de la sesión de hoy la iniciativa que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna.



6º) Retirar de la tabla, además, el proyecto de reforma constitucional que faculta al Estado de Chile para reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, a fin de que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, puedan opinar al respecto.



7º) Citar a sesión especial para el miércoles 6 de septiembre, con el propósito de analizar la situación que afecta a los deudores habitacionales, y



8) Tratar el proyecto relativo a Arica y Parinacota en la sesión ordinaria del martes 12 de septiembre, si se diere cuenta de su informe en la sesión de mañana. 

)----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, en la Cuenta se declaró inadmisible una moción que presentamos con el Senador señor Ominami, tendiente a aumentar el monto de la cuota mortuoria del seguro escolar. Es cierto que esto corresponde a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República; por tanto, sólo queremos que se pida el patrocinio del Ejecutivo.



Hoy día dicha cuota equivale más o menos a 75 mil pesos, y todos entienden -ya hubo una experiencia a raíz de un accidente ocurrido en Puerto Montt- que es prácticamente imposible que con esa cantidad se pueda cumplir el objetivo.



Por eso, señor Presidente, presentamos la moción y solicitamos que, por su intermedio, se recabe el patrocinio respectivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se enviará el oficio correspondiente, señor Senador.

)------------------(

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

RECHAZO A DECLARACIONES DE SENADOR SEÑOR ESCALONA A RAÍZ DE FALLO DE TRIBUNAL CONSTITUCIONAL RELATIVO A PROYECTO SOBRE SUBCONTRATACIÓN

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, haciendo uso del derecho que me concede el artículo 114 del Reglamento, quiero referirme a algunas de las declaraciones que el Senador señor Escalona, Presidente del Partido Socialista, ha emitido en contra de quien habla y de diversos Senadores de la Alianza durante los últimos días.



La verdad es que no deseo hablar de las expresiones que la opinión pública ya juzgó y que aluden a los “chupasangre”, a los “explotadores” y a los “vampiros”. La ciudadanía ya tiene una opinión respecto de tales juicios, como también la tienen los medios de comunicación y el propio Gobierno, a través de lo manifestado por el Ministro Secretario General de Gobierno. Por lo tanto, no voy ahondar en tales calificativos.



Pero sí reclamo este derecho a intervenir por un aspecto que, en la diatriba y la andanada de insultos del Senador señor Escalona, quizá ha pasado inadvertido, pero que, en mi modesta opinión, reviste la mayor gravedad y la máxima importancia para el funcionamiento de nuestra Corporación.



Su Señoría me ha imputado descaro y doble estándar por recurrir al Tribunal Constitucional para hacer ver ahí la opinión de todos los Senadores de la Alianza acerca de la inconstitucionalidad de un precepto legal.



Hago presente, con todo respeto en esta Sala, que ése es un juicio que entraña deslealtad política; es un juicio que entraña gran incoherencia, y es un juicio que entraña, en verdad, un absurdo conceptual casi inimaginable.



¿Por qué aludo a la deslealtad? Porque el Senador señor Escalona sabe perfectamente bien -así se lo manifestó, entre otras personas, el Ministro del Trabajo, señor Andrade- que, cuando dimos lugar al acuerdo político que permitió el veto presidencial, el cual a su turno posibilitó la aprobación del proyecto sobre subcontratación, tuvimos que zanjar una dificultad, en orden a que algunos consideraban que el concepto de empresa que aparecía en el articulado era correcto y otros lo estimábamos incorrecto e inconstitucional.



Cuando fraguamos ese acuerdo político, convinimos de manera expresa -y así se dio cuenta en esta Sala: fue una premisa explícita- en que ese tema se resolvería en el Tribunal Constitucional y que nosotros, en consecuencia, podríamos recurrir a esa instancia que contempla la Carta Fundamental.



Eso fue lo que hicimos. 



Más aún, muchas veces conversé personalmente con el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic, para ver cómo de algún modo ejercíamos esa acción sin perturbar en absoluto la tramitación del veto presidencial.



En consecuencia, dimos cumplimiento a un acuerdo político. Y yo, por lo menos, siempre he considerado que se compromete el honor cuando se alcanza un acuerdo de esa naturaleza en esta Corporación.



Pues bien, el Senador señor Escalona sabe que eso fue así. Sin embargo, hace tabla rasa de ese convencimiento para imputarnos doble estándar por algo que no ha sido más que cumplir con aquello que expresamente convinimos al alcanzar el acuerdo.



¡Eso, señor Presidente, no es correcto! ¡Eso no es leal! ¡Así no se cumplen los acuerdos!



En segundo lugar, quiero hacer presente la incoherencia fenomenal mostrada en este aspecto.



El Presidente del Partido Socialista ha dicho que nosotros -no fuimos nosotros, sino el Tribunal Constitucional por 9 a 0- hemos desplomado el conjunto del articulado de la iniciativa sobre subcontratación. ¡Pero qué paradoja, señor Presidente! Eso no es lo que opina el señor Ministro del Trabajo, quien ha manifestado que el hecho de que ese órgano haya considerado que el artículo pertinente no sea constitucional en nada afecta al proyecto en su parte sustantiva. Y otro tanto ha argumentado el ex Senador señor Viera-Gallo, quien, al momento de alegar ante el Tribunal Constitucional, hizo presente que el artículo en cuestión, para una correcta interpretación de la normativa, era inocuo. Más aún, el propio Ministro de Hacienda aclaró que la modificación del concepto de empresa, conforme al tenor de la indicación de los Senadores del Partido Socialista, no forma parte del programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet.

El señor LETELIER.- ¡Está equivocado!

El señor ALLAMAND.- Entonces, por una parte, se nos hace una imputación, y por otra, las mismas autoridades de Gobierno la refutan.



Sin embargo, señor Presidente, el punto más importante dice relación a que sería ilegítimo que una minoría pueda ejercer un recurso que se halla contemplado en la Constitución. ¡Aquí sí que estamos frente a un problema de fondo! Entendámoslo de la manera más elemental: el control de constitucionalidad se encuentra establecido no para que la mayoría, en un acto de masoquismo después de aprobar una disposición, recurra para que se revise la propia declaración, sino para que la minoría, cuando no es capaz de convencer en la Sala a la mayoría de que se está aprobando una norma inconstitucional, tenga una instancia ante la cual hacer presente su punto de vista.



¿En qué consiste, señor Presidente, el principio básico de la democracia? Por supuesto, en que prevalece la mayoría. Pero ésta prevalece dentro y no fuera de la Constitución, y siempre que respete los derechos de la minoría. ¿Y cuál es la base de este respeto? Que la minoría, cuando tiene un derecho constitucional, lo pueda ejercer sin cortapisas, sin descalificaciones y con plena libertad.



Por lo tanto, cuando se desconoce en esta Corporación el derecho de sus miembros de recurrir ante el Tribunal Constitucional, lo que se está haciendo es socavar una de las bases de funcionamiento del Senado. Porque, si la minoría no puede presentar este requerimiento, ¿en qué consiste entonces el control preventivo de constitucionalidad? Que alguien -¡por favor!- dé un solo argumento en virtud del cual sólo la mayoría puede recurrir de inconstitucionalidad frente a una materia.



En consecuencia, señor Presidente, estamos ante un precedente que debe ser despejado.



Y lamento que en el día de ayer otros partidos de la Concertación hayan acompañado al señor Presidente del Partido Socialista en una tesis que, además, resulta bizantina. Lo es sostener que el Tribunal Constitucional es un poder fáctico, en circunstancias de que es un órgano establecido en el Texto Fundamental cuya nueva conformación fue aprobada en esta misma Sala con la votación unánime de los Senadores de la Concertación. Sostener que los miembros del Tribunal forman parte de ese poder fáctico cuando se trata de un órgano reglado por la Carta Fundamental, ¿no es un insulto incalificable para sus diez integrantes, cuatro de los cuales han sido nombrados por esta misma Corporación? Allí radica la inconsecuencia, señor Presidente.



He solicitado intervenir, porque creo que las muy desafortunadas declaraciones del Senador señor Escalona colocan a esta Alta Cámara ante una disyuntiva no menor.



Señor Presidente, el Senado tiene que escoger: o es un lugar en que se afianza el Estado de Derecho y se aplica el principio de deferencia constitucional ante los otros Poderes u órganos del Estado, o es un espacio para empezar a erosionar el orden institucional y denostar, ya no a los demás Parlamentarios, sino a otros Poderes u órganos del Estado, como el Tribunal Constitucional.



Señor Presidente, aquí hay que resolver: o éste es el espacio de las ideas o el espacio de los insultos; éste es el espacio de la persuasión o el espacio de la descalificación; éste es el espacio de los argumentos o el espacio de las diatribas. Ésta es la disyuntiva que enfrenta el Senado.



Termino señalando, con el mayor respeto, que el Senador señor Escalona ha puesto a esta Corporación ante una suerte de encrucijada respecto de su futuro. Tiene que escoger entre dos modelos.  ¿Es éste el Senado de quienes discuten con pasión, con fuerza, con convicción, pero con altura y caballerosidad, es decir, el Senado de los Frei Montalva, de los Radomiro Tomic, de los Raúl Rettig, de los Luis Bossay, de los Francisco Bulnes, de los Pedro Ibáñez, de los Salvador Allende, de los Raúl Ampuero, que debatían con altura, con jerarquía, pero sin descalificaciones, o es el Senado del Senador Escalona, el de la descalificación, de la degradación, en definitiva, el Senado del insulto y la esterilidad?



He dicho.



--(Aplausos en la Sala).

El señor NAVARRO.- ¡El Senado nos interesa!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

RÉPLICA DE SENADOR SEÑOR ESCALONA A EXPRESIONES DE SENADOR SEÑOR ALLAMAND

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, conforme al artículo 114 del Reglamento, quiero expresar lo siguiente.



En primer lugar, deseo agradecer las múltiples manifestaciones de apoyo y solidaridad que me han llegado desde todo el país, de gente humilde, de dirigentes sindicales, de colegas de partidos de la Concertación y de amigos de la más diversa naturaleza, quienes me han felicitado por haber puesto el dedo en la llaga respecto de un tema que amenazaba, como lamentablemente ha ocurrido con otras materias, con ser aplastado por el silencio.



Esa fuerza social me ha llegado desde muchos rincones, y en especial de la Décima Región, que represento en el Parlamento. El viernes pasado, en la ciudad de Ancud, estuve reunido con todos los dirigentes sindicales de la provincia de Chiloé, de todas las corrientes políticas, de Gobierno y de Oposición, y también de personas sin partido. Esa fuerza social es la que me permite acá, en el Senado de la República, sostener mis dichos.



Ésta es una discusión político-institucional.



Se ha señalado que mis palabras han sido ofensivas. Yo no he acusado a ninguna persona ni he utilizado el nombre de nadie para ofender a otros.



Sin embargo, quien se pretende erigir como símbolo de la tolerancia plantea un primer argumento que resulta de una intolerancia irritante, pues alude a lo siguiente: “Escalona es el Altamirano del Gobierno de Bachelet”. Se quiere asociar mi apellido -que llevo con orgullo- con el nombre de un ex Senador de la República, que pudo haber cometido errores políticos, pero que es una persona al igual que todos nosotros. Sistemáticamente, la intolerancia de la Derecha y la que en esta Sala representa el Senador señor Allamand han intentado demonizar, satanizar, descalificar al extremo el nombre de Carlos Altamirano Orrego. Se va más allá de los errores políticos que todos podemos cometer -también Altamirano Orrego-; se busca transformar a esta persona, cuya dignidad humana es respetable como la de todos nosotros, en un símbolo satánico y endemoniado, como una premisa per se de descalificación política. ¿Ésa es la tolerancia de la que quiere hacer gala el señor Allamand? ¿De ese respeto a los derechos de las personas estamos hablando? ¿De esa consideración a la dignidad de los demás?



Pero no sólo eso, señor Presidente. Además, se quiere levantar una cortina de humo, recurrir a imágenes del pasado para intentar ideologizar una discusión que no es ideológica, sino concreta, inesquivable, acerca de si estamos o no por el respeto a los derechos laborales de los chilenos, que se consagra en un texto legal que fue aprobado por ambas ramas del Congreso Nacional.



Como todos sabemos, esta iniciativa de ley fue aprobada en la Cámara de Diputados después de un trámite de cerca de cuatro años, pero no pudo ocurrir lo mismo en el Senado por una razón muy concreta y sencilla: no había coherencia entre la mayoría de la Cámara Baja y la de esta Corporación. Eran mayorías de signo distinto. 



Sin embargo, por voluntad popular, a partir del 11 de marzo de este año, ambas mayorías coinciden. La Concertación de Partidos por la Democracia, no obstante llevar ya 16 años de restablecida la democracia, con el juramento que se hizo aquí en dicha fecha recién accedió a la mayoría en ambas Cámaras. Y esa nueva realidad institucional fue lo que permitió aprobar esta ley, cuyo trámite se había iniciado hace cuatro años. Y, en definitiva, lo que quiere el “golpe blando” de Allamand es precisamente aquello: desconocer las mayorías ciudadanas que eligieron a esta nueva Corporación, descalificar esta nueva realidad política, por la vía de acudir al Tribunal Constitucional para desplomar un artículo que resultaba esencial, en nuestra opinión -no tiene por qué coincidir con la de Ministros de Estado-, que es la de quienes participamos en la elaboración de la referida ley, la de quienes la discutimos ayer en la Cámara de Diputados y trabajamos durante años por sacarla adelante.



Pensamos que dicho texto tenía en el concepto de empresa uno de sus apoyos básicos. Y al serle cercenado el artículo que lo establecía se quedó sin dicho soporte.



Estimamos que tal situación incidirá decisivamente en la operatividad práctica y concreta de la ley, una vez promulgada por la Presidenta de la República.



En consecuencia, se recurrió a una entidad que, al igual que antes, se halla en la Constitución Política de la República -no podría operar si no fuera así-, pero que no emana del ejercicio de la soberanía popular, que no es electa, dependiendo su composición de los Poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial).



Como carece de un origen expreso en la voluntad ciudadana, se acudió a ese órgano con el propósito de desconocer la resolución adoptada por el Congreso Nacional y extirpar de la normativa el artículo que definía el concepto de empresa.



Entonces, ésta es la discusión. Es política y dice relación a las responsabilidades éticas que asumimos con el mandato, así como a nuestro mensaje y la transparencia frente a la opinión pública.



Porque reafirmo acá, señor Presidente, que no se puede estar bien con Dios y con el Diablo. Y no es posible alegar en el Parlamento una cosa, y otra distinta en el Tribunal Constitucional.



En efecto, nos estamos refiriendo a textos que quedan radical y cualitativamente distintos. Sin el concepto de empresa, la nueva ley sufre una modificación sustancial. De eso estamos hablando.



En el caso que nos ocupa media la pretensión -que siempre ha existido- de descalificar el punto de vista diferente y la reiteración, usual, de las frases apologéticas que acabamos de escuchar.



Resulta ridículo señalar que la posición que he sostenido viene a “erosionar el orden institucional”. Son las palabras con las que la Derecha habitualmente tiende a amenazar, para amordazar, para silenciar, para acallar, para impedir la opinión diferente, la del interlocutor.



No es la primera vez -ni será la última- que se nos indica que una opinión distinta significa “erosionar el orden institucional”. Por fortuna, señores de la Derecha, éste se encuentra sustentado en el proceso de reconstrucción democrática que los partidos de la Concertación han llevado a cabo desde 1990 a la fecha, lo que ha permitido ir reinstalando, paso a paso, un Estado de Derecho donde la minoría es respetada y no ve violados sus derechos fundamentales; donde las personas no deben temer por su integridad física, ya que no existen aparatos de seguridad que las secuestren y hagan desaparecer. Este Estado de Derecho tiene su base esencial en la Concertación de Partidos por la Democracia.



Sin embargo, la pretensión inequívoca de la Derecha siempre ha apuntado a que la minoría imponga su voluntad a la mayoría.



Nosotros, como demócratas, seguiremos siendo celosos guardianes del respeto a los derechos de las personas. 



No “satanizaremos” jamás a ninguno de nuestros interlocutores.



No asimilaremos sus apellidos a ninguno de los actos a los que, por el contrario, nuestro contradictor gustosamente tiende a asociar, por ejemplo, la figura de Carlos Altamirano.



Seremos -insisto- celosos guardianes del respeto a la minoría. Pero seguiremos trabajando para que la voluntad ciudadana, la de la mayoría, pueda pesar en el Estado de Derecho y para que los derechos laborales sean rigurosamente cautelados, porque también los de los trabajadores son derechos humanos esenciales.



Muchas gracias.

)---------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor NOVOA.- ¡Todos hemos sido interpelados!

El señor MUÑOZ BARRA.- Deseo solicitar la venia…

El señor LARRAÍN.- ¿Se abrirá debate, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Senador señor Muñoz Barra se referirá a otro asunto.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, el próximo martes se van a reunir las Comisiones de Defensa y de Relaciones Exteriores para elaborar el informe del proyecto de reforma constitucional atinente a la Corte Penal Internacional.



Por ello, solicito la autorización para que sea entregado verbalmente, si en la sesión ordinaria de ese mismo día dicha iniciativa se encontrare en el primer lugar de la tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se ha declarado inadmisible la moción tendiente a presentar un proyecto de ley que busca establecer una nueva modalidad en la aplicación de los convenios marco, a través de ChileCompra.



Creo que ello es importante, porque se trata de velar efectivamente por que no se cometa ningún ilícito y que tanto los grandes como los pequeños proveedores concursen de manera igualitaria.



Por la tanto, solicito el envío del texto al Ejecutivo para que se evalúe el otorgamiento del patrocinio necesario.



Cabe destacar que es una iniciativa que busca transparencia a raíz de diversos casos, conocidos por la opinión pública, de adquisiciones reñidas con la legalidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se mandará el oficio correspondiente.



--Así se acuerda.


RECHAZO DE EXPRESIONES DE SENADORA


SEÑORA MATTHEI EN MEDIOS DE COMUNICACIÓN

El señor LETELIER.- Señor Presidente, invoco el Reglamento con el objeto de intervenir, al haber sido aludido en los medios de comunicación por un miembro del Senado.

El señor NOVOA.- ¿Por quién?

El señor LETELIER.- Por la Honorable señora Matthei…

El señor LARRAÍN.- ¿Ofensivamente?

La señora MATTHEI.- También voy a pedir la palabra, entonces.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, frente a un planteamiento con motivo del reciente fallo del Tribunal Constitucional, algunos representantes de la Oposición calificaron políticamente tal sentencia y otros personalizaron sus juicios.



En mi concepto, no es raro que a la Senadora señora Matthei la veamos haciendo esto último. Porque no es la primera vez que califica una opinión política, como la que he sostenido sobre la definición de empresa, para decir que uno miente a los trabajadores –lo anterior, por mantener una postura diferente a la de ella, que, aunque distinta, respeto- o adjetivar la capacidad para emitir un parecer.



Por mi parte, creo que esa forma de abordar el debate, que es sustantivo, no ayuda a esta Corporación.



El Senador señor Allamand hacía una defensa del lenguaje que se debe usar en esta última. Pero sólo quiero recordar que los primeros en personalizar la discusión fueron colegas de las bancadas del frente al acusarnos de que por mantener un parecer distinto llevaríamos al país a una debacle, a una derrota, lo que, para algunos, es un juicio político.



Y lo respeto y lo acepto.



Pero, cuando se pasa a una descalificación, cuando se hace una alusión personal, estimo que quizás el Honorable señor Allamand podría aconsejar a la Senadora señora Matthei sobre cómo construir respeto y tolerancia a la diversidad del pensamiento.



En verdad, creo que se ha perdido de vista lo que realmente fue grave la semana pasada. Se trata de una opinión política distinta. Y no digo que se debe compartir la mía.



Pienso que es importante aludir al problema de fondo, respecto del cual podemos tener diferencias. Considero que la definición de empresa que consagra el Código del Trabajo es mala y perjudicial para el ejercicio de los derechos laborales. Y tengo la convicción de que no es aplicable el artículo 507 de ese cuerpo legal, al hacer referencia a la utilización de subterfugios y a que cometen delito quienes incurren en cualquier alteración realizada a través del establecimiento de razones sociales distintas. Por eso, propusimos una modificación.



Entiendo que la Oposición no comparta ese criterio. Está en su derecho. Pero lo que más llama la atención, cuando recurre al Tribunal Constitucional, son los fundamentos del fallo. Y quiero dejar constancia en esta Corporación, por lo menos, de que se ha generado algo debatible, porque la sentencia, que se pronunció sobre la forma -imagino que por eso nuestros Honorables colegas se han referido a nuestras opiniones-, a mi juicio cercena la facultad que la Constitución les otorga a los miembros del Senado. La Carta Fundamental, en el número 6º del artículo 65, refiriéndose a las facultades exclusivas del Presidente de la República, dice: "Establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.". Es decir, aquello que no nos está vedado, en primer término, son todas aquellas materias laborales que no signifiquen establecer o modificar normas de seguridad social. El hecho de precisar la definición -cualquiera que sea- de un actor obligado a cumplir las obligaciones laborales o previsionales en nada modifica ni establece normas de seguridad social.



Estoy seguro de que los abogados laboralistas -y no sólo ellos- abrigan la convicción de que el fallo del Tribunal Constitucional, en este aspecto, es tremendamente precario. Se podrían haber sostenido razones de forma y decir que la definición de empresa introducida mediante una indicación quizás no tiene atingencia con las ideas matrices del proyecto; pero insinuar, respecto de la eliminación de una frase, que el Parlamento no posee facultades -quiero subrayar la idea- es sin duda contrario a lo dispuesto por la Carta. Más aún cuando el mismo concepto, si fuera en términos de constitucionalidad, ya se encuentra establecido en el artículo 507 del Código del Trabajo.



El que hayamos argumentado en el sentido de determinar una nueva definición de empresa para evitar que algunos dueños del capital recurran a la división en una o en varias razones sociales -grandes multitiendas tienen más de cien de ellas para perjudicar el ejercicio de los derechos laborales- no justifica ni da pie para descalificaciones por parte de la Oposición y, en particular, de una señora Senadora.



Comparto el que podemos tener diferencias de opinión, y no sólo en el fondo, pero espero que se reflexione sobre el fallo del Tribunal Constitucional. Porque plantear que no se puede modificar ni suprimir una frase es cercenar las facultades del Parlamento y del Senado. Porque definir el concepto de empresa en nada significa establecer ni modificar normas de seguridad social.



Ahora bien, respeto el que la Honorable señora Matthei tenga una opinión distinta. Está en su derecho. Pero el que use un lenguaje que descalifica a quienes sostenemos juicios distintos -al parecer, es una práctica en ella- considero que daña lo que el Senador señor Allamand dice defender: un espacio de debate. 



Pero aquí, a veces, la intolerancia -como lo ha expresado el Honorable señor Escalona- es tal que no se acepta que las personas piensen diferente. Ello llevó, por lo menos en la semana pasada, a escuchar descalificaciones absolutamente estridentes. Entiendo que la señora Senadora las emitió, primero, en una radio, siendo reproducidas después en diferentes medios -tengo aquí las copias- y en la prensa escrita.



Pienso que ello es incorrecto e indebido. Llamo la atención al respecto para que elevemos la discusión y no entremos –repito- en descalificaciones a las personas.



Y quiero hacer constar lo que he consignado acerca del fallo del Tribunal Constitucional porque algunos vamos a insistir en la afirmación del ejercicio de nuestras facultades. Más allá del tema laboral en sí, es algo sobre lo cual debe existir consenso.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- En realidad, señor Presidente, hemos escuchado dos discursos bastante curiosos.



Por una parte, el Honorable señor Letelier ha sostenido recién que tratar de "chupasangre", "vampiro" o "papagayo" no es una ofensa, pero que sí lo es afirmar que alguien miente descaradamente.



¡Entonces, propongo que nombremos al señor Senador como árbitro de lo que se puede o no decir! ¡Y prometo que de ahora en adelante, cada vez que desee hablar, le voy a preguntar si me lo permite o no...!



Cuando uno observa estándares tan dobles, donde "chupasangre", "vampiro", "papagayo" son términos aceptados, pero decir que alguien está "mintiendo" o "faltando a la verdad" es inaceptable, no tenemos nada que hablar.



Por mi parte, sostuve en los medios de comunicación que el Honorable señor Letelier estaba mintiendo descaradamente. Y lo repito en este minuto: Su Señoría miente cuando les dice a los trabajadores que al haberse rechazado el artículo en el Tribunal Constitucional se ha echado por la borda, en el fondo, todo lo aprobado en el proyecto de ley de subcontratación.

El señor LETELIER.- Lo que afirmé es efectivo.

La señora MATTHEI.- Y miente porque han sostenido lo contrario el propio señor Ministro del Trabajo y el ex Senador señor Viera-Gallo. Ambos, al ser consultados, señalaron que los derechos de los trabajadores no se veían afectados por la eliminación de ese precepto.



Al parecer, se descalifica no sólo al Tribunal Constitucional, sino también al señor Ministro del Trabajo, al ex Senador señor Viera-Gallo, al señor Insulza. Me encantaría conocer la lista completa.

El señor LETELIER.- ¡Con Su Señoría basta...!

La señora MATTHEI.- Pero, más allá de la anécdota de si se miente o no, el hecho más grave de hoy lo constituye lo sostenido por el Honorable señor Escalona.



La verdad es que en todas las democracias europeas existe el Tribunal Constitucional y -que yo sepa- en ninguna de ellas los integrantes de ese órgano son elegidos en votación popular.



Sostener aquí que los fallos de tal entidad no son aceptables por esa razón es, sencillamente, lo más antidemocrático que he escuchado. Si es por eso, entonces empecemos por desconocer también todos los fallos de la Corte Suprema, porque sus miembros tampoco son elegidos por la voluntad popular.



Pienso que el discurso de Su Señoría probablemente va a ser estudiado en las universidades chilenas como el tipo de intervención proveniente de alguien que simplemente no cree en la democracia, en el balance de poderes. Y pienso que, de ahora en adelante, en vez de referirnos al ex Senador señor Altamirano, tendremos que poner más bien al Honorable señor Escalona como ejemplo de lo no democrático.



Gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde entrar al Orden del Día.

V. ORDEN DEL DÍA


MODIFICACIÓN DE LEY 19.518 PARA PERMITIR A MUNICIPIOS ACTUAR COMO ORGANISMOS TÉCNICOS DE CAPACITACIÓN

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme al acuerdo de los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.518 a fin de permitir que las municipalidades actúen como organismos técnicos de capacitación (OTEC), con urgencia calificada de “simple” e informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y certificado de la de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4185-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 27ª, en 21 de junio de 2006.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2006.


Certificado de Comisión de Gobierno, sesión 45ª, en 29 de agosto de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es permitir que los municipios mantengan la facultad de impartir capacitación laboral, toda vez que, conforme a una modificación de la ley Nº 19.518, no podrán desempeñar esa función a contar del 4 de septiembre del año en curso.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social aprobó en general y en particular la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó el proyecto en general y en particular en igual forma que la de Trabajo y Previsión Social, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag.



Cabe indicar que las Comisiones informantes proponen al señor Presidente que la iniciativa sea discutida por la Sala en general y en particular a la vez, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general y particular, tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, como expresó el señor Secretario, esta mañana la Comisión de Gobierno se abocó al análisis de este proyecto, que modifica la ley Nº 19.518 para permitir que las municipalidades actúen como organismos de capacitación. Ello, dado que hace dos años, en 2004, el Congreso Nacional modificó el Estatuto de Capacitación y Empleo y estableció las denominadas “normas SENCE”, según las cuales las acciones de capacitación pueden ser realizadas por organismos técnicos de capacitación que tengan un único objeto social, y también, como excepción, por las universidades, los institutos profesionales y los centros de formación técnica reconocidos por el Ministerio de Educación.



Lo anterior generó una dificultad jurídica importante, pues las municipalidades no podían ni pueden cumplir con el requisito de ser entidades con un objeto social único, como se exige a los organismos de capacitación; y la letra d) del artículo 4º de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades -según recordó en la Comisión el Senador señor Núñez- establece como actividades fundamentales de los municipios la capacitación, la promoción del empleo y el fomento productivo.




Por ende, existe el riesgo de que las municipalidades tengan que realizar acciones de capacitación en las comunas con sus propios recursos, por no serles factible postular a los fondos que el SENCE dispone anualmente -alrededor de 9 mil millones de pesos- para llevarlas a cabo.



Además de ese punto de carácter jurídico, podría ocurrir -particularmente en las comunas más chicas, donde la mayoría de las entidades de capacitación no llegan o lo hacen con cierta dificultad- que los municipios no pudieran destinar parte importante de su actividad a la capacitación y al empleo.



Ésas son las razones fundamentales para que, manteniendo la estructura del artículo 12 de la ley Nº 19.518 -que exige giro único a las entidades de capacitación, excepto a las universidades, los institutos profesionales y centros de formación técnica-, se incorpore también a las municipalidades para que, dentro del plazo de 24 meses, establecido en el artículo transitorio del proyecto, se ajusten a los requisitos del numeral 2º del artículo 21 de la mencionada ley, referente al sistema de acreditación.



En consecuencia, los municipios quedarán eximidos del objeto social único; pero, al igual que las otras entidades que llevan adelante políticas de capacitación financiadas con recursos públicos a través del SENCE, deberán acreditarse.



Los anteriores son los motivos que determinaron que aprobáramos por unanimidad el proyecto, con algunas prevenciones del Senador señor Orpis. La iniciativa debe ser despachada a la brevedad, pues el 4 de septiembre se cumple el plazo establecido originalmente en la ley. De no ser así, las municipalidades quedarán del todo fuera del Sistema Nacional de Capacitación. Hoy en día, alrededor de cien de ellas -no recuerdo el número exacto- ya forman parte del SENCE y tienen sus códigos y experiencias, los cuales se perderían.



Por eso, pienso que es fundamental que el Senado apruebe el proyecto, para que la ley pueda promulgarse y publicarse antes del próximo 4 de septiembre.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Para complementar lo informado por el Presidente de la Comisión, sólo quiero señalar que, en mi opinión, perdimos una gran oportunidad en esta iniciativa, porque el inciso segundo del artículo 12 de la ley Nº 19.518 establece lo siguiente: “No obstante lo anterior, las actividades correspondientes a la nivelación de estudios de la Enseñanza General Básica y Media, serán realizadas por entidades reconocidas por el Ministerio de Educación.”.



¿Qué ocurre en la práctica? Actualmente hay un porcentaje de trabajadores -40 a 50 por ciento- que no ha completado sus estudios y, de acuerdo con el artículo 12, sólo pueden realizar este tipo de capacitación las entidades reconocidas por el Ministerio de Educación. Es decir, un organismo técnico de capacitación no podría hacerlo aun cuando celebrara un contrato con alguna de las entidades autorizadas por dicha Cartera.



Pienso que habría sido una gran oportunidad para incorporar dentro de las facultades de los organismos técnicos de capacitación la de regularizar los estudios de los trabajadores. Ello es congruente con su actual nivel de requerimientos, pues no olvidemos que la ley del SENCE se modificó hace dos años y hoy existen altas exigencias para aquéllos: objeto social único y certificación bajo la norma NCh 2728.



El Ejecutivo se comprometió a enviar un proyecto de ley de esta naturaleza a fin de autorizar a dichas entidades para la nivelación de estudios. Sin embargo, después de 17 años -como señalé en la Comisión- no creo en las iniciativas que se comprometen en determinadas materias cuando se está ante plazos extremadamente urgentes.



Repito que perdimos una gran oportunidad. Yo habría preferido esperar cuatro o cinco días -hasta la próxima semana- e incorporar al texto esta materia, porque con ello abriríamos la posibilidad para que muchos trabajadores pudieran nivelar sus estudios -ya que hoy día no les es factible hacerlo- a través de los organismos técnicos de capacitación. 



Habría sido perfectamente posible dictar una norma transitoria para que los efectos de la ley en proyecto no signifiquen la cancelación del registro de las entidades involucradas, aun cuando sobrepasáramos el plazo por algunos días o una semana. 



Aseguro a Sus Señorías -y lo doy por firmado en esta Sala- que no avanzaremos en la materia en debate: no se enviará el proyecto, se va a dilatar, y se perderá la gran oportunidad de capacitar y de nivelar los estudios de un número importantísimo de trabajadores en nuestro país. 

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Queda sólo un minuto, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, seré muy breve. 



Deseo expresar que coincido con el propósito del Senador señor Orpis, pero discrepo de su interpretación por lo siguiente. 




La normativa en  proyecto tiene por objeto corregir un error relativo a los municipios, ya que no fueron incluidos dentro de las entidades que podrían actuar como OTEC. Pero éstos pueden ser reconocidos por el Ministerio de Educación y quedar en condiciones de nivelación de estudios, según la interpretación de algunos. 



El tema fue parte del debate sostenido. 



Por eso, en todo caso, quiero dejar sentado que la iniciativa sólo tiene por objeto resolver el problema de los municipios. Por ende, no se podría incluir otra materia. Si hay dudas, y de común acuerdo en la Corporación, podemos solicitar que se considere en otra iniciativa para asegurar el propósito planteado. No se puede incorporar en este proyecto por no estar dentro de sus ideas matrices. 



Señor Presidente, nosotros aprobaremos la normativa en análisis, y aunque compartimos el objetivo hecho presente, consideramos que no es posible concretalo en este momento.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, sólo quiero dejar constancia -porque el Director del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo estuvo en la Comisión- de que, conforme al artículo 19 de la ley relativa al SENCE, los OTEC no pueden nivelar estudios. Y así quedó expresamente establecido en la propia Comisión. 



¿Cómo se podría haber superado el problema? Modificando la normativa en estudio.



Por lo tanto, hago notar a la Sala que hoy día dichos organismos carecen de tal facultad, según el texto expreso del artículo 19 de la referida ley. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en general y en particular el proyecto.



--Se aprueba y queda despachado en este trámite. 

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL SOBRE

ADMISIÓN Y FORMA DE INCORPORACIÓN DE DOCUMENTOS

ELECTRÓNICOS EN JUICIO.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley Nº 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica y los servicios de certificación de dichas firmas, con informe de la Comisión de Economía.











3797-19

--Los antecedentes sobre el proyecto (3797-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005.


Informe de Comisión:


Economía, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es normar expresamente la admisibilidad de los documentos electrónicos en juicio, como asimismo su incorporación, producción, impugnación y valoración, y, de esa manera, dar certeza respecto a su data, introduciendo el concepto de “fecha electrónica”, que se funda en mecanismos tecnológicos capaces de entregar seguridad en cuanto al momento de otorgamiento o suscripción de un documento, acto o contrato. 



La Comisión de Economía analizó solamente en general el proyecto, dando su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Matthei y señores García y Pizarro, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados. 



El texto que se somete a consideración de la Sala se encuentra consignado en el respectivo informe. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor Vásquez. 

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Economía, quiero hacer presente que se trata de un proyecto bastante importante porque facilita la tramitación, negociación y celebración de los contratos, fundamentalmente los de índole mercantil.



Por lo tanto, teniendo presente las propias normas relativas al consentimiento que establece el Código de Comercio, aquí se regula una forma que efectivamente ya está contemplada, aunque no con las características actuales, en cuanto al consentimiento y al acuerdo respectivo. 



Sin embargo, pese a estar del todo conforme y por tratarse de una modificación a las normas del Código de Procedimiento Civil, solicito que también sea remitido a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Como lo hice presente en la Comisión, procede que sea informado también por dicho órgano.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, una vez aprobada la iniciativa la remitiríamos a la Comisión de Economía para su segundo informe, y a la de Constitución.



Acordado.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba en general el proyecto y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 11 de septiembre a las 12.
ACUERDO DE COOPERACIÓN Y AYUDA MUTUA EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES. 

PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el "Acuerdo de cooperación y ayuda mutua en materia de prevención y atención de desastres", celebrado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, suscrito en Lima el 10 de diciembre de 2004, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.











4085-10

--Los antecedentes sobre el proyecto (4085-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 4ª, en 4 de abril de 2006.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2006.


Hacienda, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2006.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es promover la cooperación y el intercambio de experiencias entre Chile y Perú en materia de gestión de riesgos, reducción de desastres y estudio de amenazas y vulnerabilidades que tengan su origen en un hecho natural o del hombre.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Coloma, Muñoz Barra y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



La Comisión de Hacienda también le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores García, Ominami y Sabag), tal como lo despachó la de Relaciones Exteriores.



Cabe tener presente que los dos órganos informantes proponen al señor Presidente del Senado que el proyecto de acuerdo sea discutido en general y en particular a la vez, de conformidad con el artículo 127 del Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo se halla en su segundo trámite constitucional.



Señala el mensaje que Chile y Perú, por su situación y características geográficas, se encuentran permanentemente expuestos a sufrir los efectos de fenómenos destructivos de origen natural, potencialmente dañinos, como sismos, tsunamis, inundaciones, aluviones, avalanchas y otros fenómenos de similar naturaleza. A lo anterior, se deben agregar los efectos negativos derivados de la actividad humana y el crecimiento de las comunidades, tales como accidentes con sustancias peligrosas, radiológicas, incendios forestales, etcétera, todos los cuales producen severos impactos en la población, afectando su normal desarrollo. 



Atendidas tales circunstancias y el hecho de que la frontera entre ambos países genera una fuerte dinámica de integración, la ejecución de programas y actividades conjuntas de cooperación y de intercambio de experiencias en materia de gestión de riesgos en sus zonas fronterizas se ve fuertemente reforzada.



El Encargado de Relaciones Internacionales de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI) señaló en la Comisión que el Acuerdo en estudio persigue normar una situación ya existente en la zona fronteriza norte, cual es la de integración y ayuda en casos de desastre. Agregó que en la actualidad hay programas conjuntos de tipo fitosanitario y de salud. 



Explicó que, en la práctica, Chile y Perú se han prestado ayuda mutua en casos como las inundaciones provocadas por el invierno altiplánico. Añadió que dicha zona se ve afectada, además, por sismos y aluviones.



Por las razones antes mencionadas, expresó que se hizo necesario abordar esta problemática. Con tal fin, se suscribió este convenio que es un acuerdo marco que permite a la Oficina Nacional de Emergencia chilena y al Instituto Nacional de Defensa Civil peruano coordinar el empleo de recursos humanos y materiales, tanto públicos como privados. 



Se le planteó la inquietud de que estos programas de ayuda podrían ser utilizados por el narcotráfico. Al respecto, dicho personero aclaró que existían resguardos que impedían la referida situación, porque tales programas son coordinados por la Cancillería y las Intendencias respectivas.



Se informó que el Acuerdo en análisis fue aprobado por Perú con fecha 17 de noviembre del año pasado. 



Finalmente, como señaló el señor Secretario, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Relaciones Exteriores.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Ominami.

El señor OMINAMI- Señor Presidente, seré muy breve.



Tal como informaron los representantes de la Cancillería en la Comisión de Hacienda, el Acuerdo es producto de un memorándum de entendimiento entre las Repúblicas de Chile y del Perú, suscrito en Santiago el año 2002, luego de lo cual, en 2004, se firmó el instrumento que hoy día se somete a consideración del Senado.



En lo que se refiere a la competencia de la Comisión de Hacienda, el artículo 6.3 del Acuerdo dispone que las Partes aplicarán procedimientos simplificados para el ingreso y salida temporal sin estar afectos a tasas aduaneras, en cuanto a equipos y medios de socorro utilizados para la asistencia mutua con ocasión de un desastre o catástrofe y para su retorno al país de origen, de modo de otorgar las máximas facilidades fronterizas a ese respecto. Sobre el particular se informó a la Comisión que el Servicio Nacional de Aduanas cuenta con un sistema de admisión y salida temporal de equipos y bienes que- según se presume- no van a ser comercializados.



En el marco del Acuerdo, el ingreso o salida de bienes o equipos que se utilizan en catástrofes -por ejemplo, colchones-, que teóricamente debieran estar afectos a tasas aduaneras al momento de su ingreso al país, no tendrán que pagar tales derechos.



Asimismo, los representantes informaron que las distintas actividades que enumera el artículo 2 del Acuerdo, referido a los términos de cooperación y asistencia, entre las que figuran el intercambio de especialistas y expertos, de información y documentación; el diseño de planes de asistencia mutua para casos de emergencia; el planeamiento y realización conjunta de proyectos sobre identificación de peligros, etcétera, no requieren aportes extraordinarios para ser cubiertas, porque los dineros ya están dispuestos en fondos de emergencia del Ministerio del Interior y en los recursos ordinarios de la Oficina Nacional de Emergencia.



Desde ese punto de vista, el informe financiero emanado de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala que el Acuerdo se efectúa en el marco de la legislación interna de cada país y no compromete recursos fiscales adicionales.



Es cuanto puedo informar respecto de las discusiones habidas en la Comisión de Hacienda sobre el particular.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular.

MODIFICACIÓN DE LEY Nº 19.537 EN CUANTO A ORGANIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE CONDOMINIOS DE VIVIENDAS SOCIALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el propósito de facilitar la organización de los vecinos y la administración de los condominios de viviendas sociales, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.











3804-14

--Los antecedentes sobre el proyecto (3804-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 19ª, en 6 de junio de 2006.


Informe de Comisión:


Vivienda, sesión 42ª, en 9 de agosto de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal del proyecto es modificar la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria para facilitar la organización y administración de los condominios de viviendas sociales, mediante el establecimiento de nuevas obligaciones y responsabilidades a los gobiernos regionales, a las municipalidades y a los Servicios de Vivienda y Urbanización.



La Comisión discutió la iniciativa solamente en general, aprobando la idea legislar por tres votos a favor (Senadores señores Cantero, Longueira y Sabag) y la abstención del Honorable señor Pérez Varela, en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados.



El texto del proyecto se consigna en la parte pertinente del primer informe.



Cabe tener presente que las letras g), i), j), k) y l) del artículo único y la primera disposición transitoria tienen el rango de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto favorable de 22 señores Senadores.



Finalmente, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó reemplazar el nombre de la iniciativa para adecuarlo a su real contenido actual, dejándolo como sigue: Proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, para facilitar la organización y administración de los condominios de viviendas sociales.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas:



La iniciativa en estudio surge de un proyecto promovido por el Diputado señor Carlos Montes que, además, fue patrocinado por diputados de diversas bancadas.



El proyecto tiene por objeto mejorar la calidad de vida de los vecinos y contribuir a superar el grave problema de administración de espacios comunes que existe en los condominios de viviendas sociales, lo cual conduce a un serio deterioro social en muchos de éstos.

Diversos estudios nos hablan de una creciente "ghettización" de estos espacios urbanos, fenómeno que no sólo reviste carácter nacional sino también internacional.



Ello ha llevado a muchos países a tomar drásticas medidas, las cuales incluyen la demolición de los condominios.



Pues bien, nosotros no podemos darnos esos lujos, por lo que necesitamos prevenir y superar esas dificultades. Y una de las formas de hacerlo consiste en modificar ciertas normas legales, a fin de mejorar las condiciones de habitabilidad y facilitar la organización vecinal.



El proyecto en estudio contempla algunas medidas en este sentido dignas de destacar.



En primer término, se establece un número máximo de unidades por conjunto habitacional. Se trata de una enmienda que parece simple, pero que tiene enorme importancia práctica.



Todos conocemos en nuestras Regiones conjuntos habitacionales de quinientas viviendas o incluso más. Así, la administración de sus espacios comunes y la organización de los vecinos son imposibles.



Las consecuencias de ello son predecibles: deterioro o abandono de los espacios comunes, caos estético, conflictos entre residentes.



Por tanto, fijar un máximo de 150 unidades por conjunto habitacional es una medida de gran trascendencia. Evidentemente es más fácil convocar y organizar a esa cantidad de familias que a quinientas o más.



En segundo lugar, se favorece la habilitación de áreas verdes, espacios comunitarios y estacionamientos en los condominios destinados a viviendas sociales.



Lo anterior se consigue excluyendo a dichos condominios de la posibilidad que las constructoras canjeen los requerimientos de espacios comunitarios y áreas verdes, reubicándolos o compensándolos en sectores aledaños.



La organización, el esparcimiento y el mejoramiento de la calidad de vida de los vecinos hacen imprescindible la existencia de espacios que posibiliten tales objetivos sin establecer excepciones, especialmente en los sectores más modestos.



En el mismo sentido se orienta la norma que exige un mayor número de estacionamientos para estos condominios.



La experiencia indica que estos complejos no escapan a las necesidades de otros sectores sociales en materia de ubicación de vehículos. Sin embargo, las actuales normas legales no dan cuenta de esa realidad.



El resultado -todos lo conocemos- se traduce en pasajes y calles estrechas, con vehículos estacionados en las bermas y con vecinos que deben hacer piruetas para transitar, ya sea a pie o en automóvil.



Ello debe cambiar y el proyecto apunta en esa dirección.



Otro tema importante es la modificación de normas referidas a la organización de los vecinos y a la realización de asambleas.



El proyecto contiene una serie de enmiendas tendientes a facilitar ambos aspectos, alterando las disposiciones vigentes en materia de quórums, citaciones y convocatorias a asambleas, nombramiento de administradores, acciones de mediación en conflictos y costo de trámites judiciales.



Por último, resulta muy relevante la disposición que permitirá a los gobiernos regionales, a las municipalidades y a los servicios de vivienda y urbanización destinar recursos para los condominios de viviendas sociales, con el objeto de promover la ejecución de programas de mantenimiento, mejoramiento y ampliación de los inmuebles.



Asimismo, es fundamental aquella enmienda que posibilitará a sus organizaciones postular a dichos planes en condiciones similares a las que rigen para juntas de vecinos y otros organismos comunitarios.



La materia que abordamos es, sin duda, una de las áreas pendientes en cuanto a vivienda social y urbanismo.



La necesidad de priorizar la construcción de viviendas para disminuir su déficit ha postergado la adopción de medidas que ayuden a sus propietarios a mantener y mejorar sus inmuebles.



Sin embargo,  así como es importante construir más viviendas sin desatender la calidad de ellas, resulta también imprescindible que ello se haga implementando programas que eviten que esa inversión se desperdicie o pierda valor, producto del abandono estructural, estético y urbanístico.



Señor Presidente, Honorables colegas, como decía, el proyecto que analizamos reviste enorme relevancia para muchos barrios de nuestras ciudades y también para sus vecinos, amenazados gravemente por el deterioro en su calidad de vida. Sus disposiciones abren una puerta a revertir tal situación y a permitir que los problemas detectados no se repitan en nuevos planes de vivienda, por lo que votaré favorablemente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, creo que este proyecto, que tiene por finalidad facilitar la organización de los vecinos y la administración de los condominios de viviendas sociales, responde claramente a los objetivos impulsados por los diversos Gobiernos de la Concertación en el sentido de ir mejorando la calidad de vida de los sectores de más bajos ingresos.



Si bien en un primer momento el déficit habitacional fue abordado a través de la construcción masiva de viviendas, ello muchas veces no significó crear verdaderos barrios. La presente iniciativa, en cambio, a partir de ciertas unidades territoriales, como son los condominios sociales, permitirá la mejor mantención de espacios que hoy se encuentran en tierra de nadie, porque -digámoslo con toda claridad- en diversas ocasiones se levantan ahí determinadas infraestructuras (sedes, multicanchas) que no cuentan con nadie a cargo de su administración.



Desde ese punto de vista, me parece que 150 viviendas es un número razonable para hacer posible una adecuada administración y asignación de recursos en los conjuntos habitacionales ubicados en sectores populares. 



De la misma manera, señor Presidente, no me cabe duda de que el proyecto significará un beneficio muy importante en el mejoramiento de la calidad de vida y el bienestar de las personas que viven en viviendas sociales al brindarles la posibilidad de dar forma administrativa al desenvolvimiento de la vida en su barrio en términos de cómo ocupar las áreas comunes, los espacios libres, las áreas verdes,





Por eso, veo con muy buenos ojos y valoro muy positivamente que de una vez por todas se haya tomado la decisión de legislar sobre la materia, señor Presidente, porque considero que existe un vacío legal en la normativa que regula la construcción de poblaciones y villas que impide que sus habitantes accedan a mejores condiciones de vida. Por supuesto, es importante que la gente tenga casa, pero también lo es que el entorno de ésta adquiera mejoras significativas con el transcurrir del tiempo. Y no tengo dudas de que este proyecto, que permitirá la formación de condominios de viviendas sociales, constituirá una paso adelante en ese aspecto y elevará el nivel de vida de las personas que en ellos habitan, razón por la cual lo voy a votar favorablemente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, celebro que estemos discutiendo un proyecto de ley que dice relación directa con la posibilidad de que la ciudadanía se organice y, de esta forma, se ocupe colectivamente de cada una de las circunstancias que se enfrentan en la cotidiana convivencia vecinal.



Resulta indispensable profundizar aún más en iniciativas de este tipo, que den respuesta satisfactoria a la cada vez mayor necesidad social de organización y participación, puesto que el Estado debe, por mandato constitucional, otorgar apoyo a las organizaciones que se crean al interior de la sociedad civil, cuestión que hasta la fecha se ha visto gravemente incumplida incluso en sus aspectos más básicos. En efecto, en la actualidad la mayoría de los comunas de nuestro país carece de consejos económicos y sociales debidamente constituidos o, en los casos en que éstos existen, sus atribuciones son casi nulas, por lo que, en definitiva, la participación ciudadana es letra muerta.



Sumado a ello, señor Presidente, hace más de 3 años que el Fondo de Desarrollo Vecinal no recibe recursos del presupuesto público. Quiero aprovechar esta ocasión para reiterar al Ejecutivo la solicitud que le hizo este Honorable Senado mediante un proyecto de acuerdo en orden a asignar este año los recursos que corresponden a este Fondo, que va en directo beneficio de las juntas de vecinos y demás organizaciones sociales, que a duras penas logran desarrollar todas sus iniciativas.



Este proyecto de ley, no obstante ser perfectible en algunos de sus aspectos, va en la dirección correcta. Sin duda, el mejoramiento de las normas que rigen la organización y administración de los condominios de viviendas sociales será de gran ayuda para una importante cantidad de personas. Pero es de esperar que no nos quedemos sólo aquí, sino que con esto se inicie una profunda adecuación y renovación de cada una de las normas que rigen la participación y la organización ciudadanas, para lo cual hago un especial llamado al Ejecutivo, que, según se ha interpretado, es el que posee la iniciativa exclusiva en estas materias.



Votaré favorablemente el proyecto, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, es indudable que cada uno de nosotros constata a diario en las distintas comunas, provincias y Regiones a  las cuales representa cómo los condominios de viviendas sociales, una vez entregados, comienzan un proceso de deterioro sustancial. Y ello se debe a que hoy en día los vecinos no poseen capacidad para organizarse y administrar de manera adecuada los conjuntos habitacionales en los que viven.



En mi opinión, el problema debe ser enfrentado desde dos perspectivas o, si se quiere, exige dos tareas. En primer lugar, el Estado, a través de su política habitacional y de subsidios, debe alentar progresivamente la construcción de barrios y condominios de viviendas sociales cada vez mejor dotados y estructurados, con espacios libres y áreas comunes en los cuales sus habitantes puedan desarrollarse. Pienso que el nuevo programa habitacional anunciado por la señora Ministra de Vivienda constituye un buen inicio tras un objetivo al cual todos debemos contribuir: la edificación de viviendas sociales de calidad, insertas en barrios dotados no sólo de sedes sociales, sino también de plazas e instalaciones deportivas.



Eso, claramente, no lo resuelve una normativa de esta naturaleza, pero sí un programa habitacional que permita dar un paso adelante en la construcción de viviendas sociales de mejor calidad.



Todos constatamos a diario que en el último tiempo se ha privilegiado el levantamiento de conjuntos habitacionales con calles y pasajes pavimentados, algunas sedes sociales y punto. Si esa política estatal continúa, la calidad de vida de las personas no mejorará.



Y reitero: este proyecto no avanza en esa materia, o lo hace mínimamente, estableciendo cierto número de estacionamientos y otras exigencias con las cuales uno no puede estar en desacuerdo, pero que sólo constituyen un adelanto bastante pequeño y precario para que los condominios de viviendas sociales sean entregados como verdaderos barrios, que es -estoy seguro- lo que todos los Senadores anhelan.



El segundo aspecto que ha de considerarse es el siguiente. Cualquiera que sea la calidad de los conjuntos que se entreguen, los vecinos deben estar preparados y capacitados para asumir la tarea fundamental de administrar los condominios, con todo lo que ello significa en cuanto a normativas municipales y reglamentarias, liderazgo, etcétera. Recuerdo que estamos hablando de condominios de viviendas sociales, donde existen personas de buena voluntad, pero sin la capacitación ni la preparación para liderar la organización de los vecinos, que es lo que el proyecto persigue. 



Pero yo tengo una objeción de fondo respecto de la modificación al artículo 39 propuesta en el numeral 1) de la letra h), que consiste en intercalar la frase “no podrán edificarse en conjuntos de más de 150 unidades”.



Eso puede ser extraordinariamente contraproducente para el objetivo que se quiere alcanzar. Chile está lleno de comunas y ciudades medianas y pequeñas donde todos somos testigos de las dificultades existentes para  llevar adelante programas de viviendas sociales, porque las empresas constructoras siempre buscan desarrollar en ellas proyectos más grandes, con un mínimo de 290 a 300 unidades, para que el negocio les resulte rentable.



Por lo tanto, la obligación señalada implicaría poner una barrera de entrada muy fuerte en el caso de las comunas y ciudades pequeñas y medianas, que son la mayoría en el país; costaría mucho lograr en ellas una oferta amplia, contundente, sustantiva, de viviendas sociales. 



Debemos tener especial cuidado con esa situación, ya que puede constituir un obstáculo insalvable para que las personas de escasos recursos accedan a ese tipo de soluciones habitacionales.



Llamo a los señores Senadores a que hagan un análisis de cada una de las comunas y ciudades pequeñas y medianas a las cuales representan. Sus Señorías conocen las dificultades que ellas han enfrentado para que las empresas asuman el compromiso de construir viviendas sociales cuando los proyectos son inferiores a 250, 290 unidades. Siempre existe algún problema.



Entonces, la cortapisa de que los condominios en comento no posean más de 150 viviendas generaría un daño profundo, importante, a los sectores que he mencionado.



Por otro lado, creo que una norma de tal naturaleza no ataca el fondo del problema, cual es que, en el evento de que el día de mañana sea necesario construir barrios y condominios sociales completos donde verdaderamente se requiera una adecuada administración, no habrá dirigentes preparados ni capacitados para ejercer liderazgo a los efectos de impulsar a los vecinos con el objeto de que  participen en la mantención de aquéllos o presenten proyectos para postular a fondos destinados a este efecto.



Ésa es, sin duda, la dificultad real con que nos encontramos hoy. Por ende, una política habitacional correcta debiera contemplar un subsidio o un fondo al cual los vecinos puedan optar para capacitarse y prepararse.



Alguien podrá argüir que es muy difícil administrar en forma eficiente un condominio de sobre 150 viviendas. Es cierto. Pero la ley vigente permite nombrar subadministradores; en consecuencia, pueden coexistir varias administraciones que hagan factible ir mejorando cada vez más el nivel de vida de los copropietarios.



Señor Presidente, éste es un problema de administración y no de construcción; de preparación y capacitación de la gente, y no de limitación del número de edificaciones.



Lo expuesto me lleva a rechazar la modificación del artículo 39 propuesta en el numeral 1) de la letra h). Y, desde ya, pido votación separada, porque la enmienda planteada, en caso de aprobarse, constituirá un obstáculo para la construcción de viviendas sociales.



Si se quisiera mantener esta norma, sería preciso establecer una definición diferente para los condominios de viviendas sociales, pues la consignada en la iniciativa es extraordinariamente amplia: cualquier proyecto con 10 a 15 de ellas será un condominio; por lo tanto, comprenderá a todos -¡a todos!- los grupos habitacionales que se conformen de aquí para adelante. 



Reitero: el tope de 150 unidades será un obstáculo para la construcción de viviendas sociales en las comunas y ciudades pequeñas y medianas.



Señor Presidente, estimo contraproducente la enmienda al artículo 39 planteada mediante el número 1) de la letra h). Por ello, solicito que se vote en forma separada. Y si esto no fuere posible, anuncio mi voto en contra respecto de esta materia.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En su momento podrá formular esa petición, señor Senador.

El señor NARANJO.- Entiendo que hoy sólo corresponde votar en general.

El señor SABAG.- Así es.

El señor LETELIER.- ¡El Senador señor Pérez Varela está con ganas de trabajar más rápido…! Eso es lo que nos convoca.

El señor NARANJO.- ¡Quiere dividir al general…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como uno de los autores de la iniciativa, junto con -entre otros- el Diputado señor Montes, debo manifestar que lo que nos inspiró en primer término fue algo que todos conocemos: la gran cantidad de conjuntos de viviendas sociales -SERVIU en particular- que se han concentrado en forma muy masiva en blocks distintos y que se encuentran acogidos de hecho a la Ley de Copropiedad Inmobiliaria -ley de propiedad horizontal-, lo cual dificulta bastante el desarrollo del trabajo en comunidad, por cuanto ese cuerpo normativo no considera la realidad de los copropietarios de ese tipo de habitaciones.



De hecho, los conjuntos SERVIU son condominios, tal como puede serlo una vía de viviendas para gente de altos ingresos. Pero las realidades social y territorial de los condominios de viviendas sociales son absolutamente distintas.



Fue a raíz de ello que quisimos impulsar una legislación tendiente a establecer algunas normas y criterios que permitieran, primero, una definición de “condominio de vivienda social”. Quizás -como expresó el colega Pérez Varela- la ahora propuesta es muy genérica; pero, sin duda, se puede precisar. Sin embargo, la virtud de esta iniciativa es el establecimiento de una definición de “condominio de vivienda social”, pues hoy nada existe sobre el particular y, por ende, no resulta factible dictar normas particulares para ese tipo de conjuntos habitacionales.



Asimismo, la ley en proyecto introduce disposiciones en cuanto a las formas de citar a asambleas y de realizar éstas. Al respecto, hay un elemento principal: la participación activa del municipio tanto para convocar a las reuniones cuanto para actuar como ministro de fe. Porque, hasta ahora, las normas que regulan a los condominios en general son impracticables para los de viviendas sociales. 



En tal sentido, parece fundamental, no sólo que se incorpore la definición aludida, sino el lograr que una autoridad cercana, asequible para los pobladores, como el municipio, juegue un papel activo; y, de la misma forma, establecer un procedimiento más simple para la elaboración del primer reglamento.



Según las estadísticas que se nos han proporcionado, las viviendas sociales constituidas en condominios de acuerdo con la Ley de Copropiedad Inmobiliaria alcanzan a bastante menos que 10 por ciento, lo que dificulta mucho el acceso a determinadas acciones públicas e inversiones, e incluso, a la cooperación del municipio.



Por medio de la iniciativa se quiere modificar eso, como asimismo los quórums necesarios para iniciar ciertos procedimientos con relación al reglamento.



Señor Presidente, hay dos aspectos que algunos consideran que no deben ser parte de la ley en proyecto. La representante del Ministerio de Vivienda los hizo presentes en la Comisión y, con anterioridad, en la Cámara de Diputados.



Uno de ellos se refiere a si deben considerarse estacionamientos por cantidad de viviendas. Incluso, a juicio de algunos de nosotros, la norma que se establece es mínima, por cuanto no hay ninguna razón para pensar que las familias que hoy habitan en viviendas sociales no puedan aspirar a contar mañana con un vehículo particular. Muchas ya lo tienen, y la situación que enfrentan es por completo inapropiada -por decir lo menos-, pues  resuelven el problema estacionándolo en cualquier lugar, menos en el indicado para este efecto. Ello, producto de que los arquitectos, al planificar, privilegiaron la construcción de la superficie de las viviendas, pero no el desarrollo del barrio. Y eso lleva al absurdo de que, si bien hay estacionamientos, se encuentran en terrenos de copropiedad ubicados en la parte colindante de los edificios, lo cual genera un tremendo conflicto entre vecinos. En efecto, los que viven en el primer piso, cuando se trata de bloques, se consideran dueños de la parte de atrás y ponen su auto primero. ¡Y pobre del que viva en el segundo o en el tercer piso, pues no tiene dónde estacionar el suyo! Y el problema parte de que nunca se ha normado en forma adecuada la situación.



El Senador señor Pérez Varela hizo un planteamiento en cuanto al tamaño de los conjuntos habitacionales. Ciertamente, 140, 150, 200 o cualquier cifra que se dé resulta arbitraria. Pero lo que se quiere es evitar lo que algunos consideramos un verdadero crimen urbano: la construcción de hectáreas, hectáreas y hectáreas de viviendas sociales, una tras otra, donde no existe una mínima identidad colectiva, de barrio.



En Rancagua están -y el Senador señor Chadwick es testigo- los conjuntos habitacionales Algarrobo 1, 2, 3, 4, 5 y 6; es decir, a lo largo de varias cuadras, seis etapas de construcción que evidentemente carecen de identidad colectiva.



Se trata, entonces, de algo que queremos promover, fijándolo como condición al urbanizador. Tal es la razón para determinar un límite. Podrá ser un poco más o un poco menos. Sin embargo, el propósito de definir barrios es lo que más nos inquieta.



Por último, más allá de que las normas propuestas faciliten o permitan que los condominios constituidos de acuerdo con la ley en proyecto postulen a programas financiados con recursos fiscales -lo considero tremendamente importante-, quiero destacar las disposiciones transitorias, y en particular la facultad que se da a la Dirección de Obras para modificar los planos de loteo existentes en los condominios de viviendas sociales. Esto es de gran relevancia, porque va a posibilitar que en aquellos donde los bloques se encuentran unidos a terrenos de equipamiento o se hallan diseñados de una forma que no refleja la convivencia de la comunidad se planteen modificaciones en el plazo de tres años. Y ello debería contribuir a que en los casos donde el municipio se involucra activamente -es lo que queremos- mejoren la calidad de vida y el nivel de organización de esos conjuntos habitacionales.



Nosotros vamos a apoyar este proyecto, pues lo consideramos absolutamente necesario.



Sí nos gustaría -y lo hemos planteado- que el Ministerio de Vivienda u otra repartición analizara la factibilidad de respaldar e impulsar programas más proactivos para constituir efectivamente la copropiedad en todos esos conjuntos habitacionales. Y ello, por una razón: porque muchas de las viviendas sociales que los conforman, particularmente en las ciudades grandes -no en las intermedias o pequeñas-, por la manera como se diseñaron, han ido acompañadas de una marginalidad urbana dramática, de un deterioro urbano dramático y de un menosprecio por el barrio dramático.



Para revertir situaciones como ésa, la Presidenta Bachelet anunció el Programa 200 Barrios. Sin duda, éste apunta en la dirección correcta al plantear una intervención integral, pero quizás necesita ser complementado por otras iniciativas, tal vez menos ambiciosas, que nos permitan un plazo de tres años a los efectos de conseguir que se constituyan los consejos de administración y efectivamente haya una actividad más vigorosa y activa en todos los sectores de que se trata.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en la Comisión de Vivienda del Senado analizamos este proyecto y aprobamos la idea de legislar. Ahora la Sala deberá votarlo en general, para luego fijar plazo a los efectos de presentar indicaciones y, posteriormente, dar lugar a la discusión particular.



Quiero dejar constancia de que la iniciativa en debate tuvo su origen en una moción de los Diputados señoras Isabel Allende, Eliana Caraball y María Antonieta Saa, y señores René Manuel García, Juan Pablo Letelier, Patricio Melero, Fernando Meza, Carlos Montes, Edgardo Riveros y Gonzalo Uriarte.



Éste es un buen proyecto, orientado con una visión -yo diría- futurista, porque todos aspiramos a mejorar los conjuntos residenciales; a que ellos no sean simplemente miles de viviendas, sino barrios donde la gente pueda aspirar a tener entrada y estacionamiento para su auto, por ejemplo, y no vea limitadas todas sus posibilidades de crecimiento.



Su objetivo es establecer normas que contribuyan a facilitar la organización de los vecinos y la administración de los condominios de viviendas sociales, y que además permitan garantizar un estándar superior en la construcción de ellas.



Para concretar lo anterior, se propone, mediante un artículo único que consta de doce literales, introducir modificaciones a la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.



En la Comisión recibimos en audiencia a la Cámara Chilena de la Construcción. Concurrió su Presidente, don Otto Kunz, quien, junto con entregar un documento que se incorporó como anexo al informe que los señores Senadores tienen en su poder, señaló, en síntesis, que “la iniciativa resultará perjudicial justamente para aquellas familias a quienes se pretende beneficiar.”.



Aseveró que “los problemas de copropiedad, cuando existen, son fundamentalmente de orden administrativo, y que los mismos no se solucionan con restricciones a la construcción, como lo propone el proyecto en estudio.”.



Agregó que “si el proyecto persigue optimizar la participación de la comunidad, no se justifica efectuar una modificación legal tendiente a limitar el número máximo de unidades en los condominios de vivienda social, ya que la ley vigente permite, en caso de ser necesario, recurrir a subadministradores.”.



Afirmó que “el esfuerzo debe orientarse a focalizar la solución de los problemas de deterioro y mantención que presentan los condominios de viviendas sociales, en base a capacitación y generación de incentivos y estímulos a la organización, proponiendo para ello la extensión de los subsidios del Fondo Solidario para la Vivienda a los condominios de vivienda social que contempla la Ley de Copropiedad Inmobiliaria. De este modo, se orientarán acciones de capacitación de las administraciones y se entregará un incentivo para aquellas administraciones que ya se encuentran organizadas.”.



Consignó, por último, que lo anterior significaría encarecer fuertemente la vivienda social.



También invitamos al Presidente del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local, don Cristián Arévalo, quien, mediante presentación escrita, hizo ver a la Comisión que, en su concepto, “el proyecto presenta un avance respecto de la propuesta original del Ejecutivo, al recoger la Honorable Cámara de Diputados algunas de las observaciones planteadas por el Instituto que preside.”.



Por su parte, la abogada señora Jeannette Tapia y el Jefe de la División de Política Habitacional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, don Jaime Silva, en representación del Ejecutivo, expresaron su parecer positivo acerca del proyecto, en razón de que “corrige problemas detectados en la aplicación de la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria”, y manifestaron “el interés de esa Secretaría de Estado en orden a regular los condominios de viviendas sociales”.



Por tales razones, señor Presidente, la Comisión estimó de alta conveniencia legislar sobre la materia. Ello, en vista de los nuevos programas habitacionales del Ministerio del ramo tendientes a terminar con las viviendas precarias y a ir paulatinamente mejorando las condiciones, la calidad y los metros cuadrados de las viviendas sociales. Por eso, el subsidio se ha aumentado a 330 UF en algunos sectores y a 370 en otros, para dar viviendas dignas, que cuenten con entradas de vehículos y estacionamientos, y poner término al verdadero hacinamiento existente, que hace vivir a la gente en condiciones deplorables.



En consecuencia, pedimos al Senado que apruebe la iniciativa sólo en general y que se fije un plazo para la presentación de indicaciones, a fin de que posteriormente se analice en la Sala cada una de ellas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se ha solicitado abrir la votación de la iniciativa.



En consecuencia, queda cerrado el debate.



Recuerdo a Sus Señorías que para la aprobación del proyecto se requiere quórum de ley orgánica constitucional.



En votación la idea de legislar. 



Se comenzará con quienes estaban inscritos para intervenir.



 --(Durante la votación). 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el proyecto, tal como ya se ha señalado, tuvo su origen en una moción. En mi condición de Diputado, integré la Comisión de Vivienda, que trató y aprobó la iniciativa; y ahora me ha correspondido estudiarla de nuevo, como miembro de la Comisión pertinente del Senado.



Éste es un proyecto que apunta en el sentido correcto: avanzar en el mejoramiento de las exigencias en los condominios de viviendas sociales y facilitar de alguna forma el grado de organización de los vecinos para administrar adecuadamente las áreas comunes de dichos conjuntos habitacionales.



Los puntos más relevantes de la iniciativa son los siguientes:



Primero -como señaló el Senador señor Pérez Varela-, la exigencia de que los conjuntos no tengan más de 150 unidades. La línea argumental contraria señala que esto puede aumentar el precio de la vivienda social. Pero, a mi juicio, la única forma de terminar con conjuntos de 800 ó 500 unidades, que no hacen otra cosa que endurecer la pobreza, es incorporar en la ley la obligación de que estos condominios no podrán exceder las 150 viviendas. Por tanto, las licitaciones de construcción en todas las comunas del país deberán realizarse en torno a este tope, lo cual es perfectamente compatible con la geografía nacional.



Considero importante avanzar y poner algún límite. Ello responde a la permanente crítica que durante años se ha hecho a la forma como se construyen las viviendas sociales en el país, no sólo por la calidad de ellas, sino también por el hacinamiento que producen. Se trata, entonces, de una medida que Chile está en condiciones de asumir, aunque, por cierto, conlleve un mayor costo.



No debieran seguir entregándose conjuntos habitacionales como los construidos hasta ahora. Hemos llegado incluso a la situación de que mucha gente, luego de obtener una vivienda social, la abandona, porque vivir en condominios de 500, de 800 unidades -como ocurre en muchas comunas en sectores más vulnerables, especialmente de la Región Metropolitana y de las grandes ciudades del país- es inaceptable. Por eso, pienso que la iniciativa va en la dirección correcta.



Por otra parte, se flexibiliza un conjunto de normas que ayudan a conformar una administración para estos conjuntos habitacionales, porque prácticamente todos ellos tienen bienes comunes. Muchas veces las instalaciones y la infraestructura de tales condominios terminan destruyéndose por no existir un grado de organización ni una entidad encargada de mantenerlas ni de mejorarlas. Por lo tanto, las disposiciones del proyecto que apuntan a facilitar la organización de los copropietarios se orientan en el sentido adecuado.



Otro aspecto importante es la definición que se propone. El Senador señor Pérez Varela señaló que era muy ambigua; pero, obviamente, se puede perfeccionar. En el fondo, se considerará condominio de viviendas sociales todo conjunto constituido mayoritariamente por ellas. Se puede precisar mejor esta definición, pero lo relevante es que quede bien clara y, de ser necesario, que se perfeccione en la discusión en particular.



Por otro lado, es relevante que por primera vez se permite financiamiento fiscal para estos conjuntos habitacionales. Es decir, los municipios podrán destinar recursos a propiedades particulares. Hoy día los fondos municipales o regionales no pueden ser utilizados en beneficio de privados, como son los condominios de viviendas sociales. Por lo tanto, es muy difícil postular a programas para efectuar mantenimiento o para construir o mejorar sedes en lugares que no son de propiedad fiscal. Esto hace que muchas veces existan pequeños retazos entregados en administración o en comodato, mediante toda una maraña jurídica que finalmente constituye un enredo para el aporte de recursos fiscales por parte de los municipios. 



Con esta propuesta será posible desarrollar una política de participación y de concurso tendiente a obtener fondos para hermosear los condominios de viviendas sociales.



Otro aspecto de la iniciativa es que se hace cargo de una realidad. Hoy día mucha gente que ha logrado adquirir un pequeño automóvil o que trabaja en el transporte público llega a vivir a esos conjuntos habitacionales, pero no cuenta con los espacios necesarios para estacionamiento. Ello, porque no hay una norma clara sobre el particular. Aquí se establece en forma muy precisa que debe haber un estacionamiento por cada dos viviendas sociales. Por lo tanto, en estos condominios, que no superarán las 150 unidades, habrá a lo sumo 75 lugares para estacionar vehículos.



Además, se resuelve una situación bastante irregular, a la cual alguien ya se refirió: como no existe una administración, muchos pobladores amplían sus viviendas en espacios que no les pertenecen y que al final no pueden sanear, porque la construcción respectiva se hace generalmente en los primeros pisos de propiedades colectivas. Finalmente, toda la inversión efectuada con el sacrificio de las familias no se puede legalizar ni formalizar, pues se han ocupado espacios comunes.



Creo que el objetivo del proyecto apunta en la dirección correcta. Se da un paso importante para mejorar la calidad de los condominios de viviendas sociales. Y en la discusión en particular podremos perfeccionar el texto.



Por eso, voto a favor de la iniciativa en general.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pocos proyectos tienen un título tan atractivo como éste. Objetivamente, es así.



Cuando se trata de facilitar la organización de los vecinos y la administración de los condominios de viviendas sociales, se apunta a uno de los problemas más importantes del Chile moderno: la mala calidad de las viviendas y de la convivencia social, dada básicamente por normas de administración deficientes.



A mi juicio, educación, viviendas dignas y calidad de vida de las familias que las habitan son un deber moral ineludible. Por eso estudié el proyecto con especial interés, en la idea de apoyarlo y aportar.



Sin embargo, tengo la impresión de que la forma como se plasma en él esta atractiva idea apunta en un sentido incorrecto.



Aquí se busca modificar tres tipos de disposiciones: las de construcción, relacionadas con estacionamientos; las de viviendas, relativas a límites, y las de nuevas facultades vecinales y obligaciones municipales.



En términos generales, señor Presidente, me quedo con la frase del Senador señor Pérez Varela, pues se dirige al centro del debate: éste no es un problema de límite de construcción, sino de administración. 



Por lo tanto, es posible que una buena idea se esté implementando de manera equivocada. 



Esto tiene relación directa con la forma como se da la vida en sociedad y con las normas que existen en tal sentido.



Como parece que se aprobará la idea de legislar, quiero referirme a algunas consideraciones para marcar la diferencia.



El tema de los estacionamientos resulta razonable. Pero la pregunta es versus qué. Porque, si el Ministro de Hacienda -siempre los titulares de Hacienda son exigentes en materia económica- dijera que hay recursos para mejorar la calidad de la vivienda social, el debate sería otro. Pero todavía estamos discutiendo si se destinará uno o dos dígitos a estos gastos, y luego el Parlamento tendrá que aprobar el Presupuesto. Porque, obviamente, los recursos son escasos.



Entonces, desde el punto de vista de la prioridad, ¿qué es más relevante? 
Desde mi perspectiva, la calidad de la vivienda. 
Por ejemplo, el número de metros cuadrados que debe tener una vivienda social como mínimo. Hace algunos meses, junto al Senador señor Pérez Varela, presentamos un proyecto que establece ese mínimo en 50 metros cuadrados. Actualmente no hay norma en la materia. Hay casas de 26, de 28 metros cuadrados; se aspira a 32. El programa de Gobierno -me parece que está bien inspirado- habla de 40 metros cuadrados. Creo que en esto podemos hacer un esfuerzo mayor.



Pero tenemos que entender que, a veces, los efectos de un tipo de norma repercuten en otros desafíos, que deberían ser destacados. En efecto, la existencia de un estacionamiento al final tiene que cargarse a algún ítem. Y éste tendrá que ver con la calidad de la vivienda o con el metraje de ella.



Lo mismo respecto del límite de unidades para un condominio.



Objetivamente, creo que éste no es un problema de límites, sino de norma, de calidad, de exigencia. Es decir: “Mire, yo necesito cada tantos habitantes tales características, en materia de áreas verdes, de recintos deportivos, de sede de junta de vecinos”.



Lo que ocurre es que, si uno achica a 150 unidades el tope de un condominio, está encareciendo la construcción de cada vivienda y las obras anexas. Por algo, en las ciudades que representamos muchos de nosotros, uno de los esfuerzos más difíciles para las autoridades es buscar personas que se interesen en estos proyectos, a fin de ofrecer, de esa manera, una vivienda mejor por menos recursos. Porque, obviamente, aquí funcionan las economías de escala. A modo de ejemplo, nadie puede decir que es indiferente construir 150 unidades en tres hectáreas que 300 en seis hectáreas. 
No me cabe duda de que las segundas serán de mucha mejor calidad, porque hay una economía de escala que se aprovecha para estos efectos.



Siento que los autores de la iniciativa están haciendo su mejor esfuerzo por perfeccionar lo que hay. Pero, a lo menos desde mi perspectiva, hacer énfasis en el límite de construcción, creyendo que ahí radica el eje de las injusticias, de las desigualdades o de los problemas de convivencia en los condominios, constituye un error. Esto tiene que ver mucho más con normas, con otro tipo de elementos, que con lo relativo, por ejemplo, al tema de los estacionamientos.



Desde un tercer punto de vista, habría que tener cuidado con las disposiciones que se entregan a los municipios. Me parece adecuado que se haga. En esta iniciativa se plantea una serie de facultades, pero no se proporciona el financiamiento para que las municipalidades ejerzan estos nuevos deberes, uno de los cuales es adecuar los actuales condominios a la legislación futura.



Consulté al Ministerio de Vivienda y me dijeron que alrededor de un millón de viviendas se encuentran en la categoría de vivienda social. No sé cómo en tres años se podrán adecuar condominios de gran tamaño, que no tienen posibilidades físicas para ello, porque en su momento fueron construidos con limitaciones técnicas o de barrio para adaptarse a las nuevas circunstancias. No sé cómo se hará esa operación.



No basta con un artículo transitorio que diga que las municipalidades tendrán determinadas obligaciones, y que deberán adecuarse a la nueva normativa.



Creo que éste es el típico caso en que no se corresponde una cosa con la otra.



Señor Presidente, me parece que ésta es una de las materias que merecen mayor debate, pues trata cuestiones relevantes que se relacionan con la lógica del intercambio de experiencias. Sin embargo, aunque coincido con la idea de fondo, creo que el énfasis de las modificaciones propuestas no apunta en el sentido indicado.



Insisto: éste es un problema de administración y no de limitación.



Por tal motivo, me abstengo.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Habiendo fundamentado quienes estaban inscritos, continúa la votación en orden alfabético.



Para fundar el voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la pregunta que uno debiera hacerse es por qué hubo que esperar tanto para discutir una iniciativa como ésta, aunque su tramitación, singularmente, ha sido más veloz que la de otros proyectos.



A mi juicio, se requerirá una adecuada difusión de la ley, una vez que la iniciativa sea aprobada -como todos esperamos-, porque la actual legislación, que es insuficiente, no era muy conocida.



No hay programas de capacitación para los copropietarios ni, en particular, para las juntas de vecinos. Por lo tanto, con respecto a las miles de propiedades o copropiedades existentes, resulta claro que se deberá generar, conjuntamente con la iniciativa -y ésta es una invitación que hago a mis Honorables colegas-, un mecanismo de capacitación para la promoción de los elementos contenidos en la futura ley, con cargo a las glosas presupuestarias del Ministerio de Vivienda. Si no, esto se dificultará mucho: en cien condominios del SERVIU habrá cien interpretaciones.



Por otra parte, quiero señalar que esta situación no sólo afecta a las viviendas sociales y a su entorno, sino también a condominios de mayor costo (de 2.500 UF, de 2.000 UF). Uno ve que se producen los mismos problemas: en particular, los relativos al uso de los espacios públicos, a la definición de los gastos comunes. En este sentido, hay consultas que es importante aclarar y que serán motivo de debate: ¿el condominio puede ser cerrado o no?; ¿qué mayoría se requerirá para tal efecto? Éste es el típico conflicto y la petición más abundante que surge en el debate de los vecinos para protegerse de la delincuencia.



Además, en algunos casos se va a producir una situación grave, por cuanto el tamaño de los inmuebles ha crecido por ampliaciones. Lo dijo el Honorable señor Coloma y muchos otros señores Senadores. Para resolver esto, vamos a tener que llegar a acuerdos, facilitando los niveles de tolerancia, porque en muchos de los lugares que conozco deberán eliminarse algunas obras, que fueron construidas durante años por los vecinos.



El problema es que habrá un nivel de conflictividad que debe ser atacado con capacitación, puesto que, por ejemplo, algunos querrán que salga aquella construcción para el estacionamiento del auto -que fue hecha en una plaza o en un área verde, con ladrillo y cemento- y otros pretenderán protegerlo.



En ese sentido, la Ley de Presupuestos en materia de vivienda nos otorga una oportunidad para que la iniciativa tenga una buena implementación.



Se ha deteriorado gravemente la vida de las copropiedades. Eso lo sabemos, y por eso estamos legislando sobre el particular. Siento que se deben crear instrumentos, no sólo transitorios, como el que señalé respecto de la asesoría, sino también permanentes, como el relativo al Fondo para Proyectos de Mejoramiento en Copropiedades, que constituyó una buena idea del Ministerio de Vivienda en el año 1997. Aquél permitió a muchos condominios acceder a recursos -en mi Región, por ejemplo, Schwager y Lord Cochrane (en Penco)-, con aportes de los vecinos, para mejorar su entorno.



Pocas copropiedades, después de siete años de funcionamiento del Fondo, se han organizado. La mayoría de las pertenecientes al SERVIU no lo han hecho. En este caso, cuesta mucho más. El Ministerio ha implementado medidas marginales, por supuesto. Pero se debe propiciar un esfuerzo adicional. 



Los municipios -lo digo francamente- poco han contribuido, porque es una cuestión difícil para ellos. Hay vecinos que están en contra y otros, a  favor, y la suma y resta de los votos muchas veces lleva a la paralización de la intervención de la municipalidad. Debería haber una actitud más decidida por parte de ellas. Socializar la ley con los alcaldes y los concejos municipales será un objetivo importante también.



Por otro lado, los jueces de policía local alegan que, cada vez que establecemos una ley, los recargamos de trabajo, pero no les proporcionamos más recursos. 
Claramente la futura normativa hará surgir una mayor demanda de juicios ante estos juzgados. En efecto, la regularización y el ordenamiento de los condominios llevarán aparejado, en casos en que no haya consenso o avenimiento, la presentación ante los organismos correspondientes, que son, precisamente, los jueces de policía local.



Entonces, será necesario conversar con la Academia de Jueces de Policía Local. No sé si sus representantes vinieron a dar su opinión a la Comisión durante la discusión del proyecto. Pero confío en que, con la voluntad que tienen y, particularmente, con las mejoras que ha hecho el Parlamento respecto de los ingresos, tal ánimo exista; de ello no me cabe ninguna duda.



Del mismo modo, en cuanto a la invasión de empresas de televisión, cable y publicidad dentro de los condominios, también será necesario disponer de asesoría legal. Los vecinos no están en condiciones de determinar el retiro de instalaciones ilegales dentro de la franja de propiedad respectiva. En este sentido, las municipalidades -no veo otra alternativa-, sobre la base de los recursos provenientes de un fondo para asesorarlos, tienen que dar curso al ordenamiento que establece la ley y que debe ser acogido.



Resulta fundamental contar con un programa público -como lo señala el informe- para mejorar las copropiedades del SERVIU, dado que la calidad que se observa -seamos francos- es mucho menor en este tipo de condominios.



Por último, en lo concerniente a la responsabilidad que cabe en la participación, la moción contenía una norma que señalaba que “Los copropietarios que no asistan a la segunda citación del Juez serán sancionados según lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 32.”. No soy partidario de la inhibición o la intimidación. Es necesario que la ley considere un mecanismo al efecto; pero debe existir una suerte de mediación en las disputas de los vecinos, que son legítimas, para evitar que en la administración provisoria o definitiva de espacios comunes se recurra a la figura del juez de policía local.



Sobre el particular, creo que la subdivisión o la ampliación de espacios -porque en muchos de los condominios existen lugares no utilizados- va a requerir la asesoría de profesionales. 



Insisto: la ley funcionará si efectivamente los vecinos establecen una relación estrecha con el municipio, si cuentan con la asesoría necesaria para hacer el ordenamiento y si en la normativa se contempla capacitación. Porque no es fácil ponerse de acuerdo en este tipo de materias, aun cuando estimo que la iniciativa es un gran avance. Y felicito a sus autores.



También voy a comprometer mi voto en relación con el proyecto de Ley de Presupuestos, en cuanto a la partida Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la glosa respectiva no obstante que el Parlamento carece de facultades en tal sentido-, de manera de generar condiciones para que esta normativa efectivamente funcione.



Me pronuncio a favor.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en la ciudad de Linares, Séptima Región Sur, sin duda conocen bien la realidad de la vivienda social, en particular de los condominios.

El señor PIZARRO.- ¡Allá no hay Senadores democratacristianos…!

El señor LETELIER.- Existen Diputados muy activos que, en el ámbito de las relaciones internacionales, no son tan prolijos como en el que ahora nos ocupa. En todo caso, el propósito principal del proyecto es otro.



Sólo quiero pedir, señor Presidente, si lo tiene a bien, que después se considere lo planteado por el Honorable señor Navarro, para efectos de que esta Corporación pueda solicitar colectivamente al Ministro de Hacienda que el Director de Presupuestos haga suya la idea de consignar una glosa a fin de que en los programas del año 2007 se establezcan recursos específicos tendientes a fomentar el desarrollo de las organizaciones relacionadas con las viviendas sociales que en la Ley de Propiedad Horizontal figuran como condominios.



Con respecto al proyecto mismo, como ya señalé, votaré favorablemente.



Pero me gustaría complementar con una reflexión algo que manifestó el Senador señor Coloma. Con relación a los vehículos, de lo único que deseo dejar constancia es de que en los condominios de viviendas sociales el problema no es la carencia de espacios, sino el pésimo diseño de ellas. Y los espacios que existían se han transformado en áreas cafés, porque ya no dan para áreas verdes. Eso, en verdad, ha llevado a un deterioro en la calidad de vida de la comunidad.



Por consiguiente, considero que no implica un mayor costo el determinar que una parte de los terrenos de propiedad comunitaria sea destinada a algo tan concreto como el estacionamiento de vehículos. Estoy seguro de que, con los nuevos recursos que ha planteado la Presidenta de la República, ello es posible y no significa un costo adicional.



Y en ningún caso queremos que eso vaya en contra de la calidad ni de la superficie de las viviendas.



Voto que sí.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos contra 2 y 3 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido, y se fija el 11 de septiembre próximo, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar (don Adolfo).



Votaron por la negativa los señores Orpis y Pérez Varela.



Se abstuvieron los señores Coloma, García y Romero.


SOLICITUD DE PRONTO ESCLARECIMIENTO DE MUERTE


DE EX PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA


DON EDUARDO FREI MONTALVA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor HOFFMANN (Secretario).- Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo (boletín N S 895-12), suscrito prácticamente por la unanimidad de los señores Senadores, a excepción del señor Presidente y de uno de ellos que se encuentra ausente. Su objetivo es solicitar a la Excelentísima Corte Suprema que arbitre las medidas para aclarar las circunstancias del fallecimiento del ex Presidente de la República don Eduardo Frei Montalva. También apunta a pedir la mayor y más expedita colaboración a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile en el marco de la investigación judicial en curso (boletín Nº S 895-12)

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba.


VI. TIEMPO DE VOTACIONES


APOYO A POLÍTICA EN PRO DE LIBRE DETERMINACIÓN


DE LOS PUEBLOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo y Navarro, cuyo principal objetivo es apoyar la política internacional ejercida por la Presidenta de la República al proteger y favorecer el principio de libre determinación de los pueblos.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 889-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 42ª, en 9 de agosto de 2006.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Además, se solicita al señor Ministro de Relaciones Exteriores que analice el voto de Chile en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y que se cuiden los equilibrios regionales.



Al mismo tiempo, se pide a la señora Ministra de Defensa Nacional que, en caso de sanciones de los Estados Unidos, ejecute las medidas de mitigación que sean necesarias.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Intendenta de la Segunda Región y al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Segunda Región, para solicitar información sobre CONSTRUCCIÓN DE CÁRCEL DE ANTOFAGASTA; al señor Gobernador de Calama, al señor Alcalde de Calama y al señor Director del SERVIU de la Segunda Región, acerca de REAPERTURA DE CALLE 11 NORTE, CALAMA; al señor Alcalde de Antofagasta, en relación con EVENTUALIDAD DE ANOMALÍAS EN PAGO DE REMUNERACIONES POR CORPORACIÓN CULTURAL DE ANTOFAGASTA; al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, atinente a SEGUNDA JUBILACIÓN PARA MALVINA LYONS ALCAÍNO; al señor Superintendente de Seguridad Social, referente a JUBILACIÓN PARA MARÍA BIZAMA BANCALARI, y al señor Secretario Ministerial de Bienes Nacionales de la Segunda Región, sobre POSIBILIDAD DE COMPRA DE TERRENO POR LAURA ESTAY FIGUEROA.



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro del Interior, a los señores Alcalde y concejales de Victoria y al señor General de la IX Zona de Carabineros, concerniente a REPOSICIÓN DE RETÉN DE CARABINEROS EN QUINO, VICTORIA; a la señora Ministra de Educación, a los señores alcaldes y concejales de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino, y al señor Secretario Ministerial de Educación de la Novena Región, solicitando NÓMINA DE LICEOS Y ESCUELAS MUNICIPALIZADOS COMUNALES Y SUS REQUERIMIENTOS POR DIFERENTES CONCEPTOS; a la señora Ministra de Educación, a los señores Alcalde y concejales de Melipeuco y al señor Secretario Ministerial de Educación de la Novena Región, sobre COMPUTADORES Y OTRA LÍNEA TELEFÓNICA PARA ESCUELA VOLCÁN LLAIMA, MELIPEUCO; al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y a los señores Alcalde y concejales de Victoria, para pedir ASFALTADO DE CAMINO ENTRE QUINO Y VICTORIA y antecedentes acerca de REPARACIÓN DE CAMINO VICTORIA SELVA OSCURA POR LAS CARDAS, VICTORIA; al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y a los señores Alcalde y concejales de Angol, para INSTALACIÓN DE PUENTE MECANO EN SECTOR DE PUENTE CHANLEO, ANGOL; al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y a los señores Alcalde y concejales de Lonquimay, para pedir ASFALTADO DE CAMINO LICURA-ICALMA y CONSTRUCCIÓN DE PUENTE LOLÉN, LONQUIMAY; al señor Ministro de Agricultura, sobre PROYECTO DE REGADÍO CANAL VICTORIA, LAUTARO, TRAIGUÉN; al señor Intendente de la Novena Región, al señor Gobernador de Malleco, a los señores Alcalde y concejales de Lonquimay y al señor Presidente Nacional del INDAP, para recabar información de APORTES DE GOBIERNO EN ALIMENTO PARA ANIMALES, LONQUIMAY; a los señores alcaldes y concejales de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino, y al señor Secretario Ministerial de Salud de la Novena Región, para pedir NÓMINA DE CONSULTORIOS Y POSTAS MUNICIPALES Y SUS REQUERIMIENTOS; a los señores Alcalde y concejales de Angol, para requerir INSTALACIÓN DE CONTENEDOR DE BASURA EN SECTOR VEGAS BLANCAS, ANGOL; a los señores Alcalde y concejales de Angol y al señor Director de Salud de La Araucanía Norte, a fin de solicitar ENVÍO PERIÓDICO DE CLÍNICA DENTAL MÓVIL A SECTOR VEGAS BLANCAS, ANGOL; a los señores Alcalde y concejales de Angol y al señor Gerente General de la Compañía Telefónica Rural, pidiendo INSTALACIÓN DE TELÉFONO PÚBLICO EN SECTOR VEGAS BLANCAS, ANGOL; a los señores Alcalde y concejales de Angol, y a los señores Presidente y Gerente General de Empresa Eléctrica de la Frontera S.A. (FRONTEL), para requerir MEJORAMIENTO DE SUMINISTRO ELÉCTRICO Y DE SUS PRECIOS EN SECTOR VEGAS BLANCAS, ANGOL; a los señores Alcalde y concejales de Renaico y al señor Director Nacional del INDAP, solicitando CONDONACIÓN DE DEUDA EN PROYECTO “MEJORAMIENTO CANAL EL GLOBO, SECTORES SAN GABRIEL-VENECIA” Y TÉRMINO DE OBRA; a los señores Alcalde y concejales y al señor Fiscal de Victoria, para recabar información atinente a PERSECUCIÓN DE ABIGEATO; a los señores Alcalde y concejales de Victoria y al señor Gerente General de Chilevisión, relativo a INSTALACIÓN DE ANTENA REPETIDORA EN VICTORIA; a los señores Alcalde y concejales de Melipeuco y al señor Gerente General de CTR, acerca de INSTALACIÓN DE TELÉFONO PÚBLICO EN SECTOR RURAL CARÉN, MELIPEUCO; a los señores Alcalde y concejales de Melipeuco, al señor Gerente General de Movistar, al señor Gerente General de Claro Chile y al señor Gerente General de ENTEL PCS, sobre INSTALACIÓN DE ANTENA DE CELULAR EN SECTOR RURAL CARÉN, MELIPEUCO; a los señores Alcalde y concejales de Melipeuco, a los señores Gerentes Generales de Chilevisión, de Mega y de Red Televisión y al señor Presidente de Televisión Nacional de Chile, en cuanto a INSTALACIÓN DE ANTENA REPETIDORA EN CARÉN, MELIPEUCO; a los señores Alcalde y concejales de Melipeuco, para IMPLEMENTACIÓN DE CANCHA DE FÚTBOL EN CARÉN, MELIPEUCO; a los señores alcaldes y concejales de Collipulli, Los Sauces, Purén, Victoria, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún y Lautaro, solicitándoles CONTESTACIÓN A OFICIOS SIN RESPUESTA; al señor Secretario Ministerial de Salud de la Novena Región y a los señores directores de los hospitales de Victoria, Curacautín, Lonquimay, Lautaro, Galvarino, Vilcún, Angol, Traiguén, Collipulli y Purén, con relación a REQUERIMIENTOS PARA HOSPITALES DE ARAUCANÍA NORTE.



Del señor FREI (don Eduardo):



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, acerca de SANEAMIENTO DE TERRENO DE SERVIU PARA PROYECTO DE INVERSIÓN MUNICIPAL “AMPLIACIÓN DEL CESFAM ANGACHILLA”, VALDIVIA.



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para REITERACIÓN DE OFICIO SOBRE LICITACIÓN E INICIO DE FAENAS DE PROYECTOS DE INFRAESTRUCTURA VIAL, NOVENA REGIÓN; al señor Subsecretario del Interior, pidiendo antecedentes sobre PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE ESCUELA SANTA INÉS DE FREIRE, CAUTÍN; y al señor Director de Vialidad de La Araucanía, solicitando información de EJECUCIÓN DE PAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA EN CAMINO IMPERIAL-CHOLCHOL.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, al señor Subsecretario de Transportes, a la señora Intendenta de Aisén y al señor Secretario Ministerial de Transportes de la Undécima Región, pidiendo INCLUSIÓN DE RECINTO PARA PASAJEROS COMO REQUISITO EN CONTRATO DE SUBSIDIO DE TRANSPORTE MARÍTIMO ENTRE DÉCIMA Y UNDÉCIMA REGIONES; al señor Presidente del Senado y Presidente de la Comisión de Régimen Interior, sobre PARTICIPACIÓN EN “ENCUENTRO DE ECOSISTEMAS DEL MILENIO-AGUA, UN RECURSO DE VIDA PARA LA VIDA”, PANAMÁ; a la señora Intendenta de Aisén, solicitando MEJORAMIENTO DE ELECTRIFICACIÓN EN COMUNA DE LAS GUAITECAS, y al señor Director Nacional de Vialidad, para requerir ACLARACIÓN DE RESPUESTA A SOLICITUD DE NO AUTORIZACIÓN DE TALA DE ÁRBOLES POR CONSTRUCCIÓN O MEJORAMIENTO DE CAMINOS. 


Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo información respecto de LICITACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE EMBALSE ANCOA LINARES.



Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de requerir ESTUDIOS SOBRE ESTADO DE PUENTES EN AVENIDA MARÍA RUIZ MARTÍNEZ, CAUQUENES; al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, para pedir información sobre LLAMADAS TELEFÓNICAS PUBLICITARIAS NO DESEADAS; a la señora Directora Nacional del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, recabando antecedentes relativos a CONVENIOS DE FOSIS CON GOBERNACIONES DE LINARES Y CAUQUENES y ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL Y FUNCIONARIOS DE FOSIS EN REGIÓN DEL MAULE, y al señor Director Ejecutivo de Televisión Nacional de Chile, requiriendo información sobre ANTENAS REPETIDORAS PARA CHANCO Y PELLUHUE Y NÓMINA DE COMUNAS SIN SEÑAL DE TVN.



Del señor NÚÑEZ:



Al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Tercera Región, en cuanto a CARENCIA DE AGUA POTABLE EN SECTOR PLACILLA MORALES, COPIAPÓ, y a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y al señor Presidente de la Empresa Eléctrica de Atacama (EMELAT S.A), para que informen sobre INSUFICIENCIA DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN PLACILLA MORALES, COPIAPÓ, Y SU SOLUCIÓN.
)-----------------(

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Demócrata Cristiano.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

RESPETO A ESTADO DE DERECHO

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Como una aclaración de previo y especial pronunciamiento, señor Presidente, intervendré en el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, de mi Partido, pero a título personal.



Ello, pues me parece necesario, con relación a algunas situaciones observadas, que quienes tengamos una posición la expresemos y que lo hagamos acá, en la Sala del Senado. 



Lo digo porque en el día de hoy, al inicio de la sesión, asistimos a un debate acalorado sobre un asunto que, más allá de declaraciones, e incluso de quienes las emitieron, nos compromete en la manera en que queremos hacer política y en cómo conseguir que en nuestro país la democracia, más que un sistema de gobierno, sea una forma de vida.



Y, por eso, no lo considero un asunto menor. Si bien estamos ante un problema acerca de cómo hacer las cosas, su trascendencia es quizás más importante que el fondo mismo.



Señor Presidente, en democracia existen algunos principios básicos que se deben respetar y honrar, y sobre todo cuando uno no tiene o no ha tenido la razón, dentro de las instancias jurisdiccionales y del Estado de Derecho, en lo que legítimamente pretende o puede pretender.



Me considero amigo de los dos contradictores. Tengo un gran cariño tanto por el Senador Escalona como por el Senador Allamand. Cada uno de ellos, desde su perspectiva, desde su situación, desde sus circunstancias, ha entregado un aporte a la consolidación de la democracia en Chile. Y están llamados a hacer mucho más, por su calidad personal. Pero la dificultad acá no estriba en si uno es amigo o no, porque sería, en consecuencia, algo muy fácil de dilucidar. Tampoco se trata de que se pertenezca al mismo partido o a la misma coalición.



No es eso, señor Presidente. 



Incluso, si uno mantiene una diferencia, en un asunto como éste, con quien considera su amigo o con alguien que está en la misma coalición, lo legítimo, lo necesario, es que, llegado el momento, se lo exprese en los términos que corresponden.



Y eso es lo que pretendo hacer hoy, para honrar un principio fundamental, en mi concepto, y que aprendimos quienes luchamos como el que más por recuperar la democracia. Porque creo que, en tal sistema, la mayoría es la que toma las decisiones. Y, sin duda, la minoría debe acatar las reglas del juego, pero sus derechos deben ser respetados.



Eso es esencial.



Y también creo consustancial a la democracia el Estado de Derecho. Y el Estado de Derecho, en la normativa imperante, nos lleva a sujetar nuestros actos a la institucionalidad vigente.



Y es lo que todos debemos honrar y a lo que todos debemos contribuir, porque si no lo hacemos así vamos a debilitar la democracia y, por consiguiente, el desarrollo pleno de nuestro país, con todo lo que ello significa.



Por esa razón, señor Presidente, si el derecho que el Senador señor Allamand ejerció en el Tribunal Constitucional no hubiese existido, nosotros, como mayoría, deberíamos habérselo dado. Porque resulta fundamental que la minoría ejerza por completo sus derechos tanto en el Senado como en ese organismo. Aquí lo hará políticamente; allá, de forma jurisdiccional.



Podrá discutirse si un Senador o un Diputado debe alegar ante dicho Tribunal. Tal intervención no está prohibida. Si bien no se actúa en beneficio propio, algunos podrían plantear, con razón, que no es prudente. Pero que está en su derecho, lo está. Lo importante, en consecuencia, es que éste se respete, y más aún cuando el Tribunal Constitucional funciona dentro de su jurisdicción, lo que nadie puede temer, aunque no le dé la razón. Porque ese organismo debe ejercer las atribuciones que la Carta le otorga.



Tampoco me parece el camino correcto, señor Presidente, calificar a esa entidad como “poder fáctico”. Porque, tal como está, se halla contemplada en la Ley Fundamental, en primer término; de modo que no reviste tal carácter.



En segundo lugar, se encuentra en una Constitución que nosotros hemos reformado. Es más: en ella le hemos entregado mayores atribuciones que las que tenía originalmente, entre las cuales está, incluso, ni más ni menos que el recurso de inaplicabilidad.



En consecuencia, ¿de qué “poder fáctico” se habla?



Si se debilita ahora esa institución, le ocurrirá lo mismo a la nuestra. Y por ese camino seguiremos desmejorando la institucionalidad. Las consecuencias no sólo vamos a sufrirlas nosotros, sino también la comunidad nacional.



Y quiero recordar algo.



Tiempo atrás alegué en esta Corporación -y no en el Tribunal Constitucional, aunque ganas tuve de hacerlo- por encontrar que una resolución adoptada para inhabilitar a un señor Senador se estaba materializando al margen de la Carta Fundamental.



Repito: lo hice aquí. Hasta tuve un duro intercambio de opiniones con quien era en ese momento su Presidente: el Honorable señor Romero.



No compartí, y no comparto hoy, su juicio.



Pero lo que resulta más grave es que no compartí ni comparto lo realizado por el Tribunal en ese momento, que estaba obligado, por texto expreso, a pronunciarse sobre la inhabilidad. Sin embargo, no lo hizo, sentándose así un precedente jurídico que espero que en el futuro no se mantenga. Porque si algo bueno tuvo la actual Constitución es que la calificación de las inhabilidades no pasa por el juicio político entre nosotros, como lo establecía la Carta de 1925, porque es  jurídica.



Pero en relación con esta materia, el Tribunal Constitucional hizo una interpretación, a mi juicio, profundamente errada. Y no obstante que lo demandé en el Senado, no obtuve el respaldo necesario para algo que nos parecía justo. Porque el Tribunal Electoral junto con la Mesa del Senado no pueden abrir paso a una calificación jurídica. No estamos en el caso de una inhabilidad como la que pendía en ese momento ante un asunto en el cual se pudiese decir que no debía calificarse. Esa instancia debió haber hecho una calificación y decir: "Estoy en presencia de cosa juzgada". No lo hizo. 



Cometió una gravísima falta, pero mayor hubiese sido contra la institucionalidad si en ese momento hubiese entrado a calificar o hubiese ido más lejos todavía, por las consecuencias que dicho fallo tenía.



Por ello quienes estamos en esta bancada tendremos un Senador menos durante cuatro años. Pero los que hoy nos encontramos en este Hemiciclo tenemos la fuerza para decir al país que,  más allá de nuestros legítimos intereses que no encontraron respuesta, está primero la institucionalidad.



Con esa autoridad, quiero decir hoy que es fundamental que reconozcamos en la Sala los derechos de la minoría, así como también tenemos que hacerlo cuando ésta recurra  a una instancia jurisdiccional a defender no ya -nada más ni nada menos- lo que plantearon aquí, sino el control de constitucionalidad, cuestión que nos debe interesar a todos. ¡Ésa es la situación!



Si el problema de la Constitución en sí no es que sus normas convengan a uno sólo cuando le sean favorables –pueden estar o no estar  escritas-, sino en la validez que tienen para un Estado de Derecho que todos debemos honrar.



Por una ocasional mayoría que nosotros tengamos o que otros posean en un determinado momento, no podemos calificar a quien llama a defender esas normas en los términos que hemos escuchado. Porque se está ejerciendo un derecho constitucional, que es sagrado en una democracia.



Si no se entiende esto, no sólo no hemos comprendido las normas constitucionales de fondo, sino el sentido que debe tener la política, para que la gente vea en ésta la posibilidad, la necesidad,  de buscar las formas de superarnos y de encauzar el desarrollo del país, que es lo que todos anhelamos.



Por eso, he querido pronunciarme hoy en estos términos, porque aquí no hay posiciones de partidos ni de coaliciones. Lo que tiene que haber en cada uno, ante lo que se entiende por el juego político y por la institucionalidad política,  es el compromiso de adherir a ellos, incluso cuando no nos gusten.



--(Aplausos en la Sala).

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Aún queda tiempo al Comité Demócrata Cristiano.



No hará uso de él. Tampoco ocupará el suyo el Comité Partido por la Democracia.



En el turno del Comité Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, voy a iniciar mis palabras con algo que dijo el Senador señor Allamand: "Éste es el espacio de los argumentos", espacio político en el cual uno tiene derecho a  manifestar su opinión.



Sin ser intérprete de los dichos del Honorable señor Escalona, creo que él y todos nosotros tenemos derecho a opinar en este Hemiciclo sobre lo que políticamente pensamos, dentro de las normas que nos rigen. Y esperamos que ello  siempre sea así.



El Senador señor Escalona ha señalado que el Tribunal Constitucional ha alterado las mayorías, desde su punto de vista. Ésa es su opinión. Los presidentes de los partidos de la Concertación, en este caso, hemos discutido este asunto y lo voy a plantear aquí.



Nos parece que en esta discusión política efectuada en el Senado -en donde se han debatido artículos en los cuales hubo mayorías y minorías, en los que a veces ganamos nosotros y a veces la Alianza por Chile-, uno tiene derecho a apoyar y a discutir políticamente sus posiciones en la Corporación.



Todos conocemos y respetamos la Carta Fundamental. En ella existen instituciones a las cuales se puede recurrir. Pero no nos parece adecuada  la facultad de determinar cuándo una persona puede llegar al Tribunal Constitucional.



Con nuestros votos ejercemos la atribución de determinar quién llega a la Corte Suprema. Nuestra decisión lo resuelve.



Tenemos la posibilidad de fallar como jueces las acusaciones iniciadas en la Cámara de Diputados.



Aquí no estoy haciendo un juicio de valor respecto del Honorable señor Allamand, sino que estoy emitiendo un juicio general, válido para todos y, en particular, para quienes somos abogados.



En mi opinión, nosotros debiéramos abstenernos de tramitar o de representar ante los Tribunales de Justicia. Porque no me cabe duda de que, cuando uno alega en una instancia jurisdiccional, siempre -¡siempre!- va a haber personas observando al que lo hace.



Por eso, no hago un juicio de valor respecto de lo que pasó. Eso está en la Constitución y no hay discusión respecto de ese tema. Pero, en mi concepto -y eso es lo que nosotros hemos planteado-, debemos incorporar una norma para modificar la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de establecer inhabilidades respecto de los alegatos en tribunales, sea el Constitucional, sea la Corte Suprema, sean las Cortes de Apelaciones, porque efectivamente eso puede significar una inhibición para el que alega y una presión en quien lo escucha.



Ésa es nuestra postura.



No hemos discutido -en eso quiero ser claro- cuáles son las facultades. Nos puede gustar o no lo que hizo el Tribunal Constitucional. Pero me parece de extrema gravedad lo que hizo esa instancia, porque no decidió sobre el fondo del artículo. Hizo algo más grave aún -cuestión que no hemos entrado a discutir en el Parlamento-: determinó que los Parlamentarios no tenemos iniciativa en materia laboral. En lo fundamental, declaró que la norma es inconstitucional porque el cambio del concepto de “empresa” tiene efectos previsionales. Y eso nos ha dejado absolutamente disminuidos, desde el punto de vista parlamentario, para realizar cualquier modificación al Código del Trabajo. Ello es extremadamente grave.



Yo puedo estar de acuerdo o en desacuerdo. Discrepo del Senador señor Adolfo Zaldívar. Tengo todo el derecho. Pero eso no significa que vaya a alterar la Constitución o el orden democrático. Y que no concuerde con un fallo y que lo diga aquí y no en el Tribunal Constitucional o en otros lados no implica modificar la Ley Suprema ni el sistema que nos rige.

El señor PROKURICA.- Pero Su Señoría no descalifica.

El señor GÓMEZ.- No lo estoy haciendo.

El señor PROKURICA.- Usted, no.

El señor GÓMEZ.- Bueno, pero tengo el derecho a manifestar mi desacuerdo. Y en ese sentido debemos discutir.



Lo establecido en el considerando noveno del fallo del Tribunal Constitucional -Senadores de la Alianza y de la Concertación reclaman que por falta de posibilidades de acción, como consecuencia de nuestro sistema político, la única forma de hacerlo es que el Ejecutivo patrocine los proyectos- significa aceptar fácilmente, por un problema puntual, que se nos cercenen facultades. 



Estoy en absoluto desacuerdo con ello.



Hace años escuché a un entonces dirigente estudiantil y actual Senador decir que “la política es sin llorar”. Yo discrepo de eso. Pienso que la política es dura y que en algunas circunstancias hay que llorar. Pero sí reconozco que uno debe ser caballero en la forma y en el fondo, y tratar de defender sus puntos de vista políticamente, con fuerza y convicción, pero fundamentalmente con respeto hacia el otro. Y así intentaremos hacerlo siempre desde esta tribuna, al menos en mi caso particular.



Ojalá discutamos este punto, respecto al cual podemos estar de acuerdo o no. Pero me parece que ésa es la presentación que vamos a hacer sobre la posibilidad de intervenir en tribunales como Parlamentarios.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en verdad, no era mi ánimo intervenir acerca de la polémica generada en estos días. Pero deseo plantear un punto de vista sobre lo sucedido a propósito de esa discusión.



En primer término, deseo recordar -como lo hizo el Senador señor Allamand- que el acuerdo político alcanzado estableció claramente que nosotros íbamos a ejercer el derecho de recurrir al Tribunal Constitucional con respecto al artículo 3º del proyecto.



Por lo tanto, me parece de “mala leche” -por decirlo de alguna forma- la descalificación o el ataque en el sentido de mantener un doble estándar, en circunstancias de que aquí fuimos muy explícitos en señalar que lo considerábamos un precepto inconstitucional.



En segundo lugar -creo muy importante mencionarlo-, el Ministro del Trabajo señaló en reiteradas ocasiones en la Comisión respectiva del Senado que, si el mencionado artículo era declarado inconstitucional, no cambiaba en nada el proyecto de ley, porque hacía cuatro años la jurisprudencia había sido clarísima al establecer cuál era el concepto de “empresa principal” para los efectos de la subcontratación y el suministro de trabajadores.



Preciso lo anterior porque me impresionó el grado de descalificación que he observado, el cual daña a la institución. Ésa es la preocupación que se ha manifestado aquí. 



Siempre que el Tribunal Constitucional acoja un recurso, “cambió las mayorías”. Es como decir que dos más dos son cuatro. Si ese Tribunal declara inconstitucional una materia, “modifica lo decidido por la mayoría”. 



Yo no concibo que la mayoría recurra al Tribunal Constitucional. Siempre lo hará la minoría, porque aquélla tiene los votos para no aprobar algo que estima inconstitucional.



En consecuencia, me parece increíble el planteamiento del Senador señor Escalona en el sentido de que el Tribunal Constitucional altera la voluntad de las mayorías y de dos Gobiernos. ¡Siempre la va a alterar! Es inevitable que la declaración de inconstitucionalidad de una norma alterará la mayoría.



Eso es preocupante, porque transmite la sensación de que se quiere el poder total, de que hay ansiedad por tener el control de todo. Tienen el del Senado, el del Ejecutivo, el de la Cámara de Diputados, el de los Tribunales. Y quieren nombrar al Contralor. 



¡Pero si lo mejor que le puede pasar a la Concertación es que el Contralor no sea de sus filas! Si nosotros fuéramos Gobierno, creo que el mejor resguardo sería tener allí precisamente a una persona que no ampare la “robatina”. ¡Pero no! ¡Hay que buscar una persona fuera de la Contraloría! 



¿Qué hay detrás de esa señal, que es pésima para el país? El chileno medio percibe que en el fondo quieren tener un subordinado político. ¿Para qué? ¿Por qué no elegimos al mejor funcionario de carrera de esa institución? 



Y lo mismo ocurre cuando esas expresiones se formulan contra el Tribunal Constitucional.



Además, hay un punto que no se puede dejar pasar: el fallo ni siquiera fue dividido, sino de 9 votos contra 0. Fue categórico, y con constitucionalistas de la Concertación.



Entonces, una cosa es la crítica política, que es legítima -no le tememos, y ojalá se manifieste en buenos términos-, y otra muy distinta, contribuir a debilitar nuestras instituciones. 



Si hay algo que distingue a Chile del resto de los países latinoamericanos, es que existe confianza en las instituciones, hay certeza jurídica. Eso es parte de nuestro capital. Y creo que el Senado, en forma especial, debe contribuir a mantener esa imagen país. 



Menciono aquello porque muchas personas me han criticado por lo que hice años atrás en el acuerdo relativo a la modernización del Estado, donde me motivó principalmente la imagen país.



Considero que una institución como la Cámara Alta tiene una doble responsabilidad. Y nadie puede manifestar que las declaraciones del Senador señor Escalona han contribuido a fortalecer nuestra democracia y nuestra institucionalidad. Muy por el contrario. 



Por eso, aprovecho de hacer un llamado al Gobierno a fin de que no siga buscando a un militante de la Concertación para la Contraloría. Nombren a un funcionario de ella. No demos la sensación de que lo que se busca es la impunidad. Lo que se pretende es que haya alguien que  responda políticamente.



Pienso que se daría una señal notable si se propusiera a una persona no perteneciente a la coalición gobernante -ojalá fuera siempre así-, porque estaríamos todos más tranquilos. Si hay algo de lo cual debe estar preocupado el Gobierno es precisamente de que no haya irregularidades.



Entonces, para que esta discusión tenga por lo menos cierta utilidad, algún sentido, no podemos ampararnos en un fallo, nos guste o no. Obviamente, cuando perdemos uno, no es de nuestro agrado. Pero lo importante es que no deslegitimemos las instituciones ante la ciudadanía.



Asimismo, deseo hacerme cargo del tema de fondo de la inconstitucionalidad. Porque aquí se ha dicho que se alteró una mayoría.



¡Eso es mentira! La Concertación tiene mayoría para presentar, con el patrocinio del Ejecutivo, la misma disposición. Entonces, ¡háganlo y discutámosla en diez días! Tienen legítimo derecho.



Por lo tanto, el Tribunal Constitucional no ha alterado ninguna mayoría. Ha fallado de acuerdo con normas constitucionales vigentes en el país. Y pueden sortear la inconstitucionalidad. Presenten la proposición y asuman lo que significa tener un concepto de empresa que genera los efectos que todos conocemos.



Como hay gente algo más seria en la Concertación, sabemos que una indicación de ese tipo les preocupa. Y vuelvo a insistir: no voy a entrar en el fondo ni en el punto de vista que cada uno tenga respecto de esa proposición. Pero, es falso lo que se dice. Fue declarada inadmisible por no contar con el patrocinio que requería, dado que tuvo su origen en una moción. 



Por lo tanto, haciendo uso de sus mayorías pueden presentar y tramitar un proyecto de ley con urgencia de "discusión inmediata" sin ningún problema.



Por último, quiero referirme al porqué dicha disposición fue declarada inconstitucional. 



Como señalamos en su momento, se trata de una norma previsional. Lo que hicimos en dicha iniciativa fue, precisamente, establecer exigencias de remuneraciones, de cuestiones previsionales, para efectos de la subcontratación y el suministro de trabajadores respecto de las empresas principales.



Por lo tanto, todo el eje del proyecto gira en torno a una materia no laboral, sino previsional. 



A mi juicio, el fallo de nueve contra cero del Tribunal Constitucional despeja la eterna discusión que se quiere usar como resquicio. Porque no es primera vez que sale a colación este tema, más bien es recurrente, en el sentido de considerar los asuntos previsionales no como tales, sino como laborales. 



Aquí no se trata de que nos hayan cercenado facultades. En mi caso, no obstante pertenecer a la Oposición, soy crecientemente más presidencialista -¡crecientemente!-, porque creo que es más serio el Ejecutivo que el Parlamento. Y reconozco que si ciertas facultades estuvieran radicadas en este último, Chile estaría bastante más destruido de lo que se encuentra.



Señor Presidente, no era mi objetivo referirme a estos asuntos, pero quise precisar mis ideas en torno a ellos.

SOLICITUD DE SESION ESPECIAL PARA ANALIZAR LA SITUACIÓN QUE AFECTA A DEUDORES HABITACIONALES. OFICIOS

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, seré breve para dejar tiempo a otros señores Senadores que con mucho entusiasmo han seguido esta discusión. 



Los miembros de las bancadas de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente hemos pedido que se realice una sesión especial el próximo miércoles 6 de septiembre, a las 12, para analizar el problema de las deudas habitacionales, tanto de los deudores del SERVIU cuanto de la banca privada, de los PET y de una serie de programas que a través del tiempo han sido parte de las políticas habitacionales.



Quiero solicitar que mediante oficio se transmita a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, al señor Ministro de Hacienda -no sé cuáles autoridades serán las invitadas-, que para esa ocasión nos traigan toda la información de que disponen para conocer la realidad del problema.

El señor PIZARRO.- ¿La sesión es mañana?

El señor LONGUEIRA.- No, señor Senador.



La pedimos para el miércoles subsiguiente, a las 12.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ruego a Su Señoría evitar los diálogos y dirigirse a la Mesa.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, hoy día, lamentablemente, se entregó una solución  habitacional a todos los deudores del SERVIU. Al efecto, los chilenos más vulnerables de nuestra sociedad fueron clasificados como indigentes, pobres y no pobres.



No necesito describir en la Sala el grado de irritación que generó dicha clasificación, pues creo que todos lo percibimos.



Cuando uno plantea el tema la gente ni siquiera habla de "no pobres", sino que dicen que los clasificaron como "ricos".



Es dramático constatar en las poblaciones que a una persona que vende cocaína se le condona el ciento por ciento de la deuda y que a la mujer que vive en la casa contigua, que es temporera, con tres menores de edad, que fue abandonada, no se le exime de nada. 



El nivel de irritación en esas personas se explica por la pésima clasificación que obtuvieron en la ficha CAS cuando postularon a su vivienda hace algunos años. 



El esfuerzo del Estado y del Gobierno en materia recursos fue extraordinario. Pero creo que nunca se ha dado una solución más injusta para resolver el tema de los deudores del SERVIU. 



Por lo tanto, a pesar de que la señora Ministra de Vivienda ya nos entregó todos los antecedentes en la Comisión respectiva sobre tales medidas -implementadas a través de un par de decretos-, encuentro fundamental que también haga llegar dicha información a la totalidad de los Senadores. 



Sin embargo, aparte de los deudores del SERVIU, es mucho más grave la situación de 21 mil familias que adquirieron sus viviendas por medio de créditos rotativos, a las que de la noche a la mañana las pasaron a la banca privada. Respecto de ellas, el año pasado logramos, después de conversar con el Gobierno, un grado de solución a sus problemas. 



Entonces, para ese segmento de 21 mil familias se determinó una nueva clasificación -otra vez en indigente, pobre y no pobre, o sea, lo mismo-, pero ahora se falsificó toda la información. 



Se adulteró la ficha CAS para que esas personas pudieran ser sujetos de crédito en el BancoEstado, Banco del Desarrollo, en Ripley, o en distintas instituciones financieras, pero concentrándose el 90 y tanto por ciento de esas operaciones en las dos primeras entidades bancarias. 



Se adulteraron los ingresos del grupo familiar y, también, de los avales. 



El personal del SERVIU fue el encargado de realizar tal función, y de la noche a la mañana los postulantes a viviendas del SERVIU fueron pasados a la banca privada. Ello es posible de verificar con la propia gente involucrada. 



En las anteriores fichas CAS, esas personas calificadas de indigentes no eran sujeto de crédito. Pero se les entregaron viviendas cuyos dividendos ascendían a 35 mil pesos y la gran mayoría ganaba el sueldo mínimo. ¿Y qué están haciendo los bancos hoy día? Las obligan a tomar créditos de consumo, bajo amenaza de rematar sus casas, para ponerse al día en los créditos habitacionales. 



Ello es tan absurdo que, dentro de las medidas tomadas para las 21 mil familias, el Estado puso la plata y pagó a los bancos la totalidad de la deuda habitacional de personas calificadas de indigentes, y las dejó con el crédito de consumo e igualmente endeudadas. 
De ahí que la gente se encuentre angustiada. 



Imagino que todos los señores Senadores están enterados de lo ocurrido en San Bernardo, cuando una institución bancaria desalojó a una familia y todos los vecinos se juntaron y destruyeron la vivienda. No dejaron nada. Lo vimos por televisión. Y, además, anunciaron que si había otro desalojo harían exactamente lo mismo. 



Para ser honestos, creo que todos procederíamos igual. 



El grado de indignación es alto en la gente que no puede pagar porque le adulteraron todos sus antecedentes. Algunos trabajan de coleros en las ferias, perciben el sueldo mínimo, y fueron calificados de indigentes. 



Por lo tanto, no podemos clasificar a las personas en categorías, porque no son animales. Tienen una determinada realidad socioeconómica. Y el Estado chileno no puede entregar un beneficio de acuerdo con una situación ficticia, pues todo fue falsificado, precisamente, con el objeto de bancarizar a la gente.



Señor Presidente, quise intervenir en esta parte de la sesión, porque considero muy importante que la señora Ministra de Vivienda nos traiga toda la información relativa a la materia que estoy planteando. 



Por otro lado, también ocurre algo parecido con los PET. Y no lo digo con ánimo de generar alguna expectativa, pues no se debe hacer demagogia si uno desconoce la magnitud de dichos programas. Por eso, estimo muy importante que se nos entreguen los antecedentes relativos a cantidad y grado de cumplimiento de tales programas. Hay personas que tienen cáncer y han vivido una cesantía de muchos años. Eso es una realidad.



Por eso, pienso que uno de los programas habitacionales más positivos -y creo que al final se dio con la solución acertada- es el subsidio a la Vivienda Social Dinámica sin Deuda, porque la gente que postula al sistema de beneficios habitacionales que ofrece el Estado no está en condiciones de mantener un trabajo estable por doce, quince o veinte años.



Entonces, si hay un hecho cierto para una persona que obtiene una vivienda es que durante algún período de su vida no recibirá ingresos.



El sábado pasado asistí a una asamblea en la población San Gabriel y los vecinos me decían: "Díganos, don Pablo. ¿Qué hace usted? ¿Paga el dividendo o le da de comer a sus hijos?" Es obvio que uno opta por esto último. Y ésa es la realidad.



Entonces, debemos buscar una solución, un alivio para los trabajadores que financiaron su vivienda a través de los PET, quienes han vivido un periodo de cesantía o tienen en su grupo familiar a uno de sus miembros con una enfermedad catastrófica que les demanda un gasto en salud que no estaba contemplado.



Por eso, la Alianza por Chile ha pedido la sesión especial sobre política habitacional. Nos parece un tema fundamental para que discutamos el proyecto de Ley de Presupuestos.



Por lo tanto, por intermedio de la Mesa, solicito a la señora Ministra de Vivienda y a las autoridades que asistan a dicha sesión, que traigan toda la información pertinente, para no tener que analizar la situación que afecta a los deudores habitacionales del país sin conocer las cifras y el drama real que están viviendo.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor PIZARRO.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como Comité de la Democracia Cristiana, adherimos a la petición de la sesión especial, que ha formulado el Senador señor  Longueira.

El señor NAVARRO.-  El Comité Socialista también.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Muy bien.



Ya había sido solicitada esa sesión especial por dos Comités, la cual se llevará a cabo el próximo miércoles 6 de septiembre, a las 12.

El señor PIZARRO.- No obstante ello, podría agregar también la adhesión de los Comités Demócrata Cristiano y Socialista.

El señor NARANJO.- Así se hará.



Corresponde el turno al Comité Renovación Nacional.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

RESPALDO A INTERVENCIÓN DE SENADOR SEÑOR ADOLFO ZALDÍVAR ANTE FALLO DE TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no tenía programado intervenir respecto del importante debate que se ha abierto esta tarde en la Sala.



Sin embargo, la diferencia entre el Senado y otras instituciones del Estado -por lo menos hasta hace unos pocos días-, estriba en que aquí se puede debatir con altura de miras y con respeto.



Por ello, en primer lugar, felicito al Honorable señor Adolfo Zaldívar, porque lo difícil en política es lo que acaba de hacer Su Señoría. Lo fácil es sacar el dividendo político rápido; lo fácil es herir; lo fácil es descalificar.



Lamentablemente -y éste debe ser un tema de reflexión para el Senado- la tradición de esta Alta Corporación como un lugar de acuerdos, un espacio donde se discute de buena fe, ha sido alterada durante el último tiempo.



Me parece que aquí hay un problema de actitudes frente a la política. Y pondré algunos ejemplos.



Mientras la Alianza por Chile fue mayoría en el Senado, la Concertación tuvo los cargos que le correspondían en las Comisiones y en la Presidencia. Bastó que el conglomerado de Gobierno lograra la mayoría para que los Parlamentarios de la Alianza desaparecieran de ciertos cupos y cargos.

El señor GAZMURI.- Perdón, ¿pero no eran independientes los Senadores Institucionales?

La señora MATTHEI.-  ¿Y los de ustedes?

El señor NARANJO (Vicepresidente).-  Ruego al Honorable señor Gazmuri no interrumpir.

El señor PROKURICA.- Entonces, ésta es una actitud de la Concertación frente al poder. Y no es la única, señor Presidente.



Cuando un militante socialista es procesado por los tribunales de justicia, es muy habitual que todo el partido lo acompañe para presionar a los jueces. Y lo hemos visto en el caso de Marcelo Schilling, de Parlamentarios y de otros dirigentes partidistas. Siempre ejercen una presión para no aceptar la institucionalidad vigente.



Por eso, pienso que hemos pasado una película que no debe repetirse.



Debemos cuidar el Senado, debemos respetar la institucionalidad vigente. Decir la verdad a veces no es fácil. Aceptar la derrota en los tribunales o en las instancias legales a las que uno se somete voluntariamente, no es fácil. Pero ésa es la base de la institucionalidad, el fundamento de un sistema donde todos respetamos las reglas del juego y aceptamos que se puede ganar o perder.



Cuando se pierde y se echa la culpa a las instituciones -cuyos integrantes nosotros mismos hemos nombrado-, calificándolas de que no son democráticas o de que se han transformado en una suerte de interferencias o de grupos fácticos, francamente creo que damos un triste espectáculo a la opinión pública.



Debemos cuidar al Senado. Yo hace mucho tiempo estoy en política. Me siento orgulloso de pertenecer a esta Alta Corporación. Por eso, pienso que lo que hemos visto en los últimos días no nos ayuda.



Por eso, me alegro de que haya Parlamentarios de todos los sectores políticos que contribuyan a que este espacio de acuerdo, de análisis y de debate con altura de miras se mantenga.

IRREGULARIDADES EN OTORGAMIENTOS DE BENEFICIOS A DEUDORES HABITACIONALES. OFICIO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo referirme a otra materia.



Sin haberme puesto de acuerdo con el Senador señor  Longueira, había preparado una intervención respecto de los beneficios que entrega el Estado en materia habitacional por medio del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.



Los beneficios que otorga el Estado a los chilenos nunca pueden ser dirigidos, ni menos saltarse los procedimientos y requisitos básicos para postular a ellos. Eso significa dejar a un lado a gente humilde que queda frustrada por una decisión administrativa la mayoría de las veces injusta.



Siempre pensé que cuando una persona recibía un beneficio, especialmente del Ministerio de Vivienda, se había respetado un determinado procedimiento a través de un sistema computacional exacto, sin lugar a dudas, e implementado por medio de la ficha CAS, que eliminaba a quienes no cumplían con el puntaje mínimo requerido.



Sin embargo, en los últimos días me he dado cuenta de que no es así. ¿Por qué? Porque el 14 de enero del año en curso se publicó el decreto supremo Nº 230, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que otorgó beneficios a los deudores habitacionales que en él se indican y que hubieren obtenido créditos de instituciones financieras para la adquisición de una vivienda del SERVIU.



En virtud de la citada disposición legal, se facultó al SERVIU para otorgar subvenciones a los deudores habitacionales de bancos, sociedades financieras o agencias administradoras de mutuos hipotecarios endosables que, habiendo postulado con la correspondiente ficha CAS, obtuvieren dicho crédito para la adquisición de una vivienda del SERVIU.



Los beneficios otorgados consistieron en la subvención de 52  unidades de fomento para el segmento determinado como pobre y una subvención equivalente al saldo total de la deuda para los calificados como indigentes.



El artículo 3º del decreto aludido establece qué se entiende por indigente y pobre, de acuerdo con los puntajes de la ficha CAS proporcionados por el MIDEPLAN, situación que varía según la Región de que se trate.



Desde marzo del año en curso he venido presentando antecedentes sobre supuestas irregularidades en el otorgamiento de estos beneficios en la Villa Vista Alegre, Séptima Etapa, de la comuna de Vallenar. Muchas familias de este conjunto habitacional, que cumplían con el requisito mínimo de la ficha CAS para su postulación, quedaron al margen de este beneficio.



Hasta la fecha la única respuesta oficial del Ministerio de Vivienda y Urbanismo es que se otorgaron 84 beneficios y en la actualidad 13 familias están en proceso de revisión de antecedentes.



Sin embargo, realizada una denuncia pública -me cansé de recibir respuestas empatadoras de las distintas autoridades a nivel regional y ninguna de la Cartera mencionada-, aparece en los medios de comunicación el Director del SERVIU de la Región de Atacama, señor Gonzalo Riquelme, quien respondió diciendo que hasta el año pasado existía una modalidad en que aproximadamente un cinco por ciento de los cupos para los subsidios habitacionales se dejaban para una asignación directa por parte del Ministerio de Vivienda.



Además, agregó que en el caso de Vallenar a alrededor de cinco familias, al margen del llamado general, se les asignó el beneficio en forma directa.



Yo desconozco el precepto legal que faculta para proceder de esa manera, sobre todo si ello ocurrió en una fecha determinada.



Por ello, me gustaría que el SERVIU señalara la norma en virtud de la cual se autorizó la entrega del beneficio en forma directa, dejando fuera a quienes aparecían con mejores condiciones; y asimismo, que se me indicara precisamente el número, nombre completo y puntaje de la ficha CAS de los beneficiarios en particular de la villa Vista Alegre, VII Etapa, comuna de Vallenar, y de los de la Tercera Región en general.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

SOLIDARIDAD CON FAMILIAS DE TRES SOLDADOS

ISRAELÍES SECUESTRADOS. OFICIO

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en el día de hoy tomé conocimiento de una comunicación enviada por la Knesset (el Parlamento de Israel) a distintos legisladores chilenos. En ella se señala que de modo excepcional, extraordinario, dicha institución, más allá de cualquier diferencia de orden político, ha logrado un acuerdo para pedir a nuestro Congreso Nacional un pronunciamiento de adhesión y hacer un llamado a la comunidad internacional a los efectos de cautelar la seguridad de tres soldados israelíes a quienes se mantiene secuestrados en una forma que se califica de arbitraria e inhumana: Gilad Shalit, de 19 años; Eldad Regev, de 26, y Ehud Goldwasser, de 31.



Expresa dicha comunicación que se recibió a las familias de los tres soldados (padres, esposas e hijos) y que en ese ambiente se logró el acuerdo, en reconocimiento a la grave e irregular situación planteada, toda vez que no se tiene acceso a información alguna respecto de ellos (estado de salud, si se encuentran bien, dónde están); no se permite el ingreso de ninguna organización internacional para verificar su condición, y, en definitiva, no se han respetado las mínimas normas del Derecho Humanitario y, por cierto, ninguna ley de derechos humanos.



También indica que el acuerdo fue firmado por las cabezas de las nueve facciones que componen el Parlamento israelí, en solidaridad con los padres, esposas e hijos de los soldados secuestrados. 



La comunicación puntualiza que las circunstancias descritas representan una inimaginable angustia y sufrimiento para esas personas, que anhelan contar con una mínima información sobre sus seres queridos.



La nota que a mí se me hizo llegar dice específicamente:



"De mi mayor consideración:



"Tengo el agrado de transmitirle copia de la carta que han suscrito nueve presidentes de los distintos partidos del Parlamento israelí, en la cual se solicita la intervención del Senado y la Cámara de Diputados para colaborar en el caso de los tres soldados israelíes secuestrados hace algunas semanas.



"Esta nota oficial ha sido dirigida y enviada a los presidentes del Senado, honorable senador Eduardo Frei, y de la Cámara de Diputados, honorable diputado Antonio Leal.



"Quienes suscriben la carta piensan que la intervención en favor de los soldados podría contribuir a obtener alguna señal de vida, un trato humano, atención médica, y eventualmente la visita de organismos humanitarios internacionales.



"Pero por sobre todo, el objetivo de una campaña internacional de esta naturaleza es conseguir la liberación inmediata e incondicional de los soldados secuestrados.".



La nota en comento viene suscrita por el Embajador de Israel, don David Cohen.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito que se envíe un oficio, en mi nombre, al Embajador señor Cohen, expresándole mi solidaridad.



Ciertamente, me parece que la Mesa del Senado no podría estar ausente de una petición como ésta, que tiene por objeto manifestar solidaridad en una materia de índole estrictamente humanitaria. Por lo tanto, espero que se sume a las expresiones de solidaridad ante la dramática situación que viven los tres soldados secuestrados y sus respectivas familias.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

         RESPALDO A DECLARACIONES DE PRESIDENTE DEL PARTIDO SOCIALISTA SOBRE FALLO DE TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, respecto del debate habido esta tarde en la Sala, al comienzo de la sesión y en esta hora de Incidentes, quiero decir que me parecen completamente desproporcionadas las reacciones que han provocado en sectores de la Derecha, de la prensa y del empresariado chileno las declaraciones formuladas por el Presidente del Partido Socialista, Senador Camilo Escalona. Porque aquí, de una manera u otra, se han escabullido las cuestiones de fondo que él planteó ante la opinión pública. Y yo considero indispensable centrar el debate precisamente en los aspectos sustantivos de la discusión.



Quiero hacer presente que en el día de ayer la Comisión Política del Partido Socialista, junto con aprobar la conducta que en general ha tenido su Presidente en estas materias al colocar en el debate nacional puntos de discusión centrales, acordó realizar todos los esfuerzos posibles para enmendar el grave daño que inflige a nuestra legislación laboral el fallo del Tribunal Constitucional.



No se venga a decir aquí que está en cuestión el Estado de Derecho; que está en cuestión la solvencia de las instituciones; que está en cuestión la democracia que, gracias a la lucha de muchos chilenos y chilenas -entre ellos, también el Senador señor Escalona-, reina hoy en el país.



Tampoco es del caso que hagan gran cuestión por el uso de algunos adjetivos personeros de la Oposición que son notables para adjetivar acerca, no sólo de situaciones generales, sino también de personas. 



¿Y cuáles son los temas que se hallan planteados?



Primero, que en Chile existen grados de cumplimiento de la legislación laboral muy poco razonables. Ésa es la primera gran cuestión que hay que levantar en este país.



Producto de mil razones vinculadas a nuestra historia reciente (falta de democracia durante 17 años, destrucción del movimiento sindical, legislación sindical aprobada en la dictadura), se ha generado, no en todos, pero sí en sectores importantes del empresariado, una cultura de poco respeto a las leyes laborales y a los derechos y dignidad de los trabajadores.



Ése es el primer asunto.



Claro: el Senador señor Escalona calificó de "chupasangre" a los empresarios que hacen eso. Quizás no es la expresión más elegante. La Academia seguramente diría que son personas sin ninguna responsabilidad social.



Yo creo que es gente que no cumple la ley o que a veces tuerce su sentido. Esto es muy complicado también, porque, de alguna manera, torcer el sentido de la ley es pervertir el sentido del Derecho. Y una de las formas usuales de torcer el sentido de la ley laboral es aprovechar la definición contenida en el Código del Trabajo en una forma que, al asimilar “empresa” sólo a una razón social, lleva a escándalos sociales, como que Almacenes Paris tiene cientos de razones sociales que son un puro artificio para contratar a trabajadores que laboran en la misma empresa. Eso ocurre todos los días. Y sobre el particular no oigo las opiniones indignadas de los Parlamentarios de la Derecha.



La ley, efectivamente, resuelve bien los problemas de suministro de trabajo sin el artículo impugnado; incluso, el tema de la subcontratación, al establecer el principio solidario. Pero las empresas que utilizan el subterfugio de la definición de “empresa” no lo hacen para no pagar a los trabajadores, sino para que éstos no ejerzan los derechos laborales básicos, entre ellos el derecho a la negociación colectiva. ¡Si es por eso que Almacenes Paris crea empresas de papel: para que cada una tenga hasta 8 ó 9 trabajadores, porque con 10 ya se puede negociar, y con 20, formar un sindicato! 



Eso lo hacen las grandes empresas en Chile. Y hemos visto sus resultados del último año. El retail mayorista figura entre las empresas que obtienen utilidades más elevadas.



Aquí no se trata de un microempresario o de un pequeño empresario que en cierto momento no puede pagar las imposiciones, las que deberían ser enteradas de todas maneras. No. Son grandes empresas que tuercen el sentido de la ley. Y a eso han contribuido, objetivamente -es un juicio político-, los Senadores que recurrieron al Tribunal Constitucional.



¡Eso es así!



Yo estoy de acuerdo con lo planteado aquí: tampoco encuentro razonable -no está prohibido- que un legislador que argumenta en el Congreso -en este caso, en el Senado- y cuya postura pierde en la votación vaya después a alegar ante aquel Tribunal.



Eso es legal, pero no razonable ni prudente. Se puede criticar tal actitud. Además, es factible corregir la ley. Porque, en mi concepto, al menos los Senadores no deberíamos alegar en ningún tribunal de la República, toda vez que contribuimos con nuestros votos a la conformación de los más altos tribunales del país. Por tanto, la prudencia indica la necesidad de autolimitarse en tal sentido. Pero como la prudencia a veces no es la más común de las virtudes, se requiere un reforzamiento por ley.



Estimo que criticar los fallos del Tribunal Constitucional es un acto perfectamente democrático y está dentro del Estado de Derecho. Sin duda, los fallos se acatan -en esto impera la norma-; pero los que no se comparten pueden ser objeto de crítica pública.



¡Por favor! ¡Eso resulta evidente! Además, ésa es la única manera de que haya responsabilidad por parte de los tribunales; de que más adelante sea factible incluso modificar, o la legislación, si se consiguen las mayorías suficientes, o los criterios de interpretación.



Sin embargo, en lo sustantivo, reafirmo también que me parece aberrante el fallo del Tribunal Constitucional, por muy respetables y doctos que sean sus integrantes. Porque dictaminar que no existe competencia del Congreso en materia laboral va contra la Carta. Y la definición de “empresa” no es una materia previsional: tiene que ver con una cuestión conceptual que se halla muy relacionada con el Código del Trabajo.



Muchas definiciones laborales repercuten de alguna manera en lo previsional.



Por ejemplo, en una legislatura anterior nosotros, mediante indicación parlamentaria, introdujimos en el Código del ramo una de las modificaciones más importantes de los últimos 50 años: la disminución de la jornada semanal de 48 a 45 horas. Tal enmienda se generó en iniciativa parlamentaria; entre otros, del que habla, junto con el entonces Senador señor Ruiz De Giorgio, quien encabezó el debate en esa ocasión.



Es evidente que acortar la jornada semanal tiene algún efecto previsional. Pero también lo es que ésa era materia del Código del Trabajo. Sin embargo, en esa oportunidad a nadie se le ocurrió alegar la inconstitucionalidad de la norma pertinente. Quizás fue porque en algún momento logramos convencer a un Parlamentario de la Oposición de que concurriera al acuerdo. Y lo señalo aquí en un afán de justicia: fue el Senador Sergio Díez, quien ya no integra esta Corporación.



Adicionalmente, considero que, desde el punto de vista de la forma, el fallo del Tribunal Constitucional es aberrante, pues cercena al extremo atribuciones que la Carta entrega al Congreso Nacional, el cual ya tiene muy pocas.



Desde esa perspectiva, estimo completamente criticable que Senadores estén en la línea de autocercenar los poderes ya debilitados que posee el Parlamento, en general, y la Cámara Alta, en particular.



Quiero terminar expresando que, como es natural -y recojo la observación que hizo el Honorable señor Longueira-, nosotros vamos a intentar por todos los medios posibles establecer en el Código del Trabajo una definición de “empresa” que evite los abusos que a diario se cometen para impedir el ejercicio de derechos esenciales, como el derecho a la negociación colectiva, que se halla consagrado  en la Carta Fundamental.



La negociación  colectiva es un  derecho de rango constitucional -esto nadie lo dice- que en Chile, dada la insuficiencia de nuestra legislación laboral, sólo 10 por ciento de los trabajadores puede ejercer. 



Entonces, cuando con bastante indignación ponemos estos temas en el debate, lo menos que nos cabe pedir es que vayamos a los problemas de fondo y no nos quedemos con el argumento trivial de que un adjetivo poco menos que puede hacer tambalear la convivencia democrática, la naturaleza del Senado como Cámara política y el avance social del país.



He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

NECESIDAD DE POLÍTICA PÚBLICA DE INVESTIGACIÓN 

PESQUERA Y SITUACIÓN DE TRABAJADORES DEL IFOP. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, para todos los cercanos al sector pesca es muy clara y conocida la importancia del Instituto de Fomento Pesquero.



El IFOP, siendo una institución privada, recibe fondos públicos y, por lo tanto, al igual que la CONAF, se mantiene en una situación híbrida que en definitiva perjudica su objetivo. Peor aún: sus trabajadores se encuentran en el proceso de negociación colectiva, y lo paradójico -yo estoy por fortalecer el Estado regulador; un Estado pequeño y eficiente- es que les han ofrecido un incremento de sueldo de 120 pesos diarios, el que, por supuesto, fue considerado indigno.



Ésa es una situación gravísima. Necesitamos una institucionalidad para el IFOP si queremos una política para el sector pesca. Chile es el segundo país pesquero del mundo y el primero en salmones, pero carece de un organismo de investigación en esa área. Sólo cuenta con esa entidad privada, que debe luchar para subsistir y concursar para obtener financiamiento.



Los trabajadores rechazaron la oferta mencionada, votaron la huelga, y eso puede provocar problemas.



Los pescadores artesanales y la pesca industrial requieren información técnica para tomar decisiones sobre pesca de investigación y entrega de cuotas. Existe un problema grave, por ejemplo, en el otorgamiento de concesiones acuícolas, y en definitiva la Subsecretaría de Pesca, que trabaja de manera conjunta con el IFOP, aun cuando a éste le paga la CORFO, no logra resolver la impasse. 



Nadie sabe de quién depende el Instituto de Fomento Pesquero. Y durante la negociación colectiva los trabajadores han pedido que se elabore  una política de investigación en pro de la conservación de las pesquerías y de la acuicultura. Lo extraordinario es que son esos servidores los que plantean que hay que defender y preservar los recursos marinos, para seguir produciendo riqueza.



El IFOP -reitero- es un organismo de Derecho Privado sin fines de lucro. Depende de la CORFO, pero administrativamente funciona junto con la Subsecretaría de Pesca. En este sentido, no existe participación formal de los trabajadores en el Consejo que lo dirige. Y no parece adecuado que científicos altamente catalogados no tengan la posibilidad, junto con aquéllos, de discutir con los directivos cómo operar mejor.



Desde 1964, los observadores científicos recopilan datos estadísticos sobre la actividad pesquera a lo largo de todo Chile, analizan la información y la entregan a la Subsecretaría de Pesca.



¡Estamos dando un triste espectáculo a nivel internacional! 



Resulta paradójico que esos observadores científicos, empleados del IFOP para la investigación con fines de regulación, aparezcan como “observadores científicos de la Subsecretaría de Pesca”. Es decir, el Instituto de Fomento Pesquero no existe; no tiene un rol definido como entidad pública.



Entonces, la verdad es que tales observadores científicos han sido un mal chiste del anterior Subsecretario de Pesca: jóvenes que se marean a las 5 millas y que en definitiva duermen largamente. Y seamos francos: lo que pasa hoy día es que ellos vuelven con la bitácora de la observación; por ejemplo, el patrón de pesca dice “300 toneladas”, y el observador, “715”, y al final prevalece la opinión de aquél. El asunto llega a los tribunales, y el SERNAPESCA pierde  más de 90 por ciento de todos los juicios.



Desde que se reinstaló la democracia, los trabajadores del IFOP han hecho esfuerzos para lograr el objetivo de mejorar su servicio. Pero la verdad es que yo siento que no hay la suficiente voluntad política de parte del Ministerio de Hacienda.



Carlos Hernández, el nuevo Subsecretario de Pesca, ha señalado claramente que requiere un IFOP con un barco pesquero decente, no con el “Abate Molina”, que tiene 33 años de antigüedad; su cascarón fue renovado, pero necesita una importante implementación, que significa varios millones de dólares.



Yo estoy porque haya un barco científico que dé consistencia a la investigación pesquera. No existe una política pública de investigación en el sector. Y éste es el desafío que planteamos al SERNAPESCA, al Ministro de Economía. No hay política pública en dicha área, como tampoco existe política energética; recién se está construyendo. Y es indispensable sincerar la situación. La “ley larga” de pesca fue extensa: se formularon 800 indicaciones. Y, transcurridos 6 años desde su aprobación, no hay un proceso de debate legislativo.



El costo de esa situación lo están pagando las familias de los trabajadores del IFOP, quienes desde 1998 han experimentado una disminución de 50 por ciento en el reajuste en sus sueldos. Es decir, en vez de mejorar han ido empeorando. Esto, por la subdivisión que ha afectado al Instituto: salió de Talcahuano y se vino a Valparaíso.



La pregunta que me formulo es quién puede trabajar así. Las condiciones laborales, en verdad, son duras. Sobre naves pesqueras que van desde 7 metros hasta 90 metros de eslora, estos investigadores profesionales tienen que cumplir un rol público no reconocido en los hechos. 



Hoy día se encuentran negociando colectivamente. Y espero que haya tolerancia de parte de las autoridades, particularmente de Hacienda, porque ese personal no se rige por el Estatuto Administrativo; o sea, no existe legalmente. Y tiene derecho a ir a la huelga, aunque desearía que esto no ocurriera. 



Hemos conversado con Renato Céspedes y con todos los dirigentes. Le hemos dicho: “Renato, va a haber un agravio a un tema delicado. La pesca en Chile necesita más investigación”. Pero él me replicó: “Las familias que representamos también requieren sueldos decentes”.



En tal sentido, pienso que los Ministros de Hacienda y del Interior, el Vicepresidente Ejecutivo de la CORFO y, particularmente, el titular de la Cartera de Economía tienen que informar acerca de los procesos que se están viviendo en materia de sueldos, de recursos, de destinaciones y, sobre todo, de implementación de investigación científica.



Quiero que se nos haga llegar la información pertinente. No se trata de inmiscuirse en un proceso de negociación entre el Estado y una entidad privada, pero necesitamos saber cuánto está aportando Chile en remuneraciones para los investigadores pesqueros, porque de eso también depende la eficacia de lo que se haga.



En suma, señor Presidente, confío en que no haya huelga y en que el ofrecimiento de 120 pesos diarios de incremento de sueldo no llegue a concretarse, porque es una ofensa.



Pido oficiar a los Ministerios y autoridades que señalé.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

INVESTIGACIÓN SOBRE PROCEDIMIENTO POLICIAL EN INCIDENTE MAPUCHE DE NUEVA IMPERIAL

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo referirme a otra triste noticia.



Su Señoría sabe que hemos estado trabajando para que el tema mapuche se convierta en una gran oportunidad. 



Lamentablemente, versiones completamente diferentes dan cuenta de que, en la noche del domingo, el comunero mapuche Juan Collihuín, de 71 años, durante un operativo policial que buscaba aclarar un caso de abigeato respecto de seis animales, en el sector de Bollico Bajo, comuna de Nueva Imperial, terminó muerto y de que sus hijos Emilio y Juan Collihuín Ñanculef, de 37 y 44 años, respectivamente, quedaron con impactos de bala en las caderas. Ambos fueron trasladados al Hospital de Temuco, donde están detenidos. ¡Detenidos! 



Los carabineros no pueden ingresar a la zona indígena provistos de armas de fuego. Porque, hasta ahora, ninguna de las denuncias que se han hecho permite concluir que los mapuches se encuentran armados.


Esa situación tiene que ser investigada. Vamos a apelar para que la policía uniformada utilice procedimientos acordes con la situación que enfrenta. 



Es cierto: ha habido amenazas y ataques, pero no armas de fuego. Si las hubiera, estaríamos ante una amenaza terrorista. Pero, junto con el señor Presidente, hemos demostrado que ella no es tal.



Por lo tanto, el manejo de esta situación puede hacer fracasar y naufragar la política indígena del Gobierno. 



Los dos civiles que llegaron acompañando a Carabineros no mostraron orden de allanamiento. La Fiscalía señaló que no era necesaria. 



Probablemente, la tragedia se desató por una falta de educación o, a lo mejor, por un entredicho. 



El general Carmona reconoció que los policías no tenían orden judicial para entrar al predio de Collihuín. La patrulla estuvo encabezada por el sargento primero Juan Mariván Levio. 



Yo sé que Carabineros no busca crear estas situaciones. Sus efectivos se hallan sometidos a una grave presión. Pero lo concreto es que debe haber más preocupación. En tal sentido, los procedimientos policiales tienen que estar absolutamente normados por la Dirección General, en especial, en cuanto a que no se puede portar armas. Y, de llevarlas, que sea en la retaguardia. Hay procedimientos para esto.



Yo confío en Carabineros de Chile. Pero lo que ha pasado constituye una situación aberrante, que tiene que ser enfrentada por el Gobierno. Porque los costos políticos que vamos a pagar son enormes. 



Las comunidades indígenas son zonas sin armas de fuego. Y si alguien tiene una denuncia, que la haga, porque la vamos a investigar.

SOLICITUD DE CRONOGRAMA PARA EJECUCIÓN DE PLANES DE DESARROLLO EN TOMÉ Y CORONEL. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, con relación a la comuna de Tomé, Octava Región, deseo solicitar a las reparticiones que se indican información sobre los siguientes programas de desarrollo: plan maestro de aguas lluvia (Ministerio de Obras Públicas); programas de mejoramiento de barrios (SUBDERE) y de pavimentación participativa (SERVIU); plan de fomento productivo rural (INDAP y CORFO), y ruta del Pacífico (Ministerio de Obras Públicas).



La comunidad de Tomé movilizó a más de mil personas, quienes se reunieron de manera pacífica frente a la Intendencia de la Octava Región, para hacer presente el 14,9 por ciento de cesantía que la afecta.



La verdad es que ésa es una ciudad muy culta. Jamás se había movilizado. Pero hoy día lo hizo. Ese 14,9 de desempleo requiere un plan especial. 



El INE no cuenta con un dispositivo para realizar un cálculo de la cesantía en dicha comuna, razón por la cual el Municipio debió pagarle 12 millones para que lo hiciera. Esto es un abuso. 



Asimismo, se requiere urgentemente mejorar la ruta Menque-Ranguelmo, financiar el diseño, optimizar la conectividad, para generar empleos. Porque las obras producen trabajo. San Antonio, Valparaíso, Coronel, Lota y Talcahuano tienen planes especiales. En Coronel, el Alcalde, don René Carvajal, ha señalado hoy día que no se ha cumplido con lo prometido: que de los 750 empleos proyectados sólo hay 112 y que las inversiones del MOP en Patagual no se han realizado. 




Es preocupante que los alcaldes de la Concertación, como los señores René Carvajal y Eduardo Aguilera (un socialista y un democratacristiano, respectivamente), apoyados por nosotros, porque consideramos legítimas sus demandas, tengan que movilizarse para solicitar una pronta respuesta.



Pido que se oficie a los Ministerios respectivos, señor Presidente, para que se haga un cronograma, a fin de resolver las peticiones planteadas tanto por la comuna de Coronel como por la de Tomé.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20.








Manuel Ocaña Vergara,








   Jefe de la Redacción

A  N  E  X  O S

ACTAS APROBADAS

SESION 40ª, ORDINARIA, EN MARTES 8 DE AGOSTO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei, y de los Honorables Senadores señores Pizarro y Núñez, en calidad de Presidentes accidentales.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros de Relaciones Exteriores, subrogante, don Alberto Van Klaveren Stork, del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara y la señora Ministra de Salud, doña María Soledad Barría Iroume.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones trigésima séptima, ordinaria, de 1 de Agosto de 2.006, trigésima octava, especial, y trigésima novena, ordinaria, ambas de 2 de Agosto de 2.006, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_________________

CUENTA

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros, hace presente la urgencia en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



--Se tiene presente las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el tercero, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas y con el propósito que se señala:



El día 6 de agosto en curso, en visita oficial a la ciudad de Bogotá, Colombia.



El día 8 de agosto, en visita de Estado a Quito, Ecuador, arribando a Chile en esta misma fecha.



Agrega que durante su ausencia, será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Belisario Velasco Baraona.



-- Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha tomado conocimiento del rechazo, por parte del Senado, de la enmienda introducida al proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad y gratuidad del segundo nivel de transición de la educación parvularia (Boletines números 3.682-07 y 1.737-07), a la vez que comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



-- Se toma conocimiento y se manda agregar a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha dado aprobación al proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 3.878-17).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y a la Comisión de Hacienda, en su caso.



Con el tercero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.091-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la Comisión de Hacienda, en su caso y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el cuarto, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial (Boletín Nº 4.180-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Con el quinto, informa que ha accedido a la solicitud de archivo formulada por el Senado, respecto de los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica los cuerpos legales que indica, con el objeto de eliminar el trámite de la insinuación para las donaciones entre vivos (Boletín Nº 1.739-07);



2) El que modifica el Código de Procedimiento Penal, en materia de libertad provisional, concediendo facultades especiales a los jueces del crimen, al momento de otorgar este beneficio, para su cumplimiento (Boletín Nº 3.080-07);



3) El que restablece la facultad del Servicio Nacional de Menores para hacerse parte en los procesos por pedofilia (Boletín Nº 3.271-18), y



4) El que modifica el artículo 60 de la ley Nº 18.045 y el Título V del Código Penal (Boletín Nº 3.292-07).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, pone en conocimiento de esta Corporación copia autorizada de la resolución que ha dictado en el requerimiento presentado por quince señores Senadores, quienes solicitan se declare la inconstitucionalidad del artículo 183 ter, nuevo, contenido en el proyecto de ley sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (Boletín Nº 2.943-13).



-- Se toma conocimiento, quedando a disposición de los Honorables señores Senadores.



Con el segundo, remite copia informativa de la sentencia recaída en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07).



-- Se toma conocimiento.



Con el tercero, envía copia autorizada de la sentencia dictada en los autos Rol Nº 480-2006, relativos al requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad que se indica.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los dos siguientes, informa que han sido acogidos a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, decretándose remitir copia al Senado, con el fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que se agreguen a los previamente remitidos en consulta por la Sala.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por el que da contestación a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca del precio por el combustible que pagan los vehículos chilenos en Argentina.



De la señora Ministra de Defensa Nacional, mediante el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, atinente a los registros de zarpe y arribo de las naves.



De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del ex Senador señor Páez, acerca de la reparación del daño previsional de trabajadores del PEM y del POJH.



De la señora Ministra de Planificación, por el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Espina, en cuanto al Convenio FOSIS-Gobernación Provincial de Malleco.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual da respuesta a los oficios enviados en nombre de los Honorables Senadores señores Frei y Navarro, respectivamente, acerca de los deudores habitacionales y de los terrenos para viviendas sociales.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, por el que contesta un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, respecto de la reforma del sistema previsional chileno.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre los registros de zarpe y arribo de las naves.



De la señora Subsecretaria de Marina, por el cual contesta un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, acerca de la pesca de investigación de algas.



Del señor Secretario General del Congreso de Diputados de España, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a la detención de dos chilenos en Barcelona.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile subrogante, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al ingreso ilegal de mercancías a Bolivia.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por el que da contestación a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, en cuanto al proyecto industrial de La Estrella.



De la señora Presidenta de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre proyectos del INIA en la Novena Región.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, por el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor García, respecto de la planta de tratamiento primario para Villarrica.



De la señora Intendenta de la Octava Región, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, acerca de la instalación de un grupo de formación policial en Chillán.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Concón, por medio del cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al monitoreo ambiental de la desembocadura del Río Aconcagua.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Quilpué, mediante el cual da contestación a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Romero, sobre la Biblioteca pública de la ciudad.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Temuco, por el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor García, en cuanto a la polución de Temuco.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Décima Región, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la protección de un humedal en Ancud.



Del señor Director Regional de CHILEDEPORTES de la Quinta Región, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo al uso del Complejo Alejo Barrios.



Dos del señor Director Suplente del Servicio de Salud Araucanía Sur, con lo que da contestación a igual número de oficios expedidos en nombre del Honorable Senador señor García, en cuanto a diversas materias del área de la salud.



De la señora Directora del Hospital Exequiel González Cortés, Región Metropolitana, por el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Girardi, acerca de un brote de adenovirus intrahospitalario.



Del señor Gerente General de la Mutual de Seguridad de la Cámara Chilena de la Construcción, mediante el cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre pago de indemnizaciones.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de cooperación y ayuda mutua en materia de prevención y atención de desastres”, celebrado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, suscrito en Lima, el 10 de diciembre de 2004 (Boletín N° 4.085-10).



Dos de la Comisión de Economía, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 3.627-03), y



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley N° 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica y los servicios de certificación de dichas firmas (Boletín N° 3.797-19).



Dos de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaídos en las siguientes materias:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna (Boletín Nº 1.758-13), y



2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.518, permitiendo que las municipalidades puedan actuar como organismos técnicos de capacitación (OTEC) (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.185-06).



-- Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que hace inaplicable la atenuante de irreprochable conducta anterior a los delitos sexuales contra menores de edad y establece pena accesoria en el caso que indica (Boletín Nº 4.396-07).



De los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Horvath y Larraín, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, a fin de establecer los casos de fusión y tramitación conjunta de iniciativas legales (Boletín Nº 4.397-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley sobre nulidad del despido por no pago de gratificaciones (Boletín Nº 4.403-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Allamand, Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Muñoz Barra, Pérez Varela, Ruiz-Esquide y Vásquez, en que se solicita que la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios en Mercaderías Importadas inicie una investigación tendiente a establecer salvaguardias para la importación de leche y otros productos lácteos (Boletín N º S 887-12).



-- Por acuerdo de Comités, ratificado por la Sala, queda para el Tiempo de Votaciones de la presente sesión.

Comunicación



Del Honorable Senador señor Núñez, mediante la cual solicita, respecto del proyecto de ley que sanciona al que funda o transforme metales sin justificar su procedencia y adquisición (Boletín Nº 4.380-07), que se reemplace el trámite dispuesto para la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por el envío del mismo a la Comisión de Minería y Energía. 



-- Se accede a lo solicitado.

_________________

ACUERDOS DE COMITES



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Alterar el Orden del Día de la presente sesión, a fin de considerar en primer término, y como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley en tercer trámite constitucional signado con el número 4 en la Tabla, que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social (Boletín N° 3.235-13).



2) Incluir en el Tiempo de Votaciones de la presente sesión, el proyecto de acuerdo, de diversos señores Senadores, mediante el cual se propone solicitar que la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios en Mercaderías Importadas inicie una investigación tendiente a establecer salvaguardias para la importación de leche y otros productos lácteos (Boletín Nº S 887-12).



3) Tratar y despachar, en la sesión ordinaria del día de mañana, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional,  aprobatorio del “Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y de la República Popular China y sus Anexos”, suscrito en Busan, Corea del Sur, el 18 de noviembre de 2005(con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.170-10), con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores e informe oral de la Comisión de Hacienda, si fuere necesario.



4) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía, hasta las 18 horas del día de hoy, respecto del proyecto de ley sobre fomento de las fuentes de energías renovables y no contaminantes (Boletín N° 4.312-08).



5) Respecto de la solicitud del Honorable Senador señor Cantero, en el sentido de autorizar su libre acceso a la ley reservada que indica, informar a la Sala que las leyes secretas, que por disposición constitucional mantienen tal carácter, sólo es posible tornarlas públicas mediante la aprobación de una ley que así las declare. 

- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero quien solicita al señor Presidente recabar el asentimiento unánime de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la señora Presidente de la República, con el objeto que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que derogue la norma que otorgó el carácter de reservada a la ley Nº 13.196, de 1958.



Sobre el particular, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Novoa.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, así se acuerda.



En seguida, el Honorable Senador señor Novoa efectúa idéntica petición para que el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de prohibir el empleo de sistemas de medición de audiencia en línea, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, correspondiente al Boletín Nº 3.543-15, cuya segunda discusión se encuentra pendiente, sea retirado de la Tabla y remitido en informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, a fin de que determine si la regulación de esta materia corresponde a aquéllas propias del dominio legal.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, así se acuerda.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión 

Social.



El señor Presidente anuncia que, de acuerdo a lo acordado por los Comités en la sesión del día de hoy, corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, el que se discutirá como si fuera de Fácil Despacho.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre modificación del Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar, correspondiente al Boletín Nº 3.235-13.



Agrega que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó dos modificaciones al proyecto despachado por el Senado, cuyo texto es el siguiente: 

“Artículo único


Ha pasado a ser artículo 1°, sustituido por el siguiente:

N° 1


Lo ha rechazado.


Ha introducido el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 2º.- Agrégase el siguiente artículo 18 bis en el Código del Trabajo:


“Artículo 18 bis.- En los casos señalados en los artículos 15, inciso segundo; 16, y 18, deberá cumplirse con lo dispuesto en los incisos segundo, tercero, y séptimo del articulo 13, según la edad y actividad de los menores.”.”.



Hace presente que la Sala, en sesión del día 5 de Julio del año en curso, envió dichas modificaciones a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para que emitiera el informe correspondiente.



Añade que la referida Comisión, por las consideraciones expresadas en su informe, rechazó las referidas enmiendas por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto y propone a la Sala que adopte igual resolución.



En discusión la proposición de la Comisión, no habiendo oposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorable señores Senadores presentes.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, corresponde la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Carta Fundamental, la que, de conformidad a lo prescrito en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, estará integrada, en representación del Senado, por los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Queda despachado el asunto.

__________________

Observación formulada por Su Excelencia el Vicepresidente de la República, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, con 

informe de la Comisión de Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar con la discusión de la observación formulada al proyecto de ley de la referencia.



En discusión, hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Vásquez, Longueira, Larraín y Zaldívar, señora Alvear, señores Romero, Chadwick, Bianchi, Gazmuri, Ominami, Ruiz Esquide, Espina, Girardi y Coloma, y la señora Ministra de Salud.

- - -



En su intervención, el Honorable Senador señor Espina solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para desarchivar el proyecto de ley que regula los principios jurídicos y éticos de las técnicas de reproducción humana asistida y establece sanciones para los infractores de sus normas, correspondiente al Boletín Nº 1.026-07, a fin de que sea nuevamente informado, de manera separada, por las Comisiones de Salud y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate, el señor Presidente anuncia que, de acuerdo a lo obrado en la sesión anterior, ha declarado inadmisible la observación.



Queda terminada la discusión de este asunto.

__________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorandum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio del año 2005, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores, de 

Agricultura y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica” y sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral” y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y Singapur, correspondiente al Boletín Nº 4.047-10, para cuyo despacho Su Excelencia la señora Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, en el carácter de “simple”.



Añade que este proyecto de acuerdo fue analizado por las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Agricultura y de Hacienda, las que, de manera sucesiva, y por las consideraciones expresadas en sus respectivos informes, lo aprobaron en general y en particular y proponen a la Sala su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados. 



Indica que la Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Senadores Coloma, Gazmuri, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en tanto que las Comisiones de Hacienda y de Agricultura, lo hicieron por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Ominami, y Espina, Allamand, Coloma y Vásquez, respectivamente.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que las Comisiones informantes dejaron constancia que el proyecto de acuerdo, según lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de la República, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de que la aplicación del anexo 12.C, “Pagos y Transferencias. Chile” incidirá, eventualmente, en las facultades que el artículo 49, Nº 2, de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, le otorga al Instituto Emisor, y requiere, por lo tanto para su aprobación, de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso segundo del artículo 66, de la Carta Fundamental.



En discusión en general y en particular, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra y Ominami.



Cerrado el debate y puesto en votación, el proyecto de acuerdo resulta aprobado por 34 votos a favor de un total de 37 Honorables señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República..



Votan por su aprobación los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Fundan su voto, los Honorable Senadores señores Naranjo, Romero, Espina, Larraín, Letelier y Núñez, señora Alvear, señores Coloma y Gazmuri.



A continuación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Relaciones Exteriores, subrogante.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio del año 2005.”.”.



Queda despachado el asunto.

- - - 



El señor Presidente anuncia que, por haber llegado la hora, ha terminado el Orden del Día.

_________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo de diversos Honorables señores Senadores en que se solicita que la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios en Mercaderías Importadas inicie una investigación tendiente a establecer salvaguardias para la 

importación de leche y otros productos lácteos



El señor Presidente anuncia que corresponde votar el proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores Allamand, Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Muñoz Barra, Naranjo, Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 887-12, es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, durante el primer semestre del presente año, las importaciones de leche se han incrementado en un 100% (litros equivalentes).

2. Que, el principal mercado de origen de la leche importada es Argentina, el que representa el 75% de las importaciones, incrementando su participación en un 100%, respecto del año 2005.

3. Que, las importaciones de leche desde Argentina han tenido un comportamiento de aumento abrupto, sostenido y creciente, con una variación acumulada para el período enero-junio de 2006 del 240% respecto de igual lapso del año anterior.

4. Que, la producción de leche en Argentina se ha incrementado en la presente temporada en un 10%, y los precios a productor han caído a 12 centavos de dólar por litro. Lo anterior, junto a los artificialmente bajos precios de combustibles, electricidad e insumos agrícolas y la probable derogación del impuesto transitorio a las exportaciones (vigente por 60 días), será un estímulo adicional para incrementar los envíos a Chile.

5. Que, en la actual coyuntura y con la llegada de la primavera las plantas receptoras de leche están haciendo anuncios de disminución de precios a productor (10 a 12%), en porcentajes mayores a lo que se considera una reducción normal por efectos de la estacionalidad. Adicionalmente, existen preocupantes expectativas de una segunda reducción del precio durante la presente temporada, así como una baja o nula recuperación del mismo en la siguiente.

6. Que, este aumento de importaciones es producto de circunstancias imprevisibles, y su ritmo y cuantía, representa un daño económico considerable para el sector lechero nacional, afectándolo significativamente en su competitividad.

7. Que, de no mediar acciones para corregir la situación antes descrita, se producirá un perjuicio económico y social para las Regiones del Sur (VIII, IX y X) con impacto sobre la producción y el ingreso de miles de pequeños y medianos productores, y sobre el empleo de trabajadores agrícolas de las lecherías de mayor tamaño.

8. Que, junto a lo anterior la producción nacional se ha incrementado en un 10% respecto del año anterior y las exportaciones de lácteos han sufrido una importante caída, lo que agrava aún más esta delicada situación, por cuanto la estrategia exportadora ha sido definida como un elemento clave para el desarrollo competitivo y sustentable del sector.

9. Que, bajo las actuales condiciones se considera necesario que la Autoridad Económica tome medidas que permitan subsanar las circunstancias imprevistas del incremento de importaciones, mitigando en el breve plazo, el daño económico, y generando condiciones para que en el mediano plazo el sector pueda recuperar competitividad mediante el aumento de la eficiencia productiva, y de la profundización del desarrollo exportador.

10. Que, las normas del comercio internacional establecen que bajo circunstancias de aumento abrupto, sostenido y creciente de importaciones, producto de circunstancias imprevisibles y cuyo ritmo y cuantía representa un daño económico, los países afectados pueden hacer uso de mecanismos de salvaguardias temporales con el fin de ofrecer un espacio de estabilidad suficiente para mitigar los daños y resolver las circunstancias que lo provocan.

11. Que, en este caso se dan todos los elementos para solicitar a la Autoridad Económica que establezca, con arreglo a los acuerdos comerciales internacionales suscritos por Chile, salvaguardias a la importación de leche fluida, quesos gouda y leche en polvo.

12. Que, en Chile y bajo circunstancias similares se ha hecho uso del mecanismo de salvaguardias en ocasiones anteriores, sin que ello haya significado un deterioro de la imagen internacional, ni haya tenido consecuencias perniciosas del punto de vista comercial para el país.



El Senado acuerda solicitar a S.E. la señora Presidenta de la República la adopción, con la mayor urgencia posible,  de las siguientes medidas:



1.- Que se inicie una investigación de la situación antes descrita por parte de la Comisión Nacional encargada de investigar las distorsiones en el precio de las mercaderías importadas;



2.- Que se aplique una medida de salvaguardia provisional a la importación de leche fluida, leche en polvo y quesos gouda, con una tasa arancelaria que en ningún caso exceda el máximo arancel consolidado para estos productos;



3.- Que se aplique una medida de salvaguardia definitiva por un período de tiempo de un año;



4.- Que se apoye al Ministerio de Agricultura en todas las acciones necesarias para implementar la medida antes aludida, ya que ella resulta de fundamental importancia para mejorar la competitividad del sector lechero mediante la modernización tecnológica de la producción de leche y el impulso al desarrollo exportador del sector, y 



5.- Que se envíe copia de este acuerdo al Fiscal Nacional Económico, al Presidente del Banco Central, al Ministro de Relaciones Exteriores, al Ministro de Hacienda, al Ministro de Agricultura y al Director Nacional de Aduanas, como también que se informe al Senado la decisión del Ejecutivo en esta materia.”.”.


Sometido a votación, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

___________________

Proyecto de acuerdo presentado por diversos Honorables señores Senadores sobre financiamiento de los planes maestros de aguas 

lluvias.



El señor Presidente anuncia que corresponde votar el proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pérez Varela, y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 886- 12, es del siguiente tenor: 

“PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1.- Que las inundaciones en zonas urbanas y rurales, producidas por temporales ocasionan con frecuencia pérdidas de vidas, afectan la calidad de vida y la salud de las personas, y generan daños a las viviendas, los bienes y a la infraestructura.
2.- Que las soluciones no siempre resultan eficaces, si bien no necesariamente se detectan déficit técnicos críticos. Aparentemente esto se debe a que en muchos casos el tema no se aborda con un enfoque multidisciplinario ni desde una perspectiva de planificación territorial y urbana. Un enfoque multidisciplinario del tema corresponde a aquél donde los aspectos propiamente técnicos, forman parte de una solución integral y sistémica que considera centralmente los elementos y condicionante del medio físico, natural y construido.
3.- Que en cuanto a la planificación territorial, particularmente en materias de mitigación de desastres naturales, debe primar el concepto de la prevención por sobre la actuación frente a las emergencias, lo que entre otras acciones conduce a que los instrumentos normativos urbanos incluyan la zonificación de riesgos y las condicionantes o restricciones de uso del suelo según dicha zonificación. Todo lo anterior trae consigo, naturalmente una serie de desafíos, no siempre fáciles de enfrentar, entre ellos retos normativos, institucionales, organizacionales y administrativos, así como de índole más general como los socio-políticos, ambientales y económicos- financieros.
4.- Que en materias de inundaciones urbanas, Chile no es una excepción pues si bien en el último tiempo se ha logrado un avance significativo, al abordarse estos problemas con un enfoque paulatinamente más completo e integral, lo que ha supuesto formular diagnósticos y delinear, a nivel de planificación, soluciones a las aguas lluvias en las principales ciudades y centros poblados del país (mediante los planes maestros de aguas lluvias), como la construcción de obras que procuran dar solución a dichos problemas, es preciso reconocer que todavía queda bastante por hacer para enfrentar con decisión muchos de los desafíos señalados.
5.- Que posterior a la promulgación de la ley Nº 19.525, a fines del año 1997, y con la elaboración en el plazo de cinco años de los Planes Maestros de Aguas Lluvias para ciudades con más de 50.000 habitantes, el país enfrenta el desafío de materializar los sistemas de drenaje y evacuación de aguas lluvias que eviten o aminoren las inundaciones urbanas. El Ministerio de Obras Públicas cuenta ya con estimaciones de inversión en colectores primarios y secundarios de aguas lluvias para todo el país a partir de los planes maestros elaborados, los que las sitúan en el orden de US$ 2.500 millones.
6.- Que el tema de las soluciones a ejecutar cubre aspectos no solamente técnicos o normativos y ambientales, sino también otros de naturaleza institucional, administrativa, normativa y legal, como asimismo de naturaleza económica y financiera.
7.- Que al analizar fuentes alternativas de financiamiento es posible identificar una gama de opciones entre dos extremos: dejar al Estado como responsable único de solucionar los problemas empleando recursos del Presupuesto de la Nación o traspasar por alguna vía la responsabilidad al sector privado, el que debería también financiar las obras y hacerse cargo de la operación y mantenimiento de los sistemas.
8.- Que el Ministerio de Obras Públicas, en distintos momentos, ha señalado que la problemática de las inundaciones constituye una gran preocupación, por cuanto los más afectados son los sectores más desposeídos y los daños a la infraestructura cuantiosos, indicando que esta situación, producida por un fenómeno de la naturaleza se ha visto agravada, entre otras, por una deficiente planificación urbana y gestión del territorio y la falta de claridad respecto de la institucionalidad y entes responsables y un déficit histórico de inversión.
9.- Que durante el gobierno militar el déficit de inversión histórica, no tan solo en obras de drenaje de aguas lluvias, sino que en obras hidráulicas en general, se acentuó dramáticamente. Durante ese período no se construyó ninguna obra de desagüe de aguas lluvias de importancia, ningún embalse de riego ni tampoco se abordó el tema de tratamiento de aguas servidas en el país.
10.- Que el escollo mayor que se enfrenta para solucionar este problema es el financiamiento, toda vez que al Ministerio de Obras Públicas no le es posible afrontar las inmensas inversiones que se requieren, por lo que se hace necesario buscar fuentes alternativas de financiamiento y gestión, que incorporen al sector privado y que consideren el aporte de todos los beneficiados con dichas obras.
11.- Que dentro de las alternativas analizadas se menciona la de construir infraestructuras utilizando el mecanismo establecido en la Ley de Concesiones, para lo cual se crearían empresas concesionarias de aguas lluvias, que se encargarían de realizar las inversiones, operar y mantener los sistemas y cobrar las cuentas a los usuarios, mediante la boleta de algún servicio básico, para lo cual se requiere aprobar una iniciativa legal.
12.- Que la segunda alternativa consiste en traspasar a las empresas sanitarias la responsabilidad de la evaluación y drenaje de las aguas lluvias. Para poder hacerlo se requiere una modificación de la Ley Sanitaria, que posibilite la ampliación del giro de estas empresas. Se ha analizado la posibilidad de traspasar a las empresas sanitarias la responsabilidad de los colectores de aguas lluvia que se interconectan con los de aguas servidas, cuando exista un informe técnico favorable para ello. Esta situación cabría dentro del ámbito actual de competencia de dichas empresas, pero sólo daría una solución parcial al problema.
13.- Que estimaciones preliminares indican que al ejecutarse el total de las inversiones de drenaje de aguas lluvia en Santiago, las cuentas de agua subirían en promedio un 35% sólo por este concepto, el que se debe compatibilizar con el aumento de tarifas por el tratamiento de aguas servidas, que bordeará el 79% cuando estén en funcionamiento todas las plantas depuradoras.
14.- Que tanto el Ministerio de Obras Públicas como el Ministerio de Vivienda y Urbanismo han entregado una propuesta de solución al tema de las aguas lluvia, enmarcada en los presupuestos y las prioridades del Gobierno, y que las modalidades de solución y la velocidad con que se ejecuten las inversiones, deberán tomar en cuenta la opinión de los afectados; procedimiento que permitirá paulatina y progresivamente encontrar una solución en el tiempo, dando prioridad, en el corto plazo, a los sectores más afectados por las inundaciones.
15.- Que, según ha informado el Ministerio de Obras Públicas, durante el presente año se está ejecutando una revisión de las necesidades de inversión en colectores, que de acuerdo al Plan Maestro de Evacuación de Aguas Lluvias de 1999 eran de USS 2.800 millones en todo el país. Ello, como parte del trabajo del comité que, liderado por el Subsecretario Juan Eduardo Saldivia, está preparando una modificación al proyecto de ley sobre aguas lluvias -en trámite en este Senado- y que busca definir una fórmula viable de cobro a los usuarios a través de las empresas sanitarias.
16.- Que, según explicó el mencionado señor Subsecretario, esta evaluación apunta a establecer sí dichas inversiones, entre las que se cuentan USS 1.400 millones para la capital, son las más eficientes para enfrentar lluvias de alta intensidad, y si efectivamente es necesario realizar tal cantidad de obras, considerando que en los últimos seis años ya se han destinado USS 380 millones.
17.- Que en el caso puntual de la Región Metropolitana se está construyendo una red de colectores primarios de 138 kilómetros, de los cuales 110 kilómetros ya están en operación, lo que ha permitido atenuar los impactos de las lluvias de los últimos años y eliminar la mayoría de los puntos críticos que antes existían. Asimismo, mediante las concesiones de autopistas se han invertido USS 310 millones en colectores, mientras que el Estado ha ejecutado otros USS 40 millones.
18.- Que el Ministerio de Obras Públicas ha indicado que si una parte importante de los problemas están resueltos, pareciera ser que todo conduce a que el remanente de inversión no debiera ser tan significativo, añadiendo que es posible explorar obras de naturaleza distinta a los colectores, más focalizadas y a un menor costo, para resolver los problemas pendientes. Por eso, entre los elementos a evaluar por parte de los técnicos del referido Ministerio está el comportamiento pluviométrico de los últimos años, especialmente cuando hubo lluvias intensas, pero los puntos tradicionales de inundación no se anegaron.
19.- Que también existe el propósito de dar una mirada distinta del enfoque "constructivista" que prima en el plan maestro, donde la solución es construir grandes tubos por donde pasa el agua lluvia. La idea es considerar a la lluvia como un fenómeno sobre el cual se puede hacer gestión para atenuar sus externalidades en la ciudad, y ello pasa por el diseño y construcción de infraestructura inundable, como parques, plazas, estanques subterráneos o pasos a desnivel, que permitan almacenar, embalsar y conducir las aguas acumuladas durante los momentos peak de las lluvias. Asimismo, es fundamental que el Plan Maestro considere una gestión integral de cuencas, con el fin de retener las aguas lluvias en su origen.




El Senado acuerda solicitar a S.E. la señora Presidenta de la República que considere en el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2007, la inclusión de recursos extraordinarios que permitan adelantar la ejecución de los planes maestros de aguas lluvias, especialmente en aquellas zonas y regiones del país donde cada año las fuertes precipitaciones causan graves inundaciones y anegamiento de viviendas, con el consiguiente daño para las casas y los enseres de miles de familias chilenas, así como el grave riesgo a la salud y la vida de muchos chilenos que se enferman, accidentan o mueren a causa de derrumbes o deslizamientos de tierra.”.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Frei y Letelier.



En seguida, el señor Presidente, anuncia que el proyecto ha sido retirado por sus autores.



Queda terminada la discusión del asunto.

__________________

Proyecto de acuerdo de diversos Honorables señores Senadores en que se solicita a Su Excelencia  la señora Presidenta de la República disponga se elabore un reglamento sobre procedimiento que deban seguir las empresas hidroeléctricas para evacuar las aguas de sus embalses o represas en situaciones de temporal o 

catástrofes.



El señor Presidente anuncia que corresponde votar el proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo, Navarro y Ominami, correspondiente al Boletín Nº S 885-12, del cual se dio cuenta en la sesión 36ª, de 19 de Julio del año en curso, y cuya votación quedó postergada luego de que se analizara los problemas derivados por el desborde del río Bíobío.



Sobre el particular , hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide quien solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para que se retire este proyecto de acuerdo



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, tácitamente se da por el retirado el proyecto de acuerdo.



Queda terminado el tratamiento del asunto.

________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que Honorables señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Regional Ministerial de dicha cartera de la Novena Región, y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, solicitando la instalación de luminarias en el callejón donde se encuentran ubicadas las parcelas 34, 35 y 36, en el sector Santa Ema.



2) Dos al señor Ministro de Agricultura solicitándole que patrocine el establecimiento de derechos compensatorios desde Argentina para la importación a nuestro país de mezclas de harina y de harina; y para que se sirva dar patrocinio a un proyecto de ley que presentara junto con los Honorables Senadores señores Allamand, García, Coloma y Larraín, para modificar el artículo 7º de la Ley Nº 18.525, que establece normas sobre importación de mercaderías. 



3) A los señores Director de Salud de la Araucanía Norte y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, solicitando mejorar la infraestructura de la posta de salud ubicada en el sector rural de Santa Ana.



4) A los señores Gerentes Generales de las empresas Movistar, Smartcom y ENTEL PCS, y Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, solicitando la instalación de la antena celular en el sector rural de Santa Ana y Santa Ema.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Subsecretario del Interior, en relación con la posibilidad de entregar recursos para la ejecución del proyecto de cubiertas de viviendas de la Junta de Vecinos Nº 5, de la comuna San Pablo, Décima Región.



2) Al señor Subsecretario de Redes del Ministerio de Salud, en relación con el proyecto de reposición de ambulancias para el Consultorio General Belarmina Paredes, de la comuna de Futrono, Décima Región.



3) A los señores Director Nacional de Vialidad y Director Nacional de la Secretaría Interministerial de Planificación SECTRA, acerca de la posibilidad de construir un puente sobre el río Choroy-Traiguén, en la comuna de San Juan de la Costa, Décima Región.



4) A los señores Directores de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y de la Fundación Integra, acerca de la posibilidad de regularizar las condiciones laborales de las personas que trabajan en la manipulación de alimentos de manera de ser incluidas en la legislación que regula el régimen de subcontratación.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministros de Justicia y de Obras Públicas en relación con la situación que afecta a las empresas constructoras que indica en relación con la ejecución de obras contratadas por el Consorcio VINCI..



2) A la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, a los señores Director de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Quinta Región, solicitando información en relación con las actividades mineras desarrolladas por la empresa sudafricana “Anglo American” en el sector Collage-Los Caleos, en la comuna de Nogales.



- Del Honorable Senador señor Romero, al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Quinta Región solicitando información respecto del estado de los terrenos que posee dicho Organismo en la comuna de Calle Larga, lugar en el cual se construirían viviendas a través del Programa Fondo Solidario de Viviendas.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados Honorables señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________

Análisis del conflicto en el Medio Oriente.



El señor Presidente anuncia que por acuerdo unánime de los Comités esta parte de la sesión se destinará al asunto de la referencia.



En seguida, recaba el acuerdo de la Corporación, para autorizar a la Comisión de Agricultura a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se concede la autorización solicitada.

- - -



Durante esta parte de la sesión, ejercen la presidencia el titular del Senado, y como presidentes accidentales los Honorables Senadores señores Pizarro y Núñez, previo acuerdo de la Sala. 

- - -



Ofrecida la palabra, hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Muñoz Aburto, Vásquez, Coloma, Pizarro, Sabag, Núñez, Cantero y Girardi.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Sabag solicita dirigir, en su nombre, los siguientes oficios:



1) A Su Excelencia la señora Presidente de la República solicitándole la intervención del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, para poner término a este conflicto, y enviar una fuerza multinacional al sur del Líbano, previo retiro de las fuerzas en conflicto, y, además, prestar toda la ayuda humanitaria que sea posible.



2) A los representantes diplomáticos en nuestro país de los Gobiernos del Líbano y de Palestina, remitiéndoles copia de su intervención y para expresarles su apoyo y solidaridad en estos difíciles momentos.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señalado Honorable señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha llegado la hora de termino de la sesión.

_______________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 41ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 9 DE AGOSTO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes; de Economía, don Alejandro Ferreiro Yazigi, y del Trabajo y Previsión Social, don Alejandro Andrade Lara.



Asiste, además, la señora Subsecretaria de Economía, doña Ana María Correa López.



Actúa de Secretario General el titular del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras.

________________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación convocada con el fin de analizar la situación que afecta a las pequeñas y medianas empresas, especialmente en lo relativo a su nivel de endeudamiento y sus 

posibles soluciones.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General indica que esta sesión ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en el número 2 del artículo 67 del Reglamento de la Corporación, a petición de los Comités de los Partidos Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional e Independiente.

- - -



En seguida, e señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala de la señora Subsecretaria de Economía, doña Ana María Correa López.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se concede la autorización solicitada.

- - -



Ofrecido el uso de la palabra, hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, García, Ominami, Novoa y Romero, el señor Ministro de Economía, los Honorables Senadores señores Vásquez y Pizarro, señora Matthei, el señor Ministro de Hacienda y los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Zaldívar.

- - -



El señor Presidente anuncia que por haber llegado la hora ha terminado la sesión.

________________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

     Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN LO RELATIVO A ADMISIÓN AL EMPLEO DE MENORES DE EDAD Y AL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ESCOLAR

(3235-13)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que ese H. Senado desechó las enmiendas propuestas por esta Corporación, al proyecto que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar, boletín N° 3235-13.


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta:


- don  Mario Bertolino Rendic


- doña Carolina Goic Boroevic


- don  Fernando Meza Moncada


- doña Adriana Muñoz D’Albora 


- don  Felipe Salaberry Soto


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 27.819, de 8 de agosto de 2006.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.)ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.557, DE 1981, QUE ESTABLECE DISPOSICIONES PARA PROTECCIÓN AGRÍCOLA 

(3770-01)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha,  ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto que modifica el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, boletín N° 3770-01, con excepción de la recaída en la letra b), número 2, del artículo 1°, y la sustitución de la letra b) del artículo 2°, que ha desechado:


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión  Mixta que debe formarse:


- don  Ramón Barros Montero


- don  Enrique Jaramillo Becker


- don  Rosauro Martínez Labbe 


- don  José Pérez Arriagada


- doña Alejandra Sepúlveda Orbenes

****


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 27.920, de 16 de agosto de 2006.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SUSPENDE SUSTITUCIÓN DE EMBARCACIONES PESQUERAS ARTESANALES

(4229-21)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Suspéndese, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 30 de abril de 2007, la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales de una eslora igual o superior a doce metros inscritas en pesquerías pelágicas pequeñas, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de pérdida total. En este caso, la nave sustituida deberá tener las mismas características y eslora que la nave siniestrada. Suspéndense, por igual período, las solicitudes de sustitución pendientes en el Servicio Nacional de Pesca a la fecha de publicación de la presente ley.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.475, DE 1980, QUE CONTIENE LA LEY SOBRE IMPUESTO DE TIMBRE Y ESTAMPILLAS

(4369-05)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:


1) Sustitúyense, en el inciso primero del numeral 3), de su artículo 1°, a contar del 1 de enero del año 2009, los guarismos “0,134” y “1,608”, por “0,1” y “1,2”, respectivamente. Desde igual fecha sustitúyese, en el inciso segundo del mismo numeral, el guarismo “0,67” por “0,5”.


2) Sustitúyense, en el N°2) de su artículo 2°, a contar del 1 de enero del año 2009, el guarismo “0,67” por el guarismo “0,5”; en el inciso segundo el guarismo “0,134” por “0,1”, y en el inciso tercero el guarismo “1,608” por “1,2”.


3) Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 3°, a contar del 1 de enero del año 2009, los guarismos “0,134” y “1,608”, por “0,1” y “1,2”, respectivamente.


4) Reemplázase el número 17 de su artículo 24, por el siguiente:


“17.- Los documentos que se emitan o suscriban con motivo de una operación de crédito de dinero, a excepción de las líneas de crédito, concedidas por instituciones financieras constituidas o que operen en el país por el monto que se destine exclusivamente a pagar prestamos otorgados por esta clase de instituciones, en tanto dichos préstamos no correspondan al uso de una línea de crédito. Asimismo, para hacer efectiva esta exención, se requiere que al momento del otorgamiento del crédito que se paga, el Impuesto de Timbres y Estampillas devengado por los documentos emitidos o suscritos con ocasión del crédito original, se hubiese pagado efectivamente. Igualmente esta exención se aplicará cuando los documentos en que conste el préstamo que se paga se hubieren acogido a lo dispuesto en este número. Para que opere esta exención, tanto el crédito que se paga como el destinado a dicho pago, deberán haber sido otorgados por alguna institución financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, Superintendencia de Seguridad Social o Superintendencia de Valores y Seguros.


En el caso que los documentos que se emitan, suscriban u otorguen con motivo del nuevo crédito, de no mediar la presente exención, se graven con una tasa mayor que la que afectó a los documentos que se emitieron, suscribieron u otorgaron con ocasión del crédito original, la presente exención sólo se aplicará hasta la concurrencia de la tasa del impuesto que hubiera gravado los documentos del crédito original. La diferencia entre una y otra tasa afectará a los documentos que se emitan, suscriban u otorguen con ocasión del nuevo crédito según las reglas generales.


Esta exención se aplicará sólo respecto de aquella parte del nuevo crédito, destinado a pagar el monto insoluto del préstamo original, incluyendo los intereses y comisiones que se cobren con ocasión del pago anticipado del mismo. En caso alguno se comprenderá en esta exención, aquella parte del nuevo crédito destinado a pagar intereses originados en la mora del crédito original. La exención comprenderá también los gastos que se cobren por el otorgamiento del nuevo crédito. Sin embargo, si el nuevo crédito considera sumas mayores destinadas a fines distintos del pago del crédito anterior, se considerarán comprendidos en esta parte de la exención sólo la fracción de los gastos asociados al otorgamiento del nuevo crédito equivalente a la proporción que represente el monto insoluto del crédito original en relación al nuevo crédito.


Cuando el crédito que se paga hubiere sido otorgado a más de una persona, la exención favorecerá a todos los deudores.


Para acreditar el cumplimiento de las condiciones que hacen procedente esta exención, se deberá insertar en la escritura respectiva, un certificado de la institución financiera que otorgó el crédito original o del legítimo cesionario del crédito en su caso, señalando el monto a que asciende el pago. Además, dicho certificado deberá indicar en forma específica, el monto de los intereses y comisiones que se cobran. Asimismo, este certificado deberá contener la fecha de otorgamiento del crédito que se paga; el número, serie o folio del documento que da cuenta o registra el crédito original. Sólo en los casos que la entidad que otorgó el crédito que se paga no hubiere informado previamente el otorgamiento del crédito al Servicio de Impuestos Internos, el referido certificado deberá indicar, además, la tasa del impuesto de esta ley que afectó al crédito que se paga, el monto del impuesto pagado efectivamente, el folio del formulario en que consta el pago del Impuesto de Timbres y Estampillas pagado, o la norma de exención parcial o total aplicada, cuando correspondiere. Si el crédito no constare en escritura, para que resulte procedente la exención, el referido certificado deberá adosarse al cuerpo del pagaré o del documento que se emita o suscriba con ocasión del crédito. De la misma manera, en el caso que el crédito destinado al pago fuere otorgado por una institución financiera distinta de la que otorgó el crédito original, el deudor deberá otorgar mandato a la institución financiera prestamista para que ésta pague el crédito original, directamente a la institución acreedora del mismo o a su legítimo cesionario, y en el caso que la institución prestamista sea la misma que otorgó el crédito original, el deudor deberá autorizar la imputación directa del crédito que se otorga al pago del crédito original.”.


Artículo transitorio.- Durante los años 2007 y 2008 las tasas de impuesto señaladas en el inciso primero del numeral 3), del artículo 1° del decreto ley N° 3.475, de 1980, serán de 0,125% por cada mes o fracción de mes y de 1,5% como tasa máxima y de 0,1125% por cada mes o fracción de mes y de 1,35% como tasa máxima, respectivamente. La tasa establecida en el inciso segundo del mismo numeral será, durante los años indicados, de 0,625% y 0,5625%, respectivamente.


A su vez, las tasas establecidas en el N° 2, del artículo 2° del cuerpo legal señalado y en el inciso segundo y tercero serán, durante el año 2007, de 0,625%, de 0,125% y de 1,5%, respectivamente y durante el año 2008 de 0,5625%, de 0,1125% y de 1,35%, respectivamente.


Las tasas establecidas en el inciso segundo del articulo 3° del cuerpo legal citado, serán durante el año 2007, de 0,125% y de 1,5%, respectivamente y durante el año 2008 de 0,1125% y de 1,35%, respectivamente.


En el caso de documentos que den cuenta de la renovación o prorroga de plazo a que se refiere el artículo 2° del cuerpo legal referido, en que por aplicación de lo dispuesto en este artículo, la tasa aplicable al crédito cuyo plazo se renueve, fuere superior a la que correspondiere aplicar a la renovación, la diferencia de tasa no dará derecho a devolución ni imputación alguna.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXIME A VEHÍCULOS INTERNADOS AL PAÍS BAJO EL RÉGIMEN DE ZONA FRANCA DE EXTENSIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE NORMAS DE EMISIÓN DICTADAS CON POSTERIORIDAD A SU FECHA DE FABRICACIÓN

(4392-03)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorporáse en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, sobre Zonas Francas, el siguiente artículo 34, nuevo:


“Artículo 34.- Los vehículos usados, livianos y medianos, internados al país bajo el régimen de Zona Franca de Extensión, estarán exentos de cumplir las normas de emisión que hayan entrado en vigencia con posterioridad al 31 de mayo de 2006, cualquiera sea la fecha de su primera inscripción en el Registro de Vehículos Motorizados.


No obstante, mantendrán vigencia las franquicias aduaneras excepcionales respecto de la liberación de los vehículos mencionados en el inciso anterior.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE INCLUYE EN LA LEY Nº 19.962, SOBRE ELIMINACIÓN DE ANOTACIONES PRONTUARIALES, A CONDENADOS POR TRIBUNALES ORDINARIOS 

(4348-17)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Intercálese en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.962, entre las palabras "Tribunales Militares" y la coma que viene a continuación, las expresiones " u Ordinarios".


Artículo 2°.- Los certificados de que la sentencia está ejecutoriada y la copia de la misma, para los efectos de la referida ley, serán gratuitos para el requirente.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE TRASLADA EL DÍA DEL HUASO AL 1º DE SEPTIEMBRE

(4308-06)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Reemplázase, en el artículo 5° de la ley N°17.026, la oración “el segundo viernes del mes de octubre”, por las expresiones “el 1 de septiembre”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA EL NÚMERO DE DÍAS FERIADOS EN EL AÑO Y FAVORECE EL DESCANSO FAMILIAR

(4080-06)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- El feriado del 19 de septiembre que corresponda a un día domingo, se hará extensivo al lunes inmediatamente siguiente.


Artículo 2°.- Incorporáse en el artículo 2° de la ley N° 19.973, a continuación de la frase “Los días 18” la expresión “y 19”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE COMO FERIADO EL 16 DE JULIO, FIESTA DE LA VIRGEN DEL CARMEN, EN SUSTITUCIÓN DEL FERIADO CORRESPONDIENTE A CORPUS CHRISTI

(3379-06 y 3868-06)


Con motivo de las Mociones, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Declárase feriado el día 16 de julio de cada año, en que se celebra y honra a la Virgen del Carmen, en reemplazo del feriado correspondiente a Corpus Christi.


Artículo 2°.- Suprímese en el artículo único de la ley N° 19.668, la frase “y el día de la fiesta Corpus Christi,”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA PERMISO LABORAL POR MUERTE DE PARIENTES QUE INDICA

(4138-13 y 4236-13)


Con motivo de las Mociones, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:


1.- Sustitúyese el artículo 66 por el siguiente:


“Artículo 66.- En el caso de muerte de un hijo así como en el de muerte del cónyuge, todo trabajador tendrá derecho a siete días corridos de permiso pagado, adicional al feriado anual, independientemente del tiempo de servicio.


Igual permiso se aplicará por tres días hábiles en el caso de muerte de un hijo en período de gestación así como en el de muerte del padre o de la madre del trabajador.


Estos permisos deberán hacerse efectivos a partir del día del respectivo fallecimiento. No obstante, tratándose de una defunción fetal, el permiso se hará efectivo desde el momento de acreditarse la muerte, con el respectivo certificado de defunción fetal.


El trabajador al que se refiere el inciso primero gozará de fuero laboral por un mes, a contar del respectivo fallecimiento. Sin embargo, tratándose de trabajadores cuyos contratos de trabajo sean a plazo fijo o por obra o servicio determinado, el fuero los amparará sólo durante la vigencia del respectivo contrato si éste fuera menor a un mes, sin que se requiera solicitar su desafuero al término de cada uno de ellos.


Los días de permiso consagrados en este artículo no podrán ser compensados en dinero.”.


2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 195:


a) Elimínase la expresión “Sin perjuicio del permiso establecido en el artículo 66”.


b) Sustitúyese la expresión “cuatro” por “cinco”.


Artículo 2º.- Agrégase, a continuación del artículo 104 de la ley Nº 18.834, que contiene el Estatuto Administrativo, el siguiente artículo 104 bis, nuevo:


“Artículo 104 bis.- Todo funcionario tendrá derecho a gozar de los permisos contemplados en el artículo 66 del Código del Trabajo.".


Artículo 3º.- Agrégase, a continuación del artículo 108 de la ley Nº 18.883, Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, el siguiente artículo 108 bis, nuevo:


“Artículo 108 bis.- Todo funcionario municipal tendrá derecho a gozar de los permisos contemplados en el artículo 66 del Código del Trabajo.".”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, COMPLEMENTARIO DEL NUEVO INFORME, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL NÚMERO 16 DEL ARTÍCULO 97 DEL DECRETO LEY Nº 830, DE 1974, CÓDIGO TRIBUTARIO, QUE SANCIONA LA PÉRDIDA O INUTILIZACIÓN DE LIBROS O DOCUMENTOS QUE SEÑALA

(2364-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir un informe complementario del nuevo informe acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Moción de los Honorables Diputados señores José García, Julio Dittborn, René Manuel García, Enrique Jaramillo, Marina Prochelle y Baldo Prokurica.


A las sesiones en que la Comisión trató este asunto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Vásquez; el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar, y el abogado de esa Repartición del Estado, señor Marcelo Freyhoffer.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto fue informado por la Comisión de Hacienda con fecha 12 de abril de 2006 y que, por acuerdo de la Sala, de fecha 19 de abril de 2006, fue devuelto a la Comisión para nuevo informe. Con fecha 3 de mayo de 2006 la Sala acordó nuevamente devolver el proyecto a la Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN


Devuelto el proyecto a la Comisión para un informe complementario del nuevo informe, el Honorable Senador señor García hizo presente que había solicitado que el proyecto volviera nuevamente a Comisión por cuanto el texto aprobado por la Comisión en el nuevo informe deja en 30 unidades tributarias mensuales el máximo de la multa que se puede imponer al contribuyente como sanción en caso de pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos que sirvan para acreditar las anotaciones contables.


Sostuvo que el referido monto podría resultar poco disuasivo para evitar incurrir en la infracción. Afirmó que el contribuyente debe tener conciencia de que mantener los documentos bajo custodia, con los cuidados requeridos, es parte de su obligación.


Continuó observando que si bien considera razonable que a un pequeño negocio que pierda, por ejemplo, un talonario de facturas, no se aplique como multa el 20% del capital efectivo, que equivale al 20% del activo, y precisamente por ello es autor de la moción en informe, que buscaba rebajar tal sanción, tampoco estima conveniente que empresas de gran tamaño que pierden su documentación reciban como sanción una multa de apenas 30 unidades tributarias mensuales, porque ese tipo de empresas cuentan con medios suficientes para velar porque no se extravíen sus documentos.


Subrayó la necesidad de tener en cuenta la reiteración de la conducta en la materia, y la conveniencia de que exista un rango más amplio de multas para que la sanción pueda contemplarla.


El Honorable Senador señor Novoa opinó que el límite en función del capital podría impedir que a un pequeño contribuyente se le pueda aplicar una multa que signifique el 100% de su capital. Sugirió volver al límite de 30 unidades tributarias anuales, pero siempre que ello no excediera del 20% del capital propio, para que la multa no fuera expropiatoria.


El Director del Servicio de Impuestos Internos recordó que sus predecesores habían hecho presente la postura del Servicio frente al tema tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado. El texto actual de la ley alude al 20% del capital efectivo con un tope de 30 U.T.A. como límite para la aplicación de la multa, que no tiene mínimo. Destacó la importancia de contar con una sanción que actúe como disuasivo para la acción del Servicio, especialmente en lo referente al impuesto al valor agregado, en que los distintos documentos son esenciales para la fiscalización del adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias y respecto de los cuales los contribuyentes deben adoptar las medidas necesarias para evitar la pérdida o inutilización.


Aseguró que no siempre es fácil para el SII distinguir si la pérdida obedece a actuaciones dolosas o negligentes y por ello el artículo 97 del Código Tributario, en su numeral 16 contempla una suerte de “tipo objetivo”, en el cual el mero hecho de extravío o inutilización de los documentos, faculta al Servicio para aplicar una sanción, sin necesidad de tener que demostrar el dolo. Reiteró la importancia que tiene para el accionar del Servicio de Impuestos Internos contar con la herramienta de las multas que consagra el referido N° 16 del artículo 97.


Puso de relieve que en otras disposiciones del Código Tributario, en lo relativo a la aplicación de las sanciones por parte de los jueces, se incluye, entre otras, la consideración de la situación económica del contribuyente. Además, enfatizó, el Servicio ha dado parámetros de referencia a los jueces a lo largo del país, con la finalidad de uniformar su acción punitiva, para que actúen de manera equilibrada y pareja, evitándose así que la misma infracción se sancione con multas excesivamente disímiles.


Mencionó que durante el año 2005 sólo hubo 7 multas por sumas superiores a los $ 2.000.000, de un total de 12.000 infracciones, lo que permite concluir que el SII utiliza la facultad de sancionar con multa de forma equilibrada.


Defendió la posibilidad de conservar un rango de multas que permita aplicar sanciones elevadas en aquellos casos que lo justifiquen y que puedan ocasionar un perjuicio fiscal importante.


Hizo notar que la dificultad que existe en considerar un porcentaje del capital propio como mínimo radica en que en múltiples oportunidades los contribuyentes tienen capitales propios de escasa entidad por las deudas con terceros, o pueden tener incluso capitales negativos.


Mencionó que se podría estudiar la posibilidad de separar los casos de situaciones en que se pueda presumir dolo de aquellas en que sólo hay negligencia; así como de sancionar con mayor fuerza la reiteración en la comisión de la infracción.


A solicitud del Ejecutivo, la Comisión acordó fijar un plazo prudencial de algunas semanas para intentar buscar una fórmula que permita calificar las distintas situaciones que puedan presentarse en la materia, con el objetivo de diferenciar las multas que puedan imponerse en los respectivos casos.

En virtud de lo expuesto, posteriormente S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para reemplazar el artículo único del proyecto, por el siguiente:
“Artículo único.- Sustitúyese el N° 16 del artículo 97 del Código Tributario, contenido en el Artículo Primero del Decreto Ley N° 830, de 1974, por el siguiente texto:

“16° La pérdida o inutilización no fortuita de los libros de contabilidad o documentos que sirvan para acreditar las anotaciones contables o que estén relacionados con las actividades afectas a cualquier impuesto, se sancionará de la siguiente manera:

a) Con multa de una unidad tributaria mensual a veinte unidades tributarias anuales, la que, en todo caso, no podrá exceder de 15% del capital propio; o

b) Si los contribuyentes no deben determinar capital propio, resulta imposible su determinación o aquél es negativo, con multa de media unidad tributaria mensual hasta diez unidades tributarias anuales.

Se presumirá no fortuita, salvo prueba en contrario, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos mencionados en el inciso primero, cuando se dé aviso de este hecho o se lo detecte con posterioridad a una notificación o cualquier otro requerimiento del Servicio que diga relación con dichos libros y documentación.  Además, en estos casos, la pérdida o inutilización no fortuita se sancionará de la forma que sigue:

a) Con multa de una unidad tributaria mensual a treinta unidades tributarias anuales, la que, en todo caso, no podrá exceder de 25% del capital propio; o

b) Si los contribuyentes no deben determinar capital propio, no es posible determinarlo o resulta negativo, la multa se aplicará con un mínimo de una unidad tributaria mensual a un máximo de veinte unidades tributarias anuales.

La pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos mencionados en el inciso primero materializada como procedimiento doloso encaminado a ocultar o desfigurar el verdadero monto de las operaciones realizadas o a burlar el impuesto, será sancionada conforme a lo dispuesto en el inciso primero del N° 4 del artículo 97 del Código Tributario.

En todos los casos de pérdida o inutilización, los contribuyentes deberán:

a) Dar aviso al Servicio dentro de los 10 días siguientes, y

b) Reconstituir la contabilidad dentro del plazo y conforme a las normas que fije el Servicio, plazo que no podrá ser inferior a treinta días.

El incumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, será sancionado con multa de hasta 10 Unidades Tributarias Mensuales.

Para los efectos previstos en los incisos primero y segundo de este número, se entenderá por capital propio el definido en el artículo 41 N° 1 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, vigente al inicio del año comercial en que ocurra la pérdida o inutilización.

En todo caso, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad suspenderá la prescripción establecida en los incisos primero y segundo del artículo 200, hasta la fecha en que los libros legalmente reconstituidos queden a disposición del Servicio.”.”.


El Director del Servicio de Impuestos Internos explicó que la indicación intenta cubrir los diferentes temas surgidos en la discusión.


Recordó que el texto vigente hace referencia al capital efectivo como límite a la aplicación de la multa y mencionó que como el capital efectivo es el conjunto de los activos de la empresa, la aplicación de una multa de 20 o 30 UTA podría afectar el capital total de la misma. Expresó que si bien la moción del Honorable Senador señor García reemplazaba la expresión capital efectivo por capital propio, la indicación plantea distinguir tres situaciones:


- En primer lugar, precisar que se sanciona la pérdida o inutilización no fortuita de los libros de contabilidad o documentos. Hasta ahora el contribuyente tiene que demostrar que la pérdida o inutilización son fortuitas y en este primer supuesto eso cambia, porque el Servicio de Impuestos Internos tendrá que demostrar que no lo han sido. Con ello se acota la sanción pero se mantiene el principio que interesa al SII, en orden a que la pérdida o inutilización de documentos no sea algo trivial.


- En segundo término, recogiendo algo que ya existe en el texto legal, en ciertos casos se presume que la pérdida o inutilización no es fortuita, de modo que la carga de la prueba no recae en el SII. En esta situación la sanción se agrava, incrementándose las penas asignadas al evento de incumplimiento por causa fortuita. Se trata de desincentivar que el contribuyente oculte la pérdida o inutilización de los documentos.


- En tercer lugar, se precisa que en aquellos casos en que la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad  o documentos ocurra como parte de un delito tributario que ya está tipificado -en el artículo 97 N° 4 del Código Tributario- la sanción se subsume en el tipo principal, porque desde el punto de vista de la Administración interesa que tanto los fiscalizadores como los jueces se enfoquen en el delito principal, para evitar que se opte por el camino más fácil de sancionar por la pérdida o inutilización de los documentos, sin investigar el delito tributario. Por ello se subraya un principio del derecho penal que consiste en que lo que se debe castigar es el delito principal y no la infracción cometida como medio para cometerlo. Desde el punto de vista del SII ello permite una acción más racionalizada, castigando el hecho punible más grave.


La indicación contempla enseguida algo que ya existe en el texto legal vigente, el procedimiento administrativo que debe seguirse al producirse la pérdida o inutilización de documentos: dar aviso, reconstituir la contabilidad, etc.


El Honorable Senador señor García manifestó su conformidad con la indicación propuesta.


El Honorable Senador señor Vásquez valoró la sustitución de la mención de capital efectivo por capital propio, no obstante lo cual hizo presente que los topes de las multas afectan fundamentalmente a los pequeños y medianos empresarios, porque a las grandes empresas no les causa impacto.


El Director del Servicio de Impuestos Internos puso de relieve que la entidad fiscalizadora no desea que los contribuyentes se vean expuestos a sanciones innecesarias, sino que su interés radica en que los contribuyentes no pierdan los documentos, por una parte, y luego, en que si ello ocurre, los reconstituyan y puedan sacar adelante su contabilidad regularmente.


- La Comisión aprobó la indicación del Ejecutivo, con enmiendas formales, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Ominami y Sabag.

- - -


En mérito de los acuerdos adoptados en el informe de fecha 12 de abril de 2006, en el nuevo informe de fecha 21 de abril de 2006, y en este informe complementario, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único


Reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo único.- Sustitúyese el N° 16 del artículo 97 del Código Tributario, contenido en el Artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, por el siguiente texto:

“16. La pérdida o inutilización no fortuita de los libros de contabilidad o documentos que sirvan para acreditar las anotaciones contables o que estén relacionados con las actividades afectas a cualquier impuesto, se sancionará de la siguiente manera:

a) Con multa de una unidad tributaria mensual a veinte unidades tributarias anuales, la que, en todo caso, no podrá exceder de 15% del capital propio; o

b) Si los contribuyentes no deben determinar capital propio, resulta imposible su determinación o aquél es negativo, con multa de media unidad tributaria mensual hasta diez unidades tributarias anuales.

Se presumirá no fortuita, salvo prueba en contrario, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos mencionados en el inciso primero, cuando se dé aviso de este hecho o se lo detecte con posterioridad a una notificación o cualquier otro requerimiento del Servicio que diga relación con dichos libros y documentación.  Además, en estos casos, la pérdida o inutilización no fortuita se sancionará de la forma que sigue:

a) Con multa de una unidad tributaria mensual a treinta unidades tributarias anuales, la que, en todo caso, no podrá exceder de 25% del capital propio; o

b) Si los contribuyentes no deben determinar capital propio, no es posible determinarlo o resulta negativo, la multa se aplicará con un mínimo de una unidad tributaria mensual a un máximo de veinte unidades tributarias anuales.

La pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos mencionados en el inciso primero materializada como procedimiento doloso encaminado a ocultar o desfigurar el verdadero monto de las operaciones realizadas o a burlar el impuesto, será sancionada conforme a lo dispuesto en el inciso primero del N° 4° del artículo 97 del Código Tributario.

En todos los casos de pérdida o inutilización, los contribuyentes deberán:

a) Dar aviso al Servicio dentro de los 10 días siguientes, y

b) Reconstituir la contabilidad dentro del plazo y conforme a las normas que fije el Servicio, plazo que no podrá ser inferior a treinta días.

El incumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, será sancionado con multa de hasta 10 Unidades Tributarias Mensuales.

Para los efectos previstos en los incisos primero y segundo de este número, se entenderá por capital propio el definido en el artículo 41, N° 1°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, vigente al inicio del año comercial en que ocurra la pérdida o inutilización.

En todo caso, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad suspenderá la prescripción establecida en los incisos primero y segundo del artículo 200, hasta la fecha en que los libros legalmente reconstituidos queden a disposición del Servicio.”.”.

(Unanimidad 3x0).


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sustitúyese el N° 16 del artículo 97 del Código Tributario, contenido en el Artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, por el siguiente texto:

“16. La pérdida o inutilización no fortuita de los libros de contabilidad o documentos que sirvan para acreditar las anotaciones contables o que estén relacionados con las actividades afectas a cualquier impuesto, se sancionará de la siguiente manera:

a) Con multa de una unidad tributaria mensual a veinte unidades tributarias anuales, la que, en todo caso, no podrá exceder de 15% del capital propio; o

b) Si los contribuyentes no deben determinar capital propio, resulta imposible su determinación o aquél es negativo, con multa de media unidad tributaria mensual hasta diez unidades tributarias anuales.

Se presumirá no fortuita, salvo prueba en contrario, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos mencionados en el inciso primero, cuando se dé aviso de este hecho o se lo detecte con posterioridad a una notificación o cualquier otro requerimiento del Servicio que diga relación con dichos libros y documentación.  Además, en estos casos, la pérdida o inutilización no fortuita se sancionará de la forma que sigue:

a) Con multa de una unidad tributaria mensual a treinta unidades tributarias anuales, la que, en todo caso, no podrá exceder de 25% del capital propio; o

b) Si los contribuyentes no deben determinar capital propio, no es posible determinarlo o resulta negativo, la multa se aplicará con un mínimo de una unidad tributaria mensual a un máximo de veinte unidades tributarias anuales.

La pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos mencionados en el inciso primero materializada como procedimiento doloso encaminado a ocultar o desfigurar el verdadero monto de las operaciones realizadas o a burlar el impuesto, será sancionada conforme a lo dispuesto en el inciso primero del N° 4° del artículo 97 del Código Tributario.

En todos los casos de pérdida o inutilización, los contribuyentes deberán:

a) Dar aviso al Servicio dentro de los 10 días siguientes, y

b) Reconstituir la contabilidad dentro del plazo y conforme a las normas que fije el Servicio, plazo que no podrá ser inferior a treinta días.

El incumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, será sancionado con multa de hasta 10 Unidades Tributarias Mensuales.

Para los efectos previstos en los incisos primero y segundo de este número, se entenderá por capital propio el definido en el artículo 41, N° 1°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, vigente al inicio del año comercial en que ocurra la pérdida o inutilización.

En todo caso, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad suspenderá la prescripción establecida en los incisos primero y segundo del artículo 200, hasta la fecha en que los libros legalmente reconstituidos queden a disposición del Servicio.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10 de mayo, 19 de julio y 16 de agosto de 2006, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 16 de agosto de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.833, CON EL OBJETO DE DEFINIR EL SUJETO OBLIGADO AL PAGO DE CRÉDITOS SOCIALES EN CASO QUE SEÑALA

(3505-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado, en su oportunidad, por una Moción del Honorable Diputado señor Pedro Muñoz Aburto.


Conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que, atendida la naturaleza de este asunto, se discuta, en la Sala, en general y en particular a la vez.


A la sesión en que se consideró este proyecto, concurrieron, además de los miembros de la Comisión, la Superintendente de Seguridad Social, Subrogante, señora María José Zaldívar, acompañada del Subdirector, señor Álvaro Elizalde, y la Fiscal, Subrogante, señora Lucy Marabolí. Representando al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social asistió su asesor don Francisco Del Río.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, radicar en el empleador la responsabilidad por el pago de los créditos sociales obtenidos por el trabajador en Cajas de Compensación, cuando aquél, habiendo realizado la deducción correspondiente, no la ha remesado a dichas instituciones.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1) La ley Nº 18.833, Estatuto General de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.


2) La ley Nº 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que dio origen a este proyecto de ley destaca que el acceso al crédito es muy importante en todos los niveles, sea que se trate de empresas de cualquier tipo o de personas naturales, acotando que, en los últimos años, se han expandido las alternativas para obtenerlos, agregándose nuevas opciones o intensificándose algunas existentes, pero menos difundidas.


Una de éstas son los créditos sociales de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, los que a julio de 2003 alcanzaban un total de 1.165.000 operaciones, involucrando recursos por $ 607.400.000.000, que representan cerca de un 13 % del total del país, incluido el sistema bancario.


La Moción precisa que dichos préstamos presentan una condición particular de pago, beneficiosa tanto para sus usuarios como para las entidades acreedoras, cual es la posibilidad de que las cuotas sean descontadas por el empleador y enteradas por éste a la Caja respectiva.


Tal situación está regulada en el artículo 22 de la ley Nº 18.833, Estatuto General de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, que establece que ello se regirá por las mismas normas de pago y de cobro que las cotizaciones previsionales, vale decir, esencialmente, por la ley Nº 17.322.


Ahora bien, el autor de la iniciativa expresa que, lamentablemente, tal como ocurre con dichas imposiciones, en el caso de estos créditos, algunos empleadores realizan los descuentos correspondientes sin enterarlos en la Caja respectiva, dejando al trabajador en situación de mora, con las consiguientes consecuencias negativas, entre las que se cuentan la persecución judicial del cobro, tanto a su respecto como de sus codeudores, y la inclusión de aquél y éstos en bases de datos financieras.


Agrega que la actual solución jurídica a esta materia, de acuerdo a las reglas generales, es que la Caja acreedora inicie acciones contra el deudor moroso y éste, a su vez, lo haga contra su empleador para resarcirse. Sin embargo, ello es económica y laboralmente inviable, con grave perjuicio para el trabajador.


Por lo anterior, en la Moción se propone una solución que reconozca el hecho del pago, en cuanto éste efectivamente se ha producido por medio de un tercero que ha hecho la deducción (el empleador) y haga recaer en él y no en el trabajador las consecuencias jurídicas de la apropiación indebida que ha cometido.


Ello implica considerar extinguida la deuda -o la parte de ella que corresponda- respecto del trabajador y sus codeudores, debiendo, en consecuencia, dirigirse exclusivamente en contra del empleador las acciones de la Caja tendientes al cobro.


Adicionalmente, se contempla una precisión en el sentido de que, en estos casos, se entenderá como fecha de pago la de la deducción, lo que evitará, además, que las obligaciones morosas sean incorporadas en bases de datos financieros.


Por último, el autor de la iniciativa resalta que, si bien este mecanismo pudiera motivar alguna dificultad inicial en el otorgamiento de créditos, ello no debiera afectar excesivamente el sistema, sino incentivar la habilitación de medios de pago más expeditos entre las empresas y las Cajas, las que, cabe recordar, cuentan, según el artículo 25 de la ley Nº 18.833, con las disposiciones especiales de la ley Nº 17.322 para requerir el pago a las empresas afiliadas.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El proyecto de ley en informe consta de un artículo único que modifica el artículo 22 de la ley Nº 18.833, que establece un nuevo estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, norma que actualmente dispone que lo adeudado por prestaciones de crédito social a una Caja de Compensación por un trabajador afiliado, deberá ser deducido de la remuneración por la entidad empleadora afiliada, retenido y remesado a la Caja acreedora, y se regirá por las mismas normas de pago y de cobro que las cotizaciones previsionales.


La iniciativa agrega el siguiente inciso segundo, nuevo, al precepto recién descrito:


“Practicada la deducción al trabajador, se entenderá extinguida a su respecto y de sus codeudores la parte correspondiente de la deuda, desde la fecha en que ella hubiera tenido lugar, aunque no haya sido remesada por el empleador a la Caja, debiendo dirigirse exclusivamente contra éste las acciones destinadas al cobro de las sumas no enteradas.”.


En primer término, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto reiteró los fundamentos contenidos en la Moción de su autoría y que dio origen a este proyecto de ley, explicando que, en el caso de los créditos sociales otorgados al trabajador por las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, lamentablemente a veces acontece que el empleador efectúa los descuentos por concepto de las respectivas cuotas, pero no los entera en la Caja acreedora. Ello motiva la mora del trabajador y otras consecuencias perniciosas para éste y sus codeudores, como por ejemplo, la cobranza judicial a que se da lugar y su incorporación en bases de datos financieras. 


Conforme a la normativa vigente, la entidad acreedora debe dirigirse contra el deudor moroso y éste, a su vez, contra su empleador para el correspondiente reintegro, lo cual es inviable no sólo desde un punto de vista económico, sino también laboral.


El proyecto de ley en análisis ofrecería, entonces, una solución a dicho problema, permitiendo que la obligación se haga efectiva directamente contra el empleador que ha retenido los fondos, pero que no los ha remesado al acreedor.


A continuación, la señora Superintendente de Seguridad Social Subrogante manifestó que la entidad a la que representa comparte los objetivos de la iniciativa legal en estudio, por cuanto otorga certeza jurídica a la reiterada interpretación administrativa que se ha desarrollado en esta materia durante el último tiempo. Citó como ejemplo la Circular Nº 2.052, de fecha 10 de abril de 2003, relativa al Régimen de Crédito Social, mediante la cual dicha Superintendencia impartió instrucciones a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar para la administración del referido régimen de crédito, las que se orientan en el mismo sentido propuesto por este proyecto de ley. 


En efecto, conforme a dichas instrucciones, una vez que de la remuneración se ha hecho una retención por la cuota de una deuda proveniente de un crédito social otorgado al trabajador, la obligación, en dicha parte, se extingue respecto a éste, quedando como único obligado al pago de la misma el empleador que ha retenido los fondos y que debe remesarlos a la Caja acreedora. 


Si dicha remesa no se verifica, las Cajas de Compensación podrán iniciar las correspondientes acciones de cobranza judicial en contra del empleador. Asimismo, se ha instruido para que dicho cobro judicial tenga lugar en tanto se trate de deudas superiores a 20 unidades de fomento y para que el respectivo proceso de cobro se curse no más allá del sexto mes de morosidad. Explicó que la experiencia ha demostrado que la mayoría de los empleadores soluciona este tipo de deudas antes de los seis meses, por lo que, recién a contar del sexto mes desde que se incurrió en el incumplimiento resulta razonable gestionar la cobranza judicial. 


Puso énfasis en señalar que las instrucciones en este ámbito han sido categóricas en cuanto a que, en estos casos, no se persiga al trabajador ni tampoco se le incorpore en ningún registro de morosidad en la que, por lo demás, éste no ha incurrido.


Añadió que las obligaciones que pesan sobre el empleador a este respecto tienen su origen en la ley, la cual le impone el deber de deducir, retener y remesar las sumas correspondientes. En efecto, de conformidad al artículo 22 de la ley Nº 18.833, lo adeudado por prestaciones de crédito social a una Caja de Compensación por un trabajador afiliado, deberá ser deducido de la remuneración por la entidad empleadora afiliada, retenido y remesado a la Caja acreedora. 


Por su parte, el señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social puntualizó que el titular de la afiliación a la Caja de Compensación de Asignación Familiar es el empleador y, en ese hecho de la afiliación, está el origen de las obligaciones por las que debe responder.


En cuanto al procedimiento mediante el cual las Cajas acreedoras se dirigen contra el empleador con motivo de estas deudas impagas, la señora Superintendente de Seguridad Social Subrogante señaló que se aplica el establecido en la ley Nº 17.322, para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social. 


Finalmente, insistió en que, de conformidad a las instrucciones impartidas, en el caso de que el empleador retenga los fondos y no los entere en la Caja de Compensación respectiva, él será el único responsable por el pago de las cuotas insolutas. En todo caso, advirtió, el índice de morosidad registrado en este ámbito es extremadamente bajo, siendo inferior al 1%. 


La Comisión compartió el objetivo de esta iniciativa legal, dado el innegable beneficio que representa para los trabajadores que, no habiendo incurrido en incumplimiento alguno, se ven menoscabados frente a una posible cobranza judicial que, sin haberla motivado, pudiera dirigirse en su contra.


Atendido lo anterior, estimaron relevante aprobar la norma propuesta, por cuanto significa la consagración legal de la interpretación administrativa existente sobre esta materia y por constituir un instrumento eficaz para dirigir la cobranza de estas deudas contra el legítimo contradictor.


- En virtud de lo expuesto, vuestra Comisión aprobó en general y en particular el proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 22 de la ley Nº 18.833:


“Practicada la deducción al trabajador, se entenderá extinguida a su respecto y de sus codeudores la parte correspondiente de la deuda, desde la fecha en que ella hubiera tenido lugar, aunque no haya sido remesada por el empleador a la Caja, debiendo dirigirse exclusivamente contra éste las acciones destinadas al cobro de las sumas no enteradas.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 16 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 21 de agosto de 2006.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ESTATUTO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO EN MATERIA DE BONIFICACIÓN A CONTRATO DE APRENDIZAJE 

(4174-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado, oportunamente, por la Sala del Senado.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade Lara, acompañado de su asesor, señor Francisco Del Río Correa.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Ampliar el rango etario de los potenciales beneficiarios de la bonificación para los contratos de aprendizaje, elevando la edad para calificar en la obtención de dicho beneficio, y reforzar la bonificación al referido contrato, aumentándola de un 40% a un 50% del ingreso mínimo mensual.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1) La ley Nº 19.518, que fija el Nuevo Estatuto de Capacitación y Empleo.


2) El Código del Trabajo.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con que se inicia este proyecto de ley señala que el Gobierno ha asumido el compromiso de romper con una de las principales barreras para el ingreso de los jóvenes al mundo del trabajo, esto es, la falta de experiencia laboral. 


Agrega que, consecuente con ello, se ha establecido como una prioridad contribuir al diseño e implementación de mecanismos que generen incentivos para la contratación e inserción laboral de los jóvenes, en particular aquellos del segmento de mayor desprotección, esto es, los jóvenes menores de 25 años de edad. 


Indica asimismo que, en este sentido, se ha adquirido un claro compromiso con aquellos que necesitan mayores y mejores oportunidades para su incorporación al desarrollo económico y social de nuestro país, avanzando en la minimización de las complejidades asociadas a este segmento etáreo en materia laboral, como la falta de capacitación y la alta exposición al trabajo informal y precario.


Enseguida, el Mensaje explica que esta iniciativa legal tiene por finalidad generar condiciones que permitan a estos jóvenes adquirir habilidades y competencias necesarias en las empresas, para aumentar sus oportunidades de empleo y su permanencia en el mercado del trabajo.


En este contexto, los esfuerzos de este proyecto de ley están orientados a perfeccionar la bonificación al contrato de aprendizaje y así facilitar el acceso de los jóvenes menores de 25 años a un trabajo remunerado de calidad, apoyando su contratación y capacitación laboral al interior de las empresas, lo que permitirá mejorar sus competencias laborales. 


Concluye el Mensaje destacando que esta iniciativa forma parte de las treinta y seis medidas comprometidas por la actual administración para los primeros cien días de su Gobierno, y que apuntan a mejorar la inserción laboral de los jóvenes.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El proyecto de ley en informe consta de dos artículos permanentes y uno transitorio. Su texto es el que sigue:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 57 de la ley N° 19.518:


1) Reemplázase en el inciso primero el guarismo “40%” por “50%”.


2) Sustitúyese en el inciso cuarto la expresión “menores de 21 años” por “mayores de 15 y menores de 25 años”, y agrégase, al final de dicho inciso, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase final “En el caso de menores entre 15 y 18 años, deberán acreditar haber culminado su educación básica y media o encontrarse cursando cualquiera de éstas durante la vigencia del contrato.”.

Artículo 2°.- La presente ley entrará en vigencia el día 1 del mes siguiente a su fecha de publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de aprendizaje que se suscriban a partir de dicha fecha.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2006, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.”.


Cabe señalar que el artículo 57 de la ley 
Nº 19.518, que se modifica, establece: 


“Artículo 57.- Los empleadores que contraten aprendices, que cumplan con las exigencias especiales establecidas en este Estatuto tendrán derecho a percibir con cargo a los recursos que para estos efectos haya asignado la Ley de Presupuestos al Fondo Nacional de Capacitación, una bonificación mensual de un 40% de un ingreso mínimo mensual por aprendiz, durante los primeros 12 meses de vigencia del contrato, tendiente a compensar los costos de formación en la empresa y, por una sola vez, una adicional de hasta 10 unidades tributarias mensuales por aprendiz, destinada a financiar los costos de la enseñanza relacionada.


Corresponderá al Servicio Nacional determinar, en conformidad al Reglamento de esta ley, cuando las ocupaciones u oficios y los programas propuestos reúnen los requisitos necesarios para obtener los beneficios señalados en este Estatuto.


El Servicio Nacional establecerá mediante resolución el o los mínimos de horas cronológicas de enseñanza relacionada y el valor hora por participante, con el objeto que dicha actividad se ejecute bajo costos reales y apropiados.


El contrato de aprendizaje a que se refiere este Estatuto podrá celebrarse sólo por menores de 21 años y tendrá una duración máxima de 2 años. Si el contrato terminare anticipadamente, las bonificaciones sólo se devengarán por el período efectivo.


Los trabajadores sujetos al contrato de aprendizaje establecido en este Estatuto, no podrán percibir una remuneración inferior a un ingreso mínimo mensual.


Con todo, no darán lugar a las bonificaciones a que se refiere el inciso primero, los aprendices cuya remuneración mensual exceda de dos ingresos mínimos.”.

En primer término, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social reiteró los fundamentos contenidos en el Mensaje, destacando que el objetivo de este proyecto de ley es modificar la normativa vigente en dos aspectos: por un lado, ampliar el rango de edad de los jóvenes que pueden celebrar el contrato de aprendizaje contemplado en la ley Nº 19.518, estableciéndolo entre los 15 y los 25 años y, por el otro, aumentar la bonificación a que da lugar este tipo de contratos, elevándola del actual 40%, a un 50% del ingreso mínimo mensual. 


Puso énfasis en señalar que actualmente este instrumento legal tiene una cobertura que alcanza a las 1.100 personas y que, con esta modificación, se pretende aumentar dicha cifra en 4.100 personas más. 


Asimismo, informó que la Secretaría de Estado a su cargo está ejecutando un proceso de revisión de los instrumentos de fomento del empleo que actualmente están vigentes, ya que ha podido detectarse que estas herramientas legales no están siendo utilizadas por sus destinatarios en las oportunidades que más se requieren. Lo anterior, hace necesaria una mejora sustantiva de este sistema de fomento que opera en base a bonificaciones legales.


Precisó que, el contrato de aprendizaje que aquí se trata, resulta particularmente atractivo, por cuanto a la bonificación, cuyo porcentaje se aumenta, hay que sumar el beneficio adicional que la ley actual contempla de hasta 10 unidades tributarias mensuales, para los efectos de capacitación.


El Honorable Senador señor Allamand consultó cómo se efectúa, en la práctica, el pago de la bonificación que deriva de este contrato de aprendizaje.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social respondió que la mecánica es la misma en todos estos casos, esto es, la empresa recibe la bonificación directamente desde el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo. Dicho pago, en estricto sentido, corresponde a una devolución, por cuanto el empleador percibe la bonificación después de que ha pagado la respectiva remuneración. Aclaró que, en la especie, la referida bonificación se recibe durante los primeros doce meses de vigencia del contrato.


En cuanto a las 10 unidades tributarias mensuales, explicó que se trata de una bonificación adicional, que el empleador recibe por una sola vez y debe destinar a la formación y capacitación del aprendiz.


Enseguida, el Honorable Senador señor Allamand preguntó cuál es el sistema de fiscalización que se aplica en estos casos.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social indicó que el control respectivo lo ejerce el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, el cual lleva a cabo mediante los procedimientos regulares contemplados para tales efectos.


El señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social, complementando lo anterior, añadió que en estos contratos se desarrollan programas que ya están registrados en el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), y que además, normalmente son ejecutados por medio de organismo técnicos que, a su vez, también están registrados en dicha entidad, lo que facilita el proceso de control.


El Honorable Senador señor Longueira manifestó su inquietud en cuanto a la compatibilidad de las normas de este proyecto con la obligación de escolaridad básica y media actualmente vigente. En efecto, explicó, esta iniciativa legal admite la contratación, en calidad de aprendices, de los jóvenes entre 15 y 25 años de edad, en circunstancias que un importante segmento de ellos -entre los 15 y los 18 años- debería encontrarse cursando la enseñanza media. Recordó que actualmente se encuentra en tramitación legislativa un proyecto de ley referido al trabajo de los jóvenes y a su coexistencia con la escolaridad obligatoria.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Letelier señaló que el proyecto de ley al que se hace alusión, corresponde a aquel que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar, el cual responde a la necesidad de establecer criterios generales para la contratación laboral de los jóvenes que, a su vez, deben cumplir con su obligación escolar. En cambio, la iniciativa legal que aquí se analiza dice relación con un contrato en particular, en cuya ejecución se invierten recursos públicos. En tales circunstancias, los jóvenes que accedan al mismo, deberán permanecer estudiando y garantizarse que culminarán su proceso de formación, no sólo laboral sino también educativo.


El Honorable Senador señor Allamand solicitó que se precisaran las diferencias entre el contrato individual de trabajo y el contrato de aprendizaje.


El señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que hay que distinguir lo siguiente: el contrato de aprendizaje contemplado en el Código del Trabajo -artículos 78 a 86-, puede tener una duración máxima de dos años y la remuneración no está sujeta a la limitación de que no puede ser menor al ingreso mínimo mensual. Ninguna de dichas características son propias del contrato individual de trabajo consagrado en los artículos 7º y siguientes del Código del ramo. En cuanto al contrato de aprendizaje contemplado en la ley del SENCE -y que da lugar a la bonificación que se estudia-, precisó que éste es una convención más especial aún, por cuanto no sólo tiene el mismo plazo máximo de dos años de duración, sino que, además, la remuneración no puede ser inferior a un ingreso mínimo mensual.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que este contrato, asimismo, tiene la particularidad de flexibilizar el contrato de trabajo, porque permite al aprendiz instruirse y capacitarse durante la jornada laboral.


En otro orden de ideas, el señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que el proyecto originalmente no contemplaba el trabajo de los menores, sin embargo, durante su tramitación legislativa en la Cámara de Diputados, fueron incorporados los menores a partir de los 15 años de edad. Lo anterior, conforme a la proposición formulada por el Honorable Diputado señor Julio Dittborn, quien argumentó que no hay razón alguna para desconocer una fuerza laboral que efectivamente existe y excluirla de la posibilidad de ser contratada por esta vía, máxime cuando existe un subsidio estatal para ello. Así fue como estos menores fueron incluidos en esta iniciativa legal, no obstante que, de conformidad a los registros del SENCE, no hay más de 28 ó 30 personas menores de 18 años, que están estudiando y que han accedido a esta convención.


El Honorable Senador señor Longueira indicó que su preocupación apunta más bien a que, si este es un contrato que puede llegar a tener dos años de duración, para recibir la bonificación a que da lugar debería continuar acreditándose la permanencia del menor en el sistema educativo formal durante toda la vigencia del contrato, y no sólo al momento de contratarlo. Explicó que, cuando el aprendiz ya ha concluido su formación escolar, no hay inconveniente en que ello se acredite sólo al momento de celebrar el contrato. Sin embargo, el problema surge respecto de aquellos jóvenes que aún están cursando su educación básica o media, porque ellos deberían demostrar su permanencia escolar durante toda la vigencia del contrato. El punto, concluyó, es cómo llevar a cabo dicha acreditación en el tiempo, sin burocratizar el sistema.


El Honorable Senador señor Allamand indicó que, bajo dicha perspectiva, debería efectuarse una acreditación mes a mes, lo que en la práctica sería muy difícil de ejecutar.


El señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social, hizo presente que la Inspección del Trabajo, al comienzo de cada año escolar, revisa este tipo de contratos y en esa fiscalización verifica que la persona se encuentre efectivamente matriculada en el sistema formal de educación. Enfatizó que este es el procedimiento regular aplicado en estos casos.


Por su parte, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social advirtió que un mayor control, por ejemplo, por períodos mensuales, del cumplimiento de la obligación escolar significaría un desafío importante en materia de fiscalización. Sin embargo, dicho control se facilita si se considera que no son más de 30 personas en este tramo de edad, las que actualmente están estudiando y, además, han celebrado este contrato de aprendizaje.


El Honorable Senador señor Longueira manifestó su asombro por el reducido número de aprendices que se registran en dicho rango etario.


El señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que este es un programa especialísimo de fomento del empleo, no sólo por los destinatarios del mismo, sino por su costo. En efecto, si bien es un programa de baja cobertura, forma parte de un sistema general de subsidios a la contratación, los que involucran una cantidad importante de recursos fiscales. Además, entre los diferentes instrumentos contemplados para tales efectos, éste resulta particularmente costoso debido a las 10 unidades tributarias mensuales que, aparte de la bonificación del 40%, se entregan al empleador, por una sola vez, para que las destine a la formación y capacitación del aprendiz. Recordó que con el proyecto en análisis se espera aumentar la cobertura de 1.100 personas a 4.100 más, razón por la cual, si el programa tiene efectivamente un impacto importante en la capacitación, será necesario asignarle mayores recursos y fomentar más aun su utilización en los años venideros.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que esta podría ser una valiosa oportunidad para revisar y perfeccionar los instrumentos de fomento del empleo, ya que los recursos que el Estado invierte en ellos son significativos. Destacó que el instrumento que aquí se analiza está focalizado en los jóvenes, siendo prácticamente el único en su tipo.


El Honorable Senador señor Longueira reiteró que, sin ánimo de hacer más complejos los procedimientos, es muy importante comprobar que el menor, durante la vigencia del contrato, efectivamente permanece en el sistema escolar y cumple con las exigencias propias de éste. Lo anterior, a fin de evitar que, por ejemplo, una vez que el menor acredite su matrícula escolar se retire posteriormente del colegio, o que privilegie la jornada de trabajo en desmedro de su asistencia al establecimiento educacional.


El Honorable Senador señor Allamand compartió dicha inquietud, no obstante reparó en las dificultades prácticas que ello podría representar y que, finalmente, podrían impedir que este instrumento alcance a un mayor número de personas, como se pretende.


De la misma opinión se manifestó el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien advirtió sobre los inconvenientes que podrían presentarse en materia de fiscalización.


El señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que el empleador, al momento de contratar un menor, debe cerciorarse de que éste se encuentra inscrito en el sistema formal de educación, para lo cual se le exhibe la respectiva matrícula escolar. Posteriormente, en los procesos regulares de fiscalización, se revisa si el menor trabaja en labores peligrosas, de noche, si cumple la jornada laboral y si está asistiendo regularmente a clases. Pero, insistió, ello responde al proceso regular y vigente de control por parte de la autoridad en estos casos.


La Comisión, atendidos los argumentos expuestos, se manifestó de acuerdo con la aprobación en general y en particular del proyecto, dejando expresa constancia que, con la modificación que se introduce al artículo 57 de la ley Nº 19.518, en caso de encontrarse el menor cursando la educación básica o media, según corresponda, si bien ésta es una obligación cuyo cumplimiento deberá estar acreditado al momento de celebrarse el contrato de aprendizaje, no es menos cierto que dicha exigencia de acreditación permanecerá durante toda la vigencia del contrato, cuyo plazo máximo de duración es de dos años. Lo anterior, por cuanto el número 2) del artículo 1º del proyecto, en la modificación que agrega una frase final al inciso cuarto del citado artículo 57, respecto al cumplimiento de la escolaridad, exige una acreditación “durante la vigencia del contrato”.


- Puesto en votación en general y en particular el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 57 de la ley N° 19.518:


1) Reemplázase en el inciso primero el guarismo “40%” por “50%”.


2) Sustitúyese en el inciso cuarto la expresión “menores de 21 años” por “mayores de 15 y menores de 25 años”, y agrégase, al final de dicho inciso, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase final “En el caso de menores entre 15 y 18 años, deberán acreditar haber culminado su educación básica y media o encontrarse cursando cualquiera de éstas durante la vigencia del contrato.”.

Artículo 2°.- La presente ley entrará en vigencia el día 1 del mes siguiente a su fecha de publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de aprendizaje que se suscriban a partir de dicha fecha.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2006, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 14 de agosto de 2006.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ESTATUTO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO EN MATERIA DE BONIFICACIÓN A CONTRATO DE APRENDIZAJE 

(4174-13)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A la sesión en que se trató el proyecto asistió el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic.

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Cabe destacar que dicha Comisión ha hecho presente, en su informe, que discutió la iniciativa en general y en particular a la vez en virtud del acuerdo adoptado, oportunamente, por la Sala del Senado.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto del artículo 1°, permanente, y del artículo transitorio, del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, como reglamentariamente corresponde.

Artículo 1º





Introduce las siguientes modificaciones en el artículo 57 de la ley N° 19.518,





1) Reemplaza, en el inciso primero, el guarismo “40%” por “50%”.





El inciso primero del referido artículo 57 otorga, a los empleadores que contraten aprendices, que cumplan con determinadas exigencias especiales, derecho a percibir con cargo a los recursos que para estos efectos haya asignado la Ley de Presupuestos al Fondo Nacional de Capacitación, una bonificación mensual de un 40% de un ingreso mínimo mensual por aprendiz, durante los primeros 12 meses de vigencia del contrato, tendiente a compensar los costos de formación en la empresa y, por una sola vez, una adicional de hasta 10 unidades tributarias mensuales por aprendiz, destinada a financiar los costos de la enseñanza relacionada.





2) Sustituye, en el inciso cuarto, la expresión “menores de 21 años” por “mayores de 15 y menores de 25 años”, y agrégase, al final de dicho inciso, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase final “En el caso de menores entre 15 y 18 años, deberán acreditar haber culminado su educación básica y media o encontrarse cursando cualquiera de éstas durante la vigencia del contrato.”.




El inciso cuarto del aludido artículo 57 prescribe que el contrato de aprendizaje podrá celebrarse sólo por menores de 21 años y tendrá una duración máxima de 2 años. Añade que si el contrato terminare anticipadamente, las bonificaciones sólo se devengarán por el período efectivo.





El señor Subsecretario del Trabajo señaló que el proyecto en informe modifica la normativa vigente en dos aspectos: por un lado, amplia el rango de edad de los jóvenes que pueden celebrar el contrato de aprendizaje contemplado en la ley Nº 19.518, estableciéndolo entre los 15 y los 25 años y, por otro, aumenta la bonificación a que da lugar este tipo de contratos, actualmente de 40% del ingreso mínimo mensual, a un 50%.





Destacó que  a la bonificación, debe agregarse el beneficio adicional que la ley actual contempla de hasta 10 unidades tributarias mensuales, para los efectos de capacitación.





Manifestó que en la actualidad la cobertura de este instrumento alcanza a las 1.100 personas y que se pretende aumentar dicha cifra en 4.100 personas.





- La Comisión aprobó el artículo 1° por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Novoa, Ominami y Sabag.

Artículo transitorio





Dispone que el mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2006, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.





- El artículo transitorio fue aprobado por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores García, Novoa, Ominami y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 11 de julio de 2006, señala que el impacto financiero de la iniciativa es el siguiente:
                                                                                                      Miles de $

Aumento de cobertura               Beneficiarios            Costo             Costo

y porcentaje del subsidio          adicionales                2006               anual

Bonificación 50%                                                       1.323.900         2.647.800

sueldo mínimo

Bonificación capacitación                                           942.390            942.390

TOTAL                                              4.100                2.266.290         3.590.190





El costo total de $ 3.590.190 se desglosa de la siguiente forma:





i) Costo adicional de los actuales beneficiarios:





$ 217.800   diferencia por aumento de bonificación de 40 a 50% para los 1.100 beneficiarios actuales.





ii) Costo de los nuevos beneficiarios:





$ 2.430.000  12 meses de cobertura para 3.000 beneficiarios.





$ 942.390        corresponde a la bonificación por capacitación, por una sola vez, equivalente a 10 UTM para los 3.000 beneficiarios actuales.





Costo Total i) + ii)          $ 3.590.190.





El informe financiero concluye señalando que el costo total del proyecto de ley considera el financiamiento por el máximo de 12 meses.





En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY





“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 57 de la ley N° 19.518:





1) Reemplázase en el inciso primero el guarismo “40%” por “50%”.





2) Sustitúyese en el inciso cuarto la expresión “menores de 21 años” por “mayores de 15 y menores de 25 años”, y agrégase, al final de dicho inciso, luego del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase final “En el caso de menores entre 15 y 18 años, deberán acreditar haber culminado su educación básica y media o encontrarse cursando cualquiera de éstas durante la vigencia del contrato.”.




Artículo 2°.- La presente ley entrará en vigencia el día 1 del mes siguiente a su fecha de publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de aprendizaje que se suscriban a partir de dicha fecha.





Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2006, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha de 17 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 18 de agosto de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY,  INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, GIRARDI Y LETELIER, QUE PERMITE CONCEDER LIBERTAD CONDICIONAL A CONDENADOS POR CONDUCTAS TERRORISTAS Y OTROS DELITOS EN CAUSAS RELACIONADAS CON REIVINDICACIONES VIOLENTAS DE DERECHOS CONSAGRADOS EN LA LEY Nº 19.253

(4188-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y reglamento informa el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Alejandro Navarro Brain, Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier Morel.


Con fecha 9 de mayo del presente año la Sala del Senado dispuso que el estudio de este proyecto fuera efectuado por las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Con fecha 23 de mayo del presente año la primera despachó su informe.

- - - - - -


Asistieron a las sesiones en las que la Comisión trató el proyecto los Honorables Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Navarro Brain, Hosain Sabag Castillo y Guillermo Vásquez Ubeda; los Honorables Diputados señores Gonzalo Arenas Hödar, Eduardo Díaz del Río y Mario Venegas Cárdenas, este último en su calidad de ex Gobernador de Malleco.


En representación del Ejecutivo concurrieron el Ministro del Interior, señor Andrés Zaldívar Larraín; el Ministro de Justicia, señor Isidro Solís Palma; la jefa de la División Jurídica de esa repartición pública, señora Constanza Collarte Pindar, el abogado señor Rodrigo García Espinoza y la asesora de la misma División, señora Nelly Salvo Ilabel; el Ministro de Planificación (S), señor Gonzalo Arenas Valverde; el Director Nacional de la Comisión Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), señor Jaime Andrade Huenchocoy; la Asesora Jurídica del Director de CONADI, señora Andrea Soto Araya; el Secretario Ejecutivo del Programa "Orígenes" de CONADI, señor Juan Francisco Fernández Villaseca; el Jefe del Departamento de Tierras y Agua de CONADI, señor Richard Mansilla Aravena; la Asesora de Prensa de Orígenes de CONADI, señora Evelyn Miller Navarro.


Fueron también recibidos en audiencia el Ministro del Tribunal Constitucional y ex Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil; el Alcalde de la Municipalidad de Temuco, señor Francisco Huenchumilla Jaramillo; el Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena Richards; el jefe de la Unidad de Responsabilidad Penal Juvenil del Ministerio Público, señor Iván Fuenzalida Suárez; el Defensor Regional Metropolitano Sur de la Defensoría Penal Pública, ex Defensor Regional de la IX Región, señor Claudio Pavlic Véliz; el analista en temas de seguridad, señor Raúl Sohr Biss; los abogados señores Juan Domingo Acosta Sánchez y Roberto Celedón Fernández; la ex Intendenta de la Novena Región, señora Berta Belmar Ruiz; la abogado de la Corporación de Derechos Ciudadanos SEAL, señora Alejandra Arriaza Donoso; el abogado del Centro de Políticas Públicas y Derechos Indígenas, señor Sergio Fuenzalida Bascuñán; el Lonko señor José Cariqueo Saravia; el Vicepresidente para Asuntos Indígenas de la Mesa Ejecutiva del Partido Socialista, señor Domingo Colicoy Caniulen; los miembros de la “Coordinadora de Organizaciones Mapuches”, Lonko señora Juana Calfunao Paillalef, señor Richard Caifal Piutrin, señor Francisco Caquilpan Lincuante, señor Galvarino Raiman Huilcaman, señor Juan Curinao Manquean y señor Roberto Troncoso Millar; de la Asociación Lafkenche, el señor Adolfo Millabur Ñancuil, y los agricultores miembros de la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco A.G. (SOFO), señores Jorge Luchsinger Villiger, René Urban Pagnard y Héctor Urban Astete, junto con los abogados de esa asociación gremial, señores Carlos Tenorio Fuentes y Miguel Ángel González García.

- - - - - -


Cabe hacer presente que el proyecto en estudio consta de un artículo único, conformado por dos numerales que contienen ideas distintas, por lo que en la presente ocasión el proyecto fue discutido en general.

- - - - - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

 
El proyecto no contiene normas de quórum especial.

- - - - - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL


Atendido el tenor de la Moción originaria, el objetivo fundamental de la presente iniciativa es otorgar el beneficio de la libertad condicional a las personas condenadas por delitos tipificados por la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, y también por delitos sancionados en otros cuerpos legales, siempre que esas transgresiones se hayan cometido con ocasión de reivindicaciones de los derechos consagrados en la ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas; que los hechos punibles hayan tenido lugar entre el 1 de enero de 1997 y el 1 de enero de 2006, y que los beneficiados suscriban en forma previa una declaración inequívoca renunciando al uso de la violencia en la reclamación de esos derechos. 

- - - - - -

ANTECEDENTES  JURÍDICOS
1. De la Constitución Política de la República, el artículo 9°, relativo al terrorismo y a las conductas terroristas.

2. Ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, publicada en el Diario Oficial el 17 de mayo de 1984.

3. Ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado, cuyo texto actualizado y refundido fue fijado por el decreto N° 890, del Ministerio del Interior, de 1975.

4. Decreto Ley Nº 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados.

5. Ley Nº 20.042, publicada en el Diario Oficial el 23 de julio de 2005, que modifica el decreto ley anterior para permitir acceder al beneficio de la libertad condicional a personas condenadas por la ley Nº 18.314 y, además, condenados por otros cuerpos legales, siempre que hayan cumplido 10 años de pena efectiva y que firmen una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.

6. Ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, publicada en el Diario Oficial el 5 de octubre de 1993.

- - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Para una mejor comprensión del alcance del proyecto, se expondrá sucintamente el ámbito normativo en que él se inserta, haciendo presente que se reproducen, en lo pertinente, los párrafos correspondientes del informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, información que se complementa con las normas traídas a colación durante la discusión habida en el seno de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

1. Constitución Política de la República.

· El artículo 9º, que se refiere al terrorismo, señala que éste, en cualquiera de sus formas, es esencialmente contrario a los derechos humanos. Su inciso segundo entrega a una ley de quórum calificado la determinación de las conductas terroristas y su penalidad y señala las inhabilidades que afectarán a los responsables de las mismas, y, finalmente, su inciso tercero dispone que los delitos terroristas siempre serán considerados como delitos comunes, y no políticos, y no procederá respecto de ellos el indulto particular, con la sola excepción de la conmutación de la pena de muerte por la de presidio perpetuo.

· El artículo 32, sobre atribuciones del Presidente de la República, cuyo número 14° le asigna la de otorgar indultos particulares, en los casos y formas que determine la ley.

· Y el artículo 76, que radica la función jurisdiccional del Estado en el Poder Judicial y prohíbe al Presidente de la República y al Congreso Nacional ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos.

2. Código Penal. En su Libro Primero, Título III De las penas, las regula, en general (párrafo primero), las clasifica (párrafo segundo), prescribe sus límites, naturaleza y efectos (párrafo tercero), especifica sus reglas de aplicación (párrafo cuarto), y, por último, el párrafo quinto, norma la ejecución y cumplimiento de las penas, en especial, el artículo 86 cuyo contenido preceptivo manda que los condenados a penas privativas de libertad cumplirán sus condenas en la clase de establecimientos carcelarios que corresponda en conformidad al reglamento respectivo.


Además, destacan las siguientes disposiciones de dicho cuerpo legal:

· Artículo 18, su inciso tercero consagra el principio de la irretroactividad de la ley penal y dispone que si una ley exime el hecho de toda pena o le aplica una menos rigurosa, después de ejecutoriada la sentencia, sea que se haya cumplido o no la condena impuesta, el tribunal que pronunció dicha sentencia, en primera o única instancia, deberá modificarla de oficio o a petición de parte, lo cual configura una excepción a aquel principio y constituye una retroactividad benigna.

· Artículos 141 y 142, sobre delito de secuestro y de sustracción de menores, respectivamente.

· Artículos 313 d, 315 y 316, sobre delitos contra la salud pública.

· Artículos 323 a 326, sobre crímenes y delitos contra ferrocarriles, telégrafos y conductores de correspondencia.

· Artículos 390 y 391, sobre delito de homicidio.

· Artículos 395 a 397 y 399, sobre delito de lesiones corporales.

· Artículo 403 bis, sobre delito de envío de cartas o encomiendas explosivas.

· Artículos 474 a 476, sobre delito de incendio.

· Artículo 480, sobre delito de estragos.

3. Ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, publicada en el Diario Oficial el 17 de mayo de 1984.


Esta ley establece que tendrán el carácter de terroristas los delitos que cumplan, copulativamente, dos condiciones:

a.- Que correspondan a alguno de los siguientes tipos penales: 

· Del Código Penal, parricidio y homicidio simple o calificado (artículos 390 y 391); lesiones graves gravísimas, graves y menos graves (artículos 395, 396, 397 y 399); secuestro y sustracción de menores (artículos 141 y 142); envío de explosivos (artículo 403 bis); incendios y otros estragos (artículos 474, 475, 476 y 480); fabricación o expendio a sabiendas de sustancias médicas adulteradas que sean nocivas para la salud, fabricación o expendio a sabiendas de alimentos o bebidas adulterados que sean nocivos para la salud, diseminación gérmenes patógenos con el propósito de producir una enfermedad (artículos 313 d), 315 y 316); y descarrilamiento de trenes (artículos 323, 324, 325 y 326).

· Apoderamiento o atentado contra un medio de transporte público o contra sus pasajeros o tripulantes.

· Atentado contra la vida y la integridad física de autoridades políticas, judiciales, militares, policiales o religiosas.

· Colocación, lanzamiento o disparo de artefactos explosivos o incendiarios que afecten o puedan afectar la integridad física de personas o causar daño.

· La asociación ilícita para cometer delitos terroristas.

b.- Que concurra alguna de las circunstancias siguientes:

· Que el delito sea cometido con el propósito de producir temor justificado en la población o en una parte de ella de ser víctima de delitos de la misma especie.

· Que el delito sea cometido para arrancar resoluciones o imponer exigencias a la autoridad.


Excepcionalmente, no se requerirá la concurrencia de alguna de estas dos circunstancias cuando se trate del delito de secuestro o sustracción de menores cometido por una asociación ilícita terrorista.


En cuanto a la penalidad asignada a estos delitos, por regla general se les aplica la misma sanción del Código Penal o de la ley N° 12.927, pero aumentada en uno, dos o tres grados.


En caso del delito de asociación ilícita terrorista, corresponde aplicar las penas de los artículos 293 y 294 del Código Penal, aumentadas en dos y en un grado, respectivamente. 

3. A la ley N° 12.927 se remite la ley N° 18.314, para efectos de la pena base aplicable, cuando el delito cometido sea alguno de los enunciados en los numerales 1 y 3 del artículo 2° de la Ley Antiterrorista, cuando en esas conductas concurran circunstancias exigidas en la Ley de Seguridad del Estado para configurar ilícitos tipificados en ésta.

4.- Decreto Ley Nº 321, que establece la libertad condicional para los penados. Está basado en el supuesto de que el delincuente condenado a una pena privativa de libertad a quien se concede este beneficio, se encuentra corregido y rehabilitado para la vida social. La libertad condicional, salvo lo que dispone el artículo 3º del mismo decreto ley, no extingue ni modifica la duración de la pena, sino que es un modo particular de hacerla cumplir en libertad.


Por lo que atañe a los presupuestos de procedencia de este instituto penal, el artículo 2º dispone que todo individuo condenado a una pena privativa de libertad de más de un año de duración, tiene derecho a la libertad condicional, siempre que cumpla con los requisitos siguientes: primero, haber cumplido la mitad de la condena impuesta por sentencia definitiva, o de la que resulte en caso de haber sido beneficiado, por gracia, con alguna rebaja o la fijación de otra pena; segundo, haber observado una conducta intachable en el establecimiento penal en que cumple la condena, según el Libro de Vida que se le llevará a cada uno; tercero, haber aprendido bien un oficio, si hay talleres donde cumple la condena, y cuarto, haber asistido con regularidad y provecho a la escuela del establecimiento y a las conferencias educativas que se dicten, entendiéndose que no reúne este requisito el que no sepa leer y escribir.


El artículo 3° del decreto ley en mención fija el requisito referente al lapso de privación de libertad efectiva que legitima al condenado para impetrar el beneficio, en función de la gravedad de la pena, y concurriendo, obviamente, los supuestos señalados en la disposición precedente. A tal efecto, distingue diversas situaciones.


En su inciso primero, agregado por el artículo 6º, Nº 1, de la ley Nº 19.734, que deroga la pena muerte, señala que a los condenados a presidio perpetuo calificado sólo se les podrá conceder la libertad condicional una vez cumplidos cuarenta años de privación de libertad efectiva, y que la solicitud correspondiente, cuando sea rechazada, no podrá deducirse nuevamente sino después de transcurridos dos años desde la última presentación.


La ley Nº 18.144 sustituyó el primitivo artículo 3º del decreto ley sobre libertad condicional, con la finalidad precisa de distinguir un número mayor de hipótesis en lo que se refiere a los períodos de privación de libertad efectiva necesarios para solicitar esta forma de cumplimiento de la pena y, en el caso actualmente regulado por su inciso segundo, que se refiere a los condenados a presidio perpetuo, dispuso que se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos veinte años, aumentando así al doble el período exigido por el texto original.


Tratándose de los condenados por los delitos de parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, violación con homicidio, violación de persona menor de doce años, infanticidio, el previsto en el número 1 del artículo 367 bis del Código Penal y elaboración o tráfico de estupefacientes, el inciso tercero prescribe que el beneficio se podrá conceder cuando estén cumplidos dos tercios de la pena.


El inciso cuarto norma la situación de las personas condenadas a más de veinte años, a quienes se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos diez años de la pena, y por este solo hecho ésta quedará fijada en veinte años.


En el inciso quinto se norma la situación de los condenados por hurto o estafa a más de seis años, los que podrán obtener el beneficio una vez cumplidos tres años de privación de libertad.


El inciso final corresponde a la modificación incorporada por el artículo único de la ley N° 20.042, de 2005, que prescribe que a los condenados a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y, además condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, una vez cumplidos 10 años de pena, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y que los condenados suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.


El artículo 4º, en su inciso primero, dispone que la petición de libertad condicional la haga una comisión especial que funcionará en la Corte de Apelaciones respectiva, durante los meses de abril y octubre de cada año, previo informe del jefe del establecimiento en que esté el condenado. Por su parte, los incisos siguientes se refieren a la integración de la comisión de libertad condicional; a su presidencia y secretaría; a la subrogación y a la resolución de los empates, y a la facultad de aquélla para pedir la libertad condicional en favor de los reos que cumplan el tiempo mínimo de condena dentro de los dos meses siguientes a los indicados en el inciso primero.


El artículo 5º norma la forma de concesión del beneficio. El inciso primero sienta la regla general de que la libertad condicional se concede por decreto supremo, previos los trámites correspondientes, y se revoca del mismo modo. A su vez, el inciso segundo establece que, tratándose de condenados a presidio perpetuo calificado, la libertad condicional deberá ser concedida o revocada por el pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de los trámites previstos en el artículo 4º del mismo decreto ley. El inciso final dispone que la resolución que conceda, rechace o revoque la libertad condicional en el caso establecido en el inciso precedente se comunique al Ministerio de Justicia, a fin de dar cumplimiento a las disposiciones establecidas en los artículos 6º y 7º del decreto ley 
N° 321 y en el reglamento respectivo.


El artículo 6º fija las limitaciones a la libertad de las personas condenadas que gozan del beneficio de la libertad condicional, así como las obligaciones y cargas a que están sujetos. El artículo 7º fija las causales de revocación del beneficio, los efectos de ésta y el derecho a recuperarla cuando se haya cumplido la mitad del tiempo que falte para cumplir la condena, en las mismas condiciones y con las mismas obligaciones antes señaladas.


El artículo 8º prescribe que los reos en libertad condicional que hayan cumplido la mitad de esta pena y hubieren observado durante este tiempo muy buena conducta, según el Libro de Vidas que se llevará en la prefectura de policía, tendrán derecho a que, por medio de un decreto supremo, se les conceda la libertad completa. 

5. Ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, publicada en el Diario Oficial el 5 de octubre de 1993.


El artículo 1º de esta ley reconoce que los indígenas de Chile son descendientes de las agrupaciones humanas que existen en el territorio nacional desde tiempos precolombinos, que conservan manifestaciones étnicas y culturales propias siendo para ellos la tierra el fundamento principal de su existencia y cultura.


Agrega el precepto en comento que es deber de la sociedad chilena en general, y del Estado chileno en particular, respetar, proteger y promover el desarrollo de las personas, culturas, familias y comunidades indígenas, y proteger las tierras indígenas, velar por su adecuada explotación y equilibrio ecológico y propender a su ampliación.


El artículo 12 establece que tienen el carácter de tierras indígenas aquellas que han sido cedidas a los indígenas y comunidades por diversos cuerpos legales, a partir de la ley de 10 de junio de 1823, aquellas históricamente ocupadas y poseídas por las comunidades indígenas, aquellas que reciban en el futuro en virtud de resoluciones judiciales que apliquen las normas legales que confieren tierras a los indígenas, y aquellas que el Estado les ceda a título gratuito. El artículo inmediatamente siguiente establece que estas tierras tendrán la protección del Estado y no podrán ser enajenadas, embargadas, gravadas ni adquiridas por prescripción, salvo entre indígenas de la misma etnia o salvo que medie la autorización previa de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI).


El artículo 23 crea un Fondo de Desarrollo Indígena, para financiar planes especiales dirigidos al desarrollo de las personas y comunidades indígenas, que será administrado por la CONADI.


El artículo 26 señala que en los territorios donde han vivido ancestralmente los indígenas, donde actualmente hay alta densidad de población indígena que está en posesión de tierras y que dependen de los recursos naturales, y donde también hay homogeneidad ecológica, el Ministerio de Planificación podrá establecer, a propuesta de la CONADI, áreas de desarrollo indígena.


Por su parte, el artículo 38 crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), que es un servicio público, funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y sometido a la supervigilancia del Ministerio de Planificación. El artículo siguiente señala que serán funciones de la CONADI promover, coordinar y ejecutar, en su caso, la acción del Estado en favor del desarrollo indígena, especialmente en los planos económico, social y cultural, y fomentar la participación de los indígenas en la vida nacional. 


El artículo 40 dispone que la CONADI podrá recibir del Fisco, representado por el Ministerio de Bienes Nacionales, a título gratuito, bienes raíces y derechos de agua para asignarlos a personas o comunidades indígenas, en propiedad, uso o administración.


El artículo 54 de la ley indígena establece que la costumbre hecha valer en juicio entre indígenas pertenecientes a la misma etnia constituirá derecho, siempre y cuando no se oponga a lo dispuesto en la Constitución Política de la República. Agrega, a continuación, que en materia penal también se podrá considerar la costumbre para constituir una eximente o una atenuante de responsabilidad criminal.

- - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciar la discusión en general de la iniciativa, el señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, don Guillermo Piedrabuena Richards, expuso que, tal como se señaló en el oficio privado que su institución hizo llegar a la Comisión, hay dos casos que fueron juzgados bajo el imperio del antiguo Código de Procedimiento Penal, contra José Nain Curamil y contra Víctor Ancalaf Llaupe, seguidos ante el Juzgado de Letras de Collipulli y la Corte de Apelaciones de Concepción, respectivamente, en los cuales el Ministerio Público no tuvo ninguna participación.


En cuanto a los hechos acaecidos bajo la vigencia del sistema procesal nuevo, citó el caso Nancahue, donde actuaron como querellantes particulares don Juan Agustín Figueroa y otros; la Intendente Regional de la época, doña Berta Belmar, y el Gobernador de Malleco de esa época, don Mario Venegas. En este caso, el Ministerio Público acusó a los imputados por delitos terroristas y todos los querellantes adhirieron a la acusación en ese mismo carácter. La justicia condenó a Segundo Aniceto Norín Catriman y a Pascual Huentequeo Pichún Paillalao a 5 años y un día de cárcel, por el delito de amenazas terroristas. Estas sentencias se están cumpliendo actualmente.


Otro caso, que dio lugar a dos series de juicios, es el llamado “Poluco Pidenco”. En un primer juicio, en el juicio RUC 0100086954-2, Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Carlos Huenulao Lielmil y Patricia Roxana Troncoso Robles fueron condenados por el Tribunal Oral en lo Penal de Angol a 10 años y un día de presidio, más el pago de una indemnización de $ 424.964.798 a favor de Forestal Mininco S.A., por el delito de incendio terrorista. En este mismo proceso se condenó a dos personas más, que asistieron al veredicto pero no comparecieron a la audiencia de lectura del fallo, porque se fugaron mientras gozaban de libertad provisional.


En un segundo juicio por el caso “Poluco Pidenco”, contra José Osvaldo Cariqueo Saravia, hay una sentencia absolutoria de abril de este año, contra la que se interpusieron recursos jurisdiccionales cuya vista aún está pendiente en la Corte de Apelaciones de Temuco. Este fallo considera acreditada la existencia del delito de incendio, pero no la participación del imputado ni que el delito tenga carácter terrorista, pues, según el tribunal, la ley Nº 18.314 estaría derogada, toda vez que ella rompe el principio de presunción de inocencia establecido en la legislación interna y en tratados internacionales firmados por Chile. 


Al respecto, el señor Fiscal Nacional hizo notar que el fallo anterior no hizo apreciación alguna sobre la vigencia de la ley que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, y que el segundo dictamen fue emitido después de la entrada en vigencia de la reciente reforma constitucional que establece, entre otra materias, que la declaración de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de un precepto legal vigente corresponde al Tribunal Constitucional y que el requerimiento puede ser interpuesto por el tribunal que actualmente conoce un asunto en que deba aplicarse el precepto legal cuestionado.


Además de estos casos, el señor Fiscal Nacional hizo referencia a la causa RUC 0200045508-06, seguida contra Pascual Alejandro Pichún Collonao por la quema de un camión y un tractor. En este caso la condena fue por delito de incendio simple, no terrorista, y consistió en 5 años de presidio más una multa de 11 unidades tributarias mensuales, concediéndose al condenado el beneficio de la libertad vigilada, gracia que posteriormente fue revocada, por quebrantamiento de las condiciones impuestas.


Fuera de estos ilícitos, el señor Fiscal Nacional indicó que, aunque están en curso otras investigaciones, no ha habido nuevas formalizaciones en la zona por delitos contemplados en la ley antiterrorista.


En relación con el proyecto propiamente tal, el señor Fiscal Nacional expresó que hay dos problemas de técnica legislativa que pueden dar lugar a dificultades de interpretación en sede judicial. En primer lugar, el proyecto ocupa, en la identificación de los tipos penales, la frase ….“por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y además, en su caso, condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales”. Esta redacción puede dar pie a pensar que los beneficiados por la ley serán sólo las personas condenadas por delitos terroristas y también por delitos comunes, lo que sería muy restrictivo.


El segundo problema que anotó el señor Fiscal Nacional es que el proyecto establece como condiciones copulativas que el beneficiado haya cumplido un año de presidio efectivo y firme una declaración en la que de forma inequívoca renuncie al uso de la violencia, pero no deja en claro que se deban cumplir, además, las condiciones comunes que establece el sistema de libertad condicional, a saber, una solicitud del afectado, un pronunciamiento positivo del Tribunal de Conducta correspondiente y de la Comisión de Libertad Condicional y la expedición de un decreto que conceda el beneficio. 


Al respecto, consideró que si se concluye que basta que el beneficiado con el proyecto de ley cumpla con las dos condiciones que éste señala para obtener la libertad condicional, muy probablemente se pueden presentar reclamos de inconstitucionalidad por infracción del principio de igualdad ante la ley; en cambio, si se considera que el beneficiado también debe cumplir con los demás requisitos comunes, la pertinencia de este reclamo de inconstitucionalidad disminuye.

- - - - - -


La ex Intendenta de la Araucanía, señora Berta Belmar Ruiz, expuso que durante su desempeño en el cargo, que abarcó entre el 11 de marzo de 2000 al 31 de diciembre de 2001, fue testigo, en varias oportunidades, de incendios de bosques de empresas forestales de la región y, en virtud de esa constatación, se presentaron querellas por el delito de incendio común, sin hacer mención en dichos libelos a la calificación como delito terrorista, opción que, en muchos casos, fue adoptada con posterioridad y de forma autónoma por los fiscales del Ministerio Público. Esta fue la situación del incendio en el fundo Nancahue, donde la querella se presentó por delito común y el fiscal pidió la recalificación.


Sobre el punto, el Honorable Senador señor Gómez consultó a qué se debió la calificación de delito terrorista.


La señora Belmar expresó que durante su período no hubo ninguna instrucción del gobierno central sobre el tema.

- - - - - -


El Honorable Diputado señor Mario Venegas Cárdenas, a la sazón gobernador de la provincia de Malleco, señaló que en su mandato, que abarcó entre el 29 de diciembre de 2000 al 9 de diciembre de 2004, en su jurisdicción ocurrieron una serie de hechos delictivos relacionados. Una contabilización de dichos ilícitos arroja el siguiente cuadro:

	Año
	Tomas de Terreno
	Cortes de Rutas
	Incendios
	Daños

	2001
	22
	6
	22
	8

	2002
	5
	4
	18
	5

	2003
	12
	5
	12
	3

	2004
	13
	
	16
	4



Agregó que, cuando se hizo cargo de la Gobernación, había un fuerte sentimiento de inquietud en la comunidad, exacerbado por los medios de prensa, que aseveraban que estos hechos generaban una grave situación de intranquilidad en la región. Esta conclusión era avalada por autoridades políticas de la zona, como el Honorable Senador señor Espina, quién señalaba que había una suerte de ingobernabilidad y que el gobierno no cumplía su rol porque no hacía acatar la ley. El conflicto descrito abarcaba a las comunas de Purén, Lumaco, Traiguén, Ercilla y Collipulli.


En ese contexto, el Honorable Diputado señor Venegas expresó que, en su calidad de gobernador le tocó presentar, en representación del gobierno, una serie de querellas para perseguir a los hechores. Esas diligencias no fueron de fácil trámite, porque había jueces de garantía de la zona que consideraban que el accionar de los afectados directos era suficiente para incoar los procesos y que la intervención de otros actores no era relevante.


El Honorable Diputado señor Venegas precisó que cada una de las querellas presentadas por la Gobernación a su cargo fue previamente revisada por el gobierno, a través de la División Jurídica del Ministerio del Interior; la decisión de calificar y perseguir esos delitos como terroristas correspondió a la autoridad central. Agregó que la primera querella que contenía la calificación de delito terrorista de los hechos que perseguía fue la interpuesta con ocasión del incendio del fundo Poluco Pidenco, ocurrido el día 19 de diciembre de 2001. Este inmueble pertenece a Forestal Mininco S.A. y es parte emblemática de las reivindicaciones territoriales de los mapuches en la zona. El incendio afectó 110 hectáreas de dicho predio. 


Consultado sobre las razones que tuvo el gobierno central para empezar a ocupar la calificación de delito terrorista, el Honorable Diputado señor Venegas señaló que en gran medida contribuyó a ello la sensación ambiente, que era acrecentada y exacerbada por los medios de prensa. Al respecto, recordó algunos titulares del Diario Austral sobre el asunto: “La Región en Llamas”; “Ingobernabilidad Absoluta”. Con todo, el legislador señaló que él, viviendo en la zona, no tenía esta percepción, la que sí era compartida en la Región Metropolitana. Añadió que los hechos que generaban este panorama eran puntuales, concretos, pero producidos por personas indeterminadas; esta última particularidad contribuyó a la calificación de delito terrorista hecha por la autoridad central.


El Honorable Senador señor Larraín consultó si la calificación de delito terrorista fue discutida.


El Honorable Diputado señor Venegas expuso que hubo una discusión sobre la calificación, en la cuál él participó marginalmente, porque era un tema propio de los abogados y, en definitiva, primó el criterio del gobierno central. Agregó que en el período de su mandato se presentaron decenas de querellas y denuncias, y la mayor parte de ellas fue por delitos comunes. 

- - - - - -


El Defensor Regional Metropolitano Sur, señor Claudio Pavlic Véliz, expresó que, a la fecha de los juicios, detentaba el cargo de Defensor Regional de la Novena Región. Esa repartición siempre se opuso a la aplicación de la ley Nº 18.314 en estos casos, porque los hechos investigados no calzaban con la descripción que el ordenamiento jurídico nacional hace de los delitos terroristas. Esta estrategia fue seguida en las distintas etapas de los procesos, y, en primer término, hubo una oposición frontal a las solicitudes de los fiscales del Ministerio Público para que los jueces de garantía calificaran las investigaciones como referidas a delitos terroristas, porque ello significaba el secreto de las diligencias, ampliación de los plazos de prisión preventiva e importantes restricciones a la libertad provisional. Este estatuto excepcional provocaba un desequilibrio completamente incompatible con las garantías que el nuevo sistema procesal penal otorga a los imputados.


Agregó que también los defensores se opusieron a la calificación de delito terrorista, por el gran aumento de la penalidad que ello supone. Algunas investigaciones, como las referidas a los incendios, versaban sobre hechos que indudablemente eran ilícitos; pero en otros casos, como cuando se persiguió la declaración de que la “Coordinadora Arauco Malleco” constituiría una asociación ilícita terrorista, la defensoría obtuvo una declaración judicial expresa en el sentido de que dicha organización persigue fines lícitos, por lo que no se la puede motejar de asociación ilícita, ni menos de asociación ilícita terrorista. Esta conclusión judicial fue atacada mediante un recurso de nulidad acogido por la Corte Suprema, pero en el juicio siguiente, ventilado ante un tribunal distinto, se concluyó igualmente que la Coordinadora no es una asociación ilícita.


Agregó que el temor ocasionado por este tipo de delitos nunca llegó a cumplir con el requisito contemplado en la ley 
Nº 18.314, que requiere acreditar que hay un temor generalizado en la población, toda vez que esa sensación estaba circunscrita a un área geográfica muy limitada y ni remotamente abarcó el nivel nacional. En relación con el daño efectivo causado por estos ilícitos, destacó que nunca se vio afectada la integridad de las personas.


En relación con el texto del proyecto, el señor Defensor señaló que su institución siempre estará de acuerdo con las iniciativas que representen un beneficio para los condenados, sin entrar en el detalle técnico legislativo, donde la única petición que hace la Defensoría es que el texto de la ley sea redactado en forma tal que no ofrezca dificultades interpretativas.

- - - - - -


La abogada de la Corporación de Derechos Ciudadanos SEAL, señora Alejandra Arriaza Donoso, expuso que en los casos que el proyecto pretende resolver no existió debido proceso y se aplicó indebidamente la ley antiterrorista para enfrentar delitos comunes, que no afectaron a personas ni menos infundieron temor en un sector completo de la población.


Señaló que la calificación de delito terrorista fue apresurada, fundada en meros rumores y, en las palabras del ex gobernador de la época, Honorable Diputado señor Venegas, obedeció a una orden directa del gobierno, ya que las autoridades locales nunca consideraron que estaban frente a una situación de ingobernabilidad que ameritara recurrir a legislaciones especiales.


Agregó que no es posible entender cómo sentencias distintas referidas al mismo hecho, el incendio de fundo Poluco Pidenco, consideran que hay delito terrorista, en un caso y, en el otro, un delito de incendio simple. Por ello se intentó un recurso de revisión ante la Corte Suprema, haciendo ver la contradicción que importa esta doble calificación, pero el máximo tribunal rechazó de plano el recurso, sin pronunciarse sobre el fondo.


La abogada señora Arriaza destacó que la característica secreta de la investigación impidió a la defensa el acceso a las pruebas de la fiscalía y la privó de la posibilidad de contra interrogar a los testigos de cargo, por lo que, en la práctica, hubo indefensión. Añadió que esta injusta situación ha sido conocida en todo el mundo y varios organismos internacionales ya han advertido esta irregularidad al Estado Chileno.


La letrada indicó que hay precedentes de soluciones dadas en el Parlamento a situaciones en que se había visto afectada la garantía del debido proceso, como fue el caso de los presos políticos internados en la cárcel de alta seguridad, que dio lugar a la ley 
Nº 19.965. Hizo ver que, en ese caso, había efectivamente delitos contra las personas, situación totalmente distinta a la de los mapuches condenados, que no han incurrido en ilícitos que causen tal repudio social Además, concurren circunstancias tales como diferencias idiomáticas y culturales, que colocan a los imputados en clara desventaja frente a los tribunales. 

- - - - - -


El Vicepresidente para Asuntos Indígenas de la Mesa Ejecutiva del Partido Socialista, señor Domingo Colicoy Caniulen, señaló que las instituciones internacionales que han conocido del tema mapuche han coincidido que en los casos que motivaron la Moción en informe no ha habido debido proceso y que la aplicación de la ley antiterrorista es incorrecta y contraproducente. Agregó que, por el contrario, el tema que se debería plantear es cómo avanza la sociedad chilena a fin de acoger los planteamientos de los indígenas y de ampliar los espacios de todo orden para los pueblos originarios.

- - - - - -


El integrante de la asociación “Coordinadora de Organizaciones Mapuches”, señor Richard Caifal Piutrin, indicó que los procesos contra los mapuches nacen en un contexto particular y preciso: la recuperación de tierras ancestrales. Agregó que en los procesos que se han seguido para sancionar los hechos ocurridos con ocasión de esta recuperación de tierras se ha hecho una mala aplicación de la ley antiterrorista. Fundó esa aseveración en que los medios empleados por los imputados no corresponden a los que la doctrina identifica como propios de los delitos terroristas, a saber, el empleo de métodos ostensiblemente crueles y la búsqueda de provocar un daño indiscriminado, con el propósito de crear un estado de alarma generalizado.


Agregó que la única muestra de violencia que puede ser achacada a los condenados es la acción en legítima defensa que debieron emplear cuando fueron arrestados. Cuando se produjeron las tomas no hubo ningún daño ni violencia contra las personas que estaban en los predios tomados. Las únicas personas lesionadas en el contexto de las tomas de terreno fueron los propios mapuches que las protagonizaron, al enfrentarse con la Policía. 


Añadió que, para estar en presencia de delitos terroristas, se requiere de la existencia de una organización con esos propósitos. En los procesos tal organización nunca se pudo probar, como tampoco la existencia de una planificación o concertación para cometer actos terroristas.


Indicó que el proyecto en discusión es muy importante, porque es una salida legislativa que permitirá reparar el daño que se ha producido a los mapuches, daño que persiste hasta hoy, por la masiva presencia de personal policial que vigila y hostiga a las comunidades.

- - - - - -


El abogado del Centro de Políticas Públicas y Derechos los Indígenas, señor Sergio Fuenzalida Bascuñán, expresó que los hechos materia de los juicios contra los mapuches, que motivaron la Moción en estudio, no reúnen las exigencias planteadas en doctrina para configurar delitos terroristas. Para ello, es indispensable que la víctima inmediata sea una o varias personas y que sea afectada la vida, la integridad física o la libertad personal. En segundo lugar, se requiere que como víctima necesaria, pero indirecta, sea intimidada toda la comunidad social. En tercer término, el Estado, en cuanto organización política, también debe ser afectado.


Según el abogado, en el juicio Poluco Pidenco no se dio ninguna de estas circunstancias, pues, tal como lo señaló la última sentencia, las declaraciones de testigos …“en parte alguna de su relato habían proporcionado antecedentes para que estos jueces hayan podido tener por establecido que el incendio que afectó al predio Poluco Pidenco el día de los hechos formara parte de un plan premeditado por parte de las personas a quienes el persecutor fiscal atribuye participación en ese delito, para atentar, ya sea contra de la vida, integridad física o libertad ambulatoria de ese testigo o de un determinado grupo de la población en los términos descritos en las respectivas acusaciones.”.


Agregó el abogado señor Fuenzalida que, a la luz de lo citado, las penas impuestas en virtud de la legislación antiterrorista son desproporcionadas, porque fueron aumentadas en tres grados, o sea, resultaron elevadas al doble de la contemplada en el Código Penal para el delito común de incendio. 


Señaló que las condenas se apoyaron en indicios sobre una supuesta organización y planificación terrorista. Los hechos, según las sentencias, serían terroristas porque fueron parte de un proceso planificado, concertado y preparado por un grupo de personas, todos subjetivamente unidos para la finalidad de crear un clima de inseguridad y terror. La finalidad terrorista se deduciría del contexto en que los ilícitos se desarrollaron, que daría cuenta de una unión de voluntades en orden a provocar temor.


Al respecto, el letrado citó la primera sentencia contra los mapuches, que concluye que los hechos serían terroristas porque están insertos …“en un proceso de recuperación de tierras del pueblo mapuche, el que se ha llevado a efecto por vías de hecho, sin respetar la constitucionalidad y legalidad vigente, recurriendo a acciones de fuerza previamente planificadas, concertadas y preparadas por grupos radicalizados que buscan crear un clima de inseguridad, inestabilidad y temor en la Provincia de Malleco”. En el mismo sentido, la segunda sentencia señala que …“todo este actuar ilícito se encuadra dentro de un contexto, que forma parte de una serie de acciones ilícitas que han tenido como objetivo atacar a un sector determinado de la población, con el fin de causarles temor de ser víctimas de atentados similares, atendida la naturaleza y efectos de los medios empleados, tanto como por la evidencia de que los hechos obedecen a un plan premeditado, siendo éste sector de la población el formado por todos los propietarios: sean empresas forestales, agricultores y pequeños parceleros vecinos o colindantes a comunidades mapuches; donde existen grupos que buscan la reivindicación de dichas tierras en forma violenta, o propietarios cuyos predios son declarados en conflicto unilateralmente por estos mismos grupos violentos.”. Estos dos textos permiten concluir, según el letrado, que la acción de cada uno de los individuos condenados tendría por finalidad provocar temor, porque se encuadra en un contexto de organización y planificación. Ello supone, naturalmente, probar la existencia de la organización dispuesta para el fin terrorista o para la ejecución de actos terroristas.


Añadió el abogado que, no obstante, a la hora de llevar adelante la investigación y el juicio para acreditar la planificación y asociación terroristas, no fue posible acreditar la existencia de organización alguna en tal sentido, ni menos que los imputados hayan tenido como finalidad la de provocar terror. Por el contrario, la última sentencia por asociación ilícita, dictada por el Tribunal Oral en lo Penal de Temuco el 27 de julio de 2005, que a la fecha se encuentra firme y ejecutoriada, señaló que la organización de los imputados alcanzaba, a lo sumo, al acuerdo de tomarse los predios y repeler a la fuerza policial, pero no existía prueba alguna que acreditara una organización y planificación que tuviera por objetivo sembrar terror o ejecutar actos terroristas. Es muy ilustrativo el considerando decimoprimero de esa sentencia, que señala que …“resulta evidente que se organizaban; que junto con decidir la toma de un predio planeaban también cómo se resistirían al desalojo y la estrategia necesaria para evitar ser detenidos; pero no es ésa la planificación que el tipo penal de la asociación ilícita requiere; la norma legal exige una agenda o calendario de las actividades ilícitas tendientes a la obtención del fin que la asociación se ha propuesto, no a la estrategia que se planea utilizar para evadir a las fuerzas policiales una vez cometido el delito; por lo demás, cabe decir que la violencia, tratándose de toma de predios no fue utilizada por los comuneros para ingresar a ellos sino que fue la respuesta a la fuerza utilizada en su contra para desalojarlos.”.


El letrado agregó que la licitud de la finalidad explícita de la organización encuentra su apoyo en la Ley Indígena, independiente del actuar lícito o ilícito de quienes pertenezcan a ella. Al respecto, el considerando undécimo de la sentencia citada en el párrafo anterior señala que “El objetivo que tendría la CAM
, como organización, nada tiene de ilícito, toda vez que la Ley Nº 19.253, que establece normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, señaló que la tierra es el fundamento principal de la existencia y cultura de los pueblos originarios señalando como deber de la sociedad en general y del Estado en particular “proteger las tierras indígenas, velar por su adecuada explotación, por su equilibrio ecológico y propender a su ampliación.”.”.


En el considerando duodécimo de la misma sentencia señala el tribunal, al apreciar la prueba rendida, que …“no se estableció mediante certezas judiciales, esto es, verdades que excluyan toda duda razonable, que existió una asociación ilícita, o sea, una conjunción de voluntades organizadas en torno a un fin común, debidamente coordinadas por un ente superior o jefatura, dotada de estructura interna, de cierta permanencia y estabilidad en el tiempo, en el cual sus integrantes cumplen funciones distintas, precisas y determinadas, convergentes hacia el objetivo propuesto, que debe ser ilícito y compartido por todos sus miembros, y para obtener el cuál deben planificar los integrantes de ella una multiplicidad de delitos, espaciados en el tiempo”…; y poco más adelante añade …“por lo demás, cabe tener presente que cualquier definición de terrorismo que se quiera enunciar debe necesariamente contener el concepto de desprecio a la vida humana, propia o ajena, concepto que no resulta del contenido de los hechos que se relataron en la audiencia”.


El abogado comentó que de las partes citadas de las sentencias se desprende que la aplicación de la ley antiterrorista es incorrecta, porque se apoya en un supuesto que de manera explícita fue descartado por falta de pruebas. Es decir, cuando correspondía acreditar el supuesto fáctico que fundaría las condenas, resultó que él no pasaba de ser una mera hipótesis no comprobada, o, dicho de otro modo, una pura apariencia, porque a los jueces les bastó, para tener por acreditado el delito de terrorismo, que fuese un mapuche el supuesto autor del hecho, ya que con ello se entendía, automáticamente, que integraba una organización o movimiento que tenía por objetivo ejecutar actos para infundir temor en la población; en definitiva, se calificó y se penó la acción atendiendo a la categoría o condición de la persona imputada, acercando la situación peligrosamente al derecho penal de autor. 


El letrado señaló que la última sentencia recaída en estas causas, dictada por el Tribunal Oral en lo Penal de Angol el 7 de abril del presente año, en un juicio en que se acompañaron las misma pruebas que en los juicios donde resultaron condenados los huelguistas, señaló que las pruebas del Ministerio Público y del Gobierno …“no aporta antecedentes en cuanto a la existencia de un plan premeditado por parte de las personas a quienes el persecutor fiscal atribuye una participación en el incendio que afectó al predio Poluco Pidenco el día 19 de diciembre de 2001 para haber atentado, ya sea en contra de la vida, integridad física o libertad ambulatoria del testigo o de un grupo determinado de la población en los términos referidos en las respectivas acusaciones”. Asimismo, el tribunal descartó la participación de los acusados en el hecho, declarando que …“los acusadores no han acreditado en manera alguna que José Osvaldo Cariqueo Saravia ejecutó el día de los hechos las acciones que se le atribuyen en las respectivas acusaciones, toda vez que se le ha restado mérito probatorio a los dichos de quienes han declarado en este juicio como testigos presenciales de los hecho, esto es, Juan Carlos, José Mario y Luis Alberto Nancucheo Huenulao, quienes en sus declaraciones se han referido a la participación de este acusado fijando distintos contextos temporo-espaciales, ya que cada uno de ellos se han referido a espacios, fechas y acciones distintas”.

- - - - - -


El abogado señor Roberto Celedón Fernández señaló que le correspondió defender, en segunda instancia, a uno de los imputados, el señor Víctor Ancalaf. Dicho imputado fue enjuiciado por el incendio de camiones de la empresa Ralco, donde actuaron encapuchados que detenían los camiones, pedían a los chóferes que se bajaran y procedían a quemar el vehículo. Este modus operandi no provocó ninguna detención de la faena en la construcción de la central hidroeléctrica en que se utilizaban esos medios de transporte y, según el testimonio de los propios chóferes, los agresores actuaban con pleno respeto a las personas y sin que nunca intentaran infundir temor en las víctimas. La situación descrita por los testigos contrasta notablemente con la aplicación de justicia en el caso, ya que se terminó aplicando la ley antiterrorista. 


El abogado expuso que la aplicación de este estatuto especial es un profundo error jurídico y político, porque en la práctica no es más que el último agravio que se suma a una larga lista que el Estado y la sociedad chilena han infligido al pueblo mapuche. Por otra parte, este hecho ha sido denunciado internacionalmente y al respecto la Organización de las Naciones Unidas ha establecido que no procede aplicar legislaciones especiales a hechos relacionados con legítimos reclamos indígenas.


Agregó que la sola existencia de la Ley Indígena es una confesión pública de los agravios que Chile ha causado a sus pueblos originarios, y bastaría con leer la historia fidedigna de la ley indígena para recoger testimonios de parlamentarios de todas la tiendas políticas que a la fecha estaban representadas en el parlamento, para constatar una confesión pública de las injusticias, sustracciones y usurpaciones que ha sufrido el pueblo mapuche. 


Igual confesión quedó cristalizada en el art. 1º de la ley N° 19.253, que señala que es objetivo de la sociedad y del Estado propender a la ampliación de las tierras indígenas; lo que implica que la lucha por la tierra que libran los mapuches está legitimada por el propio Estado.


El letrado señaló que un modelo general para cumplir con la exigencia de dar un trato legal justo a los mapuches es el consagrado en la ley Nº 16.441, que creó el departamento de Isla de Pascua. El artículo 13 de ese cuerpo legal establece que los delitos contemplados en los Títulos VII y IX del Código Penal, cometidos por naturales de la Isla en territorio de ella, serán castigados con la pena inferior en un grado al mínimo contemplado en la ley. Por su parte, el artículo 14 de ese estatuto establece que en los casos que el Tribunal de la Isla deba aplicar penas de presidio, reclusión o prisión, podrá permitir que hasta dos tercios de la condena pueda cumplirse fuera del establecimiento penitenciario. 


Añadió que otro modo de cumplir con las exigencias de las Naciones Unidas sería establecer en la Ley Indígena un artículo 54 bis, que señale que los delitos cometidos por indígenas serán siempre considerados como comunes y no especiales. Esta modificación, en virtud de lo establecido en el artículo 18 del Código Penal, permitiría que automáticamente se rebajaran las penas a lo establecido en la legislación común, esto es, el Título IX del Código Penal.

- - - - - - -


La Comisión recibió en audiencia al abogado penalista señor Juan Domingo Acosta Sánchez, quien señaló que en la exposición de motivos de la Moción se hace un extenso cuestionamiento a las sentencias dictadas respecto de los condenados que se individualizan en el texto. Las críticas se hacen desde dos puntos de vista:

a) Que sería inadecuado y contrario a las recomendaciones de organismos internacionales haber condenado a estas personas por delitos de la ley antiterrorista, en particular porque los hechos no pueden ser calificados como delito terrorista;

b) Que no se habrían respetado las garantías procesales de los condenados. 


Por su parte, en el Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, que trató el tema antes que esta Comisión, se mantuvieron estos conceptos y se consignaron en términos aún más explícitos. Dicho informe contiene variadas objeciones concretas respecto de las sentencias ejecutoriadas dictadas contra personas pertenecientes a la etnia mapuche, condenadas como autores del delito de incendio del artículo 476, número 3°, del Código Penal, en relación con los artículos 1º, 2º números 1º y 3º de la Ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad. Ese documento contiene las siguientes apreciaciones:

· Los hechos no reunirían las exigencias típicas para configurar un delito terrorista (atipicidad).

· Las penas impuestas en estos casos serían desproporcionadas, en relación con los hechos que motivaron las condenas.

· Las condenas se apoyaron sólo en indicios acerca de la existencia de una organización y planificación terroristas.

· La existencia de la organización terrorista no pudo ser acreditada en cada uno de los casos.

· La última de las sentencias dictadas en relación al incendio del fundo Poluco Podenco, en el año 2006, tuvo por no acreditada la participación del acusado en un delito terrorista.


En relación con estas apreciaciones, debe tenerse presente que la calificación sobre la tipicidad o atipicidad de una conducta como fundamento de una condena o absolución penal es una actividad jurisdiccional que corresponde en forma privativa a los Tribunales de Justicia, así como la determinación e imposición de una sanción penal al responsable. 


Sobre el punto, el letrado señaló que es evidente que una sentencia judicial penal firme puede ser objeto de análisis y crítica, tanto política como jurídicamente. Sin embargo, es distinto que la crítica a un acto jurisdiccional de autoridad pública, como es una sentencia judicial, sea el fundamento del acto de otra autoridad del Estado, una ley, para modificar los efectos concretos del primero o la forma en que debe cumplirse. Al respecto, observó que la asociación conceptual que en el proyecto se hace entre sentencias judiciales firmes y una ley, que en la práctica modificará los efectos de las mismas o la forma de cumplirlas, podría importar una infracción al artículo 76, inciso primero, de la Constitución Política de la República, que prohíbe al Presidente de la República y al Congreso revisar los fundamentos o contenido de las decisiones judiciales o hacer revivir procesos fenecidos. 


Respecto de la fórmula propuesta por la Moción, en orden a modificar para estos casos las normas sobre libertad condicional, el abogado indicó que la actual ley antiterrorista no contiene ninguna disposición que prohíba otorgar la libertad condicional o ponga condiciones especiales para obtenerla. Hizo presente que los condenados mencionados en la exposición de motivos del proyecto de ley pueden aspirar a la libertad condicional según las reglas generales; en algunos casos, una vez cumplidos dos años y medio de la pena (los condenados a 5 años y 1 día de presidio mayor en su grado mínimo) y, en otros casos, cinco años (los condenados a 10 años y 1 día de presidio mayor en su grado medio), siempre que cumplan los restantes requisitos para obtener el beneficio.


Teniendo presente lo anterior, subrayó que en el proyecto original no existe plazo alguno de cumplimiento de parte de la pena para impetrar la libertad condicional en los casos que se pretende regular, por lo que procedería la obtención de este beneficio según las reglas generales establecidas en el decreto ley Nº 321, de 1925, esto es, una vez cumplida la mitad de la pena privativa de libertad. Por esta razón, y en consideración a que la ley antiterrorista no establece normas especiales sobre libertad condicional, el proyecto de ley planteado en la Moción puede considerarse superfluo, e incluso inconveniente, ya que en estos casos agregaría un requisito adicional a los establecidos en la legislación vigente para poder acceder al beneficio de la Libertad Condicional: que el condenado suscriba en forma previa una declaración inequívoca y favorable al no uso de la violencia en la reivindicación de derechos establecidos en la Ley Nº 19.253 y en el derecho internacional de los pueblos indígenas.


Otra forma de entender el texto es considerar que la Moción pretende permitir que, en los casos de que se trata, los condenados puedan obtener la libertad condicional sin satisfacer un plazo mínimo de la condena, es decir, de inmediato, y sin que importe el tiempo transcurrido desde que comenzaron a cumplirla. Esta conclusión debe ser rechazada, porque la misma Moción, en su exposición de motivos, señala: “La posibilidad de acceder al beneficio de la Libertad Condicional, no necesariamente implica obtención inmediata de éste, pero facilita su obtención”. De esta frase parece desprenderse que no sería la intención del proyecto eliminar por completo el requisito de un plazo mínimo de cumplimiento de la condena para poder acceder al beneficio.


Además, esta conclusión debe ser rechazada porque la supresión del requisito de cumplimiento efectivo de parte de la condena significaría desnaturalizar la institución de la libertad condicional, pues de acuerdo con lo preceptuado en el decreto ley N° 321, de 1925, y su reglamento, dicho beneficio se otorga cuando es posible comprobar que el condenado se ha rehabilitado o resocializado, cumpliendo ciertas obligaciones dentro del establecimiento penal, y ha tenido una conducta irreprochable al interior del mismo. Cuando así ocurre, se le “recompensa” con esta gracia. Ninguna de estas condiciones puede constatarse si el condenado no permanece un tiempo mínimo razonable cumpliendo la pena privativa de libertad, que permita efectuar el diagnóstico exigido por el decreto ley Nº 321 y su reglamento. 


La Comisión de Derechos Humanos agregó como requisito para acceder, en estos casos, al beneficio de la libertad condicional, que los condenados hayan cumplido, a lo menos, un año de presidio efectivo. Teniendo en vista lo anterior, corresponde analizar si efectivamente dicho plazo está o no acorde con la naturaleza de esta forma alternativa de cumplir la pena. 


Desde su origen, el punto de partida para otorgar el beneficio ha sido haber cumplido efectivamente la mitad de la pena privativa de libertad, a lo menos, y todas las modificaciones legales ulteriores han tenido por finalidad hacer más gravoso el requisito, estableciendo porcentajes de cumplimiento mayores. La única excepción ha sido la ley 
Nº 20.042, que estableció que los condenados a presidio perpetuo simple o calificado, por cualquier delito que haya ocurrido entre 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, podrían acceder al beneficio una vez cumplidos 10 años de la condena. Se trató de una situación excepcional, aplicable a toda clase de delitos, no sólo a los de la Ley Nº 18.314, siempre que se hubieran cometido en el período de tiempo que indica la norma. 

 
Si bien la fijación legal de un plazo tiene siempre un grado de arbitrariedad, el letrado estimó que el acordado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía -1 año de cumplimiento efectivo- no se aviene con los establecidos en el decreto ley Nº 321, de 1925, y en sus modificaciones ulteriores. 


Siempre la ley ha determinado el plazo mínimo de cumplimiento como un porcentaje o proporción de la pena total impuesta, la mitad o los dos tercios, con la única y justificada excepción de las penas perpetuas, en que no es posible aplicar parámetros semejantes.


En cambio, el texto aprobado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía señala un plazo fijo, de un año, que no discrimina según las distintas penas que hayan podido imponer las sentencias. De hecho, en los casos que se citan en el proyecto de ley, hay personas condenadas a 5 años y 1 día de privación de libertad y otras a 10 años y 1 día. En una y otra situación el tiempo mínimo de cumplimiento efectivo de la pena es de un año, lo que no guarda relación con el principio de culpabilidad, conforme al cual la magnitud del castigo debe ser proporcional o, al menos, no sobrepasar la magnitud del injusto, ni satisfacen los requisitos impuestos en razón del carácter de “recompensa” que el decreto ley Nº 321 otorga al beneficio de la libertad condicional. Al respecto, el jurista señaló que el principio de culpabilidad no sólo debe observarse en la fijación de la pena por la ley y en la imposición judicial de la misma, sino también en el otorgamiento de algún beneficio, sea judicial o penitenciario. 


Conforme al texto aprobado por la Comisión que ya informó este proyecto, recalcó el jurista, el condenado por delito terrorista a una pena privativa de libertad de 541 días puede acceder al beneficio cuando ha cumplido el 66% de la pena; el condenado a 2 años, cuando haya cumplido el 50% de la misma; el condenado a 5 años y 1 día, cuando haya cumplido el 20% de la sanción; el condenado a 10 años y 1 día, cuando haya cumplido el 10% de la misma; el condenado a 20 años, cuando haya cumplido el 5% del castigo. Entonces, si se compara el plazo de un año, con el que debe cumplir el condenado a una pena de presidio perpetuo, resultaría que aquél es 20 veces menor, si se trata de presidio perpetuo simple y 40 veces menor, si se trata de presidio perpetuo calificado. 


Agregó que, en estricto rigor, la comprobación de si el delincuente se ha rehabilitado y corregido, en los términos que señala el decreto ley Nº 321, no depende de un plazo mínimo de cumplimiento efectivo de la pena. Sin embargo, la normativa vigente exige que la resocialización y corrección sean comprobadas o demostradas, para otorgar la recompensa implícita en el beneficio. Por consiguiente, es necesario el transcurso de un tiempo suficiente para que el condenado haya demostrado, con su conducta dentro del establecimiento, que ha logrado las metas de readaptación que le son exigidas. Sobre este punto, señaló que es difícil asegurar con certeza si el plazo de un año es suficiente para que el condenado demuestre que se ha resocializado y corregido, como exige el cuerpo legal. A la luz de los plazos fijados en el decreto ley Nº 321, no pareciera ser suficiente, salvo en el caso de condenas a penas cortas privativas de libertad. 


La existencia de un plazo breve y único de cumplimiento efectivo, que no discrimina según la duración de la condena, para acceder a la libertad condicional, es también importante para evaluar si el proyecto de ley puede conllevar un indulto o amnistía encubiertos, como se ha dicho en la discusión pública. Esta aprensión parece tener base, si se tiene en cuenta que en la exposición de motivos, luego de mencionar los casos de las nueve personas condenadas a quienes se pretende beneficiar, los delitos por los cuales han sido condenadas, las penas impuestas, las indemnizaciones civiles establecidas por sentencia y el establecimiento penitenciario en donde están actualmente privados de libertad, se señala expresamente “Que lo ideal, sería conceder una amnistía para los mapuche. No obstante, un proyecto de ley en tal sentido exige los 2/3 de los votos de ambas Cámaras, lo que complicaría a tal punto la iniciativa, que haría ineficaz la medida.”.


Recurrir a una modificación del decreto ley Nº 321 para sortear los escollos que presente la aprobación de una ley de indulto general o de amnistía no es una novedad. La discusión al respecto se produjo cuando se tramitó el proyecto que culminó con la dictación de la ley Nº 20.042. Sin embargo, hay importantes diferencias entre esa ley y el presente proyecto. La primera es que la ley Nº 20.042 se aplica a todos los condenados a penas privativas de libertad a perpetuidad, por delitos cometidos durante el período definido en ella, fueran o no de carácter terrorista, sin otras restricciones que la fecha de comisión del delito. En cambio, en el proyecto en estudio se pretende beneficiar sólo a los condenados por delitos terroristas, u otros, cometidos en un período determinado, siempre que hayan sido ejecutados sin violencia en las personas y en “causas relacionadas con reivindicación de tierras indígenas ancestrales”. Es manifiesto que su alcance es mucho más restringido que el de la ley Nº 20.042.


Finalmente, el letrado se refirió al requisito establecido en la Moción, consistente en que el beneficio propuesto sólo será aplicable a los delitos relacionados con reivindicaciones de derechos contenidos en la ley Nº 19.253. De acuerdo al texto inicial, el requisito para acceder, en estos casos, a la libertad condicional supone la concurrencia de tres elementos:

a) Que el sujeto haya actuado violentamente.

b) Que el sujeto haya actuado con el propósito de reivindicar determinados derechos.

c) Que lo que se haya pretendido reivindicar violentamente sea un derecho establecido por la ley Nº 19.253.


El abogado señor Acosta señaló que este aspecto del proyecto es el que presenta mayores dificultades, especialmente en los casos de los nueve condenados que se mencionan en él, porque es muy difícil encontrar en la ley Nº 19.253 un derecho concreto que dichas personas hayan pretendido reivindicar violentamente. Al respecto, observó que el Título II (artículos 12 a 22) de la Ley Indígena contiene una serie de normas relativas a las tierras indígenas, bajo el epígrafe: “Del Reconocimiento, Protección y Desarrollo de las Tierras Indígenas”. En este Título es posible encontrar dos clases de reconocimiento a los derechos de los indígenas sobre la tierra:

a) Derecho de propiedad (artículo 12).

b) Derecho de uso comunitario de tierras fiscales para fines sagrados, ceremoniales u otros (artículo 19). 


En lo que respecta al derecho de propiedad, el artículo 12 de la ley Nº 19.253 especifica taxativamente cuáles son tierras indígenas:


“Artículo 12.- Son tierras indígenas: 


1° Aquellas que las personas o comunidades indígenas actualmente ocupan en propiedad o posesión provenientes de los siguientes títulos:


a) Títulos de comisario de acuerdo a la ley de 10 de junio de 1823.


b) Títulos de merced de conformidad a las leyes de 4 de diciembre de 1866; de 4 de agosto de 1874, y de 20 de enero de 1883.


c) Cesiones gratuitas de dominio efectuadas conforme a la ley N° 4.169, de 1927; ley N° 4.802, de 1930; decreto supremo N° 4.111, de 1931; ley N° 14.511, de 1961, y ley N° 17.729, de 1972, y sus modificaciones posteriores.


d) Otras formas que el Estado ha usado para ceder, regularizar, entregar o asignar tierras a indígenas, tales como, la ley N° 16.436, de 1966; decreto ley N° 1.939, de 1977, y decreto ley N° 2.695, de 1979, y 


e) Aquellas que los beneficiarios indígenas de las leyes N° 15.020, de 1962, y N° 16.640, de 1967, ubicadas en las Regiones VIII, IX y X, inscriban en el Registro de Tierras Indígenas, y que constituyan agrupaciones indígenas homogéneas lo que será calificado por la Corporación. 


 2° Aquellas que históricamente han ocupado y poseen las personas o comunidades mapuches, aimaras, rapa nui o pascuenses, atacameñas, quechuas, collas, kawashkar y yámana, siempre que sus derechos sean inscritos en el Registro de Tierras Indígenas que crea esta ley, a solicitud de las respectivas comunidades o indígenas titulares de la propiedad. 


3° Aquellas que, proviniendo de los títulos y modos referidos en los números precedentes, se declaren a futuro pertenecientes en propiedad a personas o comunidades indígenas por los Tribunales de Justicia.


4° Aquellas que indígenas o sus comunidades reciban a título gratuito del Estado. 


La propiedad de las tierras indígenas a que se refiere este artículo, tendrá como titulares a las personas naturales indígenas o a la comunidad indígena definida por esta ley.


Las tierras indígenas estarán exentas del pago de contribuciones territoriales.”.


Por consiguiente, no son tierras indígenas, en los términos de la ley Nº 19.253, las propiedades particulares debidamente inscritas a nombre de sus dueños, como es el caso, mencionado en el proyecto de ley, del incendio en inmuebles de propiedad de Forestal Mininco S.A. Tampoco lo son los camiones que fueron incendiados. 


Es difícil sostener que alguno de los condenados haya actuado en reivindicación de las tierras que se mencionan en el artículo 12 de la ley Nº 19.253 ya que, según se ha hecho público, los inmuebles incendiados corresponden a otro tipo de tierras, que pertenecen a particulares. Además, de acuerdo a las informaciones públicas, ninguna de estas personas ha pretendido reivindicar las tierras a que se refiere el citado artículo 12, para lo cual cuentan con vías legítimas que esa misma ley franquea. En consecuencia, el proyecto resulta inaplicable.


Otro elemento a considerar es que el artículo 19 de la ley Nº 19.253 otorga a los indígenas un derecho de uso para fines sagrados y ceremoniales indígenas, siempre sobre inmuebles fiscales, no particulares:


“Artículo 19.- Los indígenas gozarán del derecho a ejercer comunitariamente actividades en los sitios sagrados o ceremoniales, cementerios, canchas de guillatún, apachetas, campos deportivos y otros espacios territoriales de uso cultural o recreativo, que sean de propiedad fiscal. 


La Comunidad Indígena interesada podrá solicitar la transferencia a título gratuito de los inmuebles referidos en el inciso anterior. Existiendo dos o más Comunidades interesadas, todas ellas tendrán derecho a solicitar la transferencia del inmueble. Mediante resolución expedida a través del organismo público respectivo, se calificarán, determinarán y asignarán los bienes y derechos. 


En el caso que no se cumpliere o existiere entorpecimiento en el ejercicio de los derechos reconocidos en los incisos anteriores, la Comunidad Indígena afectada tendrá acción de reclamación ante el Juez de Letras competente quien, en única instancia, sin forma de juicio, previa audiencia de los demás interesados, del organismo público respectivo e informe de la Corporación, se pronunciará sobre la acción entablada.”.


Observó el señor Acosta que, según información de público conocimiento, ninguno de los nueve condenados que se mencionan en el proyecto actuó para reivindicar sólo un derecho de uso sobre determinados inmuebles, ni los inmuebles afectados son de propiedad fiscal. Por tal motivo, el proyecto resulta también inaplicable o ineficaz.


Añadió que el concepto de “reivindicaciones violentas” exigido por el proyecto no se aviene con el carácter de “recompensa”, inherente al beneficio de la libertad condicional. Además, parece perturbador del Estado de Derecho aceptar la violencia como método de reivindicación de derechos. Cabe agregar que la ley Nº 19.253 otorga mecanismos legítimos –ciertamente no violentos– para hacer valer los derechos que ella consagra, por lo cual no parece razonable que otra ley, como la que se encuentra en tramitación, considere la violencia como método eficaz de reivindicación de derechos y facilite el otorgamiento de beneficios carcelarios a quienes se han valido de ella.


En relación con la garantía de igualdad ante la ley, que la Moción podría afectar, el letrado señaló que, por regla general, se entiende que se incurre en una diferencia o discriminación arbitraria –y por ende se vulnera el derecho a la igualdad ante la ley– en dos casos:

a) Cuando se da un trato diferente a quienes se encuentran en una misma o semejante situación jurídica;

b) Cuando se da el mismo trato a quienes se encuentran en una situación jurídica diversa, que justifica un tratamiento diferenciado.


En la discusión pública de este proyecto de ley se ha sostenido que su aprobación podría importar una violación al derecho a la igualdad ante la ley, ya que, de transformarse en norma jurídica, se daría un tratamiento claramente más beneficioso en el otorgamiento de la libertad condicional, en relación con el que pueden obtener otras personas, condenadas a penas privativas de libertad similares, por otros delitos. 


Respecto de la justificación que se ha dado para sostener que no se afectaría la garantía de igualdad ante la ley, esto es, que la iniciativa legal tiene por objeto subsanar la injusticia de sentencias firmes, debe observarse que la dictación de una sentencia manifiestamente injusta en causa civil o penal constituye un delito de prevaricación judicial. Si esa conducta se ejecuta con dolo, el delito es el previsto en el artículo 223, Nº 1°, del Código Penal; en cambio, si obra con negligencia o ignorancia inexcusables (culpa), el delito es alguno de los establecidos en los artículos 224 Nº 1° o 225 Nº 1°, del Código Penal, según si el fallo recae en causa criminal o civil, respectivamente. Además, debe tenerse en cuenta que, de acuerdo al artículo 473, letra e), del Código Procesal Penal, es procedente el recurso de revisión cuando la sentencia condenatoria ha sido consecuencia de prevaricación o cohecho del juez o jueces que la pronunciaron. Esta acción de revisión no se extingue por el transcurso del tiempo.


En consecuencia de lo anterior, el abogado señor Acosta expuso que, de existir la injusticia que se denuncia, la ley procesal y la ley penal han previsto los medios para impugnar la sentencia, sin que sea necesario recurrir a una ley especial que modifique un beneficio penitenciario, como forma de subsanar la supuesta injusticia. 


Señaló que la fórmula para lograr un solución jurídica viable al problema que motiva la Moción es partir planteando que no se justifica mantener como delito terrorista el de incendio del artículo 476 del Código Penal
, aunque concurran las circunstancias calificatorias del artículo 1º de la ley Nº 18.314, pues en esa figura de incendio no existe daño ni peligro concreto para la vida o la salud de las personas. 


El letrado añadió que la figura típica citada tiene, en el Código Penal, un marco muy amplio y una pena muy elevada: presidio mayor en cualquiera de sus grados, o sea, de 5 años y 1 día a 20 años de privación de libertad, por lo que, si se suma el aumento de uno, dos o tres grados que permite la ley antiterrorista, es posible que se llegue a aplicar una sanción desproporcionada. En consecuencia, si existe la convicción de que los hechos por los cuales han sido condenadas las personas que se mencionan en el proyecto de ley no debieron calificarse de terroristas, la solución pasa por modificar el artículo 2º, número 1, de la ley Nº 18.314, eliminando la referencia al artículo 476 del Código Penal o, al menos, a su número 3.


Esta solución está conforme con lo que actualmente es definido como conducta terrorista, permite resolver todas las situaciones injustas que eventualmente se han podido producir en el pasado, corrige en forma permanente la distorsión anotada e impide que ellas puedan reproducirse en el futuro. 


Acotó que, si bien lo que ha propuesto es una solución más radical, ella es más transparente y directa que la que plantea el proyecto, que desnaturaliza un beneficio carcelario sólo para casos puntuales. En cambio, la modalidad sugerida no afecta la garantía de igualdad ante la ley, ya que tiene efectos generales, siendo aplicable a todos quienes se encuentran, se han encontrado y se encontrarán en la misma situación. 


De proceder de esa forma, las sentencias consideradas hoy injustas deberán modificarse, de oficio o a petición del interesado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, N° 3º, párrafo séptimo de la Constitución Política y en el artículo 18, inciso tercero, del Código Penal, por tratarse de una nueva ley más favorable al condenado. En virtud de esa modificación y en los casos de incendio, el hecho deberá calificarse como incendio común del artículo 476 del Código Penal y las penas originalmente impuestas deberán rebajarse a las que corresponderían sin considerar el hecho como delito terrorista. Con ello desaparecería, además, la principal objeción que se ha endilgado a estas sentencias, la calificación de los hechos como delito terrorista, y se mantendría la condición de condenados, pero por delito común y, en tal situación, sería procedente el indulto particular.

- - - - - -


El señor Ministro del Tribunal Constitucional y ex Subsecretario del Interior, don Jorge Correa Sutil, expresó que entiende que la invitación que se le ha cursado para comparecer en esta Comisión es para consultar respecto de las razones por las que se ocupó la ley antiterrorista durante su gestión como Subsecretario del Interior, y no para interrogarlo sobre la constitucionalidad del proyecto de ley en estudio, porque en su actual calidad de miembro del Tribunal Constitucional está impedido de expresar opinión sobre ese tema.


Aclarado el punto anterior, el señor Correa señaló que si existe la voluntad política de agraciar a los condenados por la legislación antiterrorista, es muy importante ser cuidadoso en la redacción de la iniciativa, con el objeto de beneficiar efectivamente a quienes se quiere favorecer y no a otros. 


Sobre el punto, indicó que las expresiones ocupadas en la Moción suscitan variadas dudas.


En ella se dice que se permite aspirar al beneficio a …“los condenados a penas privativas de libertad por delitos contemplados en la Ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y además, en su caso, condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales”… En esta redacción llama la atención el uso del término “además”. Señaló que de la inclusión de esta palabra puede entenderse que la ley debe aplicarse a las personas que han cometido varios delitos, algunos tipificados en la legislación antiterrorista y otros no. En ese evento, varias de las personas expresamente señaladas en la Moción quedarían fuera del beneficio porque no cumplirían con el requisito. En cambio, si se entiende que la palabra “además” está ocupada en el sentido de “en su caso”, implica que el beneficio se extendería también a otras personas sancionadas por la ley antiterrorista, como el caso de Lenin Guardia y Humberto López Candia, condenados por haber mandado una carta bomba, o a las personas que intervinieron en el secuestro de Cristián Edwards.


Otra duda planteada por el ex personero de gobierno respecto a la redacción de la iniciativa se refiere a la frase …“en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la Ley Nº 19.253”…, porque no hay ninguna sentencia que declare que los hechos violentos fueron con el objetivo de lograr tal o cual reivindicación. 


A renglón seguido, señaló que la ley Nº 18.314 no contiene ninguna excepción ni regla especial sobre libertad condicional, por lo que el régimen general de este beneficio carcelario es aplicable y podría bastar.


En relación con el motivo por el cuál el Ministerio del Interior ocupó en su momento la ley antiterrorista, recordó que en el año 2002 la Cámara de Diputados requirió expresamente al Gobierno hacerse parte en todas las causas en que se hubiese ejercido violencia en la zona mapuche. Una situación similar ocurrió por aquella época en el Senado, donde se acusaba al Gobierno de “falta de servicio” y el ex Senador Enrique Silva Cimma solicitaba que se ejercieran todas las acciones preventivas y represivas suficientes.


Agregó que al 30 de junio de 2005, por disposición de la justicia, existían 42 predios con protección policial, lo que implicaba el uso de una gran cantidad de personal y recursos de Carabineros.


En otro orden de cosas, señaló que la legislación antiterrorista ha sido acusada de ilegitimidad en su origen y en su contenido, porque violaría algunas garantías constitucionales. Aseveró que ambas cosas son falsas pues, aunque la legislación antiterrorista tuvo su origen en el Gobierno Militar, el tipo penal de incendio terrorista invocado en estos juicios, que se efectuaron durante la administración del Presidente Ricardo Lagos, fue incorporado por el Congreso democráticamente elegido
. Al respecto, agregó que esta ley ha tenido cinco modificaciones posteriores a 1990
.


En relación con los motivos de fondo que tuvo el gobierno para considerar como terroristas estos ilícitos, el señor Correa señaló que existieron dos discusiones en el seno del Gobierno, que tuvieron que ser previamente despejadas. 


En primer lugar, la posibilidad de considerar como delito terrorista el delito de incendio. En la doctrina se considera que son delitos terroristas los que tienen por finalidad obligar a la autoridad a tomar una decisión o infundir en la población un temor fundado de ser una futura víctima de la misma clase de delitos. Estas características generalmente se presentan en los delitos contra las personas, pero en algunas legislaciones comparadas, como la española y la alemana, se considera que el delito de incendio también puede revestir esta condición.


El segundo tema que debió ser previamente dilucidado es la posibilidad de ocupar testigos que obraran con algún grado de reserva y protección. En la doctrina internacional hay un debate sobre este tema, pero sólo referido a cuál es el grado de reserva que debe ser permitido. Al respecto, citó un acuerdo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos, de 2002, que expresamente contempla la prueba de testigos protegidos, así como la Corte Europea de Derechos Humanos, la Comisión Internacional de Juristas y el Estatuto del Tribunal Penal Internacional, para acreditar los crímenes cometidos en la ex Yugoslavia y en Ruanda. 


En Chile, la legislación antiterrorista admite la declaración de estos testigos, pero sujetos a ciertas condiciones que se adecuan a estándares internacionales, en cuanto la actuación debe ser autorizada previamente por el juez de la causa, pueden ser contra interrogados por el tribunal y por la defensa y se permite el uso de medios que disimulen la identidad del declarante.


En los casos relacionados con este proyecto de ley la protección de los testigos era muy importante, porque en la zona había un grado generalizado de amedrentamiento, e incluso uno de los declarantes recibió una paliza propinada por desconocidos, que lo tiene hasta el día de hoy en silla de ruedas.


El ex Subsecretario especificó que las circunstancias de la quema del predio Poluco Pidenco, donde primero hubo un incendio intencional, luego un ataque concertado a los brigadistas que iban a apagar el incendio y, posteriormente, un enfrentamiento con la policía, convencieron al Gobierno de que no era un hecho particular destinado a provocar daño a una persona privada, sino que tenía por objeto arrancar decisiones de la autoridad en relación con el tema de las tierras y producir temor en el resto de los propietarios para que hicieran abandono de sus predios .


Añadió que la aplicación de la ley antiterrorista fue muy efectiva, porque en poco tiempo se logró terminar con el problema y el Congreso cambió de opinión, desde una postura que acusaba al Gobierno de abandono de funciones a otra, diametralmente distinta, en que se discutía el grado de clemencia que debía tenerse con los condenados por estos delitos. Al respecto, agregó que no le corresponde pronunciarse sobre si el conflicto está suficientemente agotado para entrar a esta fase de revisión, ni menos acerca de cuál es el grado de clemencia conveniente en este caso.


Consultado sobre la forma en que se decidía en el seno del Gobierno cuándo se recurría a la ley antiterrorista, el ex personero señaló que existía consenso en cuanto a que la aplicación de la ley antiterrorista no estaba descartada per se, sino que correspondía estudiar si en cada caso se daban los supuestos legales para hacer el requerimiento correspondiente. Al respecto, señaló que entre 2001 y 2005 se presentaron 60 querellas por hechos ocurridos en la zona, 10 de las cuales eran requerimientos basados en la ley antiterrorista. Estas acciones se interponían cuando se estaba en presencia de incendios intencionales y atentados contra la integridad de las personas, sucesos que eran comunes en 2001 y que se sucedieron hasta que se detuvo a toda la directiva de la Coordinadora Arauco Malleco. Después de ese hecho la violencia bajó ostensiblemente.


Concluyó señalando que el Gobierno de la época se abstenía de actuar en los casos conocidos como “tomas virtuales de terreno”, donde grupos concertados ingresaban pacíficamente a los predios, convocaban a la prensa y luego se retiraban sin necesidad de intervención policial masiva y sin dejar tras ellos daños importantes a la propiedad.

- - - - - -


El analista de seguridad, señor Raúl Sohr Biss, expresó que Chile tiene un doble discurso en materia terrorista, pues en el plano internacional se anuncia públicamente que Chile está libre de terrorismo, pero en el plano interno se aplica la ley antiterrorista.


Refiriéndose al significado de la palabra “terrorismo”, afirmó que más que una categoría de análisis es un adjetivo peyorativo, porque hay una gran cantidad de actividades que pueden causar temor, como la acción de la policía cuando disuelve una manifestación pública, y no por esa mera circunstancia son terroristas. Por otra parte, hay ciertas actividades que son calificadas de terroristas aunque no son violentas, sino más bien simbólicas, como el robo de la espada de Bolívar realizado por las FARC en Colombia.


Una distinción importante que se puede hacer sobre el tema es dilucidar cuándo una actividad es terrorista o cuándo tiene el carácter de actividad de liberación. Al respecto, recordó que la Convención de Ginebra, que regula la suerte de los prisioneros de guerra, define como combatiente al que cumpla copulativamente con las siguientes características:

· Que pertenezca a una estructura regular de mando.

· Que actúe con un distintivo.

· Que porte sus armas a la vista.


Por contraste, entonces, el terrorismo supondría la existencia de organizaciones secretas, sin estructura jerárquica conocida y cuya actuación es solapada o encubierta. Pero estas condiciones, por sí solas, tampoco permiten establecer claramente que una organización es terrorista.


Señaló que respecto del caso específico que se le consulta, el de la Coordinadora Arauco Malleco, dicha entidad no cumple con las condiciones que son necesarias para que se la considere como organización terrorista, sino que se trataría, más bien, de un grupo combatiente. 


Explicó que no toda la violencia social es terrorista; en ese sentido, los mapuches practican una violencia social indígena.


El Honorable Senador señor Larraín consultó si para cometer un delito terrorista se debe pertenecer, necesariamente, a una organización terrorista.


El analista señaló que hay casos destacados de terroristas que han actuado absolutamente solos, como el UNABOMBER Theodore Kaczynski
, y otros que han actuado con pequeños grupos de apoyo, como Timothy McVeigh
.


- - - - - -


El Alcalde de Temuco, señor Francisco Huenchumilla, expuso que no tiene una opinión jurídica acabada sobre el tema, pero sí puede brindar su visión, adquirida desde los distintos cargos públicos en que le ha correspondido servir y fundada también en su experiencia en el ejercicio liberal de la profesión de abogado en la ciudad de Temuco.


Desde un punto estrictamente formal, el Edil señaló que es muy complicado revisar por medio de una ley sentencias firmes que tienen la autoridad de cosa juzgada. Con todo, esta afirmación debe ser matizada, porque el mero hecho de que una sentencia produzca cosa juzgada no significa que sea una sentencia justa y, en este caso, la posición de los dirigentes y huelguistas es justa, y si el Estado se limita a dar una respuesta negativa basada en los aspectos jurídico formales, la situación va a quedar sin solución, con el riesgo consiguiente de que el conflicto se incremente.


La otra forma de considerar este asunto es afirmar que también tiene dimensiones políticas y sociales y, bajo esa premisa, sería posible entonces admitir que esta situación puede ser enmendada por medio de una ley.


El funcionario señaló que, aunque personalmente no conoce a los dirigentes de la organización que actualmente representa los intereses de los huelguistas, ha llegado al convencimiento que el requerimiento que ellos están haciendo a la sociedad y al Estado chilenos tiene un componente sustantivo de justicia.


Indicó que la llegada del Estado chileno a la zona de la Araucanía es relativamente reciente. La ciudad de Temuco acaba de cumplir, a principios de este año, 125 años desde su fundación. La colonización de esa zona obedeció a un movimiento de la opinión pública y del sistema político chileno de la segunda mitad del siglo XIX, con miras a consolidar la soberanía del Estado chileno y la nacionalidad de las personas que habitaban esa zona. 


Con la instalación allí del Estado chileno empieza el fenómeno del “reduccionismo” mapuche, que significó que los habitantes de las etnias originarias, de ser propietarios de millones de hectáreas, quedaron confinados a 300.000, y esto pasó hace sólo dos o tres generaciones atrás. 


El señor Alcalde de Temuco manifestó haber tenido la fortuna de superar casi todas las barreras sociales y culturales, habiendo ocupado importantes cargos en el Estado. Pero su padre, que nació en 1908, y sus abuelos y bisabuelos tenían viva la memoria del despojo sufrido por el pueblo mapuche cuando se instaló el Estado chileno en la Araucanía.


Observó que la raíz de todos los problemas actuales está en ese suceso histórico, y a los miembros de la etnia mapuche les ha quedado la sensación de que cada vez que tienen alguna interacción con el Estado terminan siendo los perdedores.


Relató que en la primera mitad del siglo XX, los mapuches presentaron miles de demandas en los tribunales para hacer valer contra los nuevos colonos su posesión inmemorial de la tierra, pero indefectiblemente perdieron al enfrentarse con el sistema de posesión inscrita que estableció el Código Civil. Estos procesos terminaron siendo un problema para los tribunales y los abogados, por su número y lentitud. 


Lamentablemente, una tónica muy similar se ha dado en los procesos que afectaron a los comuneros que participaron en los incendios, cuyas condenas están en la raíz de la Moción en estudio. Cuando las sentencias de primera instancia han sido absolutorias ha habido hasta dos anulaciones posteriores, lo que constituye un celo inusual, en comparación con el resto de los juicios criminales que se tramitan en el país. 


Si el foco de la atención se centra sólo en lo formal, se constata que hay sentencias de término dictadas por la Corte Suprema, con las cuales no cabe sino conformarse, porque los juicios se ganan o se pierden, pero, si se mira al fondo del asunto, es fácil entender la sensación de profunda injusticia que embarga a los condenados, que son los vástagos de tres generaciones que han debido afrontar una y otra vez fallos adversos en causas relacionadas con la posesión de tierras que inmemorialmente han estado en su poder.


Esta evaluación de injusticia objetiva es, según el personero, un juicio compartido por personas de origen mapuche que han superado todas las barreras sociales, están plenamente integradas y participan en diversas formas en altos niveles del Estado. Para el resto de las personas, que vive en un entorno de pobreza y discriminación por su pertenencia étnica, es fácil comprender que estén imbuidos del convencimiento profundo de que han sido injustamente tratados, y que ese convencimiento les permite enfrentar huelgas de hambre con un grado extremo de decisión personal. Este problema no es simplemente jurídico, es un asunto de carácter político y social y debe ser enfrentado como tal por el parlamento.


Estas huelgas implican un requerimiento generalizado y profundo de la zona de la Araucanía al Estado chileno que debe ser atendido, a menos que se quiera que el conflicto asuma grados superiores de intensidad.


Desde este punto de vista, el proyecto es una señal que responde al requerimiento planteado y su excepcionalidad no debe ser óbice para tramitarlo, porque este parlamento ha aprobado un sinnúmero de iniciativas excepcionales, que respondían a auténticos problemas políticos del momento.


El señor Huenchumilla hizo ver que, en general, los mapuches actúan muy descentralizadamente. Esta forma de desempeño ha sido su fortaleza, porque cuando un líder sucumbe rápidamente aparecen otros para continuar la lucha, pero es también su debilidad, porque les ha impedido tener posiciones únicas respecto de los problemas que los aquejan. Sin embargo, en este conflicto puntual se ha observado, de forma excepcional, una unión de pareceres y una organización conjunta sin precedentes en el pueblo mapuche, por lo que la posición presentada debe ser atendida, a menos que se busque un conflicto generalizado con el Estado chileno. 

- - - - - -


Asistió a una sesión de la Comisión el señor Jorge Luchsinger Villiger, quien expuso que, desde 2001, ha sido víctima de múltiples atentados, entre los que se cuentan tres tomas de terrenos, destrucción de cercos, quema de un centro de eventos, de fardos y galpones, de su casa habitación y de dos vehículos. Respecto de este último hecho, relató que ocho individuos entraron de noche en su casa, dos de ellos sacaron a su esposa y los otros seis lo redujeron. A continuación, quebraron ventanales, tiraron dentro de la propiedad algunas bombas incendiarias, dispararon 3 tiros de escopeta al aire y desaparecieron en la oscuridad de la noche. En lo personal, cada atentado ha sido precedido de amenazas previas publicitadas, que se han cumplido. Sólo falta que ejecuten la de darle muerte, declaró.


Expresó que su familia está establecida en la zona desde 1906 y que nunca antes se produjeron estos conflictos, que son cada día más virulentos, van dirigidos contra las personas y han paralizado la IXª. Región y parte de la Xª. Informó que las víctimas de atentados son principalmente agricultores descendientes de suizos y alemanes, que se han dedicado toda la vida a trabajar, han pagado los impuestos y los salarios y han cumplido con las leyes chilenas. Ahora no saben si podrán continuar, si serán expropiados o desplazados o serán obligados a abandonar lo suyo por cansancio.


Señaló que estos ataques están dirigidos contra el destinatario equivocado, porque el verdadero responsable del desplazamiento y la pobreza de los mapuches es el Estado de Chile y no los inmigrantes que vinieron a nuestro país hace tres o más generaciones.


Agregó que ni él ni su familia han contado con protección efectiva del Estado, de los tribunales ni de la policía, aunque siempre han cumplido la ley, a diferencia de las personas que han emprendido agresiones en su contra, que tienen acceso directo a las autoridades y cuentan con muchos abogados disponibles.


Hizo notar que el Gobierno anterior compró 240.000 hectáreas para las comunidades mapuches y que ahora está proyectada la adquisición de 160.000 hectáreas más, las que no serán destinadas a usos productivos, no generarán impuestos y extenderán en el futuro próximo la pobreza que hoy aflige a la IXª Región.

- - - - - - -


El señor René Urban Pagnard, quien concurrió en la misma oportunidad que el anterior, expuso que ha sufrido veinte atentados. Su casa habitación fue quemada por encapuchados el año 2002, salvando sólo la ropa que tenía puesta. Al año siguiente, encapuchados armados sacaron a la fuerza de su predio a uno de sus cuidadores y procedieron a quemar cinco galpones, indicándole expresamente que lo que pretendían es que su patrón abandonara la región. Posteriormente, otros desconocidos prendieron fuego a 30 hectáreas de sementera de trigo, que se perdieron totalmente. En febrero pasado incendiaron su cosecha y un camión, poniendo en peligro su vida. Continuamente él su familia reciben amenazas, agresiones verbales y a pedradas. 


Agregó que, en la actualidad, ninguna empresa ofrece contratos de seguro en la zona, porque el riesgo es demasiado elevado.


Señaló que sus antepasados llegaron a la zona en 1904 y compraron predios a colonos que habían estado anteriormente afincados en la zona. En el período de tiempo que va desde esa época hasta antes de que empezara el conflicto actual en que están envueltos, ni él ni sus antecesores habían tenido problema alguno con otras personas o con comuneros ni, menos aún, habían tenido que concurrir a los tribunales. 


Indicó que actualmente debe gastar sumas considerables de recursos monetarios y tiempo en defensas judiciales, lo que le impide dedicarse a su trabajo y, a la larga, empobrece a su familia, la cual debe soportar esta tensa situación que se arrastra por años, con el dolor consiguiente.


Puntualizó que todas las amenazas que han proferido en su contra estos desconocidos se han concretado, con la única excepción de la amenaza de muerte que pende sobre él, razón por la cuál se ve obligado a vivir constantemente con una guardia de 30 carabineros y 12 policías, que lo custodian a él y a sus propiedades. Subrayó que tal destinación de personal es un gran gasto permanente para el Estado, y que, si no se toman medidas eficaces, los violentistas cumplirán su promesa de arrasar con todo el sur de Chile, desde Collipulli hasta Puerto Montt.


Ha hecho las denuncias correspondientes a la fiscalía, identificando a muchos de los agresores, pero no ha obtenido justicia. Agregó que Carabineros no concurre cuando se producen los atentados.


Exhortó a los legisladores a no hacer oídos sordos respecto del clamor de las víctimas, que tienen los mismos derechos que el resto de los chilenos.


El Honorable Senador señor Gómez consultó a los afectados si han sido identificados y castigados los encapuchados que han participado en los atentados de que han sido víctimas.


El señor Luchsinger indicó que esos individuos aparentemente estarían identificados pero, como no hay pruebas concretas, no se han iniciado los procesos judiciales correspondientes.


El señor Héctor Urban Astete, hijo del anterior, señaló que hace cinco años que se vive en la zona un clima de inseguridad y preguntó qué queda para el futuro suyo y de su familia, porque las experiencias vividas los tienen muy atemorizados. Relató que en la comuna de Ercilla hay una persecución continua contra los agricultores no mapuches. Destacó que él y su familia son objeto de amenazas constantes, que individuos profieren en plena vía pública. Todos saben quienes son, pero nadie dice ni hace nada, por temor a represalias, y cuando se logra abrir algún proceso o se obtiene una condena, los sancionados simplemente burlan la justicia. 


Hizo ver que las víctimas de atentados y amenazas no quieren ser los mártires de un conflicto que no han creado, cuyas motivaciones les son desconocidas y del que también son damnificados algunos comuneros mapuches. Los atacantes suelen actuar de noche, encapuchados y gozan de amparos políticos que les brindan impunidad. Los Carabineros temen dar protección a los perjudicados porque arriesgan su trabajo y su vida.


Informó que pudo lograr sentencia condenatoria contra un individuo perteneciente a una familia especialmente violenta, que lo amenazó de muerte. Sin embargo, las agresiones verbales continúan y uno de ellos es quien trató de quemar vivo a su padre, dentro de un camión de su propiedad.

- - - - - - -


El abogado señor Carlos Tenorio Fuentes, quien acompañó a los agricultores cuyas intervenciones en la Comisión preceden a ésta, a quienes ha patrocinado en juicios, expuso que el Ministerio Público ha impartido instrucciones para que estos casos sean perseguidos directamente por el fiscal regional. Agregó que han tenido muchos problemas con las declaraciones de testigos, porque muchos de ellos son parientes o vecinos de los hechores.


Indicó que la huelga de hambre emprendida por los comuneros mapuches condenados ha tenido importantes efectos en los procesos pendientes, porque ahora los jueces de garantía que intervienen en ellos son más reticentes para decretar medidas cautelares que signifiquen privación de libertad. Los abogados defensores de las víctimas han solicitado reiteradamente una audiencia con el señor Subsecretario del Interior, sin resultados positivos. Advirtió que el acceso que tienen a las autoridades judiciales y administrativas los abogados y los representantes de los comuneros en huelga de hambre es muy superior.


La solución a las situaciones judiciales es parcial. Hay que cambiar la actitud de organismos cuyo deber es dar protección a las víctimas. Los atentados contra el señor Jorge Luchsinger están policialmente resueltos, pero no hay pruebas para establecer la verdad judicial. En el caso del incendio de la cosecha del señor René Urban los Carabineros estaban a 300 metros y no actuaron. Parece existir la intención de no incrementar el conflicto y no escalarlo a enfrentamientos entre la policía y comunidades mapuches, concluyó el letrado.


Informó que, en estos casos, sólo se ha logrado una condena por amenazas no condicionadas
, proferidas contra don Héctor Urban Astete.


En la IXª. Región existe un clima de indefensión y una crisis económica, afirmó. Y añadió que ya es tiempo de que el Estado asuma su responsabilidad. En efecto, dijo, muchas de las peticiones de la etnia mapuche son comprensibles y deben ser atendidas.  La mayoría del pueblo mapuche es trabajadora, responsable y vive en la marginalidad.


El Honorable Senador señor Espina señaló que los casos expuestos corresponden a la realidad cotidiana de una veintena de agricultores de la zona, a lo menos, que no hacen denuncias ni siguen los procesos por falta de recursos o porque han sido directamente intimidados.



El legislador hizo hincapié en que los autores de todas estas agresiones son un ínfimo grupo, que no tiene ninguna representación de las comunidades. Declaró que la enorme mayoría de los mapuches que ha conocido son gente pobre, honrada y trabajadora, que pretende lograr compensaciones territoriales, pero por medios pacíficos, a través de las instituciones establecidas por la ley para tal efecto. Concluyó que cualquier proyecto de ley que se plantee debe amparar y favorecer a esa mayoría trabajadora y pacífica y no ir en favor de una minoría violenta.

- - - - - - -


El abogado de la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco A.G. (SOFO), señor Miguel González García, acotó que la solución no pasa por establecer más tribunales ni por otorgar más atribuciones al Ministerio Público, porque el modus operandi de los violentistas consiste en la comisión de atentados nocturnos planificados, que se ejecutan en despoblado, sin testigos, de modo que quedan impunes porque no dejan pruebas que permitan una investigación judicial. 


Los agricultores atacados no son gente rica y el conflicto ha venido empobreciéndolos, minando su salud física y sicológica y ha afectado también a sus familias. Es la seguridad, la integridad física y la vida de estas personas las que están en riesgo.


Los mapuches son vecinos de los agricultores afectados. Muchos de ellos son gente honrada, sin embargo, puntualizó, hay una minoría muy reducida que ha optado por la violencia para obtener recursos económicos.


Señaló que la SOFO espera que este asunto se resuelva mediante una fórmula que dé satisfacción real a las justas necesidades económicas, sociales y culturales de la etnia mapuche, para lo cual la mencionada agrupación gremial está dispuesta a participar en una mesa de diálogo, con los representantes de las etnias. Si no se sigue esta vía, la consecuencia ineludible será la acentuación del empobrecimiento en el sur de Chile.

- - - - - -


El Lonko señor Juan Curinao Manquean expuso que, en el caso particular de la quema del predio denominado “Poluco Pidenco”, ha habido una serie de sentencias contradictorias, que han sido revocadas y se ha vuelto a dictarlas, con la misma evidencia, pero con decisiones diametralmente distintas. Connotó que el aprovechamiento de toda esta situación ha dado pie a que los agricultores terratenientes aparezcan como víctimas y obtengan por ello ventajas del Estado.

- - - - - -


La Lonko señora Juana Calfunao Paillalef expuso que ella encabeza una comunidad de 18 familias, que poseen 120 hectáreas. Dijo que están rodeados por latifundistas y son objeto de continuos actos de acoso. Relató que, desde 1998, han sido víctimas de numerosos atentados, que culminaron en dos incendios, ocurridos en el año 2003. En uno de esos siniestros se quemó totalmente su casa y en otro pereció quemado un tío de la dirigente.


Agregó que ella es madre de 6 hijos, que no pueden ir al Colegio por el continuo acoso que sufren, y que, a diferencia de los agricultores que han declarado ante esta Comisión, ni ella ni su familia han tenido protección policial alguna. Por el contrario, cada vez que se produce un enfrentamiento con Carabineros, los comuneros mapuches son víctimas de destrozos y daños materiales en sus exiguas pertenencias.


Observó que hay un camino que atraviesa la comunidad, que fue construido por sus antepasados y que el Ministerio de Obras Públicas alega, sin fundamento legal, que es de dominio público. Por ese camino se han desplazado importantes grupos de Carabineros y fuerzas 
paramilitares  que  los  acosan  y  persiguen  habitualmente.   Por  ello,  el  21  de diciembre del año pasado los comuneros decidieron cerrarlo. Dos días después un gran contingente policial emprendió el asalto militar del predio, causando grandes daños e inflingiendo golpizas y malos tratos que provocaron lesiones a ella misma y a otros comuneros. Para probar sus dichos, puso a disposición de los miembros de la Comisión fotografías y videos que muestran las lesiones sufridas.


Señaló que los mapuches han sufrido tanto o más que los agricultores, pero el Estado no les ha proporcionado ninguna defensa. Agregó que no soportarán más malos tratos y defenderán sus legítimos derechos.


Indicó, en respuesta a lo señalado por el abogado señor González, que los que realmente destruirán el sur de Chile son las compañías trasnacionales dueñas de las empresas forestales.


La Lonko señora Calfunao, respondiendo a una consulta del Honorable Senador señor Gómez, declaró que ha hecho numerosas denuncias a la fiscalía, pero sus procesos judiciales no han avanzado nada. En cambio, los procesos criminales contra ella han tenido preferencia en los tribunales, y ella está sujeta, por orden judicial, al control de la autoridad, lo que le impone la obligación de firmar todos los meses.

- - - - - - -


El señor Francisco Caquilpan Lincuante señaló que su etnia lleva más de 30.000 años viviendo en las tierras que reivindican, lo que les ha dejado como legado una gran sabiduría de vida. En uso de esa sabiduría, como pueblo han sabido luchar, pero también llegar a acuerdos, e incluso tuvieron la capacidad de negociar y firmar tratados internacionales con la monarquía española, en 1641.


Expuso que para todos está claro que esta situación afecta a todo el país y que debe ser solucionada en el nivel político. Añadió que la sociedad chilena ha terminado por reconocer que no todos, dentro su seno, son chilenos, sino que también ella alberga a un grupo importante de indígenas. El siglo XXI brinda a esta sociedad la oportunidad histórica de definirse a sí misma como plurinacional y multicultural.


Agregó que nadie quiere vivir a sobresaltos, y lamentó profundamente lo que ha ocurrido a los colonos, pero los mapuches, dijo, han sufrido mucho más y ya es hora de que la violencia cese. Para eso, demandan una solución política.

- - - - - - -


El señor Galvarino Raiman Huilcaman manifestó que la utilización de la ley antiterrorista en estos casos obedeció a una reacción exagerada de las autoridades, motivada por la exposición alarmista y sesgada de los hechos, efectuada por las autoridades políticas de la zona y por los medios de comunicación.


Hizo notar que los mapuches son gente pacífica y que la violencia que han sufrido se mezcla con la historia de Chile. Agregó que, en su concepción cultural, el Derecho es una expresión de la forma como se debe vivir la vida. Los mapuches ofrecen al resto de los chilenos una oportunidad de llegar a un equilibrio con su propia historia, con su concepción de la sociedad y con el Derecho, que a la larga convertirá a todos en personas mejores.


Aseveró que la situación de violencia que vive el pueblo mapuche afecta tanto a la minoría que está por la violencia, cuanto a la gran mayoría que quiere una vida pacífica, y que si esa situación se prolonga se producirá un quiebre profundo entre mapuches y chilenos. Percibe que la gran mayoría de los chilenos también está en contra de la represión exacerbada que se ejerce contra los mapuches.


Planteó que esta discusión proporciona una instancia de reflexión que permite cambiar las cosas y, si este proyecto se detiene por impugnaciones formales de inconstitucionalidad, lo único que se logrará es agudizar el conflicto.


Agregó que hoy en día se está dando un fenómeno de toma de conciencia en los niños y jóvenes mapuches, que les mueve a rescatar su cultura, su historia y su territorio y los reafirma en la idea de que ellos tienen derecho a vivir como mapuches y de que ese derecho debería estar garantizado.


Afirmó que empecinarse en prolongar la situación actual o encapricharse con la mantención de rígidos cánones institucionales no lleva a ningún lugar y lo único que se logrará con ello, a la larga, es que el conflicto se incremente. En cambio, si se libera a los huelguistas se emite una señal que abre la puerta a un proceso amplio de reconciliación entre mapuches y chilenos, que sería beneficioso para todos.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que las últimas intervenciones aluden a un tema profundo, histórico, de reivindicaciones ancestrales, pero lo que hoy reúne a esta Comisión es el tema de la violencia. Los intervinientes de la etnia mapuche han señalado, de forma reiterada, que la libertad de los presos sería una señal muy positiva para ellos, y la pregunta que cabe formular al respecto es si esta señal podría ir a acompañada de un rechazo formal a la violencia, si con la liberación de estos presos se acaba la violencia.


El señor Galvarino Raiman respondió que el pueblo mapuche, por principio, rechaza la violencia, y que la semilla de esta situación de conflicto es el desconocimiento de los derechos de los indígenas.


Indicó que si en el Parlamento no se avanza en el reconocimiento de los derechos de los indígenas por medio de un acuerdo político que se materialice en la aprobación del Convenio N° 169 de la OIT
 y en el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas, la situación que origina la violencia persistirá.

- - - - - - -


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, señaló que la forma como se resuelva este asunto puede ser una señal que el Estado de Chile da a los mapuches para terminar con el conflicto. Agregó que la situación es compleja y que, si bien la solución propuesta en la Moción favorece a los huelguistas, deja intacto el problema de fondo.


Indicó que, por otra parte, tampoco se puede permitir que se amenace a las familias ni se incendien sus bienes; esas conductas no deben quedar impunes.


La Honorable Senadora señora Alvear expuso que le han impresionado profundamente los testimonios recibidos y que un país que se ufana de tener un Estado de Derecho no puede permitir la violencia contra nadie.


Añadió que la multiculturalidad de Chile es una fortaleza y que la inmensa mayoría de los chilenos tiene ancestros mapuches, por lo que se debe avanzar en reconocer legalmente este estado de cosas.


El Honorable Senador señor Espina señaló, en relación con el contenido de la Moción en informe, que es necesario considerar dos aspectos distintos.


El primero se refiere a la relación que debe existir entre el Estado de Chile, representado por el Gobierno, y las comunidades mapuches. Esa relación es de derechos y obligaciones recíprocas. A su juicio, la violencia que existe en la Araucanía se debe, en gran medida, a que el Gobierno no ha cumplido con su obligación de dar a las comunidades mapuches las oportunidades de superar la pobreza, recibir una atención de salud digna, apoyar y capacitar a sus integrantes para que trabajen la tierra, permitirles un trabajo digno y respetar su cultura y tradiciones.


En cuanto al segundo aspecto, expresó que la Moción no resuelve para nada el problema de fondo de la Región de La Araucanía. Ella contiene graves errores que describirá al fundamentar su voto. Agregó que si el Gobierno tiene voluntad para enfrentar el tema de fondo, lo que corresponde es llegar a un acuerdo que contemple medidas concretas en relación con las políticas de entrega de tierras, los programas sociales y las políticas públicas dirigidas a los mapuches, la seguridad de las víctimas de la violencia, etc. Sobre estas bases su Señoría consideró perfectamente posible acordar un indulto o una amnistía a los presos, en la medida que exista un rechazo claro y formal al uso de la violencia.

- - - - - -


El Ministro del Interior, señor Andrés Zaldívar Larraín, señaló que la problemática mapuche no se agota en el caso que motiva la Moción en estudio. Por el contrario, el asunto es mucho más profundo y pasa por la historia de pobreza, de falta de infraestructura, falta de educación, desconocimiento cultural y falta de reconocimiento constitucional, que ha afectado y afecta a la etnia mapuche.


Los casos específicos señalados en la Moción se refieren a delitos de incendio que fueron perseguidos por la fiscalía del Ministerio Público y en los cuales el Gobierno interpuso querellas fundadas en la ley antiterrorista, porque eran la culminación de una escalada de desmanes que estaba provocando mucha alarma pública.


Sobre los hechos acaecidos en el fundo Poluco Pidenco, respecto de los cuales se entabló la mayor parte de las querellas, el señor Ministro indicó que se incoaron tres juicios. En los dos primeros fue declarada procedente la aplicación de la ley antiterrorista, los imputados fueron declarados culpables, algunos de ellos están cumpliendo su condena y otros se encuentran prófugos. En el tercer juicio los imputados fueron declarados inocentes y la ley antiterrorista fue declarada improcedente.


El personero de Gobierno señaló que dirigentes mapuches tomaron contacto con el Ejecutivo en medio de la huelga de hambre que emprendieron los condenados y solicitaron algunos beneficios carcelarios para éstos, en razón de la existencia de juzgamientos diametralmente opuestos, acerca de unos mismos hechos. Esta idea de beneficios carcelarios tuvo buena acogida en el Gobierno y se sondeó la posibilidad de que los condenados cumplieran su condena en penales con mejores condiciones. Frente a esa propuesta, los dirigentes exigieron la libertad inmediata y rompieron las conversaciones. Acto seguido los personeros mapuches iniciaron conversaciones con otros representantes y autoridades, a saber, los Honorables Senadores señores Alejandro Navarro y Jaime Naranjo y el Obispo de Temuco, monseñor Manuel Camilo Vial, con quienes lograron un principio de acuerdo, que permitió interrumpir la huelga emprendida. Este acuerdo en principio generó la Moción en estudio, pero en definitiva las negociaciones no prosperaron y se reanudó la huelga de hambre.


Agregó que hay dos casos anteriores en que se ha beneficiado a grupos de personas condenadas por la ley antiterrorista. El primero es el que dio por resultado la liberación de presos políticos al inicio del gobierno del Presidente Patricio Aylwin, que fue el resultado de la negociación de las llamadas “leyes Cumplido”, y que permitió que el Jefe del Estado indultara a los condenados. El segundo caso es el de los presos de la cárcel de alta seguridad, a los que se otorgó el beneficio de la libertad condicional por medio de la ley Nº 20.042.


Finalizó señalando que el proyecto responde a un problema real, pero propone una solución que tiene muchas dificultades técnicas y constitucionales y que no consigue el objetivo que se propone. 


El Ministro de Justicia, señor Isidro Solís Palma, indicó que, como consideración de carácter general, debe entenderse que la ley, para ser tal, tiene que ser un mandato de la soberanía con carácter general, lo que es especialmente importante en materia penal. Observó que las leyes mediante las cuales se otorgan indultos y amnistías, aunque son leyes particulares, siempre benefician a una categoría de personas que se encuentran en similares condiciones. 


Expresó que hay dos formas de interpretar el proyecto contenido en la Moción: la primera, implica que no tiene aplicación alguna y la segunda, lo torna inconstitucional.


La primera interpretación parte de la base de que el verbo rector en el texto de la Moción establece que se podrá conceder el beneficio de la libertad condicional. Esto no es nada nuevo, porque el decreto ley Nº 321, de 1925, contempla la posibilidad de conceder este beneficio a los penados por la ley Nº 18.314, cumpliendo ciertos requisitos generales. 


La segunda interpretación, en cambio, parte de la base de que la Moción atenúa los requisitos exigidos por el decreto ley en cuestión para otorgar el beneficio, facultando a la administración para conceder la libertad condicional sin que todos ellos se verifiquen. 


Para que esta segunda lectura del texto no fuera inconstitucional, necesariamente debería tener carácter general, lo que provocaría un grave daño a la política del Gobierno en materia criminal, porque más de la mitad de los 23.000 condenados que cumplen sentencia en los penales chilenos podría exigir el beneficio. Por eso, el Ministerio no considera apropiada esta iniciativa, porque, aunque soluciona directamente el problema de cuatro condenados, genera un problema de política criminal en el que se pueden ver involucradas miles de personas. 


El señor Ministro indicó que el problema que procura resolver el proyecto tiene su origen en que la ley que sanciona las conductas terroristas presenta problemas de aplicación derivados de su mala construcción técnica. 


El error de construcción consiste en que no define claramente lo que se considera actividad terrorista y se limita a señalar que ciertos delitos tendrán ese carácter, si se cometen con determinadas finalidades, como son las de producir temor en la población o en una parte de ella, o con el propósito de arrancar resoluciones de la autoridad. 


En el caso de la primera hipótesis se presume que existe tal temor cuando el delito es cometido mediante artificio explosivo o incendiario, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos o infecciosos. Esta presunción puede ser calificada de inconstitucional, porque es una presunción de derecho de responsabilidad penal, que invierte la carga de la prueba en perjuicio del reo, lo que está proscrito por el número 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


Ilustró su aseveración con el siguiente ejemplo. Si tres delincuentes ingresaran a una casa en La Dehesa y asesinaran a la dueña de casa con armamento de 9 milímetros, que es calificado por la ley como un arma prohibida, por su calibre y gran poder destructivo, se presumiría de derecho que han causado temor en un segmento de la población, y es altamente probable que los medios de comunicación dieran cuenta del temor de las dueñas de casa de ese sector de verse afectadas por el mismo tipo de delito. Esto permitiría juzgar a los agresores en conformidad con la ley antiterrorista y no según los preceptos comunes del Código Penal. 


En la segunda hipótesis, esto es, si el delito ha sido cometido para arrancar resoluciones de la autoridad, se pueden plantear las siguientes alternativas posibles: si a los alumnos secundarios que estuvieron en huelga hace unas semanas atrás se les hubiera incendiado un liceo, como estaban tratando de arrancar decisiones de la autoridad, se les podría aplicar la ley antiterrorista. O si, tal como acaba de suceder, hay un incendio en un penal provocado por reos que piden cambios en el régimen interno, también se podría accionar según la ley antiterrorista. Estos ejemplos permiten concluir que la ley antiterrorista está mal construida.


Otro problema técnico legislativo de la ley antiterrorista es la construcción de los tipos penales. Ella establece tipos calificados construidos a partir de tipos penales de la legislación común, que ya están calificados. 


A modo de ejemplo, señaló que el artículo 2º de la ley Nº 18.314 establece como delito terrorista el incendio tipificado en los artículos 474, 475, 476 y 480 del Código Penal, si concurren las circunstancias calificatorias del artículo 1° del mismo cuerpo legal. El artículo 474 es un tipo de incendio calificado por el resultado: la muerte de personas. Para este delito la ley antiterrorista establece la agravación de la penalidad en uno, dos o tres grados, sin construir un tipo nuevo. El problema que esto plantea es que el juez tiene un mismo tipo, calificado en dos ordenamientos jurídicos distintos, el Código Penal y la ley Nº 18.314, por lo que, en virtud de la aplicación de los principios “non bis in idem” e “in dubio pro reo”, debe optar por la aplicación del estatuto que señale la penalidad menor, es decir, el Código Penal. Esta misma situación se produce cuando se trata del delito de incendio calificado del artículo 475 del Código Penal. 


El sin sentido de esos casos es que el artículo 2º ya citado también considera como posible delito terrorista al incendio simple, tipificado en el artículo 476 del Código Penal. Como este tipo simple no está calificado en la ley común, y sí lo está en la ley N° 18.314, podrá ser calificado conforme a esta última y aplicarse, en consecuencia, una penalidad superior, mayor aún que la que correspondería a los tipos de incendio calificado de los artículos 474 y 475 del Código Penal. Desde el punto de vista de un análisis sistémico, cabe concluir que este error permitiría aplicar una penalidad más alta a quién comete el delito más leve, lo que quiebra toda la lógica del sistema penal.


Para salvar este problema, se puede partir considerando que la ley antiterrorista tiene por finalidad proteger los bienes jurídicos fundamentales de la sociedad, como son la vida, la integridad y la libertad físicas y la salud de las personas. Para ello, el señor Ministro propuso incorporar a la ley antiterrorista un nuevo artículo 2º bis, del siguiente tenor:


“Art. 2º bis. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, sólo constituirán delitos terroristas aquellos que afecten la vida, la integridad física, la libertad y la salud pública.”.

 
En virtud de esta nueva disposición subsistiría el mismo catálogo de delitos enunciado en la ley N° 18.314, que serían castigados conforme a ella siempre que efectivamente afecten la vida, la integridad física, la libertad o la salud de las personas, y las restantes figuras quedarían reguladas por la legislación común. Eso tendría por efecto que en las causas contra los mapuches se deberían aplicar las sanciones del Código Penal, lo que permitiría cumplir con los objetivos del proyecto y solucionar el problema técnico de la ley N° 18.314. 

- - - - - - -


A raíz del giro que tomó el debate, la Comisión decidió abordar los temas de fondo involucrados en los conflictos producidos en la Araucanía que, entre otros efectos, ha dado lugar a los procesos judiciales y sentencias que motivaron la Moción en informe.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que, de aprobarse esta iniciativa legal, se generaría un mal precedente, porque a raíz de una huelga de hambre se efectuaría una modificación legal para cambiar la penalidad establecida en determinadas sentencias ejecutoriadas. Señaló que conoce un caso similar, en que dos madres iniciaron una huelga de hambre por una sentencia ejecutoriada que condenó a sus hijos a 15 años y un día. Observó que si se acoge este proyecto se sienta un precedente que generaría una presión formidable por parte de quienes están privados de libertad.


El Honorable Senador señor Navarro expresó que lo que se tuvo en vista al momento de proponer el proyecto es que, aunque los delitos efectivamente se ejecutaron, los mapuches involucrados nunca debieron ser juzgados por la ley antiterrorista. El legislador señaló que independientemente de que esta situación se deba a un error en la legislación o a una mala interpretación de los tribunales, de todos modos debe ser corregida. 


Indicó que la técnica legislativa ocupada es la misma que se utilizó en la ley Nº 20.042, que benefició a violentistas que participaron en hechos de sangre a fines del gobierno militar y durante la primera parte de los gobiernos democráticos. En esa oportunidad se obtuvo la anuencia de algunos parlamentarios de la oposición, con cuyos votos la iniciativa pudo transformarse en ley. 


En el caso en estudio no se cometieron delitos contra las personas. Existe alguna pequeña objeción relativa al plazo que deben cumplir los condenados pero, fuera de ello, la Moción es similar a la que culminó como ley Nº 20.042, que nunca fue objetada de inconstitucional.


El señor Ministro de Justicia expuso que el problema de constitucionalidad radica en que la libertad condicional es un beneficio que debería alcanzar a todas las personas que están condenadas en similares circunstancias, por lo que no es posible establecer una ley que conceda beneficios especiales a un grupo pequeño de personas y se los niegue al resto de los condenados, sin transgredir la Carta Fundamental. Para que el proyecto salve el inconveniente anotado, la ley debería ser aplicable en condiciones de igualdad a todos los condenados, con lo que automáticamente cerca de 13.000 personas quedarían en condiciones de solicitar este beneficio. Observó que, si bien la concesión del mismo es optativa para la autoridad, el escenario creado por una ley de alcance general abre el camino para ejercer una tremenda presión, muy difícil de resistir, por parte de los reclusos a quienes no se conceda el beneficio a primera solicitud. 


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que si se desecha la Moción por defectos de constitucionalidad, el único camino que queda disponible es una ley general de amnistía, la cual, por disposición de la Constitución Política de la República, requiere el voto conforme de dos tercios de los parlamentarios en ejercicio. En este escenario, es muy importante que se fijen las condiciones conforme a las cuales la oposición otorgaría su anuencia, porque, de lo contrario, la situación actual no variará y es previsible que se abra un debate importante y duro sobre la situación de los condenados, que muy probablemente volverían a su huelga de hambre.


El Honorable Senador señor Gómez expuso que el texto sustitutivo sugerido por el Ministerio de Justicia resolvería algunos inconvenientes que han quedado de manifiesto en el debate. Por ello, debería verificarse el apoyo que él concita. 


El Honorable Senador señor Espina señaló que, en primer lugar, es imprescindible conocer el tenor de las querellas y de las sentencias que afectan a las personas señaladas en la Moción, porque hasta la fecha el único dato cierto es el oficio del Ministerio de Justicia, donde se informa de la situación de nueve personas, y no sólo de las cuatro que han participado en las huelgas de hambre, como es de público conocimiento.


El señor Ministro de Justicia señaló que hay tres personas que no tienen problemas, porque a la fecha ya han cumplido más del 50% de su sentencia; hay otras dos que están prófugas y las cuatro restantes son las que iniciaron la huelga de hambre. Respecto de estos últimos cuatro condenados, el personero del Ejecutivo señaló que rechazaron la posibilidad de solicitar beneficios excarcelatorios porque esperaban que la Corte de Apelaciones de Temuco modificara las penas que se les había impuesto, lo que en definitiva no ocurrió.


El Honorable Senador señor Navarro observó que hay otras personas, que también tuvieron participación en los hechos y que están siendo enjuiciadas por ilícitos distintos, como es el caso de Víctor Ancalaf, quien tiene dos ó tres causas pendientes. 


El Honorable Senador señor Larraín respaldó la petición de antecedentes hecha por el Honorable Senador señor Espina, toda vez que es muy importante discutir un camino de solución que efectivamente resuelva el problema de todos los involucrados y no deje a nadie afuera; de lo contrario, esta discusión tendría que repetirse innecesariamente.


El Honorable Senador señor Gómez, para ordenar el debate, solicitó centrarlo en torno a la propuesta de orden general del Ejecutivo, que permite solucionar el problema específico planteado y, si esa idea es aprobada, entrar después a la discusión global del problema económico, social y cultural de la IXª Región. 


La Honorable Senadora señora Alvear coincidió en que la propuesta del Ejecutivo es apropiada, en cuanto soluciona el problema que motivó la Moción, a través de una modificación que no plantea duda alguna de constitucionalidad. 


El señor Ministro de Justicia expuso que el Ejecutivo funda su proyecto en que la tipificación legal de todo delito, sea o no terrorista, contiene un principio de prevención general, en orden a evitar que sean afectados los bienes jurídicos que cada tipo penal tutela. Por ello, si el delincuente de todos modos va a cometer un delito, debe incentivársele para que opte por el ilícito menos dañino. 


En segundo lugar, el personero del Ejecutivo planteó que la figura de incendio no agravado contenida en la ley antiterrorista envuelve un error sistemático, porque aunque el artículo 2º de la ley incluye al incendio agravado del artículo 474 del Código Penal, un mismo tipo penal no puede ser agravado dos veces, una por la ley penal común y otra por la legislación antiterrorista, por tanto, el juez, en aplicación de los principios “non bis in idem” e “in dubio pro reo”, debe elegir la alternativa menos gravosa para el delincuente, que en este caso es el artículo 474 del Código Penal, el cual señala una penalidad que llega hasta el presidio perpetuo simple, lo que permite aspirar a la libertad condicional después de 20 años de reclusión. 


En cambio, el artículo 476 del Código Penal, también incluido en el artículo 2º de la ley antiterrorista, es una figura simple, por lo que puede ser agravada por una legislación especial. Como esa legislación especial, en este caso la ley antiterrorista, permite elevar la pena en hasta tres grados, en la práctica un incendio simple considerado terrorista puede ser castigado hasta con presidio perpetuo calificado, eventualidad en la que se podrá solicitar la libertad condicional sólo después de 40 años de reclusión.


El señor Ministro observó que lo expuesto es un contrasentido sistemático, porque permite imponer una pena mayor, presidio perpetuo calificado, a una figura penal más leve, como es el incendio del artículo 476, número 3°. Esto rompe con el principio de prevención general, que supone que a delitos más graves debe asignárseles penas mayores.


El Honorable Senador señor Larraín indicó que, antes de entrar el fondo del asunto, se debe retirar el proyecto actualmente en discusión, porque no es posible votar una mera idea del Ejecutivo, que aún no ha ingresado al Parlamento como Mensaje. Esa idea puede ser materia de un acuerdo político, pero esa modalidad de discusión no pasa necesariamente por la Comisión. 


El señor Ministro del Interior planteó dos vías posibles: presentar un nuevo proyecto de ley o presentar una indicación sustitutiva del presente proyecto.


El Honorable Senador señor Larraín hizo ver que la idea del anteproyecto del Ejecutivo no se ajusta a la idea matriz de este proyecto, por lo que no procede plantearlo vía indicación sustitutiva. 


El Honorable Senador señor Espina destacó que, además, la modalidad de una indicación sustitutiva tiene otro inconveniente, porque la inconstitucionalidad del proyecto matriz haría ineficaz el trámite. Por otra parte, si el proyecto es considerado constitucional y es aprobado en general por la Comisión, pasaría a la Sala para que, una vez aprobado en dicha instancia, corriera un plazo para indicaciones, lo que retrasaría todo el proceso. Por ello, lo apropiado es presentar un nuevo proyecto. 


En relación con el fondo del asunto, su Señoría expuso que hay que tener presente que, salvo un artículo, la legislación antiterrorista fue aprobada en los gobiernos democráticos, que han reemplazado casi en su totalidad el texto original. 


Agregó que una modificación como la propuesta no va a significar, en ningún caso, que los condenados salgan inmediatamente en libertad; en el mejor de los casos las penas serán rebajadas a cinco años y un día, por lo que los condenados deberán cumplir a lo menos dos años y medio de cárcel.


Advirtió luego que la solución a este problema también se puede plantear como una ley de amnistía para los indígenas condenados, pero siempre y cuando se pueda establecer con el Gobierno una mesa de diálogo, para analizar cuatro o cinco problemas globales que afectan a los mapuches y a los demás habitantes de la zona, porque también debe darse una respuesta y una solución a lo que plantearon en esta Comisión los señores René Urban y Jorge Luchsinger.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que es muy difícil establecer a priori el apoyo de la oposición, pero expuso que estaría dispuesto a recabarlo si, conjuntamente con la propuesta del Ejecutivo, se plantean las bases para un acuerdo sobre los graves problemas que afectan a la zona, que a su juicio abarcan dos grandes temas, a saber, la profunda pobreza material que afecta a la zona y, en segundo lugar, la violencia allí instalada. Afirmó que ninguna de dichas situaciones puede ser tolerada. 


El Honorable Senador señor Espina agregó que si se llega a un acuerdo sobre los problemas globales de la Región, cabe también integrar en la negociación el tema del reconocimiento constitucional de las etnias indígenas y la ratificación del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, cuya tramitación se encuentra pendiente en el Senado.


El Honorable Senador señor Navarro se mostró de acuerdo con los planteamientos anteriores, pero agregó que es muy importante fijar un calendario breve para liberar a los detenidos, porque, de lo contrario, el conflicto podría aumentar. En relación con la situación global en la Región, acotó que ha habido diagnósticos que, de forma sesgada, han hecho hincapié únicamente en la violencia, dejando de lado los elementos profundos de discriminación y marginación que afectan a las etnias originarias.


El Honorable Senador señor Gómez planteó que todos los presentes fueron afectados por lo que narraron el señor Luchsinger y el señor Urban en la Comisión, y que no fue menos impactante el testimonio de la golpiza y malos tratos que sufrió la Lonko señora Juana Calfunao, por lo que corresponde ponderar equilibradamente la situación. 


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que, aunque el tema global de la zona mapuche amerita discusión, no es menos cierto que el proyecto en trámite responde a una demanda puntual expresada con mucha fuerza por un grupo organizado, cuyos dirigentes asistieron a la Comisión. Esos representantes deben llevar una señal concreta a los afectados, por lo que es muy importante que la Comisión emita alguna señal, a menos que se quiera que la huelga de hambre se reinicie y el conflicto vuelva a ganar terreno.


El Honorable Senador señor Larraín expuso que, tal como está planteado, el proyecto contenido en la Moción en estudio no tiene destino, por lo que cabe discutir previamente y resolver cómo erradicar la violencia que se ha producido en la zona y cómo terminar con la pobreza de los mapuches.


El Honorable Senador señor Espina anunció que los parlamentarios de la Alianza por Chile podrán votar a favor sólo si se alcanza el consenso para aprobar un conjunto de propuestas adicionales, diseñadas con el fin de enfrentar las situaciones planteadas por el Honorable Senador señor Larraín. Si hubiera una buena recepción para dichas propuestas, dicho sector político estaría incluso dispuesto a discutir el otorgamiento de un perdón, por medio de una ley de amnistía. Con todo, es necesario que el acuerdo al que se llegue en torno a estas proposiciones sea socializado entre todos los actores de la Araucanía involucrados. 


Indicó que necesariamente habrá que estudiar y dar solución a temas como la reparación a las víctimas, el mejoramiento de la acción de la justicia, la presencia y el resguardo policial, el reconocimiento constitucional de las distintas etnias que componen nuestra nación, el mejoramiento de la CONADI, la compra de tierras, los posibles incentivos a la inversión, el estatuto de la propiedad indígena y el mejoramiento económico y social de la región, que según las estadísticas es la más pobre de Chile.


Agregó que si sólo se va a debatir la fórmula para beneficiar a cuatro huelguistas, la Alianza por Chile no sumará sus votos.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, advirtió que los Honorables Senadores señores Espina y Larraín han fijado un marco para la conversación y exhortó a no olvidar que existe un problema específico, cual es el de los ayunantes. Observó que es necesario tener claro si hay voluntad para solucionarlo, para después entrar a discutir el problema de fondo. Subrayó que en el escenario definido por la discusión de este proyecto de ley no es posible resolver un problema de casi 200 años de antigüedad, aunque hay que estar abierto para buscarle soluciones. 


Agregó que ha habido sucesos muy violentos, pero que no hay que exagerarlos, porque en ningún caso hay un estado de beligerancia abierta o declarada. 


El Honorable Senador señor Gómez hizo notar que no es posible poner en votación en esta instancia la opción del Ejecutivo, porque materialmente no está contenida en un proyecto ingresado al parlamento. Por ello, indicó, sólo cabe discutir el asunto en términos globales.


El Ministro del Interior, señor Andrés Zaldívar, indicó que el Gobierno ha sido convocado a discutir un proyecto de ley determinado. Destacó que, por disposición constitucional, el Ejecutivo está impedido de otorgar indultos particulares por delitos terroristas y recordó que, con ocasión de la discusión de las denominadas “leyes Cumplido”, el parlamento autorizó al Ejecutivo para que, en una situación similar, resolviera el tema directamente.


Reiteró que la propuesta del Ejecutivo está inspirada en la idea de que los delitos definidos por la ley como terroristas sólo deben estar referidos a aquellos que afectan la vida, la integridad física, la libertad y la salud de las personas y no deben constituirse en una medida de resguardo o preservación de bienes de carácter patrimonial. Agregó que esta fórmula no involucra problemas de constitucionalidad. 


El señor Ministro hizo notar que la iniciativa encaminada a abordar el problema de los ayunantes no debe ser vista como una suerte de armisticio, porque en ningún caso existe una situación generalizada de violencia y porque los beneficiados deberán declarar que renuncian a la fuerza para arrancar al Estado soluciones a demandas sociales. Esta declaración es una condición que se impone para cualquier beneficio que se otorgue y su quebrantamiento acarreará indefectiblemente la interrupción de la gracia otorgada. La propuesta permitirá solucionar el problema a través de vías de carácter eminentemente político, que es lo que el caso requiere, en lugar de buscar un arreglo a través de la vía jurisdiccional, tal como la Moción propende.


El Ministro (S) de Planificación Nacional (MIDEPLAN), señor Gonzalo Arenas Valverde, expuso que el 5 de octubre de 1993 se publicó la ley por la cual el Estado reconoció a los pueblos indígenas y estableció en su favor medidas de protección, desarrollo y fomento. Esa ley consagra, entre otras garantías, el derecho de los indígenas a la tierra, la protección y ampliación del mismo y el amparo de las culturas indígenas. Además, ese cuerpo legal creó la Corporación Nacional de Desarrollo indígena (CONADI).


En cumplimiento de ese mandato, entre 1993 y 2005 se han traspasado más de 491.000 hectáreas a las comunidades indígenas, beneficiando a más de 19.400 familias. Por su parte, el Programa Orígenes ha invertido más de $ 6.175.000 en el desarrollo productivo de los predios adquiridos para los indígenas por la CONADI. Para ello, la autoridad indígena ha entregado orientaciones a los organismos relacionados con el desarrollo social y económico rural, de modo que puedan formular presupuestos y planes de inversión especiales destinados a los predios traspasados a las comunidades indígenas.


Para la prosecución futura de estos objetivos la “Política del Nuevo Trato” ha propuesto fortalecer y ampliar a diez las áreas de desarrollo indígena definidas conforme al artículo 26 de la ley N° 19.253, mejorando e institucionalizando los modelos de gestión en esos espacios ancestrales protegidos.


Agregó que diversas iniciativas legales han creado tres nuevas comunas de población netamente indígena: Hualañé, en la Región del Maule, Chol-Chol, en la Región de la Araucanía y Alto Bío-Bío, en la Región del mismo nombre. En las últimas elecciones municipales resultaron elegidos 16 alcaldes y 136 concejales indígenas, que representan casi el 5% del total de las autoridades de ese rango en el país.


En materia de promoción cultural se ha impulsado el Programa de Educación Intercultural Bilingüe (PEIB), para mejorar el aprendizaje en escuelas básicas insertas en contextos de diversidad cultural y lingüística. Para ello, el Ministerio de Educación ha destinado 
$ 400.000.000, a 365 escuelas adscritas en este programa. En materia de educación preescolar, la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) y la Fundación Integra llevan adelante programas de educación preescolar para niños indígenas, en 78 jardines infantiles de regiones con diversidad étnica, que benefician a 1.500 párvulos y han requerido una inversión acumulada de $ 2.800.000.000. Además, esa cartera ministerial, en el lapso de seis años, ha aumentado en un 80% los recursos para otorgar 152.317 becas a indígenas. Por su parte, la CONADI ha invertido más de $ 1.600.000.000 en zonas de alta densidad de población indígena, con el propósito de rescatar y desarrollar las lenguas originarias, propendiendo a su codificación, estandarización y modernización, y para recuperar lenguajes en proceso de extinción. 


Respecto de las medidas de promoción productiva para los pueblos originarios, el señor Ministro (S) señaló que entre los años 2000 y 2005 la inversión pública alcanzó a los $ 100.400.000.000. De estos fondos, el programa Orígenes ha gastado en inversión directa 
$ 23.000.0000.000, ejecutando 3.000 proyectos en 645 comunidades indígenas. Conjuntamente con ello, CONADI, por medio del Fondo de Desarrollo Indígena, ha ocupado $ 9.000.000.000 en estudios de preinversión y en acciones de fomento a la economía indígena. Por su parte, el Ministerio de Agricultura ha gastado $ 48.000.000.000 en planes de apoyo productivo a los pueblos originarios, a través de servicios relacionados, como el Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP). Además, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social ha desembolsado un total de $ 7.800.000.000, de los cuales $ 2.250.000.000 han sido destinados a programas de capacitación, emprendidos por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, dirigidos a 11.584 trabajadores indígenas; también el “Programa Proempleo” ha beneficiado a 4.242 personas pertenecientes a las etnias originarias. En este mismo campo de acción, la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), el Servicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC) y el Servicio Nacional de Pesca (SERNAPESCA) han gastado $ 660.000.000.


En el área de la salud, el Ministerio del ramo ha desarrollado un programa especial de salud para pueblos indígenas, aplicado en los 22 Servicios de Salud con mayor concentración de población proveniente de las etnias originarias. Este programa ha irrogado un gasto público de $ 3.700.000.000. Por otra parte, por medio del Programa Orígenes se han invertido $ 1.500.000.000, en 320 proyectos de medicina indígena.


En el área de la vivienda, la Secretaría Regional Ministerial respectiva ha entregado 3.000 subsidios a familias indígenas, por un monto máximo individual de 250 unidades de fomento. Estos subsidios están destinados a adquirir o construir viviendas emplazadas en áreas de desarrollo indígena. Por su parte, esa cartera ministerial ha desarrollado proyectos habitacionales en conjunto con actores regionales y locales, para flexibilizar el diseño y las normas para la construcción de viviendas indígenas; en esta línea se encuentran los proyectos “Machis” de Lumaco y el de viviendas lafkenches, desarrollado en la comuna de Teodoro Schmidt.


En el área de las obras públicas, la cartera en cuestión ha invertido, entre los años 2000 y 2005, $ 86.000.000.000, en comunas de alta concentración de población indígena. Específicamente, en la Región de la Araucanía el Ministerio de Obras Públicas ejecutó un programa de desarrollo destinado a mejorar las condiciones de vida y de transitabilidad de los caminos que permiten acceder a las diversas comunidades de la Región, cambiando su estándar de tierra a ripio. Este programa ha beneficiado a 505 comunidades de la zona, mejorando 950 kilómetros de camino, con una inversión estimada de $ 5.000.000.000.


La red de protección social del programa “Chile Solidario” ha incorporado a 20.000 familias indígenas hasta el año 2005, lo que corresponde al 12% del total de familias que participan en dicho programa. Esto incluye aportes del FOSIS, bonos y subsidios, con un gasto total de $ 3.400.000.000. Durante este año se realiza una evaluación del programa, con el fin de conocer la percepción del mismo por los indígenas e implementar los ajustes necesarios que mejoren su pertinencia cultural.


El personero destacó que en la ficha estadística de encuesta a los beneficiados se ha incorporado, en el módulo de localización territorial, una consulta sobre el nombre de la comunidad indígena a la que pertenece el encuestado y el Código Indígena asignado a dicha comunidad.


Agregó que la política del Nuevo Trato emprendida por el Ministerio ha permitido la puesta en marcha de 83 proyectos de manejo de recursos naturales, beneficiando a 2.235 familias; 43 proyectos de mejoramiento de recursos hídricos, beneficiando a 1.120 familias, y diversos proyectos que han involucrado a 600 familias en actividades de capacitación en manejo de huertos con tecnología orgánica y a 200 familias en manejo de recursos hídricos. Además, se ha contado con la participación de 1.720 familias en concursos de gestión de emprendimiento, en los que han resultado beneficiadas 880 familias, se ha impartido 858 capacitaciones autogestionadas y 1.100 familias han participado en talleres de micro crédito proveniente del convenio ATV-BancoEstado
.


 El señor Ministro (S) añadió que ahora procede iniciar la fase 2 del Programa Orígenes y avanzar en el programa Araucanía Viva.


El Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), señor Jaime Andrade, señaló que en mayo del año 2002 se estableció una estandarización de criterios sobre la compra de terrenos por la CONADI, y que en el período donde se hicieron las inversiones antes detalladas por el señor Ministro (S) había una gran presión social de los mapuches para adquirir tierras, desconociendo los mecanismos institucionales establecidos para tal efecto en el Fondo de Tierras.


Observó que, a propósito de la situación de cuatro comuneros, no procede revisar ni retrotraer la política para el sector sostenida por el Gobierno. Enfatizó que en 2002 se indicó a las comunidades un camino claro para obtener tierras de forma pacífica y dentro del marco institucional.


El señor Director señaló que los mecanismos básicos de adquisición de tierras para los indígenas están contemplados en el artículo 20 de la ley Nº 19.253. La letra a) de ese artículo establece un subsidio que se otorga, previa postulación, a personas y comunidades indígenas, con la finalidad de aumentar la superficie de tierras que ya poseen, cuando el tamaño de los predios sea insuficiente. El segundo mecanismo está contemplado en la letra b) del artículo 20, y consiste en el financiamiento directo de la compra de predios que son objeto de pleitos, en especial cuando están relacionados con resoluciones o transacciones judiciales o extrajudiciales relativas a tierras amparadas por títulos de merced
, títulos de comisario
 u otras cesiones o asignaciones hechas por el Estado en favor de los indígenas.


El Director de la CONADI explicó que, para emplear el segundo mecanismo, las comunidades presentan su requerimiento a la Fiscalía de la CONADI, que hace un estudio de pertinencia y aprueba el requerimiento, en su caso, declarando la aplicabilidad de dicho instituto al caso específico. Posteriormente, el asunto pasa al Consejo de la CONADI
, en el que está representada la etnia mapuche, el cual asigna las prioridades de las solicitudes declaradas aplicables. En estos momentos hay 51 comunidades priorizadas y 130 peticiones en que se ha declarado la aplicabilidad. Connotó que, con el presupuesto actual, la solución de estos 181 casos tardará 8 años.


El Honorable Senador señor García indicó que en este mecanismo se encuentra el problema, porque la idea original de la ley era solucionar, por medio de las medidas excepcionales que franquea el artículo 20, letra b), los problemas que a la fecha de la promulgación de la ley
 existían con los títulos de dominio provenientes de distintas fuentes legales y que estaban debidamente acotados. Pero desde 1994 a la fecha se ha permitido que se integren nuevas comunidades aduciendo esta causal, lo que prolonga el problema indefinidamente y deja en segundo plano el mecanismo de subsidio, establecido en el artículo 20 letra a), que debería ser la manera normal para que las comunidades adquieran tierras.


La Honorable Senadora señora Alvear consultó si la CONADI cuenta con alguna estimación de cuántos son los terrenos en conflicto y cuál es su extensión.


El señor Director de la CONADI declaró que el Fondo de Tierras presenta una debilidad desde su origen, porque cuando se empezó a implementar los mecanismos de adquisición del artículo 20, letra b), no se tenía claro cuál era la superficie total de terrenos en conflicto. Actualmente sí hay una estimación, que arroja un total de 60.000 hectáreas pendientes por demanda histórica, que es la que puede enmarcarse en la aludida letra b) del artículo 20, y 220.000 hectáreas que son objeto de una demanda social, que es la que cabe dentro del esquema de la letra a) del mismo precepto.


El funcionario observó que el marco institucional que proporciona la ley Nº 19.253 establece los dos mecanismos para la adquisición ya señalados: el subsidio y la compra directa de tierras en conflicto. Este marco ha sido mantenido por la CONADI, la cual ha resistido las presiones de las comunidades que han recurrido a la violencia para variar el criterio de priorización establecido. 


Agregó que el Fondo para Adquisición de Tierras debe cumplir objetivos especificados en la ley, y que no ha intervenido en los sucesos que afectaron a los señores Luchsinger y Urban porque, más allá de los hechos delictuales, nunca existió una demanda sobre esas tierras planteada como un requerimiento. Observó que la Contraloría General de la República ha objetado algunas asignaciones destinadas al apoyo productivo a los propietarios beneficiados con la adquisición de tierras, porque ha considerado que el Fondo sólo tiene por objeto adquirir tierras y sus recursos no pueden ser destinados a otros fines, por legítimos que sean y relacionados que parezcan. 


Otro punto que abordó el señor Director de la CONADI es la situación de los predios forestales. Al respecto informó que, hasta 2002, se adquirieron y traspasaron algunos predios de carácter eminentemente forestal, lo que provocó algunas dudas respecto del cumplimiento de las obligaciones impuestas por el decreto ley Nº 2.565
.


El Honorable Senador señor García manifestó que muchas familias indígenas ocupan riberas de ríos y resultan muy perjudicadas con las crecidas, que modifican las dimensiones y características de sus predios. Estas familias deberían tener alguna prioridad en el subsidio, para adquirir tierras que compensen las mermas sufridas por esta causa. 


Su Señoría hizo ver también que el subsidio para la adquisición de tierras debería contemplar un incentivo especial para que comuneros de comunidades hereditarias que posean predios de carácter indígena puedan comprar otras cuotas y consolidar eventualmente la totalidad del dominio o posesión del bien. Esto es importante, porque la ley indígena establece la indivisibilidad de los predios regulados por ella, lo que, en el caso de las comunidades hereditarias, genera muchos problemas de convivencia.


El Director Nacional de la CONADI señaló que el tema planteado es de suyo complejo, porque el problema de las comunidades hereditarias es real, pero, por otra parte, una de las normas básicas de la propiedad indígena es la indivisibilidad, porque es el elemento que permite mantener el carácter comunitario de tales predios, lo cual es muy importante para la mantención de la cultura de las etnias originarias.


El Director del Programa Orígenes, señor Juan Francisco Fernández, señaló que este Programa tiene por objetivo articular las demandas de las comunidades indígenas, por la vía de la participación, con los planes y proyectos del Estado. Agregó que el programa está financiado a través de un contrato celebrado entre el Estado de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Este financiamiento contempla dos etapas de ejecución del programa, la primera de las cuales ya está concluida.


En la primera fase participaron 22.600 familias de 645 comunidades indígenas aimaras, atacameñas y mapuches de la Iª, IIª, VIIIª, IXª y Xª Regiones, que habitan en zonas rurales. Los recursos se focalizaron en comunidades indígenas asentadas en comunas con altos índices de pobreza, beneficiadas con predios adquiridos por la CONADI y ubicadas en Áreas de Desarrollo Indígena
.


Los proyectos desarrollados corresponden a las siguientes áreas:

· Proyectos de fortalecimiento comunitario (666 proyectos comunitarios y 137 territoriales).

· Proyectos culturales (443 proyectos)

· Proyectos de Medicina Indígena (376 proyectos)

· Planes productivos (3.058 proyectos)


Además, se han invertido recursos en las siguientes áreas:

· Educación: se han desarrollado planes educacionales especiales y textos para 1º a 4º básico y se han implementado diversos programas específicos en 160 escuelas rurales.

· Salud: se ha invertido en 97 proyectos de mejoramiento de acceso a postas y consultorios.

· Institucionalidad pública: 4.507 funcionarios han sido capacitados en cultura indígena y pertinencia.


La fase I del Programa Orígenes se cerró el día 18 de julio del presente año, con la última rendición de cuentas al BID. 


La fase II supondrá la ampliación del ámbito de acción, con el fin de articular la inversión realizada con las estrategias regionales y comunales; cambiará el enfoque de la fase anterior, desde la segmentación hacia la integración de los procesos de planificación e inversión; se preocupará de capacitar y fortalecer las organizaciones antes de la planificación; ejecutará la planificación a partir de la cultura y la historia local de los beneficiados; generará espacios de participación a nivel regional y local; ampliará el trabajo coordinado con los servicios públicos; pondrá el acento en la sustentabilidad de las inversiones; descentralizará la ejecución de los programas; simplificará los procesos administrativos, y mejorará el apoyo técnico para la formulación y ejecución de los planes.


El Honorable Senador señor García señaló que su evaluación del Programa Orígenes es negativa. Hizo presente que en su ejecución se ha construido una gran cantidad de sedes sociales que actualmente se encuentran abandonadas y semi derruídas y se ha emprendido una serie de programas productivos que, a la postre, han mostrado no ser pertinentes.


Observó que con la ejecución de estos programas se debería haber generado un círculo virtuoso, que lograra que los beneficiados salieran de la pobreza. En contraste con este propósito, el resultado ha sido que las personas que participaron no son menos pobres hoy de lo que eran antes, se percibe que la asignación de recursos tiene un carácter meramente asistencial y, en algunos casos, encubre una forma soterrada de proporcionar recursos a los dirigentes de las comunidades, para evitar el surgimiento de focos de violencia. Puntualizó que tiene un informe de la Contraloría General de la República que establece que no hay proyectos integrantes del Programa Orígenes que no merezcan algún reparo.


El señor Director Nacional de la CONADI discrepó de la apreciación anterior e indicó que en la segunda fase del Programa Orígenes se ampliará el número de comunidades involucradas por demanda de ellas mismas. Agregó que, si bien deben mejorarse los controles, la relación entre los proyectos con resultados positivos y las denuncias por mal funcionamiento que han sido efectivamente demostradas es bajísima.


Señaló que, como conclusión de la primera etapa, se logró establecer que hay que mejorar las instancias de participación para morigerar una excesiva intermediación de los dirigentes de las comunidades y que hay que integrar a los Gobiernos Regionales en el proceso de toma de decisiones y de implementación de los programas.


Observó que hay que tener muy en cuenta el tema de la pertinencia cultural, porque concebir un desarrollo productivo inserto en una lógica de economía moderna es inviable, teniendo a la vista las particularidades culturales de los indígenas y el hecho de que se trata de economías de subsistencia.


Agregó que le cupo participar activamente en una denuncia hecha a la Contraloría, que involucraba a dirigentes indígenas y a funcionarios de la Corporación en una falsificación de instrumento privado para lograr la asignación de fondos para un proyecto en Puerto Saavedra. Esta investigación se llevó a cabo y se logró esclarecer la situación y sancionar a los responsables. El monto involucrado en esa ocasión era muy pequeño, pero simbólicamente el hecho establecía un muy mal precedente, por lo que se optó por ser muy acuciosos en la investigación y drásticos en la sanción.


El Honorable Senador señor García hizo hincapié en que más que malos manejos puntuales, el Programa Orígenes tiene problemas de diseño, porque las iniciativas que emprende no son eficaces ni sostenibles en el tiempo.


La Honorable Senadora señora Alvear consultó al Director cuál es la percepción de la CONADI y de MIDEPLAN sobre futuros problemas que puedan preverse en relación con los pueblos originarios, cuál es la proyección de la demanda de tierras por parte de los mapuches y si los proyectos de reconocimiento constitucional satisfacen a los pueblos indígenas.


El señor Director Nacional de la CONADI indicó que la Corporación percibe riesgos de conflictos futuros asociados a problemas ambientales, que ya afloran en las comunidades de la IIª y la IIIª Región, por los derechos de agua que disputan con las empresas mineras; la concesión de turismo sobre los géiseres de El Tatio, entregada a una comunidad, tiene puntos de colisión con una concesión minera para la explotación geotérmica del lugar; está el conflicto que sostienen las comunidades diaguitas con el proyecto aurífero Pascua Lama; los problemas suscitados por la construcción del nuevo aeropuerto en la IXª Región, y otros, que dan pie para afirmar que la ley necesita incorporar la protección de la variable medio ambiental.


En relación con la demanda de tierras, el funcionario señaló que hay 51 comunidades a las que el Consejo de la CONADI ha dado prioridad para la satisfacción de sus demandas de tierras y 130 en que el requerimiento ha sido declarado aplicable por la Fiscalía de la CONADI. Para adquirir los predios necesarios se precisará de 8 años, y tal lapso puede ser considerado, con justa razón, muy largo por las comunidades, que llevan décadas a la espera de una solución. La única manera de apurar este flujo de compras es aumentar el presupuesto de la CONADI. 


Agregó que están establecidas reglas claras para la adquisición de predios, conforme a las cuales es obligatoria la intervención de tasadores independientes para determinar el valor comercial de las tierras. El precio definitivo que puede pagar el Director por los predios no puede superar en más de un 10% el valor comercial fijado por los tasadores externos.


En lo que dice relación con el tema del reconocimiento constitucional de las etnias originarias, el señor Director hizo presente que, en primer término, las personas pertenecientes a las distintas etnias demandan lo mismo que el resto de la población, que es empleo. En segundo lugar demandan reconocimiento. Sobre esto último, el 6 de enero de este año, en Nueva Imperial, la Presidenta de la República contrajo el compromiso de generar un debate nacional, auspiciado por el Ejecutivo, sobre la evaluación de la política pública destinada a las etnias y de poner al día la discusión sobre el reconocimiento constitucional. A este respecto, la situación de los cuatro ayunantes ha tenido como uno de sus efectos promover el debate, pero no es una razón como para plantear la reformulación de todas las políticas públicas destinadas a los indígenas.


Señaló que no es correcto hacer una asociación entre los cuatro huelguistas y el resto de la problemática mapuche. Recordó que, a principios de esta década, la Coordinadora Arauco Malleco anunció que quería “recuperar” 200.000 hectáreas, sin sujetarse a los procedimientos e instancias institucionales. Por ello, es muy importante reforzar el marco en que las instituciones funcionan y no debilitarlo con un cuestionamiento global.


El Honorable Senador señor García expuso que es necesario alcanzar algún tipo de acuerdo respecto del reconocimiento en la Ley Fundamental de las etnias indígenas que habitan en el país, pero, si el tema sigue siendo utilizado con fines político-electorales, seguirá estancado.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que el tema del reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas es de vieja data y está inserto en una tradición estatal reacia a innovar en estos asuntos. Recordó que Chile es el único país de América Latina que no ha plasmado en su Constitución Política el reconocimiento de los pueblos originarios. El Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT)
, por su parte, fue aprobado por amplia mayoría en la Cámara de Diputados; el Tribunal Constitucional ha señalado, a requerimiento de algunos parlamentarios, que dicho instrumento cumple con la normativa constitucional, sin embargo de lo cual, en los últimos 6 años, el segundo trámite constitucional, que se cumple en la Cámara Alta, no ha experimentado avance.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que en Derecho Internacional Público la denominación “pueblo”, contenida en el proyecto de reconocimiento constitucional, permite a las comunidades que la detentan u obtienen reclamar de los Estados de que forman parte la autodeterminación política, un estatuto de autonomía e, incluso, soberanía restringida, por lo que debe quedar en claro, en cualquier reconocimiento constitucional, que la idea, en ningún caso, es permitir esas consecuencias. Agregó que, en la práctica, esta discusión tampoco es posible cuando en la parte afectada del territorio hay un nivel de violencia establecido.


El señor Ministro del Interior aseveró que es voluntad del Gobierno avanzar en una fórmula de reconocimiento que salve el problema técnico de la denominación “pueblo” que ha puesto de manifiesto el Honorable Senador señor Larraín. Agregó que la violencia está radicada en pequeños grupos de algunas de las comunas de la IXª Región y en ningún caso se trata de una situación generalizada.


El señor Ministro de Justicia comunicó que, para solucionar los problemas constitucionales de la Moción, el Ejecutivo ingresará en los próximos días un proyecto que soluciona de manera global el problema de la ley antiterrorista que ha puesto en evidencia en anteriores intervenciones suyas. Esa iniciativa agrega a la ley N° 18.314 un artículo 2° bis, nuevo. Indicó que la adecuación completa de este cuerpo legal requiere una discusión de largo plazo, que en estos momentos no resulta políticamente oportuno hacer.


El Honorable Senador señor Espina consultó sobre el efecto que tendría la modificación de los tipos penales de la ley antiterrorista, en sentencias judiciales ejecutoriadas.


El señor Ministro de Justicia explicó que, en virtud de lo dispuesto por el artículo 18 del Código Penal
, los afectados pueden recurrir al juez que dictó la sentencia, para que aplique la nueva ley y proceda a dictar un nuevo fallo, rebajando la penalidad.


El Honorable Senador señor Espina expuso que su sector político está dispuesto incluso a aprobar una ley de amnistía en este caso, siempre y cuando se acuerde con el Ejecutivo un itinerario de medidas para resolver los problemas de violencia.


El Honorable Senador señor Larraín indicó que no debe interpretarse que el acuerdo que permitió entrar a discutir el tema de fondo que aqueja a las etnias originarias supone que, previamente, debería modificarse la ley antiterrorista en el sentido que desea el Ejecutivo, porque dicha modificación sirve para resolver el caso puntual de la Moción, pero no ayuda a remediar el problema de la violencia.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que la Comisión ha discutido en profundidad el proyecto contenido en la Moción del Honorable Senador señor Navarro, por lo que procede ponerlo en votación.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que lo que en este caso procede es votar la idea de legislar y dejar el estudio de las indicaciones para después que la Sala de la Corporación se pronuncie. 


Respecto de la idea de legislar, señaló que los autores de la iniciativa, fundamentando su Moción, hicieron hincapié en que han ocupado el mismo criterio y la misma técnica que se empleó en el proyecto que dio lugar a la ley Nº 20.042
. Esta afirmación dista de la realidad, porque, en primer lugar, los hechos que motivaron ese proyecto ocurrieron a principios del gobierno del Presidente Aylwin y fueron consecuencia del período anterior. En segundo lugar, en aquella ley se estableció como requisito para alcanzar el beneficio el cumplimiento efectivo de al menos diez años de la pena, En tercer lugar, ese proyecto era aplicable a una gran cantidad de casos, a diferencia de lo que pasa con éste, que sólo beneficia a un grupo reducido de personas determinadas, sin considerar a todo el resto de los condenados por delitos similares, por lo que, a juicio del parlamentario, infringiría el principio constitucional de igualdad ante la ley.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que lo que ahora procede es votar en general el proyecto previamente aprobado por la Comisión de Derechos Humanos, y los posibles perfeccionamientos que digan relación con la declaración de renuncia a la violencia tendrán que plantearse posteriormente, en las indicaciones.


EL Honorable Senador señor Espina solicitó, por intermedio del Presidente de la Comisión, consultar al señor Ministro de Justicia si, a su juicio, el proyecto en discusión es constitucional.


El señor Ministro de Justicia señaló que una consulta como la que se le formula supone un pronunciamiento hipotético, porque lo único que en verdad puede ser objeto de un juicio de constitucionalidad son las leyes propiamente tales y no los proyectos de ley. Hecha esa salvedad, señaló que, en caso de que la ley se aprobara tal como originalmente fue formulada en la Moción, podría considerársela como inconstitucional.


El Honorable Senador señor Espina promovió la cuestión de inadmisibilidad del proyecto, por ser contrario a la Constitución Política de la República.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que, en vista de que se han levantado reparos de constitucionalidad, y sin perjuicio de estimar que en esta etapa del proceso legislativo no corresponde declarar inadmisible la iniciativa, pondría en votación su constitucionalidad, a fin de obtener un acuerdo que expresara el entendimiento y la voluntad de la Comisión en torno al punto.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, señaló que el Ministro de Justicia sólo ha expuesto una opinión respecto a la constitucionalidad de un texto correspondiente a una fase anterior de la tramitación, en la cual el texto era diferente del actual, por lo cual no procede desechar el proyecto en virtud de tal opinión.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que el artículo 80 del Reglamento del Senado establece que el Presidente de la Corporación tiene la facultad de declarar admisible o inadmisible un proyecto de ley o de reforma constitucional, y que la declaración de inadmisibilidad puede ser reconsiderada por la Sala. De ello se puede deducir que la decisión sobre la admisibilidad adoptada por el Presidente de la Corporación y confirmada por la Sala no puede ser revisada por la Comisión. 


En todo caso, siguiendo el precedente establecido en el proyecto que modificó anteriormente el decreto ley Nº 321, y según se desprende del tenor de los artículos 69 a 73 de la Constitución Política de la República, artículos 15, 24 y 25 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y de los artículos 80, 106 y 118 del Reglamento del Senado, procedió a poner en votación la constitucionalidad del proyecto, teniendo presente que ello puede ser fundamento para su aprobación o rechazo.


El Honorable Senador señor Larraín expuso que las decisiones sobre inadmisibilidad por la inconstitucionalidad de un proyecto sólo pueden estar fundadas en razones formales y evidentes, sobre todo si la Sala de la Corporación ya se ha pronunciado declarándolo admisible. A su juicio, considerar que en esta sede se pueda aquilatar la constitucionalidad del fondo del asunto propuesto es duplicar, de forma innecesaria e improcedente, la labor del Tribunal Constitucional. Agregó que, si a algún Senador le asiste la certeza de que el proyecto en estudio es inconstitucional, debería rechazar la idea de legislar. Por lo anteriormente señalado, y teniendo a la vista que el proyecto no adolece de inconstitucionalidad formal evidente, votó a favor de la constitucionalidad de la iniciativa.


El Honorable Senador señor Espina expuso que procede analizar la constitucionalidad del proyecto, tanto en sus aspectos formales como de fondo, porque no tiene sentido plantear la aprobación o rechazo en general de una iniciativa mientras no se haya despejado previamente la cuestión de constitucionalidad. Añadió que el propio Ministro de Justicia, en una sesión anterior
, señaló que el proyecto de ley en estudio era inconstitucional. 


También se arriba a la misma conclusión si se considera que el texto propuesto establece condiciones especiales, que rompen el principio de igualdad ante la ley
, distintas a las que se aplican a otros condenados que están en la misma situación, e introduce discriminaciones que no están en la ley Nº 20.042, aunque sus autores afirmen que en la redacción del texto contenido en la Moción se siguió el mismo esquema planteado en aquel cuerpo legal. Por lo anteriormente señalado, el legislador votó en contra de la constitucionalidad del proyecto.


El Honorable Senador señor Pizarro votó a favor de la constitucionalidad del proyecto.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto votó afirmativamente la constitucionalidad del proyecto.


El Honorable Senador señor Gómez expuso que el proyecto ocupa la misma modalidad ya empleada en la ley Nº 20.042, iniciativa que no fue impugnada por inconstitucional en el Tribunal Constitucional. Agregó que, con la modificación efectuada por la Comisión de Derechos Humanos, el proyecto identifica claramente una categoría específica de beneficiados, que es distinta y distinguible del resto de la población penal, por lo que no se puede considerar que el beneficio propuesto supone una discriminación arbitraria en relación con el resto de los condenados, pues es aplicable a quienes cumplan condiciones concretas y objetivas que los diferencian del resto. En virtud de tales motivos, votó a favor la constitucionalidad del proyecto.


- En conclusión, el proyecto fue declarado constitucional por mayoría de los presentes, con el voto conforme de los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Pizarro. Votó por la negativa el Honorable Senador señor Espina.


A continuación, el Honorable Senador señor Gómez sometió a votación la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, votó afirmativamente la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Larraín expuso que según la propia declaración del Ministro de Justicia recibida en esta Comisión
, de corregirse los errores constitucionales del proyecto la iniciativa quedaría en condiciones de beneficiar a la mitad de la población penal condenada, lo que es un verdadero despropósito. Señaló que el lenguaje ocupado en la Moción, sobre todo en lo que dice relación a la idea de “reivindicación de tierras”, es muy confuso. 


Agregó que la comparación que se realiza con la técnica legislativa ocupada en la formulación y tramitación de la ley 
Nº 20.042 no es procedente por tres razones. En primer lugar, dicha iniciativa se refería a hechos que sucedieron durante la situación de transición ocurrida en el período inmediatamente posterior al régimen militar, que a la fecha de la discusión del proyecto estaba totalmente superada, lo que es radicalmente opuesto al contexto del actual proyecto, que trata de una condición plenamente vigente. En segundo lugar, la ley Nº 20.042 estableció como requisito haber cumplido un período de presidio efectivo de diez años, que es cualitativamente superior al de un año propuesto en el proyecto en estudio. En tercer lugar, la ley Nº 20.042 fue una señal de paz y reconciliación para todas las partes afectadas, situación diametralmente distinta a la que se generará con este proyecto si se transforma en ley, toda vez que los problemas de fondo que generan la violencia en la Araucanía no están siendo enfrentados. 


Si se plantean soluciones a los problemas de fondo que originan estos conflictos, la Alianza por Chile ha expresado su ánimo de colaborar y avanzar. 


Por las razones indicadas, votó en contra de la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Espina votó en contra de la idea de legislar y solicitó incorporar en forma textual la fundamentación que entregó por escrito, que se inserta a continuación.

“FUNDAMENTOS DEL SENADOR ALBERTO ESPINA PARA RECHAZAR Y POR LO TANTO VOTAR EN CONTRA DE ESTE PROYECTO DE LEY

El texto aprobado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de este H. Senado señala lo siguiente:

1.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 3.°:

"A los condenados a penas privativas de libertad por delitos contemplados en la Ley N°18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y además, en su caso, condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, que no impliquen delitos contra las personas, en causas relacionadas con la reivindicación de tierras indígenas ancestrales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, siempre que hayan cumplido un año de pena privativa de libertad, si los hechos punibles hubieren ocurrido entre el 1 de enero de 1997 y el 1 de enero de 2006, y los condenados suscriban en forma previa una declaración inequívoca y favorable al no uso de la violencia.

2.- Agrégase el siguiente artículo transitorio al decreto ley Nº 321:

“Para los efectos de lo dispuesto en el nuevo inciso final del artículo 3º del decreto ley Nº 321 de 1925, incorporado por la presente ley, la comisión especial a que se refiere el artículo 4º funcionará extraordinariamente, desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y por un término de treinta días corridos. Para las posteriores peticiones de libertad condicional, funcionará en los períodos normales señalados por el artículo 4º.”.

I.-
EL PROPIO MINISTRO DE JUSTICIA, DON ISIDRO SOLIS, SEÑALÓ QUE ESTA MOCIÓN ES INCONSTITUCIONAL O, EN SU DEFECTO, PROVOCARÍA UN GRAVE DAÑO A LA POLÍTICA DEL GOBIERNO EN MATERIA CRIMINAL.

Esta iniciativa legal presenta claros vicios de inconstitucionalidad y, además, provoca un grave daño a la política del Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, como expresamente lo señaló el Ministro de Justicia, don Isidro Solis, en la sesión de fecha 21 de Junio de 2006.

En efecto, el Ministro Solis textualmente señaló lo siguiente:

“Hay dos formas de interpretar el proyecto contenido en la moción: la primera, implica que no tiene aplicación alguna y, la segunda, lo torna inconstitucional”.

“La primera interpretación parte de la base de que el verbo rector en el texto de la moción establece que se podrá conceder el beneficio de la libertad condicional. Esto no es nada nuevo, porque el decreto ley N° 321, de 1925, contempla la posibilidad de conceder este beneficio a los penados por la ley N° 18.314, estableciendo requisitos generales, que en este proyecto de ley no se alteran”.

“La segunda interpretación, en cambio, parte de la base de que la moción atenúa los requisitos exigidos por el decreto ley en cuestión para otorgar el beneficio, facultando a la administración para conceder la libertad condicional sin que todos ellos se verifiquen”.

“Para que esta segunda lectura del texto no fuera inconstitucional, necesariamente debería tener carácter general, lo que provocaría un grave daño a la política del Gobierno en materia criminal, porque más de la mitad de los 23.000 condenados que cumplen sentencia en los penales chilenos podría exigir el beneficio. Por eso, el Ministerio no considera apropiada esta iniciativa, porque, aunque soluciona directamente el problema de cuatro condenados, genera un problema de política criminal en el que se pueden ver involucradas miles de personas”.

En consecuencia, es el propio Ministro de Justicia del actual Gobierno, quien señala que esta iniciativa legal es inconstitucional y, además, podría tener como consecuencia que 11.500 condenados por delitos comunes podrían quedar en libertad, lo que el mismo califica como “un grave daño a la política del Gobierno en materia criminal”.

Cabe recordar que la primera preocupación ciudadana, de acuerdo a las encuestas de opinión pública, es precisamente el tema de la seguridad ciudadana, lo que incluso motivó que el Gobierno presentara iniciativas legales que se han denominado “la agenda corta”.

Esto último es abiertamente contradictorio con la aprobación de esta moción parlamentaria que el Ministro de Justicia afirma dañaría seriamente la política criminal del Gobierno.

II.-
INCONSTITUCIONALIDAD FUNDADA EN LA VIOLACION DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD ANTE LA LEY.

· El artículo 19 Nº 2 de la Constitución Política reconoce como derecho constitucional el de igualdad ante la Ley, en cuya virtud en Chile no hay persona ni grupos privilegiados. La Constitución prohíbe que la Ley ni las autoridades establezcan diferencias arbitrarias.

· Por su parte, el artículo 19 Nº 3 de la Constitución Política reconoce el derecho de igualdad en la protección que debe dar la Ley a las personas en el ejercicio de sus derechos.

· Se incurre en una diferencia o discriminación arbitraria –y por ende se afecta el derecho a la igualdad ante la Ley- en dos casos:

a) Cuando se da un trato diferente a quienes se encuentran en una misma o semejante situación jurídica;

b) Cuando se da el mismo trato a quienes se encuentran en una situación jurídica diversa y que justifica un tratamiento diferenciado.

· A nuestro juicio se viola la igualdad ante la ley de dos modos:

Primer modo: por dar un tratamiento discriminatorio o diferenciado a quienes se encuentren en una misma o semejante situación jurídica:

· El texto aprobado por la Comisión de DDHH atenta en contra de la igualdad ante la Ley. Si entre el 1 de Enero de 1997 y el 1 de Enero de 2006 dos personas cometen un mismo tipo de delito, que no es contra las personas, y reciben por ello una misma pena (por ejemplo, 10 años de presidio mayor en su grado mínimo), tendrán un tratamiento jurídico absolutamente distinto, dependiendo sólo del hecho de si la causa estuvo o no relacionada con reivindicación de tierras indígenas ancestrales. 

· Así, el condenado a 10 años de presidio mayor en su grado mínimo como autor de incendio terrorista en causa no relacionada con reivindicación de tierras indígenas ancestrales, sólo podrá acceder a la libertad condicional una vez cumplido a lo menos 5 años de condena efectiva.

· En cambio, el condenado a 10 años de presidio mayor en su grado mínimo como autor de incendio terrorista en causa relacionada con reivindicación de tierras indígenas ancestrales, podrá acceder a la libertad condicional una vez cumplido a lo menos 1 año de condena efectiva.

· Entre uno y otro caso hay 4 años de diferencia. El plazo, en este último caso, es el 20% (1/5) del plazo común que debe cumplir una persona condenada a la misma pena por el mismo delito, según las reglas generales.

· ¿Es suficiente justificación para hacer esta diferencia el hecho que la causa diga o no relación con la reivindicación de tierras indígenas ancestrales? Nos parece que no, especialmente si se tiene en cuenta que la categoría de “tierras indígenas ancestrales” no son una categoría reconocida por la Ley Indígena.

· Entre uno y otro caso se produce un tratamiento desigual y el hecho de tratarse de causas relacionadas con la reivindicación de tierras indígenas ancestrales no es suficiente justificación para esta discriminación.

Segundo modo: por dar un tratamiento igualitario a quienes se encuentran en una situación jurídica diferente:

· El Proyecto de Ley, establece un término mínimo único de cumplimiento mínimo de la condena, sin diferenciar en el plazo de la condena. 

· Entre los condenados que se mencionan en el Proyecto de Ley, algunos lo son a 10 años y 1 día de presidio mayor en su grado medio y otros a 5 años y 1 día de presidio mayor en su grado mínimo (la mitad).

· Según las reglas generales, en el primer caso (condena a 10 años y 1 día), sólo podría accederse a la libertad condicional tras el cumplimiento de a lo menos 5 años. En el segundo caso (condena a 5 años y 1 día) podría accederse a la libertad condicional tras el cumplimiento de a lo menos dos años y medio.

· Es evidente que no es lo mismo ser condenado a 10 años y un día que serlo a 5 años y 1 día.

· Sin embargo, el Proyecto de Ley exige, para ambos casos (diferentes), el cumplimiento efectivo de 1 año de condena.

· Por lo tanto, se viola la igualdad ante la Ley porque se da un mismo tratamiento a quienes se encuentran en situaciones jurídicas diversas. 

El Informe de la Comisión de DD.HH. se refiere al problema de la igualdad ante la Ley:  

“Concluyó, Su Señoría, manifestando que ni la indicación ni el proyecto de ley en que ella incide sean fuente de un privilegio que pudiere atentar contra la igualdad ante la ley. Por el contrario, todo este esfuerzo apunta a corregir una injusticia, denunciada por organismos internacionales y no gubernamentales de gran prestigio en materia de derechos humanos. Corregir una injusticia, reparar un daño tan grave, no implica, ni implicará jamás una desigualdad, un beneficio injustificado, o una discriminación arbitraria contra los otros condenados y presos de Chile.” 

Lo anterior no es suficiente justificación:

a) La supuesta injusticia se habría cometido mediante la dictación de sentencias judiciales firmes o ejecutoriadas. El artículo 76 de la Constitución Política prohíbe al Congreso (en relación a las decisiones judiciales) “revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”.

b)  La dictación de una sentencia manifiestamente injusta en causa civil o penal constituye un delito de prevaricación judicial. Si esa conducta se ejecuta con dolo, el delito es el previsto en el artículo 223 Nº 1 del C. Penal; si, en cambio, es por negligencia o ignorancia inexcusables (culpa), el delito es el establecido en el artículo 224 Nº 1 y 225 Nº 1 del C. Penal, según si el fallo recae en causa criminal o civil.

c) De acuerdo al artículo 473 letra e) es procedente la acción de revisión cuando una sentencia condenatoria ha sido la consecuencia de prevaricación o cohecho del juez o jueces que la pronunciaron.

d) Por consiguiente, de existir la injusticia que se denuncia, la Ley procesal y la Ley penal han previsto los medios para impugnar la sentencia, sin que sea necesario recurrir a una Ley especial que modifique un beneficio penitenciario como forma de subsanar la supuesta injusticia. La acción de revisión no se extingue por el transcurso del tiempo.

Por último, en lo que respecta a la igualdad ante la Ley, hay importantes diferencias entre el presente proyecto de ley y la ley Nº 20.042 (que rebajó plazo para acceder a libertad condicional a condenados a penas perpetuas por delitos terroristas):

a) En el caso de la Ley Nº 20.042, se pudieron acoger a ella todos los condenados a una pena privativa de libertad perpetua por delitos cometidos durante el tiempo que ella establece, sin que se consignen restricciones en cuanto al tipo de delitos. En cambio, en el caso del Proyecto de Ley, sólo se beneficiaría a quienes cometieron delitos durante el lapso que en él se indica, cuyas condenas se hayan pronunciado “en causas relacionadas con la reivindicación de tierras indígenas ancestrales”. Resulta obvio que los efectos de la Ley Nº 19.042 son mucho más generales que los que tiene el Proyecto de Ley en trámite.

b) En el caso de la Ley Nº 20.042, se exigía un plazo único de 10 años de cumplimiento efectivo, pero se trataba de personas condenadas a penas privativas de libertad perpetuas (misma situación que justifica un tratamiento igualitario). 

En conclusión, el contenido de este Proyecto de Ley es inconstitucional, porque vulnera el principio de igualdad ante la ley, hecho que por lo demás coincide con la opinión expresada por el Señor Ministro de Justicia, don Isidro Solís.

III.-
PROPOSICION QUE SE FORMULA PARA TERMINAR CON LA VIOLENCIA QUE AFECTA A ZONAS DE LA NOVENA REGION DE LA ARAUCANIA


Cabe recordar que en la Sesión de 5 de Julio de 2005, la Sala del Senado aprobó el Informe elaborado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el encargo que le hiciera la Corporación respecto del Conflicto Mapuche en relación con el orden público y la seguridad ciudadana en determinadas regiones.


Comparto plenamente las conclusiones de este informe que creo importante tengan a la vista los H. Senadores, ya que permite una comprensión cabal en sus distintas dimensiones de la realidad que existe en la Novena Región.


Las Comunidades Mapuches enfrentan gravísimos problemas de extrema pobreza, desempleo, falta de capacitación para el trabajo y reales oportunidades, así como serias dificultades para acceder a los beneficios de la educación y la salud.


Los programas sociales que se han impulsado los últimos años no han permitido revertir esta situación, al punto que los índices de pobreza, indigencia, escolaridad y analfabetismo en las Comunidades Mapuches son muy inferiores a los promedios nacionales.


No obstante lo conflictivo de esta situación, las Comunidades Mapuches en su inmensa mayoría están integradas por ciudadanos pacíficos, honrados y trabajadores; respetuosos del derecho, de la democracia y de la autoridad constituida, que, a pesar de las graves carencias sociales que les afligen y a su legítimo derecho a exigir el respeto a sus tradiciones, cultura e identidad, descartan la violencia como método para exponer o hacer efectivas sus aspiraciones, cuya solución exigen en ocasiones con vehemencia pero sin violencia.


Lamentablemente, hay grupos minoritarios que se apartan completamente de la conducta de la mayoría de los comuneros mapuches y recurren a la violencia, provocando incendios intencionales de bosques, cortes de caminos, ocupación de predios, e incluso cometen delitos de mayor gravedad como amenazas, lesiones, atentados contra la vida e incendios sistemáticos de siembras, viviendas e instalaciones agrícolas que han afectado a agricultores, transportistas y comuneros mapuches que denuncian estos hechos.


Lo anterior llevó a esta H. Corporación a manifestar en la Sesión del 5 de Julio de 2005, entre otras materias, su profunda preocupación por la grave alteración a la vigencia del principio de la seguridad jurídica en la Región de la Araucanía.


En consecuencia, la realidad que afecta a zonas de la Novena Región es compleja, motivada por diversas causas, lo que exige tener la voluntad política de enfrentarla en sus distintas dimensiones, razón por la cual, durante la discusión de este proyecto, hemos planteado siete medidas concretas que a nuestro juicio sentarían las bases para lograr una convivencia pacífica entre los habitantes de la Región de la Araucanía, incluidas por cierto las Comunidades Mapuches.


Las bases referidas son las siguientes:

1.-
Determinar y publicar un catastro de las tierras que corresponden a la deuda histórica con las Comunidades Mapuches y el número de Comunidades con aplicabilidad para ser beneficiadas con el Fondo de Tierras establecidos en el artículo 20 letra b) de la Ley Indígena.


De acuerdo a la información de que dispongo, habría 181 Comunidades que cumplirían con los requisitos legales para acceder al Fondo de Tierras. Asimismo, existe una estimación de 80 mil hás. que estarían afectas a la deuda histórica pendiente.


De esta forma, se permitiría acotar esta materia que no puede extenderse indefinidamente por las expectativas que genera y la incertidumbre en quienes son propietarios actuales de esos predios.


De la misma forma, se debe fijar una política clara que establezca el procedimiento y el monto de los recursos destinados a la adquisición de tierras a través de subsidios por las Comunidades Mapuches. (artículo 20 letra a) de la Ley Indígena)

2.-
Definición de las políticas públicas y en concreto los programas sociales que benefician a las Comunidades Mapuches con indicación de los procedimientos para acceder a ellos, montos asignados, fecha y plazos de implementación y un sistema transparente de control y seguimiento de los mismos a fin de garantizar su eficacia y eficiencia.


Entre ellos figuran el Programa de Educación Intercultural Bilingüe; el Programa de Becas Indígenas que actualmente tiene un déficit de 20 mil becas aproximadamente; el Programa de Salud Indígena; el Programa Especial de Asignación de Cupos para el Subsidio Rural en las Áreas de Desarrollo Indígena; el Programa de Construcción y Mejoramiento de Caminos para las Comunidades Mapuches; el Programa Orígenes en su segunda etapa; los Programas de INDAP para desarrollo productivo y el endeudamiento de las Comunidades con este último, que ha generado un fuerte empobrecimiento en la Región.

3.-
Declaración directa e inequívoca de rechazo al uso de la violencia como mecanismo de reivindicación de tierras por los principales dirigentes de las Comunidades Mapuches en conflicto.

4.-
Garantizar una efectiva protección policial a los predios y agricultores amenazados permanentemente con la toma y ocupación de sus tierras.

5.-
Compromiso formal del Gobierno de hacerse parte en todos los futuros juicios iniciados por delitos con motivo de hechos de violencia vinculados a la reivindicación de tierras.

6.-
Indulto a los Comuneros Mapuches condenados por delitos vinculados a la reivindicación de tierras, con expresa declaración de su rechazo al uso de la violencia.

7.-
Acuerdo formal con los puntos anteriores de las organizaciones gremiales relevantes de agricultores y de las Comunidades Mapuches de la Región de la Araucanía.


Hasta ahora el Gobierno no ha dado una respuesta a esta proposición, en circunstancias que ella constituye una base seria para avanzar en el camino de erradicar la violencia en la Región de la Araucanía.


La fórmula hasta ahora seguida por el Gobierno, constituye un gravísimo error. Se ha limitado a señalar la inconstitucionalidad de esta moción y, en su reemplazo, ha presentado un proyecto de ley que pretende modificar la actual legislación que sanciona las conductas terroristas, lo que a mi juicio vulnera tratados internacionales suscritos por Chile y debilita una legislación que todos los países del mundo tienden a fortalecer.


Finalmente, reitero mi disposición, y creo en eso interpretar a todos los Senadores de la Alianza, para construir un acuerdo en el más breve plazo posible sobre la base de lo expuesto precedentemente.


Por todas las razones anotadas anteriormente, rechazo esta moción parlamentaria.”.


El Honorable Senador señor Pizarro puntualizó que en esta ocasión reemplaza a la titular de esta Comisión, Honorable Senadora señora Soledad Alvear, y que por instrucciones de ella vota a favor la idea de legislar, en el entendido de que en la discusión en particular se introducirán al proyecto, por la vía de las indicaciones, modificaciones que lo corrijan en aspectos formales y sustanciales.


El Honorable Senador señor Gómez expuso que la idea matriz del presente proyecto apunta a solucionar un problema real y urgente que afecta a la etnia mapuche, sin perjuicio de que deba ser perfeccionado por medio de indicaciones, con el fin de focalizar el beneficio propuesto y lograr el fin de la violencia en la zona. En consecuencia, votó afirmativamente la idea de legislar.


- El proyecto de ley contenido en el informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía fue aprobado en general por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz, don Pedro, y Pizarro. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


 El texto aprobado en general por la Comisión es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 321, de 1925:


1.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 3.°:


"A los condenados a penas privativas de libertad por delitos contemplados en la Ley N°18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y además, en su caso, condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, que no impliquen delitos contra las personas, en causas relacionadas con la reivindicación de tierras indígenas ancestrales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, siempre que hayan cumplido un año de pena privativa de libertad, si los hechos punibles hubieren ocurrido entre el 1 de enero de 1997 y el 1 de enero de 2006, y los condenados suscriban en forma previa una declaración inequívoca y favorable al no uso de la violencia.”


2.- Agrégase el siguiente artículo transitorio al decreto ley Nº 321:



“Artículo transitorio.- Para los efectos de lo dispuesto en el nuevo inciso final del artículo 3º del decreto ley Nº 321 de 1925, incorporado por la presente ley, la comisión especial a que se refiere el artículo 4º funcionará extraordinariamente, desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y por un término de treinta días corridos. Para las posteriores peticiones de libertad condicional, funcionará en los períodos normales señalados por el artículo 4º.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas con fecha 13, 14, 20, 21 y 27 de junio, y 1 y 8 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), Alberto Espina Otero (José García Ruminot), Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto. 


Valparaíso, 14 de agosto de 2006.

FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY,  INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, GIRARDI Y LETELIER, QUE PERMITE CONCEDER LIBERTAD CONDICIONAL A CONDENADOS POR CONDUCTAS TERRORISTAS Y OTROS DELITOS EN CAUSAS RELACIONADAS CON REIVINDICACIONES VIOLENTAS DE DERECHOS CONSAGRADOS EN LA LEY Nº 19.253

(4188-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables senadores señores Navarro, Girardi y Letelier.


Se dio cuenta del presente proyecto ante la Sala del Honorable Senado en la sesión del 9 de mayo de 2006, habiéndose dispuesto su estudio por las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


Con fecha 15 de mayo del presente año, S. E. la señora Presidente de la República hizo presente la urgencia a esta iniciativa con carácter de “suma”, en todos sus trámites constitucionales.


Asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Guido Girardi y Alejandro Navarro.

Asimismo, concurrió, especialmente invitado, en representación del Ejecutivo, el señor Jaime Andrade, Presidente del Consejo y Director Nacional de la Comisión Nacional de Desarrollo Indígena.
- - - - - 


Por tratarse de un proyecto de artículo único, y en conformidad con lo previsto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutir la iniciativa en general y en particular, a la vez.
- - - - - 

OBJETIVO FUNDAMENTAL


La presente iniciativa consta de un artículo único, que concede el beneficio de la libertad condicional a las personas condenadas a penas privativas de libertad por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y que lo estén, además, en su caso, por delitos sancionados en otros cuerpos legales, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la ley N° 19.253, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1997 y el 1 de enero de 2006, y los condenados suscriban en forma previa una declaración inequívoca y favorable al no uso de la violencia en la reivindicación de derechos establecidos en la Ley 19.253 y en el derecho internacional de los pueblos indígenas.
- - - - - 

ANTECEDENTES


Para un adecuado estudio de la materia se han tenido en consideración los siguientes antecedentes:


I.- Antecedentes Jurídicos:


1.- Constitución Política de la República.


El artículo 63, referido a las materias propias de la reserva legal, incluye en este ámbito, en su numeral 3), a las que son objeto de codificación, entre las cuales señala las que están incluidas en la compilación penal. 


Por su parte, el artículo 9º, se refiere al terrorismo, señalando que éste, en cualquiera de sus formas, es esencialmente contrario a los derechos humanos.  Su inciso segundo entrega a una ley de quórum calificado la determinación de las conductas terroristas y su penalidad y señala las inhabilidades que afectarán a los responsables de las mismas, y, finalmente, su inciso tercero dispone que siempre serán considerados como delitos comunes y no políticos, no procediendo respecto de ellos el indulto particular, con la sola excepción de la conmutación de la pena de muerte por la de presidio perpetuo.


2.- Ley Nº 18.314, del 17 de mayo de 1984, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.


3.- El Código Penal que en su Libro Primero, Título III De las penas, las regula, en general (párrafo primero), las clasifica (párrafo segundo), prescribe sus límites, naturaleza y efectos (párrafo tercero), especifica sus reglas de aplicación (párrafo cuarto), y, por último, el párrafo quinto, norma la ejecución y cumplimiento de las penas, en especial, el artículo 86 cuyo contenido preceptivo manda que los condenados a penas privativas de libertad cumplirán sus condenas en la clase de establecimientos carcelarios que corresponda en conformidad al reglamento respectivo.


4.- El decreto ley Nº 321, sobre Libertad Condicional, del 10 de marzo de 1925 y publicado en el Diario Oficial del 12 de marzo de ese mismo año, la establece, en su artículo 1º, como un medio de prueba de que el delincuente condenado a una pena privativa de libertad y a quien se le concede, se encuentra corregido y rehabilitado para la vida social.  Previene que la libertad condicional, salvo lo que dispone el artículo 3º de la citada norma, no extingue ni modifica la duración de la pena, sino que es un modo particular de hacerla cumplir en libertad por el condenado y según las disposiciones que se dicten en dicho decreto ley y en el reglamento respectivo.


Por lo que atañe a los presupuestos de procedencia de este instituto penal, el artículo 2º dispone que todo individuo condenado a una pena privativa de libertad de más de un año de duración, tiene derecho a la libertad condicional, siempre que cumpla con los requisitos siguientes:  primero, haber cumplido la mitad de la condena impuesta por sentencia definitiva, o de la que resultare en caso de habérsele beneficiado, por gracia, con alguna rebaja o la fijación de otra pena;  segundo, haber observado una conducta intachable en el establecimiento penal en que cumple su condena, según el Libro de Vida que se le llevará a cada uno;  tercero, haber aprendido bien un oficio, si hay talleres donde cumple su condena y, cuarto, haber asistido con regularidad y provecho a la escuela del establecimiento y a las conferencias educativas que se dicten, entendiéndose que no reúne este requisito el que no sepa leer y escribir.


El artículo tercero del decreto ley en mención, fija el requisito en lo que atañe al lapso de privación de libertad efectiva que legitima al condenado para impetrar el beneficio, en función de la gravedad de la pena, y concurriendo, obviamente, los supuestos señalados en la disposición precedente.  A tal efecto, distingue diversas situaciones.


Su inciso primero, agregado por el artículo 6º, Nº 1, de la ley Nº 19.734 que deroga la pena muerte, señala que a los condenados a presidio perpetuo calificado sólo se les podrá conceder la libertad condicional una vez cumplidos cuarenta años de privación de libertad efectiva, y que la solicitud correspondiente, cuando fuere rechazada, no podrá deducirse nuevamente sino después de transcurridos dos años desde su última presentación.


Por efecto de la ley Nº 18.144, del 7 de julio de 1982, se sustituyó el primitivo artículo 3º del Decreto Ley sobre Libertad Condicional, con la finalidad precisa de distinguir un número mayor de hipótesis en lo que se refiere a los períodos de privación de libertad efectiva necesarios para solicitar esta forma de cumplimiento de la pena, y en el caso actualmente regulado por su inciso segundo, que se refiere a los condenados a presidio perpetuo, dispuso que se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos veinte años, aumentando así al doble el período exigido por el texto original del precepto.


Tratándose de los condenados por los delitos de parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, violación con homicidio, violación de persona menor de doce años, infanticidio, el previsto en el número 1 del artículo 367 bis del Código Penal y elaboración o tráfico de estupefacientes, el inciso tercero -que fue modificado por el artículo 5º de la ley Nº 19.927, del 14 de enero de 2004, en lo que se refiere a los delitos actualmente sujetos a esta regla- prescribe que el beneficio se podrá conceder cuando hubieren cumplido dos tercios de la pena.


El inciso cuarto norma la situación de las personas condenadas a más de veinte años, a quienes se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos diez años de la pena, y por este solo hecho ésta quedará fijada en veinte años.


En el inciso quinto se norma la situación de los condenados por hurto o estafa a más de seis años, los que podrán obtener el beneficio una vez cumplidos tres años.


El inciso final corresponde a la modificación incorporada por el artículo único de la ley N° 20.042, del 23 de julio de 2005, que prescribe que los condenados a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y, además condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, una vez cumplidos 10 años de pena, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y los condenados suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.


El artículo 4º, en su inciso primero, dispone que la petición de libertad condicional la hará una comisión especial que funcionará en la Corte de Apelaciones respectiva, durante los meses de abril y octubre de cada año, previo informe del jefe del establecimiento en que esté el condenado.  Por su parte, los inciso siguientes se refieren a la integración de la comisión de libertad condicional; a su presidencia y secretaría; a la subrogación y a la resolución de los empates, y a la facultad de aquélla para pedir la libertad condicional en favor de aquellos reos que cumplan el tiempo mínimo de su condena en los dos meses siguientes a los indicados en el inciso primero.


El artículo 5º norma la forma de concesión del beneficio.  El inciso primero sienta la regla general de que la libertad condicional se concede por decreto supremo, previos los trámites correspondientes y se revoca del mismo modo.  A su vez, el inciso segundo establece que, en todo caso, tratándose de condenados a presidio perpetuo calificado, la libertad condicional deberá ser concedida o revocada por el pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de los trámites previstos en el artículo 4º del mismo decreto ley.  El inciso final dispone que la resolución que conceda, rechace o revoque la libertad condicional en el caso establecido en el inciso precedente se comunique al Ministerio de Justicia, a fin de dar cumplimiento a las disposiciones establecidas en los artículos 6º y 7º del presente decreto ley y en el reglamento respectivo.


El artículo 6º fija las limitaciones a la libertad personal de las personas condenadas en libertad condicional, así como las obligaciones y cargas a que están sujetos.  El artículo 7º fija las causales de revocación de la libertad condicional, los efectos de ésta y el derecho a recuperarla cuando haya cumplido la mitad del tiempo que le falte para cumplir su condena, en las mismas condiciones y con las mismas obligaciones señaladas.


El artículo 8º prescribe que los reos en libertad condicional que hayan cumplido la mitad de esta pena y hubieren observado durante este tiempo muy buena conducta, según se desprenda del Libro de Vidas que se le llevará a cada uno en la prefectura de policía, tendrán derecho a que, por medio de un decreto supremo, se les conceda la libertad completa.  Finalmente, el artículo 9º, prescribe que el presente decreto ley regirá desde su publicación en el Diario Oficial.


II.- Antecedentes de Hecho:

- La Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Letelier que modifica el decreto ley Nº 321, de 1925, sobre Libertad Condicional.

En la exposición de los motivos que fundan la iniciativa, se señala la existencia de una seria desprotección de las garantías procesales de personas mapuche que han sido injustamente perseguidas por una legislación desproporcionada y descontextualizada en el caso concreto, como es la Ley Antiterrorista.  En opinión de los autores, se está ante un proceso de judicialización y criminalización que viola los derechos humanos de numerosas personas del movimiento mapuche que reivindica sus derechos.


Invoca los planteamientos contenidos en informes emanados de ciertas instancias de la Organización de Naciones Unidas y de organismos no gubernamentales de derechos humanos, en cuanto  acusan la infracción de las garantías procesales de numerosas personas, y la violación de obligaciones jurídicas contraídas por el Estado de Chile. 


En particular, enuncia las recomendaciones del Informe "Derechos humanos y cuestiones indígenas" del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, señor Rodolfo Stavenhagen, del 17 de noviembre de 2003, en orden a que “no deberán aplicarse acusaciones de delitos tomados de otros contextos -"amenaza terrorista", "asociación delictuosa"- a hechos relacionados con la lucha social por la tierra y los legítimos reclamos indígenas”, e insta por la “revisión del caso de los lonkos procesados, Pascual Pichún de Temulemu y Aniceto Norín de Didaico (IX región de Araucanía), con estricto apego a las garantías de debido proceso establecidas en las normas internacionales de derechos humanos”.


Asimismo, se hace referencia a que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas, en su 33° período de sesiones, celebrado del 8 al 26 de noviembre de 2004, al examinar los Informes presentados por los Estados partes de conformidad con los artículos 16 y 17 del Pacto, señaló, particularmente, respecto de Chile: "14. El Comité está profundamente preocupado por la aplicación de leyes especiales, como la Ley de seguridad del Estado, N° 12.927, y la Ley antiterrorista, N° 18.314, en el contexto de las actuales tensiones por las tierras ancestrales en las zonas mapuches".


También, menciona el informe “Indebido Proceso: los juicios antiterroristas, los tribunales militares y los Mapuche en el sur de Chile”, de Human Rights Watch, y el Informe de la Federación Internacional de Derechos Humanos titulado "La otra transición chilena:  derechos del pueblo mapuche, política penal y protesta social en un estado democrático", de marzo de 2006.  


Por otra parte, la moción informa de las condenas impuestas 9 personas indígenas.


A continuación recuerda que la ley Nº 19.965, solucionó en una medida importante el problema de las personas condenadas por delitos con móviles políticos, al hacer posible que aquéllas, si han cumplido más de diez años de la pena impuesta, accedan a la libertad o bien les posibilita beneficios intrapenitenciarios. Con todo, puntualiza, aquella ley excluyó a los condenados a presidio perpetuo por delitos penados en la ley Nº 18.314, al no lograrse el quórum del indulto que para esta clase de ilícitos exige la Carta Fundamental.


Agrega que, en el año 2004, había seis personas que cumplían las penas privativas de libertad que les fueron impuestas por delitos con móviles políticos, de las cuales, dos se encuentran excluidas de la ley citada pero están en situación de ser beneficiarios eventuales de un indulto particular, en virtud de la atribución del Presidente de la República para otorgar dicha gracia.  Respecto de quienes han sido condenados a presidio perpetuo, en virtud de la ley Nº 18.314, los autores de la Moción consideran que es inviable una ley de indulto general, atendido el quórum constitucional.


Postula la iniciativa que el problema descrito se solucionó con la ley Nº 20.042, que permite obtener el beneficio de la libertad condicional a los condenados a presidio perpetuo por la comisión de delitos previstos en la ley Nº 18.314, entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, una vez que cumplieran diez años de presidio efectivo.  Lo anterior, reconoce, requirió modificar el decreto ley Nº 321 sobre Libertad Condicional. 


Enfatiza que el instituto de la libertad condicional debe ser desvinculado del indulto, puesto que aquél es una manera de cumplir la pena en libertad, que favorece al interno condenado cuya buena conducta y comportamiento intachable en el recinto penitenciario, aunado al interés en instruirse y al empeño en adquirir un oficio que le permita ganarse la vida honradamente, demuestran que está corregido y rehabilitado para su reinserción social. 

Argumenta que este beneficio en ningún caso supone conmutación de la pena aplicada, puesto que el cuerpo legal cuya modificación se propone, prescribe que el beneficio durará todo el tiempo que le falte al penado para cumplir su condena, quedando éste sometido durante todo el período a un estricto mecanismo de vigilancia ejercida por la autoridad penitenciaria.  Previene que la posibilidad de acceder al beneficio de la Libertad Condicional, no necesariamente implica su obtención inmediata.



En razón de lo expuesto, la Moción en examen propone un artículo único cuyo objeto es introducir en el artículo 3° del decreto ley N° 321, de 1925, un inciso final del siguiente tenor:  

"A los condenados a penas privativas de libertad por delitos contemplados en la Ley N° 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y además, en su caso, condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la Ley N° 19.253, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1997 y el 1 de enero de 2006, y los condenados suscriban en forma previa una declaración inequívoca y favorable al no uso de la violencia en la reivindicación de derechos establecidos en la Ley 19.253 y en el derecho internacional de los pueblos indígenas.".
- - - - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL 


En forma previa al debate en general del proyecto, la Comisión escuchó los planteamientos del señor Jaime Andrade, Presidente del Consejo y Director Nacional de la Comisión Nacional de Desarrollo Indígena, quien expuso que a fines de la década pasada, efectivamente hubo, en el Sur, varias tomas y hechos originados en reclamaciones de algunas comunidades por situaciones de tierras, las que en su momento de mayor efervescencia pusieron en cuestión la capacidad del Gobierno de responder a la demanda indígena.  En aquel contexto, prosiguió, lo anterior se manifestó en dos líneas de respuesta por parte del Estado: una, consistió en la aplicación de la ley que penaliza a las conductas terroristas para controlar las situaciones más complejas, y la otra fue la puesta en marcha de diversos proyectos que pudieran efectivamente responder a la demanda indígena, en particular en los que se refiere a los requerimientos de desarrollo y a las situaciones de pobreza de los pueblos indígenas.  Destacó la importancia de tener presente este dato de una situación que provoca una dualidad de respuestas. 


Estimó que con la perspectiva del tiempo transcurrido, parecería razonable pensar que se pudo haber evitado la aplicación de la ley antiterrorista y haber recurrido a otros instrumentos que, desde el punto de vista judicial y del control de una situación como la que ocurría en ese período, habrían sido igualmente eficaces.  Lo cierto, agregó es que con el paso de los años se realizaron los procesos judiciales, y respecto de los casos específicos que comprende el marco dispositivo del proyecto en examen, llama la atención que, ante hechos de similar naturaleza, haya, hoy, sentencias distintas:  una de las cuales condena a los involucrados, y otra en la cual se libera a los involucrados, por lo tanto, lo anterior podría hacer razonar respecto de un rasgo de discriminación.  En razón de estos antecedentes, de la petición formulada por diversos señores Senadores y atendidas las razones de carácter humanitario, se constituyó la opinión del Gobierno de otorgarle suma urgencia al proyecto.



El Honorable Senador señor Naranjo expuso, en sus lineamientos generales, los argumentos de un documento titulado “Razones para la libertad de los presos mapuche”, que contiene los fundamentos jurídicos de la Moción en examen y que la Comisión acordó transcribir, en su totalidad: 


<<I. Los hechos no reúnen las exigencias del tipo de terrorismo.


<<Para que tenga lugar el delito terrorista en una situación concreta, según lo enseña la doctrina,1 es indispensable que la víctima inmediata sea una persona, o varias, indiferenciadamente, afectándose la vida, la integridad física o la libertad personal. En segundo lugar, como víctima necesaria pero indirecta, el delito terrorista debe afectar a toda la comunidad social que sufre la intimidación. Y en tercer término, la víctima debe ser el propio Estado en cuanto organización política. Sólo la reunión de todos estos bienes jurídicos, conjuntamente afectados por la conducta terrorista, justifican una política penal de máxima severidad, y la aplicación al caso concreto de la legislación antiterrorista.


<<2. En los hechos no estuvo en juego la vida, integridad o libertad de ninguna persona. La acción de quemar el fundo Poluco-Pidenco fue calificado como incendio de "bosques, mieses, pastos, monte, cierros o plantíos" de acuerdo al 476 N° 3 del Código Penal, distinguiéndolo de los incendios provocados en lugares habitados o con resultado de muerte o lesiones. Sólo se afectó la propiedad forestal de Forestal Mininco. La última sentencia que se dictó sobre el caso expresamente señaló respecto de las declaraciones de los testigos, que ellos "en parte alguna de su relato habían proporcionado antecedentes para que estos jueces hayan podido tener por establecido que el incendio que afectó al predio Poluco Pidenco el día de los hechos formara parte de un plan premeditado por parte de las personas a quienes el persecutor fiscal atribuye participación este delito, para atentar, ya sea en contra de la vida, integridad física o libertad ambulatoria de este testigo o de un determinado grupo de la población en los términos descritos en las respectivas acusaciones".

1 Ver del Barrio Rcyna. Alvaro. León Reyes. José Julio Terrorismo. Ley Antiterrorista y Derechos Humanos. Programa de Derechos Humanos, Universidad Academia Cristiano. 1991, pp. 89 a 126; Villegas Díaz. Mima. Análisis del Delito de Terrorismo, memoria de titulo, Universidad de Chile, Facultad de Derecho; Quintano Ripolles. A ; 'Tratado de la parte especial del Derecho Penal", Madrid, Edit. Revista de Derecho Privado. 1967. Pag. 27 (citado por del Barrio Reyna. pp. 166); Barbero Santos, (citado por Lamarca. Carmen); Tratamiento jurídico del terrorismo" Ministerio de Justicia. Madrid 1985, pág 227, (citado por Villegas Diaz). pp. 78; Jiménez de Asua, Tratado de Derecho Penal, Tomo III, Edit. Losda, Buenos Aires, 1964. pág 969 (citado por Villegas Diaz. pp. 78); Cuello Calón, Derecho Penal. Tomo I. Parte General, vol I. Barcelona. 1980. pág. 319 (citado por Villegas Diaz, pp. 78); Wilkinson, Paul, (citado por Villegas Diaz, pp. 78); Eric David, (citado por del Barrio Reyna, pp. 153); Martinelli, (citado por Villegas Diaz, pp. 77)

<<3. Tampoco fue alterada o puesto en peligro la existencia de la comunidad ni menos el orden constitucional. De ahí que la persecución criminal y condena a dirigentes mapuches utilizando la legislación antiterrorista resulta desproporcionada por cuando no han sido afectados los bienes jurídicos que precisamente protege esa norma.


<<4. La aplicación de una legislación represiva, la más represiva que contempla nuestro ordenamiento jurídico, para situaciones que no se ajustan a la hipótesis del terrorismo, da cuenta de una utilización de la legislación criminal con fines que exceden los estrictamente autorizados en una sociedad democrática.


<<II. Las penas son desproporcionadas.

<<5.  La adecuada proporcionalidad de las penas es un principio fundamental que debe moldear todo nuestro ordenamiento jurídico penal y fundar las decisiones sobre política criminal que adopten las autoridades.


<<6. En materia penal este principio de proporcionalidad exige a la autoridad pública discriminar aquellas conductas que constituyen una afectación grave a un bien jurídico relevante, de aquellas que no lo son.  El derecho penal sólo puede entrar a operar respecto de aquellos ilícitos que constituyan una infracción significativa a bienes jurídicos de relevancia, como también las penas asignadas deben guardar la debida correspondencia con la gravedad del hecho, tanto por la jerarquía del bien jurídico afectado como por la intensidad del ataque al mismo.


<<7. Ha de excluirse, así, penas iguales para hechos diferentes, y, viceversa, ha de descartarse penas distintas para hechos iguales. De no ser así, se incurriría en una discriminación legal sin apoyo en la justicia o sin motivación racional.


<<8. La desproporción de las penas aplicadas a los mapuches se gráfica en los siguientes antecedentes (* esto no se entienda como reconocimiento de responsabilidad, solo me refiero a la determinación de la pena de acuerdo a las reglas que entrega el Código Penal).


<<a.  Juicio seguido C/ José Benicio Huenchunao Marinan y Otros.  Juzgado:  Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol. Delito: Incendio terrorista.  R.U.C.: 0100086954-2.  Sentencia:  Condena. Fecha:  Veintidós de agosto de dos mil cuatro.


<<Considerando de la sentencia relativa al cálculo de la pena:


<<VIGÉSIMO SEGUNDO: No perjudicándolos agravantes y favoreciéndolos la atenuante de su irreprochable conducta anterior, se les aplicará la pena correspondiente al delito de incendio que sanciona el artículo 476 N° 3 del Código Penal, pero aumentado en un grado, conforme lo señala el artículo 3, inciso primero de la ley 18.314, atendidas las circunstancias personales de cada uno de los acusados, dejándose constancia que no corresponde otorgarles algún beneficio extra carcelario de la ley 18.216, atendida la extensión de la pena aplicable.


<<La pena asignada en concreto:


<<SE DECLARA:

<<1) Se hace lugar a la acusación deducida por el Ministerio Público y a las acusaciones particulares deducidas por la Gobernación Provincial Malleco Angol y por la empresa Forestal Mininco S. A. y se condena a los acusados JOSÉ BENICIO HUENCHUNAO MARINAN, Run N° 10.981.478-4, PATRICIA ROXANA TRONCOSO ROBLES, Run N° 11.256.506-K, JUAN CIRÍACO MILLACHEO LICAN, Run N° 6.659.086-0, FLORENCIO JAIME MARILEO SARAVIA, Run N° 14.474.432-2, y JUAN PATRICIO MARILEO SARAVIA, Run N° 12.564.262-4, todos ya individualizados, a la pena de DIEZ AÑOS Y UN DÍA DE PRESIDIO MAYOR EN SU GRADO MEDIO, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena, para cada uno de ellos, como autores del delito de incendio terrorista, hecho cometido durante el día 19 de diciembre de 2001, en el fundo Poluco Pidenco de la comuna de Ercilla.


<<Es decir, la pena asignada al delito, si hubiese sido calificado como incendio simple, sería presidio mayor en su grado mínimo.  En consecuencia, la pena que debió serle asignada, (en su mínimun según el mismo criterio que aplicó el tribunal dentro del grado correspondiente) debió ser de 5 años y un día (presidio mayor en su grado mínimo).


<<b. Juicio c/ Juan Carlos Huenulao Lielmil.  Juzgado: Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol.  Delito: Incendio terrorista.  R.U.C.: 0100086954-2.  Sentencia:  Condena.  Fecha:  
Tres de mayo de 2005.


<<Considerando de la sentencia en cuanto a la determinación de la pena:


<<DÉCIMO CUARTO: Determinación de la pena. Que, atendido el grado de desarrollo del delito, lo dispuesto en los artículo 3° bis de la Ley 18.314 y al hecho de concurrir una circunstancia atenuante, y ninguna agravante, y conforme a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 68 del Código Penal, el Tribunal no aplicará la pena en su máximo, respecto al delito tipificado en el artículo 476 N° 3 del Código Penal, pero por constituir un delito de carácter terrorista se aumentará en un grado, conforme lo señala el artículo 3, inciso primero de la ley 18.314, atendidas las circunstancias personales del acusado Huenulao Lielmil. Se deja constancia que no corresponde otorgarle algún beneficio de los contemplados en la ley 18.216, atendida la extensión de la pena aplicable.


<<La condena asignada en concreto:


<<1) Que se condena a JUAN CARLOS HUENULAO LIELMIL ya individualizado, a la pena de diez años y un día, de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias legales de inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena, como autor del delito de incendio Terrorista previsto y sancionado en el artículo 476 N° 3 del Código Penal, en grado de consumado, hecho ocurrido el día 19 de diciembre de 2001 en el predio denominado Fundo Poluco Pidenco, de propiedad de la empresa forestal Mininco S.A., ubicado en la Comuna de Ercilla, y al pago de las costas de la causa.


<<Es decir, al igual que en el caso anterior, la pena asignada al delito, si hubiese sido calificado como incendio simple, sería mayor en su grado mínimo. En consecuencia, la pena que debió serle asignada (en su mínimun según el mismo criterio que aplicó el tribunal dentro del grado correspondiente) debió ser de 5 años y un día (presidio mayor en su grado mínimo).


<<III. Las condenas se apoyaron en indicios sobre una supuesta organización y planificación terrorista.


<<9. Los hechos, según las sentencias, serían terroristas por ser parte de un proceso planificado, concertado y preparado por un grupo de personas, todos subjetivamente unidos para la finalidad de crear el clima de inseguridad y terror. La finalidad terrorista se deduciría del contexto en que los ilícitos se desarrollan, los que darían cuenta de una unión de voluntades en orden a provocar terror.


<<10. La primera sentencia (22 de agosto de 2004) señala que los hechos son terroristas porque "están insertos en un proceso de recuperación de tierras del pueblo mapuche, el que se ha llevado a efecto por vías de hecho, sin observar la institucionalidad y legalidad vigente, recurriendo a acciones de fuerza previamente planificadas, concertadas y preparadas por grupos exacerbados que buscan crear un clima de inseguridad, inestabilidad y temor en diversos sectores de la octava y novena regiones".


<<11. La segunda (3 de mayo de 2005) indica que : "todo este actuar ilícito se encuadra dentro de un contexto, que forma parte de una serie de acciones ilícitas que han tenido como objetivo atacar a un sector determinado de la población, con el fin de causarles temor de ser víctimas de atentados similares, atendida la naturaleza y efectos de los medios empleados, tanto como por la evidencia de que los hechos obedecen a un plan premeditado, siendo éste sector de la población el formado por todos los propietarios; sean empresas forestales, agricultores y pequeños parceleros vecinos o colindantes a comunidades mapuches; donde existen grupos que buscan la reivindicación de dichas tierras en forma violenta, o propietarios cuyos predios son declarados en conflicto unilateralmente por estos mismos grupos violentos".


<<12. En consecuencia, la acción de cada individuo tendría la finalidad de provocar temor porque forma parte de un contexto, una organización y una planificación.


<<13. Ello supone naturalmente probar la existencia de la organización dispuesta para el fin terrorista o para la ejecución de actos terroristas.


<<IV.  La supuesta organización terrorista no pudo ser acreditada.


<<14.  No obstante, a la hora de llevar adelante una investigación y un juicio para el fin de acreditar la planificación y organización "terrorista", resulta que no fue posible acreditar organización alguna en tal sentido ni menos que su finalidad sea provocar terror.


<<15.  Por el contrario, la última sentencia por asociación ilícita (la primera es aún más explícita), dictada por el Tribunal Oral en lo Penal de Temuco, con fecha 22 de julio de 2005, firme y ejecutoriada, señaló en su considerando que la organización de los imputados alcanzaba a lo sumo a efectos de tomarse los predios y repeler a la fuerza policial, pero no existía prueba que acreditare una organización y planificación que tuviera por objetivo sembrar terror o ejecutar actos terrorista. El considerando décimo primero señala al respeto que: "resulta evidente que se organizaban; que junto con decidir la toma de un predio planeaban también cómo se resistirían al desalojo y la estrategia necesaria para evitar ser detenidos; pero no es ésa la planificación que el tipo penal de la asociación ilícita requiere; la norma legal exige una agenda o calendario de las actividades ilícitas tendientes a la obtención del fin que la asociación se ha propuesto, no a la estrategia que se planea utilizar para evadir a las fuerzas policiales una vez cometido el delito; por lo demás, cabe decir que la violencia, tratándose de toma de predios no fue utilizada por los comuneros para ingresar a ellos sino que fue la respuesta a la fuerza utilizada en su contra para desalojarlos".


<<16. La finalidad explícita de la organización encontraba por lo demás un apoyo en la Ley Indígena independiente del actuar, lícito o ilícito, de quienes parecían pertenecer a ella.  El considerando décimo primero de la misma sentencia señala que "El objetivo que tendría la CAM, como organización, nada tiene de ilícito, toda vez que la Ley N° 19.253, que establece normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, señaló que la tierra es el fundamento principal de la existencia y cultura de los pueblos originarios señalando como deber de la sociedad en general y del Estado en particular "proteger las tierras indígenas, velar por su adecuada explotación, por su equilibrio ecológico y propender a su ampliación".


<<17. El Tribunal que la prueba rendida "careció de la fuerza de convicción necesaria, no se estableció mediante certezas judiciales, esto es, verdades que excluyen toda duda razonable, que existió una asociación ilícita, o sea, una conjunción de voluntades organizadas en torno a un fin común, debidamente coordinadas por un ente superior o jefatura, dotada de estructura interna, de cierta permanencia y estabilidad en el tiempo, en el cual sus integrantes cumplen funciones distintas, precisas y determinadas, convergentes hacia el objetivo propuesto, que debe ser ilícito y compartido por todos sus miembros, y para obtener el cual deben planificar los integrantes de ella una multiplicidad de delitos, espaciados en el tiempo". Y agregaba el mismo tribunal "por lo demás, cabe tener presente que cualquier definición de terrorismo que se quiera enunciar debe necesariamente contener el concepto de desprecio a la vida humana, propia o ajena, concepto que no resulta del contenido de los hechos que se relataron en la audiencia" (considerando duodécimo).


<<18. De ahí que nos entramos con una aplicación de la ley penal que resulta manifiestamente aberrante por cuanto se apoyan en un supuesto que de manera explícita fue descartada por falta de pruebas. Es decir, cuando tocó acreditar el supuesto que fundó las condenas, resultó que él no pasaba de ser una mera hipótesis no comprobada, o, dicho de otro modo, una pura apariencia.


<<19. Al parecer bastaba para los jueces para tener por acreditado el delito de terrorismo que fuera un mapuche el supuesto autor del hecho, ya que con ello se entendía automáticamente que integraba una organización o movimiento que tenía por objetivo ejecutar actos para infundir temor en la población. Se calificaba la acción y se penaba, en definitiva, atendiendo a la categoría de la persona imputada, acercándonos peligrosamente a un derecho penal de autor.


<<V La última sentencia por el caso Poluco Pidenco descarta la existencia de terrorismo y la participación de los acusados.


<<20. La última sentencia dictada en Angol, el siete de abril de 2006, en juicio donde se acompañó la misma prueba que en los juicios en que resultaron condenados los huelguistas, se señaló que las pruebas acompañadas por el Ministerio Público y el Gobierno "no aportan antecedentes en cuanto a la existencia de un plan premeditado por parte de las personas a quienes el persecutor fiscal atribuye participación en el incendio que afectó al predio Poluco Pidenco el día 19 de diciembre de 2001 para haber atentado, ya sea en contra de la vida, integridad física o libertad ambulatoria del testigo o de un grupo determinado de la población en los términos referidos en las respectivas acusaciones" (considerando octavo, letras q), r) s), t), u), v). 


<<21. Asimismo el tribunal descartó la participación de los acusados en el hecho por cuanto "los acusadores no han acreditado en manera alguna que José Osvaldo Cariqueo Saravia ejecutó el día de los hechos las acciones que se le atribuyen en las respectivas acusaciones, toda vez que se le ha restado mérito probatorio a los dichos de quienes han declarado en este juicio como testigos presenciales de los hechos, esto es, Juan Carlos, José Mario y Luis Alberto Nancucheo Huenulao, quienes en sus declaraciones se han referido a la participación de este acusado fijando distintos contextos temporo-espaciales,* ya que cada uno de ellos se han referido a espacios, fechas y acciones distintas, como quedó latamente explicado en el considerando noveno de esta sentencia". Lo mismo señaló respecto del acusado Juan Antonio Colihuinca Ancaluan. (considerandos vigésimo cuarto y vigésimo quinto).>>

* Nótese que precisamente las declaraciones de los testigos Juan Carlos, José Mario y Luis Alberto Nancucheo Huenulao, desechados como medios de prueba para formar convicción en este caso, fueron las declaraciones que sirvieron de fundamento para condenas a los huelguistas.

- En virtud de los antecedentes entregados y de las consideraciones expuestas precedentemente, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo (Presidente accidental), Ávila y Ruiz-Esquide, aprobó en general, la iniciativa legal en estudio.
- - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto de ley en informe consta de un artículo único, que como se señalara, incorpora en el artículo 3º del decreto ley Nº 321, de 1925, sobre Libertad Condicional, un inciso final que concede  dicho beneficio a las personas condenadas a penas privativas de libertad por delitos contemplados en la Ley N°18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y además, en su caso, condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la Ley N°19.253, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1997 y el 1 de enero de 2006, y los condenados suscriban en forma previa una declaración inequívoca y favorable al no uso de la violencia en la reivindicación de derechos establecidos en la Ley 19.253 y en el derecho internacional de los pueblos indígenas.

Al inicio de la discusión particular, el Honorable Senador señor Naranjo, hizo presente la necesidad de modificar el texto del proyecto con el objetivo de precisar su contenido y alcance, motivo por el cual formuló diversas indicaciones al respecto, las que fueron suscritas, además, por los Honorables Senadores señores Ávila, Navarro y Ruiz-Esquide.



A continuación, el Honorable Senador señor Naranjo explicó los fundamentos de las indicaciones, en los siguientes términos.



Ante todo, Su Señoría destacó la necesidad de enfatizar que quienes tienen derecho a acogerse a este beneficio no deben ser autores de hechos que impliquen delitos contra las personas, como en el hecho es el caso de los dirigentes mapuche que estuvieron en huelga de hambre. 


En segundo término, establecer como requisito para que las personas puedan acceder al beneficio de la libertad condicional, el haber cumplido, a lo menos, un año de privación de libertad, lo que resulta acorde con la naturaleza de la institución de la libertad condicional, la cual siempre ha sido regulada como un beneficio que supone un tiempo de privación de libertad, que puede ser la mitad del tiempo de la condena, o menos, si una ley en particular así lo dispone.  


Puntualizó que, además, se propone suprimir la referencia a las “reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la Ley Nº 19.253”, para evitar que se contamine la iniciativa con el concepto de violencia, y se salva, en ese sentido, un error en el que se ha incurrido en la redacción original. 


Asimismo, se propone suprimir la mención a la ley 19.253, y hacer una alusión específica de su contenido, pues más que aludirse a una determinada interpretación de la ley, debería aludirse a la situación particular de los presos por Ley Antiterrorista.   Lo anterior, debido a que finalmente, la intención del proyecto es darles un beneficio post condena, y no otro.  Por lo anterior, prefiere exponer su situación como resultado de una reivindicación de “tierra indígena ancestral”, que es una voz que se aparece en diversas disposiciones de la Ley Indígena, y que por lo tanto, no es exógena a nuestro ordenamiento jurídico, ni a la realidad fáctica de los beneficiados.


Agregó que también se pretende suprimir la mención al uso de la violencia para reivindicar los derechos de la ley Nº 19.253, por lo que el requisito de la firma de una declaración relativa a repudiar el uso de la violencia, no debe quedar limitada sólo a la reivindicación de derechos indígenas, sino a la reivindicación de cualquier derecho, y aún respecto de cualquier circunstancia, por lo que mediante esta indicación se eliminan aquellas limitaciones.



Por otra parte, continuó el Honorable Senador señor Naranjo, como un elemento que incentiva la paz social y vela por la pronta solución de la injusticia cometida, se propone que la Comisión de Libertad Condicional, que evalúa la concesión del beneficio, funcione de manera extraordinaria en los plazos que se indican.  Para tal efecto, se propone un artículo transitorio, que habilita un plazo extraordinario de 30 días para que, a contar de la aprobación de esta ley, se puede postular al otorgamiento de la libertad condicional. 



Concluyó, Su Señoría, manifestando que ni la indicación ni el proyecto de ley en que ella incide sean fuente de un privilegio que pudiere atentar contra la igualdad ante la ley.  Por el contrario, todo este esfuerzo apunta a corregir una injusticia, denunciada por organismos internacionales y no gubernamentales de gran prestigio en materia de derechos humanos.  Corregir una injusticia, reparar un daño tan grave, no implica, ni implicará jamás una desigualdad, un beneficio injustificado, o una discriminación arbitraria contra los otros condenados y presos de Chile.


Por las razones expuestas, los Honorables Senadores señores Naranjo, Ávila, Navarro y Ruiz-Esquide, proponen las siguientes modificaciones particulares al proyecto en estudio, las que se describen a continuación:


La primera, tiene por objetivo intercalar en el nuevo inciso final del artículo 3°, entre las frases “otros cuerpos legales,” y “, en causas relacionadas”, la oración “que no impliquen delitos contra las personas”.


La segunda, sustituye, en el mismo inciso final del artículo 3°, la frase “reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la Ley Nº 19.253”, por “la reivindicación de tierras indígenas ancestrales”.


La tercera, intercala, entre las frases “siempre que” y “los hechos punibles”, la oración siguiente: “hayan cumplido un año de pena privativa de libertad, si”.


La cuarta, suprime la frase “en la reivindicación de derechos establecidos en la Ley Nº 19.253 y en el derecho internacional de los pueblos indígenas”, que antecede al punto final.


Finalmente, la última indicación agrega el siguiente artículo transitorio:



“Para los efectos de lo dispuesto en el nuevo inciso final del artículo 3º del decreto ley Nº 321 de 1925, incorporado por la presente ley, la comisión especial a que se refiere el artículo 4º funcionará extraordinariamente, desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y por un término de treinta días corridos.  Para las posteriores peticiones de libertad condicional, funcionará en los períodos normales señalados por el artículo 4º.”.


- Puesto en votación el artículo único del proyecto, fue aprobado con las modificaciones descritas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Naranjo (Presidente accidental), Ávila y Ruiz-Esquide.  

En atención a lo expuesto, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, la aprobación del siguiente:

“PROYECTO DE LEY


“Artículo único.-  Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 321, de 1925:


1.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 3.°:


"A los condenados a penas privativas de libertad por delitos contemplados en la Ley N°18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y además, en su caso, condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, que no impliquen delitos contra las personas, en causas relacionadas con la reivindicación de tierras indígenas ancestrales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, siempre que hayan cumplido un año de pena privativa de libertad, si los hechos punibles hubieren ocurrido entre el 1 de enero de 1997 y el 1 de enero de 2006, y los condenados suscriban en forma previa una declaración inequívoca y favorable al no uso de la violencia.


2.-  Agrégase el siguiente artículo transitorio al decreto ley Nº 321:



“Para los efectos de lo dispuesto en el nuevo inciso final del artículo 3º del decreto ley Nº 321 de 1925, incorporado por la presente ley, la comisión especial a que se refiere el artículo 4º funcionará extraordinariamente, desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y por un término de treinta días corridos.  Para las posteriores peticiones de libertad condicional, funcionará en los períodos normales señalados por el artículo 4º.”.

- - - - - 


Acordado en la sesión celebrada el día 17 de mayo de 2006, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente accidental), Nelson Ávila Contreras y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Adolfo Záldívar Larraín).

Sala de la Comisión, a 23 de mayo de 2006.
(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN,

Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ESPINA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.925, SOBRE EXPENDIO Y CONSUMO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS, EN MATERIA DE HORARIO DE FUNCIONAMIENTO DE RESTAURANTES, SALONES DE TÉ Y CAFETERÍAS

(4440-07)

Honorable Senado:

Fundamentos

De conformidad a lo dispuesto en el artículo 21º de la Ley Nº 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, los establecimientos que expendan bebidas alcohólicas para ser consumidas en el mismo local o en sus dependencias, sólo pueden funcionar entre las 10:00 y las 04:00 hrs. del día siguiente. Se exceptúan de esta regla los salones de baile y discotecas, que sólo pueden funcionar entre las 19:00 y las 04:00 hrs. La hora de cierre se amplía en una hora más la madrugada de los días sábado y feriados. Asimismo, agrega la norma, que los alcaldes, con acuerdo del concejo, pueden establecer horarios diferenciados, dentro del marco de los límites señalados anteriormente.

De esta forma, todo establecimiento que expende bebidas alcohólicas para ser consumidas al interior de sus dependencias, debe cumplir con dichos horarios. Sin embargo, en el caso de los restaurantes, salones de té y cafeterías, además de la actividad de expendio de alcohol, se desarrollan otras actividades comerciales, tales como la venta de alimentos y bebidas no alcohólicas, cuyo ejercicio se ve perjudicado por las restricciones de horario y días de clausura establecidos en el artículo 21º de la Ley de Alcoholes, citado.

A modo de ejemplo, los salones de té y cafetería, de acuerdo a la normativa vigente, no pueden abrir sus establecimientos sino hasta las 10:00 a.m., en circunstancia de que muchos de ellos están ubicados en la inmediaciones de terminales de buses, que tienen un horario continuado de funcionamiento. O bien, solían abrir muy temprano para ofrecer desayuno a los trabajadores que inician a tempranas horas su jornada de trabajo.

Los perjuicios de la actual normativa lo viven a diario las personas que viven en los sectores rurales alejados de los pueblos y grandes ciudades. Por vía de  ejemplo, en la Araucanía Norte los vecinos que viven fuera del radio urbano de comunas como Galvarino, Victoria, Collipulli o Angol deben recorrer grandes distancias, muy temprano en la madruga, para ir a trabajar, al hospital o a realizar algún trámite y actualmente no tienen un lugar abierto para comer algo caliente. 

De esta forma, creemos necesario modificar la actual normativa que limita los horarios y días de funcionamiento de los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas, con el objeto de establecer que aquellos clasificados en las categorías C) y Ñ) del artículo 3º de la Ley Nº 19.925, esto es, restaurantes y salones de té y cafeterías, puedan funcionar libremente, sin sujeción a horas o días de clausura, respecto de las demás actividades comerciales que no sean el expendio de bebidas alcohólicas.

Fundamenta lo anterior, la garantía consagrada en el artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de la República, que establece el derecho de toda persona a ejercer libremente cualquier actividad económica  que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen. En este sentido, como la actividad comercial de restaurante,  salón de té o cafetería –sin expendio de bebidas alcohólicas-, cumple con los requisitos legales para su ejercicio al tener en orden las autorizaciones sanitarias y de construcción, además del pago de la patente comercial a la municipalidad, ésta puede realizarse sin sujeción a cualquier otra restricción.

Por las razones antes expuestas, es que proponemos el siguiente:

P r o y e c t o  d e  L e y

Artículo único.- Agrégase al artículo 21º de la Ley Nº 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, el siguiente inciso final nuevo:

“En el caso de los establecimientos clasificados en las categorías C) y Ñ), las restricciones sobre horario de funcionamiento establecidas en este artículo, no podrán afectar en ningún caso el normal desarrollo de las demás actividades económicas que se realicen en el mismo establecimiento y que se encuentren debidamente amparadas por una patente comercial.”.

[image: image1.png]



(Fdo.):Alberto Espina Otero,

Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ORPIS, BIANCHI Y HORVATH, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE EXIME DE NORMAS DE EMISIÓN A VEHÍCULOS MOTORIZADOS LIVIANOS Y MEDIANOS, INGRESADOS A TRAVÉS DE ZONAS FRANCAS 

(4441-15)

Honorable Senado:

Recientes acontecimientos que han puesto en duda el real avance del proceso de regionalización del país, así como el respeto a las particularidades de cada una de las regiones en que éste se divide, obligan a reformular algunas normas que, dictadas para producir efectos en la Región Metropolitana, extienden su ámbito de vigencia territorial más allá de la capital nacional.


Tal es el caso del Decreto Supremo Nº211 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, publicado el 11 de diciembre de 1991, que dictó normas sobre emisiones de vehículos motorizados livianos.


En sus considerandos, el citado decreto fundamenta la necesidad de introducir determinadas regulaciones para la circulación de cierta categoría de vehículos motorizados, en relación con los gases que emiten, en razones que empecen exclusivamente a la Región Metropolitana.


Es así como, en su parte considerativa, señala textualmente: “Que en la Región Metropolitana, se han alcanzado niveles de contaminación atmosférica que exigen la toma de medidas drásticas de carácter permanente, tal como ha sido definido por el Comité de Ministros de la Comisión Especial de Descontaminación de la Región Metropolitana, creada por decreto supremo Nº349, de 1990, de la Subsecretaría del Interior”.


Y agrega, “que estudios realizados por la Intendencia de la Región Metropolitana indican que en el área referida el setenta y nueve por ciento de las emisiones de monóxido de carbono (CO), el cincuenta y nueve por ciento de las emisiones de óxido de nitrógeno (NOX), el cuarenta y cuatro por ciento de los compuestos orgánicos volátiles y el 5% de las emisiones de partículas respirables provienen de los automóviles a gasolina y que el setenta y un por ciento de la concentración ambiental de partículas respirables(PM-10) es atribuible a la emisión proveniente  de vehículos diesel.”.


Esto demuestra que las normas de emisión contenidas en el decreto en cuestión, fueron dictadas tomando en exclusiva consideración la realidad, estudios y mediciones realizadas en la Región Metropolitana, de manera que no existe fundamento técnico, sanitario ni jurídico que justifique su extensión a otras regiones del país.


Si bien el Decreto Supremo Nº95 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, publicado el 31 de agosto de 2005, modificó las normas de emisión aplicables a los vehículos motorizados livianos, medianos y pesados destinados a circular en regiones distintas de la Metropolitana, lo hizo considerando la importación de vehículos nuevos y desconociendo la realidad económica y social que rodea la internación de vehículos usados en aquellas regiones en que ello puede legítimamente hacerse. 


Se trata, por lo demás, de una norma de rango inferior a la ley que limita o impide el ejercicio de un derecho constitucionalmente garantizado, como es el libre desarrollo de la iniciativa económica. Es precisamente por esta razón, que el legislador debe hacerse cargo de establecer el marco dentro del cual el Ejecutivo podrá desarrollar su potestad reglamentaria en materia tan sensible como esta.


Por ello es que la injustificada aplicación de las altas exigencias sobre emisión de vehículos livianos y medianos, sin fundamento alguno que diga relación con otras regiones que no sea la Metropolitana, atenta contra el derecho a desarrollar libremente una actividad económica que no contraría la moral, el orden público o la seguridad nacional, como lo exige el número 21 del artículo 19 de nuestra Carta Fundamental.


Por todas estas razones, es que sometemos a la consideración de este Honorable Senado, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúzcase el siguiente artículo transitorio al Decreto Nº 95, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

Artículo transitorio.- Las exigencias establecidas en los incisos primero y segundo de los artículos 1 letra f) y 2 letra c) del Decreto Supremo Nº 95 serán aplicables a los vehículos livianos, sean o no comerciales, y medianos introducidos usados al país a través de las Zonas Francas y Zonas Francas de Extensión definidas en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda que soliciten su primera inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados a partir del 1º de julio de 2007, en tanto que los requerimientos contemplados en los incisos segundos de los citados artículos, serán exigibles a los vehículos antes referidos internados por dichas zonas que soliciten su primera inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados después del 1º de septiembre de 2007.”.

(Fdo.):Jaime Orpis Bouchon,


Carlos Bianchi Chelech,



Senador





Senador

Antonio Horvath Kiss,


Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE CONFIERE ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA AL SENADO PARA AUTORIZAR LA COMPRA O VENTA DE MATERIAL BÉLICO

(4451-07)

Honorable Senado:

I. TRANSPARENCIA Y GASTO MILITAR.

El gasto militar, como todos los otros gastos del sector público, debería sintetizarse en el presupuesto anual que aprueba el Poder Legislativo. No obstante, existe una muy importante diferencia entre ese presupuesto y el de cualquier otra repartición fiscal: los recursos destinados a la adquisición y/o modernización de sistemas de armas (los fondos provenientes de la denominada “Ley del Cobre”) no están incluidos en el presupuesto que conoce el Congreso.  

Uno de los principios básicos que debe satisfacer un presupuesto, la integralidad, claramente no se cumple en el caso de las fuerzas armadas. Existe más de un presupuesto y cada parte tiene distintas metodologías en la realización del ciclo presupuestario. Normalmente ese ciclo considera las fases de: formulación, aprobación legislativa, ejecución y auditoría (evaluación). En la forma que se realiza cada una de ellas, los dos presupuestos que mantienen las fuerzas armadas son completamente distintos y lo son también en la posibilidad de realizar, por parte de la sociedad, una real evaluación de lo efectuado con los recursos. 

Los montos asignados por la “Ley del Cobre” tienen carácter de reservados, no están bajo el análisis del Legislativo y no existe cuenta pública de ellos. Un elemento básico de transparencia no está presente en este caso: disponibilidad de información. Ello, sin embargo, no sólo afecta a los “fondos reservados”, sino también al presupuesto fiscal; no existe ninguna manera de bajo costo que permita a un ciudadano interiorizarse del nivel, propósito y logros alcanzados con los recursos que integran el gasto militar.

Un sistema de presupuestación bien estructurado se caracteriza habitualmente por una estructura legal que define los roles y las responsabilidades de los diferentes actores, cosa que se cumple en Chile; un presupuesto que captura la totalidad de las operaciones financieras de la repartición involucrada, lo que no se cumple en el caso de las fuerzas armadas; información precisa y oportuna, que tampoco se cumple en el sistema presupuestario del sector militar, y un proceso transparente que permite la participación relevante del Poder Legislativo y de la sociedad civil, que, obviamente, no cumpliéndose los dos anteriores, no puede tampoco existir
.

Lo anterior significa, en síntesis, que el proceso por el cual se asigna y ejecuta el gasto militar en Chile no es transparente. El FMI, en su Código de Buenas Prácticas, establece como principios generales de transparencia fiscal: claridad de roles y responsabilidades, disponibilidad pública de información; preparación, ejecución y reporte del presupuesto abierto a la sociedad, y garantías de integridad, que implica la existencia, entre otras cosas, de controles independientes sobre las agencias públicas. Como debe resultar obvio de lo anterior, la transparencia, es más que disponibilidad de información, es información útil al debate y la integración a ese debate de la sociedad. 

Transparencia y participación son parte de un mismo asunto. Sobre la base de los criterios anteriores es evidente que el gasto militar no es transparente en Chile y es nuestra opinión que esta situación de muy larga data debe modificarse. La transparencia en el sector defensa, como en toda el área pública, es uno de los requisitos fundamentales de una democracia sólida y moderna. Los ciudadanos tienen el derecho de conocer cuál es la política de defensa nacional, la estrategia nacional derivada de ella, la estructura de fuerzas que la acompaña, cómo se usan los recursos, etc. De ese conocimiento depende, al menos en parte, la legitimidad social del esfuerzo que el país hace en este sector clave para su desarrollo de largo plazo.

Veamos este asunto documentadamente.

II. GASTO MILITAR EN CHILE: UNA CIFRA EN AUMENTO.

1. Cifras del SIPRI: 

Según el SIPRI (Stockholm International Peace Research Institute), las cifras permiten apreciar con claridad el crecimiento constante del gasto militar chileno entre 1970 y 1989, cuyos valores reales están expresados en dólares de 1990. De doscientos diez millones de dólares en 1970 pasa a mil ochocientos cuarenta y siete millones de dólares en 1989. En cuanto a porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB), el Cuadro Nº 5 señala una mayor participación del gasto militar; en 1970 el tanto por ciento del PIB que corresponde al gasto militar fue de 2.5, cifra que sube a un 9.6% del PIB en 1984, para iniciar un descenso a partir de 1985 y alcanza a un 7.8% del PIB en 1988. El gasto militar chileno en los 25 años anteriores a 1973, en cuanto porcentaje del PIB, no superó el 3.1% (año 1956).

Si se suma el gasto militar que ha efectuado Chile entre 1970 y 1989, según el SIPRI, se obtiene una cifra de 24.677 millones de dólares.
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Una comparación entre el gasto en defensa de los países de América del Sur, en relación con sus respectivos PIB, se muestra en los Cuadros Nº 5 y Nº 6.

CUADRO Nº 5

GASTO PÚBLICO EN DEFENSA

(porcentaje del P.I.B. a precios corrientes en moneda nacional)

	PAÍSES
	1970
	1974
	1975
	1976
	1977
	1978
	1979
	1980

	ARGENTINA
	1,9
	1,7
	2,0
	2,4
	2,4
	2,7
	6,3
	6,4

	BOLIVIA
	1,6
	1,8
	2,4
	2,3
	3,3
	3,5
	3,6
	4,0

	BRASIL
	1,9
	1,3
	1,3
	1,2
	1,1
	0,9
	0,9
	1,3

	CHILE
	2,5
	6,7
	5,7
	5,3
	6,9
	6,4
	7,4
	6,7

	COLOMBIA
	1,4
	0,9
	1,0
	0,9
	0,8
	0,7
	1,7
	1,8

	ECUADOR
	2,2
	1,9
	2,3
	1,9
	3,1
	2,1
	2,0
	1,8

	GUYANA
	3,4
	4,0
	6,6
	10,7
	6,0
	5,3
	5,1
	6,5

	PARAGUAY
	2,0
	1,5
	1,7
	1,7
	1,6
	1,5
	1,3
	1,4

	PERU
	3,7
	3,5
	4,6
	5,0
	7,3
	5,5
	3,9
	5,3

	URUGUAY
	1,9
	2,8
	2,6
	2,1
	2,3
	2,3
	2,4
	2,9

	VENEZUELA
	1,7
	1,8
	2,1
	1,4
	2,2
	2,1
	2,4
	2,7


FUENTE: Elaborado por la Unidad de Estudios y Publicaciones de la Biblioteca del Congreso Nacional con datos de SIPRI. Año 1970: SIPRI (1980); 1974-1976: SIPRI (1983); 1977-1978: SIPRI (1987); 1979-1980: SIPRI (1990).

NOTA: Los años 1971-1973 carecen de información confiable.

El Cuadro Nº 5 contiene datos correspondientes a la década de los años setenta, con la excepción de los años 1971, 1972 y 1973. Un somero análisis de la información lleva a concluir que aquellos países que se rigieron por gobiernos militares sustentados en la Doctrina de la Seguridad Nacional, incrementaron importantemente la participación del gasto en Defensa en relación con el PIB. Esto puede apreciarse en países como Argentina, Bolivia, Chile y Uruguay. 

El gasto público en defensa como porcentaje del PIB para cada país, permite concluir en que Chile y Guyana alcanzaron la más alta tasa de crecimiento entre los años 1970 y 1980, seguidos por Perú, Argentina, Ecuador y Bolivia.

CUADRO Nº 6

GASTO PÚBLICO EN DEFENSA

(porcentaje del P.I.B. a precios corrientes en moneda nacional)

	PAÍSES
	1981
	1982
	1983
	1984
	1985
	1986
	1987
	1988

	ARGENTINA
	7,1
	6,0
	4,6
	4,5
	3,5
	3,7
	3,4
	3,0

	BOLIVIA
	5,3
	4,5
	3,9
	3,4
	3,4
	2,8
	2,9
	3,1

	BRASIL
	1,3
	1,6
	1,2
	1,2
	1,1
	1,2
	1,1
	1,1

	CHILE
	7,4
	9,5
	8,0
	9,6
	7,6
	8,0
	6,8
	7,8

	COLOMBIA
	1,8
	1,8
	2,3
	2,4
	2,1
	2,0
	2,0
	2,3

	ECUADOR
	1,7
	1,7
	1,6
	1,5
	1,8
	1,9
	2,0
	1,7

	GUYANA
	6,0
	7,5
	9,7
	9,2
	9,8
	12,4
	--
	--

	PARAGUAY
	1,5
	1,6
	1,4
	1,2
	1,1
	1,1
	1,1
	1,0

	PERU
	6,0
	8,5
	8,1
	5,6
	6,4
	6,6
	5,0
	2,5

	URUGUAY
	3,9
	4,0
	3,2
	2,6
	2,4
	2,3
	2,1
	2,1

	VENEZUELA
	3,1
	3,4
	2,9
	2,4
	2,0
	2,1
	2,1
	1,9


FUENTE: Elaborado por la Unidad de Estudios y Publicaciones de la Biblioteca del Congreso Nacional con cifras procedentes de SIPRI (1990).

Las cifras que contiene el Cuadro Nº 6 permiten observar que aquellos países que dejan de ser gobernados por regímenes militares sustentados en la Doctrina de la Seguridad Nacional y se orientan por la senda de la democracia, bajan la participación del gasto militar como porcentaje del PIB. Son los casos de Argentina (7,1% en 1981 y 3,0% en 1988); Bolivia (5,3% en 1981 y 3,1% en 1988); Uruguay (3,9% en 1981 y 2,1% en 1988). Chile, en cambio, mantiene una relación alta entre 1981 y 1988 (7,4% en 1981 y 7,8% en 1988).

Puede apreciarse, asimismo, que Chile es el país que tiene un mayor porcentaje de gasto militar en relación con el PIB si se le compara con los demás países de América del Sur, con la sola excepción de Guyana. Para 1987 y 1988, sin que se disponga de información sobre Guyana, es Chile el país que tiene la más alta relación entre gasto militar y PIB (1987 6,8% y 1988 7,8%).

Si el análisis considera una comparación del gasto militar de Chile con respecto a los países limítrofes, para 1988, en tanto porcentaje del PIB, nuevamente se observa una diferencia importante en favor de Chile (7.8%), seguido por Bolivia (3,1%), Argentina (3,0%) y Perú (2,5%).

2. Reportaje Diario El País. Abril de 2006

Ahora bien, según un reportaje del diario español “El País”, Chile encabeza el gasto militar en América Latina junto con Venezuela. Chile y Venezuela gastan 2.785 y 2.200 millones de dólares, respectivamente. Chile gasta 3,5% del Producto Interno Bruto (PIB). Fabián Calle, especialista en Defensa dijo: “sólo de la cantidad de armas, sino de la calidad de las mismas”. 

Chile está a la cabeza del gasto militar en América Latina. Según el diario, “Chile, Venezuela y Brasil lideran el gasto militar, con un salto tecnológico que puede desequilibrar la región”.

Según un estudio de Red de Seguridad y Defensa de América Latina (Resdal), “Ecuador, Chile y Colombia son los tres países que en 2005 dedicaron más porcentaje de su producto interior bruto (PIB) a gastos de defensa».

El diario español citando al International Institute for Strategic Studies (IISS) y el Centro para la Apertura y el Desarrollo de América Latina (Cedal), Chile y Venezuela son los países que más han comprado armamento, “con 2.785 y 2.200 millones de dólares, respectivamente”.

“El País” compara el armamento adquirido por los diversos países de la región: “mientras Chile ha optado por la tecnología más avanzada, Venezuela se ha centrado en material que permita armar a un porcentaje importante de la población civil. Brasil, por su parte, ha invertido más en medios de combate y transporte para asegurar la zona del Amazonas, y Argentina ha comprado radares y misiles de combate aéreo”.

Rut Diamint, profesora especialista en Desarme y Defensa de la Universidad Di Tella, de Buenos Aires preciso la disociación que hay entre los Gobiernos y sus relaciones políticas: “las Fuerzas Armadas latinoamericanas disponen hoy de un armamento que no se corresponde con las teóricas relaciones políticas que existen entre los Gobiernos».

Refiriéndose a Chile “El País” dijo que cuenta con armamento que estaba en la región. Agregó: “en los dos últimos años, el Gobierno ha adquirido, entre otras unidades, un centenar de carros de combate Leopard II a Alemania, dos submarinos equipados con dispositivos de disparo de misiles a España y Francia, 10 aviones F-16 con sistemas de misiles aire-aire de alcance medio a estados Unidos, y otros 18 F-16 de segunda mano a Holanda, pero modificados con tecnología israelí”.

«El PIB (Producto Interno Bruto) dedicado por Chile a defensa nunca baja del 3,5 por ciento, y además la llamada ley secreta del Cobre otorga el 10 por ciento de los beneficios por venta de dicho metal a presupuesto de las Fuerzas Armadas. Y el cobre está batiendo records todas las semanas en su cotización internacional».

c) Red de Seguridad y Defensa de América Latina: 

Según la Red de Seguridad y Defensa de América Latina, Chile es el país que más recursos destina a la compra de armamentos en el continente. La grotesca cifra de 2.785 millones de dólares se ha utilizado para comprar aviones de guerra, tanques y submarinos. Con esto, Chile supera a Venezuela y a Brasil que han gastado 2.200 y 1.342 millones de dólares, respectivamente. 

Para muchos, es inconcebible que un país con la undécima economía más desigual del mundo, al mismo nivel de Zimbabue y Namibia, esté más preocupado de la guerra y la defensa que del bienestar de la mayoría de sus habitantes. 

Lo que nos inquieta a nosotros es que este gato, necesario o no, sea manejado de manera poco transparente

III. CASOS QUE DEMUESTRAN LA POCA TRANSPARENCIA Y PARTICIPACIÓN EN EL GASTO MILITAR.-

Llama la atención varios hechos que se han sucedido en el tiempo, y que dicen relación con el tema de las compras de armas y de material estratégico: 

1. Presión de los Estados Unidos ante la suscripción de Chile del Tratado de Roma, que establece el Tribunal Penal Internacional

Como sabemos, Chile arriesga sanciones de Washington en virtud de la posible reforma constitucional que ratifica el Estatuto de Roma sobre la Corte Penal Internacional (CPI). Estados Unidos ha aprobado una ley de represalias contra los países que se atrevan a desafiar la política que en esta materia promueve su administración. 


Las represalias de EEUU contra los países signatarios de la CPI figuran en la ley American Servicemembers Protection Act (Aspa), que -además- garantiza inmunidad a sus tropas y faculta al Presidente a usar 'todos los medios' para liberar a los estadounidenses arrestados por orden de ese tribunal. La Aspa elimina la ayuda militar a las naciones que ratifiquen la CPI: sólo perdona a los países “aliados extra OTAN”, como Argentina. Pero tal calidad de aliado fue desechada para Chile. 


Los “aliados extra OTAN” no pierden la ayuda militar, aunque ratifiquen el Estatuto de Roma/CPI. EEUU retiró la ayuda a 11 países latinoamericanos que ratificaron el tratado y hoy, hasta los militares chilenos ejercen abierta presión contra la CPI: el jefe de la marina, vicealmirante Rodolfo Codina Díaz, dijo que la aprobación de la Corte es un tema 'sensible' para la Armada. También está preocupada la aviación, dotada de una flota de F 16. Washington bloquea la venta de repuestos, como ocurrió con Venezuela, y puede impedir que sistemas de segunda mano sean transferidos a otros países, mientras la CIA vigila el traspaso de tecnología estadounidense de armamentos a terceros países.


Al Estado de Chile le quedarían dos posibilidades: ganar tiempo, aguardando a que EEUU suspenda el castigo y la Casa Blanca justifique esa revisión ante el Congreso como una cuestión de interés nacional; u otra posibilidad menos viable, por demasiado impresentable, sería la firma de un acuerdo bilateral Chile-EEUU que otorgue inmunidad penal a los crímenes de estadounidenses. 


El Pentágono, que en política exterior exhibe tanta fuerza como el departamento de Estado, presiona por reanudar la ayuda militar a los países sancionados, para recomponer sus lazos con las fuerzas armadas de las 11 naciones latinoamericanas que cayeron en el castigo, una postura apoyada por varios congresistas, senadores e incluso funcionarios de la Casa Blanca. 

La paradoja es que la CPI fue impulsada por EEUU, bajo la administración Clinton, desde luego pensando en crímenes de guerra distintos a los que comete la administración Bush. En la mente estadounidense estaban los delitos que atribuyeron a Slobodan Milosevic, el ex gobernante de Serbia recientemente fallecido. Pero hoy, esta iniciativa adversada por EEUU, ha sido ratificada prácticamente por todos los países latinoamericanos que firmaron el Estatuto de Roma a partir de 1998.  Como se sabe, la ratificación final del Estatuto de Roma por parte de Chile requiere una reforma constitucional.

Demás está decir que deja mucho que desear que Estados Unidos intervenga en nuestros asuntos internos, en los de un país soberano, libre, violando nuestros derechos a la autodeterminación como nación y como pueblo. 

2. Compra de los F-16

La llegada a la base naval de Talcahuano del nuevo submarino "O´Higgins"; la entrega en puertos europeos de dos de las cuatro fragatas multipropósito usadas adquiridas a Holanda, que se sumarán a otras tres de origen británico; la compra de varios escuadrones de cazabombarderos F-16 y la adquisición de un centenar de tanques "Leopard II" a Alemania, no dejó indiferente a Perú, que a través de sus autoridades y prensa planteó que el objetivo chileno de mediano y largo plazo tiene que ver con una acción bélica contra aquella nación.

En La Moneda, el ex ministro del Interior Francisco Vidal rechazó de manera tajante los comentarios provenientes de Lima. Reiteró que las adquisiciones "responden únicamente a la renovación de material obsoleto", y que la compra de tres fragatas usadas, 18 aviones F-16 también usados a Holanda y 100 tanques "Leopard II" a Alemania, responden al principio de modernización de las fuerzas armadas.

En el Ministerio de Defensa se recordó, también, que Chile fue el primer país que ha hecho de su política de defensa "una política explícita y transparente". Hace diez años nuestro país invertía cerca del 3 por ciento del PIB en defensa, mientras que en la actualidad llega sólo a un 1,8 por ciento. La propuesta de Chile es la renovación en sucesivas etapas del material bélico a fin de estar a la par con los demás países de la región.

No obstante, la alarma en Perú fue de cierto estrépito, y casi se convierte en un conflicto diplomático, a través de las acusaciones de que Chile asumía una carrera armamentista.

3. Compras de helicópteros

A inicios de 2006 se emprendió  una licitación para la adquisición de helicópteros de parte de Carabineros, iniciativa en virtud del cual la policía uniformada descartó el proyecto Helicóptero Unitario Conjunto (HUC) impulsado por la Presidenta electa Michelle Bachelet cuando era Ministra de Defensa.

El proyecto HUC de la Presidenta electa, descartado por Carabineros, contemplaba la adquisición de aparatos multipropósito de mediana envergadura para las cuatro ramas de las FFAA. La actual licitación, en cambio, señala que los requiere mayoritariamente para patrullar, y aún no se han señalado las razones de peso para este cambio de política. Por el contrario, creemos que Chile necesita helicópteros que patrullen y rescaten personas, que sólo aquellos que patrullan

Los helicópteros multipropósito, sirven para múltiples funciones, como transporte de carga, evacuación aero médica, versión de ataque, carga colgante, operación a bordo de buques, operación costa afuera, transporte de pasajeros y de personal, rescate marítimo, etc, y no sólo para patrullaje, como se pretende en la licitación

Los hechos son indesmentibles: si Carabineros hubiera tenido helicópteros multipropósito como los que existen en el mercado o como los considerados en el proyecto HUC, su labor sería mucho más eficiente. Todos recordamos el caso del Porvenir I, barco que encalló en la bahía de Corral, en el cual la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados, estableció que los helicópteros disponibles rescataban un tripulante cada media hora. Con un helicóptero multipropósito no hubiesen muerto tres tripulantes como ocurrió en la tragedia mencionada”. 

Otro caso es el que ocurrió durante el terremoto que asoló las localidades aymara de la I región. En el poblado de Esquiña, a más de 2.500 m.s.n.m, se encontraban atrapados 28 niños en un internado rural tras 19 de aislamiento. En julio pasado, y contra la opinión de la Fuerza Aérea,. Alberto Maturana, Director de la ONEMI, encabezó el rescate de los niños en un helicóptero multipropósito, el cual fue llevado a cabo con todo éxito. 

Estos hechos prueban que concentrarse en comprar helicópteros exclusivamente para patrullaje es un contrasentido. No sólo la VIII región costa, sino todo Chile, por su geografía, requiere de recursos materiales y humanos preparados para el rescate y eficaz respuesta ante emergencias y desastres en el mar, la montaña, el desierto, en los bosques. Con helicópteros de patrullaje, todos los ciudadanos quedamos al desamparo

Es justamente esta situación la que complejiza el análisis de esta adquisición, ya que al considerar que pareciera lo más lógico que por las diversas tareas que debe enfrentar la policía uniformada, apoyando el rescate de andinistas, atacando los incendios forestales o trasladando heridos, sea un aparato multipropósito el más indicado y no uno con poca capacidad, cero resistencia a climas helados y con innecesarios asientos de cuero tipo limusina. Es como si para atender la demanda de seguridad ciudadana se compraran autos Mercedes Benz en lugar de los más baratos y económicos Opel o Nissan que hoy utilizan”

4. Compra de satélite: 

Una solicitud al Ministerio de Defensa para que informe en forma urgente y a través de oficios públicos, una serie de interrogantes sobre la inminente compra de un satélite de uso civil y militar, solicitaron el Vicepresidente Jorge Burgos (en la foto) y los diputados DC Gonzalo Duarte y Eduardo Saffirio. 

Los parlamentarios manifestaron su preocupación por este tema, señalando que falta transparencia en una decisión que, según las primeras informaciones, implicaría un costo de 40 millones de dólares. 

"Las autoridades del área han ratificado dichas informaciones y han señalado que la decisión se tomaría en los próximos días. Todo indica que una adquisición de esa magnitud y complejidad, debe ser acompañada de un proceso de mayor discusión y transparencia", agregó Burgos.

En una declaración, los diputados señalan que "por el momento nada se sabe sobre los objetivos que se buscan con tal adquisición. Nada se sabe sobre la forma en que se financiaría este gasto (ley secreta del cobre, intereses sobre depósitos en el extranjero, presupuesto 2006 ó 2007). No hay certeza a quién se comprará; como se comprará - trato directo, licitación-etc."

Por lo anterior, "solicitamos al Ministerio de Defensa, tenga a bien, informar a la Cámara de Diputados, con urgencia, y en oficio de carácter público, de todas aquellas cuestiones antes señaladas", indicaron.

Ahora, varios senadores han solicitado que mediante proyecto de acuerdo que el satélite no tenga fines bélicos, pues Chile ha sido históricamente un firme partidario y promotor de la paz entre los pueblos, lo que queda reflejado en la política internacional de nuestro país. Señalaron que “la utilización por Chile de medios de tan alta sofisticación tecnológica, como es el caso de satélites artificiales, puede ser considerado legítimamente, como un intento por acrecentar nuestras potencialidades bélicas”, por lo que le solicitaron a la mandataria que la compra del satélite que pretende adquirir Chile no tenga fines militares.

Gracias a estas presiones, finalmente el Gobierno se comprometió a que el satélite fuese para uso pacífico. 

IV. DEFENSA NACIONAL: PRINCIPIOS BÁSICOS

Los fundamentos en que se basa la Defensa de Chile están reflejados en los Principios Básicos del Estado de Chile, y sus Objetivos Nacionales. Se distingue entre los Objetivos nacionales Permanentes y los Objetivos Actuales (o políticos) del país. Estos últimos corresponden a la forma en que los gobiernos traducen en medidas, con criterios de Estado y, por tanto, con un horizonte temporal que no necesariamente se agota en sus propios periodos, los Objetivos Nacionales Permanentes.

Objetivos de la Defensa Nacional:

· Conservar la independencia y soberanía del país. 

· Mantener la integridad territorial de Chile. 

· Contribuir a preservar la institucionalidad y el Estado de Derecho. 

· Resguardar, fortalecer y renovar nuestra identidad histórica y cultural. 

· Crear las condiciones de seguridad externa fundamentales para lograr el bien común de la nación. 

· Contribuir a desarrollar, equilibrada y armónicamente el Poder Nacional. 

· Fortalecer el compromiso ciudadano con la Defensa. 

· Apoyar la protección internacional de Chile. 

· Contribuir a la mantención y promoción de la paz y la seguridad internacionales, en acuerdo con el interés nacional. 

El presidente de la República ejerce el control y administración de los organismos encargados de la defensa por medio del Ministerio de Defensa Nacional, este mismo está constituido por las secretarías de Guerra, Marina, Aviación, Carabineros e Investigaciones. 

Adicionalmente posee la asesoría del CONSUDENA (Consejo Superior de Defensa Nacional), de la Junta de Comandantes en Jefe y del Estado Mayor de la Defensa Nacional (EMDN).

Todas las FF.AA. dependen del Ministerio (Ejército, Armada y Fuerza Aérea) además de Carabineros y la Policía de Investigaciones sin embargo el control operativo de estas dos últimas radica en el Ministerio del Interior.

V. ACTUAL LEGISLACIÓN SOBRE GASTO MILITAR

El Proceso Presupuestario de las FF.AA.

Para el análisis, consideremos que las FF.AA. se financian fundamentalmente con recursos provenientes de la Ley de Presupuestos y de la llamada Ley Reservada del Cobre. La primera financia funciones operativas y de gasto de personal. La segunda, en cambio, se utiliza para la adquisición de pertrechos y armas. Entre el 70 y el 80 % de los recursos de las mencionadas fuerzas provienen del presupuesto general de la Nación. El resto, hasta alcanzar casi el 100% corresponde a la Ley Reservada del Cobre.

1. La Ley de Presupuestos.

De conformidad a la ley, la asignación de recursos de todas las instituciones públicas fiscales se efectúa por Ley de Presupuesto. Esto también es válido para el sector defensa, incluso para las empresas del Estado, entre las que se cuentan algunas de especial importancia, tales como Famae, Enaer, Asmar, etc. En este sentido, las FFAA se rigen por la Ley de Bases Generales de la Administración Financiera del Estado, según ya se ha expuesto.

El proceso que se sigue para llegar a la aprobación del presupuesto es más o menos el siguiente: Tras el análisis conjunto de la estimación de los gastos, por una parte, y del marco financiero establecido, por la otra, las unidades de finanzas de cada rama presentan durante el mes de julio al Comandante en Jefe respectivo un anteproyecto de presupuesto, que debe ser aprobado por éste. Luego de esta aprobación, se remite al Ministerio de Defensa. Será el Ministro de Defensa Nacional quien determina el presupuesto que en definitiva será presentado al Ministerio de Hacienda.

En el Parlamento el proyecto entra en primer lugar a una comisión especial integrada por el mismo número de senadores y diputados. Las Comisiones Defensa de la Cámara o del Senado no tienen injerencia inicial exclusiva en la discusión del presupuesto de defensa, lo cual ha sido objeto de debate en el último tiempo, al estimarse que la instancia primaria más adecuada para revisar el presupuesto son precisamente ellas. La comisión mixta se divide en subcomisiones cada una de las cuales, además de revisar las partidas de defensa, podría por ejemplo, estudiar las de Relaciones Exteriores; Contraloría General de la República; Secretaria General de Gobierno, etc. 

Así entonces, el representante de cada Ministerio explica su presupuesto frente a ella, acompañados por personal técnico del Ministerio de Hacienda. En la práctica, en materia de defensa cada subsecretario justifica su área, acompañados por los Jefes superiores de cada una de las ramas. Tales comisiones cuentan con tres semanas para evacuar el informe, para cuyo efecto por muchos años han debido analizar sólo en tres días lo relativo a la defensa. Evidentemente estos plazos son aproximados, ya que no existe alguna norma que obligue a efectuarlo en estos tres días. El plazo aunque parezca mínimo ha bastado durante estos años para discutir el presupuesto de manera suficiente. El análisis que efectúa cada una de las subcomisiones hace del presupuesto se limita a estudiar aquellos aumentos por encima de lo que asigna la ley. 

El proceso concluye con un informe de cada Comisión a la Comisión Especial de Presupuestos, que consolida toda la información y la envía para aprobación a la sala de la Cámara. Aprobada por ésta, debe ir al Senado. El proyecto de ley debe quedar totalmente tramitado el 1° de diciembre. De no quedar aprobado para esa fecha, rige el presupuesto presentado por el ejecutivo. Una vez aprobado el presupuesto, durante el mes de diciembre del año anterior a que comience a regir, la Dirección de Presupuestos debe dictar normas para la ejecución presupuestaria del año siguiente (Artículo 14 DL 1263).

El presupuesto comienza a regir a partir del 1 de enero del año siguiente, y se entrega de acuerdo al presupuesto de caja de Hacienda, según una estimación que efectúan las respectivas ramas, de modo tal que los recursos que reciben mensualmente no tienen que ser necesariamente iguales. Respecto de esta asignación, se debe tener en cuenta algunos aspectos interesantes que permiten otorgar mayor flexibilidad en la toma de decisiones presupuestarias, permitiendo la reasignación presupuestaria de las FFAA en cuanto a los ítems. Debe tenerse presente en este ámbito que las partidas presupuestarias son genéricas, de modo tal que se permite una cierta discrecionalidad por parte de los Comandantes en Jefe para reasignar los recursos de acuerdo a las necesidades institucionales, debiendo, no obstante, solicitar autorización al Ministerio de Hacienda.

Finalmente, y respecto a la forma en que se gastan estos recursos en cada institución, debe considerarse que, en el caso de aquellas adquisiciones que no sean de materiales de guerra, de acuerdo a lo que establece el artículo 1º de la 18.928 de 13 de febrero de 1990, el Director de Logística del Ejército, el Director General de los Servicios de la Armada y el Comandante del Comando Logístico de la Fuerza Aérea pueden efectuar, en representación del Fisco, adquisiciones de bienes corporales e incorporales, muebles y contratar o convenir servicios.

Asimismo, pueden enajenar bienes corporales e incorporales, muebles, ya sea a título gratuito u oneroso, y celebrar contratos de arrendamiento, comodatos u otros que permitan el uso o goce de dichos bienes por la Institución correspondiente. 

2. Adquisiciones de Material Bélico.

Como hemos dicho, los recursos necesarios para la adquisición de material bélico corresponden a aquellos provenientes de la Ley Reservada del Cobre. Sin perjuicio de lo que se estudiará en el capítulo siguiente, cabe indicar que esta última norma corresponde en realidad a la fusión de varias disposiciones, entre las que están la ley Nº 13.196 del 29 de octubre de 1958 (originalmente llamada Ley Reservada del Cobre); el DL. Nº 239 de 31 de diciembre de 1973, el DL. Nº 984 del 11 de abril de 1975; el DL. 1530 del 21 de julio de 1976 y la actualmente vigente ley Nº 18.445 del 17 de octubre de 1985. 

Esta norma estableció la obligación para CODELCO de entregar un aporte a las FFAA equivalente al 10% de las ventas al exterior (incluidos subproductos) a partir del 1 de enero de 1988. Debido al carácter reservado de la ley no es posible señalar con exactitud cuál es el procedimiento seguido para tomar las decisiones que involucran recursos de la Ley Reservada del Cobre. Los estudios existentes sobre la materia parten por reconocer esta dificultad, por lo que las aseveraciones que se efectúan en esta materia se deben hacer con particular cautela. Sin embargo, es posible indicar que las adquisiciones se efectúan mayoritariamente en forma descentralizada por Instituciones, con los aportes del 30% para cada una de ellas de la Ley reservada del cobre. 

Centralizadamente se efectúan adquisiciones para proyectos conjuntos aprobados por el CONSUDENA (Consejo Superior de Defensa Nacional, que es distinto al Consejo de Seguridad Nacional, y al Consejo Superior de Seguridad Nacional, que tienen funciones distintas), organismo creado por la Ley 17.144 de 1941, con cargo al 10% restante de los fondos provenientes de la mencionada ley. Estas adquisiciones centralizadas se efectúan a través de este mismo organismo de acuerdo a proyectos que presenta cada Institución, debiéndose considerar que su rentabilidad debe ser de carácter conjunto.

Respecto a las adquisiciones descentralizadas, cada Institución presenta al CONSUDENA sus proyectos conforme a sus planes de desarrollo, los que son previamente presentados al Ministro de Defensa Nacional, quien los aprueba o rechaza de acuerdo a atribuciones delegadas del Presidente de la República. Estos planes incluyen una estimación de los costos.

De este modo, la instancia de análisis y aprobación técnica de la compra de acuerdo al tenor de la ley 7.144 es el CONSUDENA. En consecuencia, al menos teóricamente, el proceso de compra se inicia con la solicitud que expresa el Comandante en Jefe de cada rama al mencionado organismo. Lo que sucede en adelante es una verdadera “caja negra”. 

Añade que hipotéticamente el CONSUDENA se debería reunir para estudiar la propuesta. Sin embargo, al parecer, es una práctica que los Comandantes en Jefe se presenten al Consejo sólo cuando se tratan materias que pudieran afectar a su institución o bien ser de carácter conjunto. Los Ministros de Hacienda y de Relaciones Exteriores tampoco asistirían. Al encuentro sólo concurrirían ciertas autoridades en defensa. Sin embargo, lo descrito no parece ser el principal problema. El mismo autor indica que si se trata de adquisiciones de gran relevancia, lo más probable es que se haya producido una negociación previa con el ejecutivo, de suerte que el CONSUDENA se limitaría solamente a efectuar una aprobación formal. En este contexto, el rol del CONSUDENA sería muy limitado y se reduciría a efectuar un análisis de la factibilidad financiera del proyecto y no a una evaluación acerca de cómo se enmarca la compra en los objetivos del sistema de Defensa Nacional y normalmente a hacer una aprobación de carácter formal a la adquisición.

Una vez aprobados por el CONSUDENA cada Institución inicia el proceso de licitación, el cual, a diferencia de lo que ocurre en la administración pública, son cerradas, en las que se estipula un alto poder de decisión del comprador. Debe considerarse además que cualquier endeudamiento, compromiso o contrato que comprometa recursos fiscales por periodos mayores a un año deben ser aprobados por el Ministro de Hacienda, quien se puede oponer. El uso de los fondos se autoriza por vía de un Decreto Supremo firmado por el Presidente de  la República y del Ministro de Defensa Nacional. El Presidente, es quien en consecuencia tiene la posibilidad de ejercer un último nivel de control. En caso que la adquisición obligue a contraer obligaciones financieras al Fisco, lo suscribe además el Ministro de Hacienda. El documento tiene un carácter de reservado y se encuentra exento del trámite de Toma de Razón en la Contraloría General la República.

3. Ley Reservada del Cobre:

La ley 7.144 de 1942 pretendió entregar recursos extraordinarios para la defensa nacional, tanto en moneda nacional como en dólares. Para ello, estableció varias fuentes de recursos, fundamentalmente provenientes de diferencias en tipos de cambio y de impuestos específicos. En la primera categoría, los artículos 6° y 7° autorizaban a la Caja de Amortización de la Deuda Pública para poner a disposición del CONSUDENA los recursos en dólares provenientes de la diferencia de valorización que se producía por los retornos de divisas efectuados por las empresas de la Gran Minería del Cobre, que se hacía a un tipo especial de cambio, inferior al tipo de cambio libre bancario. 

Sin embargo, la ley Nº 11.828, sobre "Nuevo Trato del Cobre", publicada en el Diario Oficial el día 5 de mayo de 1955, obligaba en su artículo N°12 a las Compañías de Cobre de la Gran Minería a entregar sus divisas al Banco Central de Chile al tipo de cambio libre bancario, con lo que desapareció la diferencia por la entrega de divisas, situación que en la práctica significó el cierre de la fuente de recursos que se ponía a disposición del CONSUDENA.

Como la fuente de recursos en divisas había terminado, se requería otra de manera rápida. Por esa razón el 19 de Noviembre de 1958 se publica la Ley 13.196. 

4. Características de la legislación actual

A) Carácter Reservado

Llama poderosamente la atención la existencia en nuestra legislación de una ley de carácter secreto, la Ley Reservada del Cobre. Y es que al pensar en la esencia misma de una ley, es difícil compatibilizarla con un contenido no público.

Al revisar los antecedentes históricos de la Ley Reservada del Cobre también encontramos disposiciones de carácter secreto, en la Ley Reservada Nº 6.160, del año 1938 que indicó el monto máximo que se autorizaba al ejecutivo para contratar adquisiciones, construcciones o fabricaciones de elementos necesarios para la Defensa Nacional.

Aun cuando este secreto sólo es una particularidad de la mencionada disposición, la reserva de la información es una constante, vinculada al tema del gasto militar con la que el observador externo se enfrenta. En particular, durante esta investigación nos encontramos con la misma limitación para acceder a los antecedentes que se tuvieron en consideración para dictar las normas objeto de estudio.

Esta costumbre de guardar reserva de los antecedentes tenidos a la vista para legislar sobre un punto específico es de antigua data. Pero la reserva del contenido de las disposiciones y de los antecedentes que se consideraron para dictar otras normas no es la única dificultad de acceso a los antecedentes con las que se encuentra un observador externo. Agreguemos que buena parte de la normativa que regula el sector defensa (Ley Orgánica de las FF.AA. de 1989, las Modificaciones a la Ley Reservada del Cobre, DL 1277 de 1974) ha sido elaborada en periodos de la historia política en que no se dejaba constancia alguna del origen de estas disposiciones. Los DL –expresión legislativa de los gobiernos de facto- no eran respaldados por una discusión que permita añadir antecedentes para su estudio. Inclusive hay normas de gran importancia que se encuentran contenidas en DFL que, por tanto, no tuvieron discusión parlamentaria que aportara estos mismos antecedentes. 

B) Conflicto con civiles

Muchos autores hablan de la reacción “civilista” a la intervención de las FF.AA. en la arena política interna en el país desde la década del 20 en adelante. Una consecuencia de esta reacción civilista sería el creciente desinterés por parte de la clase política chilena, para abordar los problemas que se relacionan con el sector defensa. Este desinterés se patentiza en la ley 13.196 o Ley Reservada del Cobre, por la cual los legisladores de la época, junto con dar una fuente de financiamiento permanente en el tiempo a las FF.AA., renuncian a la posibilidad de tener una participación más activa en la determinación del gasto militar. La mencionada ley sigue la misma línea de la ley 7.144 que crea el CONSUSENA y el DFL N°181 que dio nacimiento al CONSUDENA. A través de estas normas los actores políticos “delegaron” en buena medida la responsabilidad de involucrarse en el tema del gasto militar. En efecto, con la vigencia de estas disposiciones, es el CONSUDENA quien determina las necesidades de la defensa nacional, propone adquisiciones e inversiones y fiscaliza el debido cumplimiento de los acuerdos que se adopten. El CONSUSENA, por su parte, aprecia las necesidades de la defensa y solicita de parte de las autoridades que correspondan los recursos necesarios. El lugar que ocupa el parlamento en la determinación del gasto, al menos desde el punto de vista teórico, es reducido.

Junto con el desinterés de la clase política por profundizar los temas de defensa existen buenas razones para sostener que por parte de los integrantes de las FF.AA. ha existido una gran desconfianza en la capacidad de los “civiles” para entender a cabalidad las necesidades del sector y alejar su mirada de la política partidista. La demostración más flagrante de esta aprehensión está dada por el contenido de la ley 18.948, LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL de las FF.AA  que fijó el gasto militar a los niveles existentes hacia el año 1989. 

Esta disposición surgió en momentos en que se preparaba un cambio desde un régimen dominado por integrantes de las FF.AA. a otro en que predominaban los civiles. Las aprehensiones de los uniformados no se hicieron esperar. Es justo señalar en todo caso que, en muchas ocasiones esta aprehensión de las FF.AA. se alimenta por actitudes de los actores políticos que, abiertamente reconocen no tener mayor conocimiento del tema.

En resumen, podemos indicar que un estudio de los orígenes de las normas que regulan el gasto militar nos confirma que los actores políticos han estado en gran medida desvinculados del tema de la asignación de gastos en materia de defensa. Las excepciones a esta situación se han dado por situaciones de coyuntura, ya sea por crisis de seguridad externa o bien por conflictos suscitados entre las ramas castrenses y el ejecutivo. 

Por otra parte, ha existido en forma permanente una gran desconfianza por parte de los miembros de las FF.AA respecto de su capacidad para entender la problemática del sector defensa y alejar su discusión de la esfera político partidista.

C) El criterio histórico de asignación

Francisco Rojas Aravena (1994)
 plantea que en la definición y asignación de recursos del sector defensa incide fuertemente el criterio histórico de asignación, es decir “la rutinización en la apropiación y mantenimiento de montos determinados, siguiendo una lógica de sistemas”. El mismo autor sostiene que las disposiciones jurídicas y otras fórmulas legales actuarían como elementos consolidadores del nivel histórico de asignación. El mencionado criterio queda  en evidencia al analizar el Art. 96 de la ley 18.948 Ley Orgánica Constitucional de las FF.AA., el cual, según se ha dicho, determinó un aporte mínimo que debe ser contemplado en la Ley de Presupuestos con base en el presupuesto y en la ejecución realizada en el año 1989. Las disposiciones de la Ley Orgánica se plasmarán en el marco presupuestario, en base al cual se genera el presupuesto de cada una de las ramas de las FF.AA. Si bien el caso de la Ley Orgánica Constitucional de las FF. AA. es el ejemplo paradigmático de criterio histórico, no es el único, ya que si revisamos las disposiciones que son conocidas de la Ley Reservada del Cobre concluiremos que los aportes que se aseguran a las FF.AA. por esta ley corresponden a lo que se estimó un mínimo necesario hacia el año 1987. Este mínimo, con los reajustes correspondientes, es el mismo que rige en la actualidad, 18 años más tarde. 

La recurrencia de este criterio histórico, si bien se apoya en la normativa que se ha analizado, ha sido puesta en práctica por los gobiernos en forma constante, sin mayor interés en alterar la situación. De este modo, por ejemplo, durante el gobierno del Presidente Aylwin se declaró en forma explicita que el presupuesto de las FF.AA sería de “continuidad”, cumpliendo rigurosamente las disposiciones legales existentes. Que los gobiernos sigan esta línea, tiene particular importancia en países con sistemas presidencialistas como el chileno, en el que las decisiones fundamentales en materia presupuestaria son inherentes al poder ejecutivo.

Las facultades del Congreso en materia presupuestaria, son más bien restringidas, ya que el Congreso carece de iniciativa en materia presupuestaria y sólo puede recortar los gastos y no aumentarlos. Por esta razón es compresible que no sea ésta la autoridad que pueda realmente romper con la inercia presupuestaria.

Además de un problema de facultades, durante los años que sucedieron al retorno a la democracia, los partidos de oposición apoyaron el presupuesto de defensa como una forma de solidarizar con las FF.AA. Los partidos de gobierno, por su parte, siempre apoyaban la propuesta para no rebatir al ejecutivo, lo que sólo vino a reforzar el fenómeno. En conclusión, la existencia de disposiciones que consagran el criterio histórico parece responder a una suerte de costumbre arraigada entre aquellos actores que tienen poder de decisión en estas materias y no sólo a la existencia de disposiciones legales. El referente de la situación establecida en el presupuesto anterior resulta poderoso, quedando normalmente en discusión, sólo el incremento.

D) Fomento de presiones externas, de incentivos ilegítimos y negocios poco transparentes. Como vimos en los ejemplos anteriores. 

VI. PROPUESTAS PARA TRANSPARENTAR EL GASTO MILITAR

Demás está decir que el monarquismo presidencial que caracteriza a nuestro Estado, tan profundamente criticado a este respecto, debe encontrar sus contrapesos institucionales. 

Sí, es verdad, el Presidente de la República  es el Jefe de Estado maneja las relaciones internacionales, decide a través del Ministerio de Defensa y de Hacienda. Pero su poder no puede ni es omnímodo. 

1. Autorización por Ley del Congreso Nacional.

a. Autorización del Congreso como proyecto de ley

Es del caso que en la Cámara de Diputados se ha intentado una suerte de solución: El Jueves 17 de Mayo, 2001, 9 Diputados presentaron un Proyecto de ley que Establece una reforma constitucional con el objeto de permitir que sea el Congreso Nacional el que autorice la compra o venta de armamento por parte de Chile, a solicitud del Presidente de la República (Boletín 2710-07). 

El proyecto señala “Para ello, proponemos una reforma constitucional, que incorporando un numeral al art. 60 de nuestra Constitución, declare que son materias de ley, las autorizaciones para la compra o venta de armamento por parte de Chile, siempre a solicitud del Presidente de la República, cuestión que no sólo salva el vacío existente actualmente e introduce facultades de ambas ramas del Congreso Nacional, sino que además posibilitará la amplia y transparente discusión de este tipo de materias en nuestra sociedad”.

b. Derogación de la Ley Reservada del Cobre

La Senadora Soledad Alvear ha postulado la derogación de la Ley reservada del Cobre. Señala que dicha normativa constituye un anacronismo de nuestra institucionalidad económica y que el financiamiento de las FFAA debe incorporarse al Presupuesto Nacional del ítem inversiones de las FFAA, en aras de introducir mayor transparencia, acompañada del compromiso de garantizar la seguridad del país con un adecuado gasto en defensa

La parlamentaria argumentó que “esta Ley presenta serias inequidades, pues obliga a que el 10% de las ventas de Codelco vayan a un presupuesto reservado de las FFAA, estableciendo un piso garantizado de aproximadamente 220 millones de dólares anuales”

De este modo, explicó la Senadora Alvear, si el precio del cobre cae y el 10% de las ventas es inferior a este mínimo, el Fisco debe cubrir esta diferencia, distrayendo recursos de otros gastos del Estado. Por el contrario, frente a un alza en el precio del cobre como el que se ha experimentado estos últimos meses, todos los ingresos adicionales automáticamente van al presupuesto reservado de las cuatro ramas de las Fuerzas Armadas. Es decir, la ley establece un piso pero no un tope a los recursos que se transfieren.

De acuerdo a la Constitución, le corresponde al Presidente disponer, organizar y distribuir las fuerzas de aire, mar y tierra (32, Nº 19); y, además, la administración financiera del Estado (32, Nº 22 y 62 inciso cuarto). La existencia de la Ley Reservada del Cobre, que asocia determinados ingresos a un destino predefinido, “limita seriamente las facultades del Presidente de la República, pues le impide cambiar el destino de esos recursos” 

La Senadora Alvear señaló que la derogación de esta normativa y reemplazo por la incorporación al Presupuesto de la Nación del ítem inversiones de las FFAA, “puede contribuir a fortalecer la transparencia y la confianza del público en dichas instituciones” y que se trataría entonces de aplicar normas similares de evaluación a la generalidad de los presupuestos de inversión del Estado, y de modernizar los ejercicios de programación estratégica de inversiones que requieran los institutos armados.

Esto significa que la derogación de la Ley Reservada del Cobre implica la incorporación del gasto militar a la Ley de Presupuesto, o lo que es lo mismo, que el Congreso (ambas cámaras) lo autorice mediante una ley.

Asimismo, el Jueves 8 de Agosto de 2006, la Cámara de Dioputados acuerda solicitar derogación de ley reservada del cobre, por 36 votos a favor, 5 en contra y 1 abstención. En concreto, solicitaron a la Presidenta una iniciativa legal que derogue la ley reservada del cobre y disponga que el presupuesto de Defensa se tramite del mismo modo que el de los otros ministerios. 

El texto fue presentado por los diputados Enrique Accorsi, Esteban Valenzuela, Fulvio Rossi, Marco Antonio Núñez, Antonio Leal, Carlos Abel Jarpa, Marcos Espinosa, Manuel Monsalve, Juan Bustos y Álvaro Escobar. 

El documento recuerda que "la referida ley fue dictada, sin que a su respecto el país hubiera tenido la más mínima posibilidad de manifestar su aceptación o rechazo". 

Agrega el proyecto de acuerdo que existe una conciencia generalizada en torno a que el presupuesto de las Fuerzas Armadas no puede seguir siendo objeto de un porcentaje de las utilidades de CODELCO, puesto que el monto ha aumentado en los últimos años a consecuencia del alza del metal rojo. 

"Entonces, lo que se destina al presupuesto de las Fuerzas Armadas es una cantidad exagerada de dinero, en consideración a los presupuestos que destinan a otros sectores, como salud y vivienda", expresa la iniciativa. 

Concluye el texto señalando que no se pretende perjudicar las asignaciones a las FF.AA., "pero nos parece que el país goza de una institucionalidad que al día de hoy nos permite, con altura de miras, debatir en el Congreso Nacional, año a año, con las garantías incluso de reserva que dispone nuestro ordenamiento, cuál es el presupuesto que destinaremos a la defensa nacional". 

c. Autorización del Congreso en el Derecho Comparado

De acuerdo a un Informe de la Unidad de Apoyo Legislativo del Senado
, “en la experiencia extranjera (Argentina, Reino Unido, España, Suiza y Estados Unidos) no se encontró ninguna normativa que de atribuciones al Poder Legislativo en su conjunto o algunas de sus cámaras, para autorizar la compra de armamentos.  Sin embargo, en todos los casos el Parlamento debe aprobar las leyes relativas a la defensa y su presupuesto, vía indirecta por la cual éstos ejercen control sobre los gastos militares. Este control puede ser más o menos efectivo”.

En este contexto, creemos pertinente destacar el proceso de análisis presupuestario que desarrolla el Parlamento de Estados Unidos, país ejerce un fuerte control sobre los gastos en Defensa. 

En efecto, el Congreso es el encargado de aprobar el presupuesto destinado a las Fuerzas Armadas y en particular la adquisición del armamento necesario para efectuar sus operaciones. De este modo, el gasto en Defensa constituye uno de los principales puntos del presupuesto norteamericano, el cual es aprobado y discutido en el Congreso para cada año fiscal. La aprobación del presupuesto sigue un proceso normado legalmente. 

De acuerdo a la Ley de Presupuestos, el presupuesto entregado por el presidente no es vinculante, es decir sólo se considera su propuesta y solicitud de administración, la cual es recibida por el Congreso en volúmenes que le permiten elaborar su propio presupuesto. Conjuntamente, cada agencia entrega un conjunto de documentos financieros junto a la justificación de los gastos presupuestados.

Bajo el esquema tradicional, la Casa de Representantes y el Senado adoptan sus respectivas resoluciones a comienzos de Abril. Entonces, los miembros de la Comisión de Presupuesto de ambas cámaras desarrollan un informe (conference report), el cual constituye un documento de acuerdo, consensuado entre los negociadores del Senado y la Casa de Representantes que se acepta a fines de Abril de cada año (o eventualmente en Mayo). Este informe es el anteproyecto del gasto fiscal y las decisiones tributarias que se realizarán durante el año. La resolución formalmente no es ley (es una resolución simultánea  que no requiere la firma del Presidente). Pero tanto la Casa de Representantes como el Senado poseen procedimientos de aplicación destinados a asegurar que las directivas de la resolución se cumplan.  

Creo que el sistema de autorización de compras de armas es muy engorroso. La  experiencia de los Estados Unidos se basa en una institucionalidad que funciona más rápido que la nuestra, con mucho más presupuesto y facilidades que la chilena. Someter las compras de armas, en Chile, a la tramitación de una ley, puede lesionar la flexibilidad que requieren las compras de armas. La globalización complejiza los escenarios internacionales, y no obstante debería haber un control institucional al respecto, la cruel realidad de la guerra y de las necesidades de la disuasión, imponen un modelo flexible, que no coarte esta dimensión de la realidad de nuestras relaciones internacionales.

Claramente concordamos, y creo que ha quedado suficientemente claro, que las relaciones internacionales deben basarse en el diálogo multisectorial, sin exclusiones. No obstante las compras de armas requieren de control, también requieren de dinamismo.  

2. Autorización del Senado

Estos antecedentes (que concluyen en el hecho de que no parece prudente que AMBAS CÁMARAS CONOZCAN DE LAS COMPRAS DE ARMAS) nos arroja a determinar cuál de las dos debe intervenir como dispositivo jurídico y político de su control. A este respecto, cabe señalar que la fiscalización de las compras es un instrumento a posteriori. Se fiscaliza lo que ya se realizó, se supervigilan actos después de su concreción. Se vigila la marcha de un sistema. Esto lo puede hacer la Cámara de Diputados. 

Pero de lo que aquí hablamos es de controles preventivos, no represivos. Los controles preventivos deben realizarlos los órganos dedicados a vigilar (no fiscalizar) la marcha del sistema más a largo plazo. Claramente, desde esta perspectiva, es el Senado el llamado a asumir esta importante función. 

La dinamización que presentan los escenarios de la diplomacia y de su antítesis, que es la guerra, deben vertebrar un sistema de control, no de desincentivo. A nuestro juicio, las compras de armas deben someterse visación, no a fiscalización por parte del Senado. La transparencia de los actos del Estado se da en virtud de que el Senado  “acuerde” con el Presidente la compra de armas. ¿Son los acuerdos algo extraño a la labor del Senado? Claro que no. 

Veamos algunos ejemplos en nuestra Constitución: 

Artículo 32.- Son atribuciones especiales del Presidente de la República:

9º.- Nombrar al Contralor General de la República con acuerdo del Senado
12º.- Nombrar a los magistrados y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente; a los miembros del Tribunal Constitucional que le corresponde designar; y a los magistrados y fiscales judiciales de la Corte Suprema y al Fiscal Nacional, a proposición de dicha Corte y con acuerdo del Senado
Artículo 40.- El estado de asamblea, en caso de guerra exterior, y el estado de sitio, en caso de guerra interna o grave conmoción interior, lo declarará el Presidente de la República, con acuerdo del Congreso Nacional. La declaración deberá determinar las zonas afectadas por el estado de excepción correspondiente.

Artículo 41.- El estado de catástrofe, en caso de calamidad pública, lo declarará el Presidente de la República, determinando la zona afectada por la misma. El Presidente de la República estará obligado a informar al Congreso Nacional de las medidas adoptadas en virtud del estado de catástrofe. El Congreso Nacional podrá dejar sin efecto la declaración transcurridos ciento ochenta días desde ésta si las razones que la motivaron hubieran cesado en forma absoluta. Con todo, el Presidente de la República sólo podrá declarar el estado de catástrofe por un período superior a un año con acuerdo del Congreso Nacional.

El referido acuerdo se tramitará en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 40.

Artículo 98.-

El Contralor General de la República deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado para el período siguiente.

O sea, queda clarísimo que el Senado acuerda, y lo hace recurrentemente. 

Claramente, los acuerdos sirven para llegar a consensos en estos temas de importancia. ¿De qué vale tener una ley de presupuestos debatida en el Congreso, si después se toman decisiones de compras de armas sin que nosotros, representantes de la soberanía nacional, no sepamos nada? ¿Basta con enviar un oficio? ¿Basta un Proyecto de Acuerdo? ¿ese es el trato que merece institucionalmente el órgano representativo y deliberativo  de la soberanía nacional? No. 

Es por ello que es necesaria la presentación de un proyecto de reforma de la Constitución, en virtud del cual los gastos militares que emprenda el Ejecutivo deben ser acordados por el Senado. 

Por tanto, vengo en presentar el siguiente: 

Proyecto

Agrégase un nuevo N° 11 al Artículo 53 de la Constitución Política de la República de Chile: “Autorizar la compra o venta, importación o exportación, de armamento y equipamiento militar, al inicio de cada legislatura ordinaria, previa propuesta del Presidente de la República”

(Fdo.):Alejandro Navarro Brain,

Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO, MUÑOZ BARRA, PIZARRO Y RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, EN CUANTO AL BLOQUEO DE RECEPCIÓN DE LLAMADAS PUBLICITARIAS 

(4458-03)

Honorable Senado:

Considerando:

Por la presente moción, tengo el honor de presentar a la consideración de esta Honorable Corporación un Proyecto de Ley que tiene por objeto, modificar el art.28 b de la ley 19.496, con el fin de establecer la facultad a los propietarios de teléfonos fijos o celulares de bloquear en forma expedita y definitiva  cualquier tipo de llamada publicitaria no deseada.

Se fundamenta esta moción en que   las llamadas publicitarias  no deseadas  a teléfonos fijos o celulares   se han ido masificando,  sin que exista alguna  norma clara que las reglamente e impida.  Esta práctica que se utilizaba preferentemente  durante las campañas políticas, hoy se da  en una serie de situaciones, publicitándose a modo de ejemplo, créditos bancarios, tarjetas de casas comerciales, y diversos productos.

Con el fin de asegurar que estos llamados sean finalmente escuchados, estas empresas utilizan 2 medios:

· Dejar  los mensajes en el buzón de voz o la casilla de mensajes  cuando el teléfono al que llaman no responde,  lo que implica  un costo para el  usuario cuando  quieren rescatarlos.   

· Efectuar  estas llamadas  preferentemente después de las  19.00 horas, los días de semana y los sábados y domingos. Es decir, cuando las personas se encuentran en sus hogares descansando. 

Este tipo de llamadas vulnera no sólo el derecho a la privacidad, sino que también la Ley 19.496 Sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, que en su artículo 28 B expresa: "Los proveedores que dirijan comunicaciones promocionales y publicitarias a los consumidores por medio de correo postal, fax, llamado o servicios de mensajería telefónica, deberán indicar una forma expedita en que los destinatarios podrán solicitar la suspensión de las mismas. Solicitadas éstas, el envío de nuevas comunicaciones quedará prohibido".

Sin lugar a dudas, los objetivos de esta disposición no se cumplen debido, por una parte,  a lo poco claro de ésta, y por otra,  a las dificultades que tienen los dueños de teléfonos  para bloquear este tipo de llamadas, las cuales según este artículo deben hacerse individualmente con la consabida pérdida de tiempo.

La legislación internacional ya se ha preocupado de este tema, es así como en Estados Unidos, Argentina y España  se ha creado un Registro o Listado Nacional denominado " No Llame Más".  En el los dueños de teléfonos se inscriben en forma gratuita expresando su voluntad de no recibir llamados de " Telemarketing", estando obligadas estas empresas a consultarlo.

En virtud de lo anteriormente expuesto, vengo en presentar el siguiente proyecto de ley: 

Proyecto de Ley
Artículo 1º  Agréguese un tercer y cuarto inciso al   art. 28 b del siguiente tenor :

Toda llamada efectuada por  proveedores que dirijan comunicaciones promocionales y publicitarias a los consumidores por medio de  fax, o servicios de mensajería telefónica,  deberán ser efectuadas a través de una línea única que permita a los usuarios de teléfonos fijos y celulares solicitar a las empresas telefónicas el bloqueo de éstas de una sola vez y en forma definitiva. Será responsabilidad  de la Subsecretaría de Telecomunicaciones  implementar el reglamento respectivo. 

Así mismo se deberá implementar un Registro Nacional donde las personas dueñas de teléfonos fijos y celulares dejaran  establecido su voluntad de no recibir llamados telefónicos publicitarios de cualquier tipo. La inscripción en este registro será gratuita y durará  5 años. Las empresas que realicen publicidad mediante esta vía deberán obligatoriamente consultar este registro.

Serán responsables del cumplimiento de estas normas tanto la empresa que realiza la llamada publicitaria como su mandante y, el incumplimiento devengará multas similares a las establecidas en el artículo 24, inciso primero, de esta misma ley.

(Fdo.):Jaime Naranjo Ortiz,




Roberto Muñoz Barra,

Senador






Senador

Jorge Pizarro Soto,





Mariano Ruiz-Esquide Jara


Senador







Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, POR EL CUAL SE SOLICITA AL EJECUTIVO SUSCRIBIR LA CONVENCIÓN SOBRE PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LA DIVERSIDAD DE LAS EXPRESIONES CULTURALES

(S 892-12)

Honorable Senado:

1. Que el 20 de octubre de 2005, la Conferencia General de la UNESCO adoptó la Convención sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, que completa el dispositivo normativo de las convenciones en favor de la diversidad cultural. Con 148 votos a favor, dos en contra y cuatro abstenciones, este instrumento es fruto de un amplio proceso de maduración y de dos años de intensas negociaciones jalonados por numerosas reuniones de expertos independientes y gubernamentales.

2. Que constituye, en particular, junto con la Convención de 1972, relativa al patrimonio mundial, cultural y natural y la de 2003 para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial, uno de los tres pilares de la conservación y la promoción de la diversidad creativa. Juntas, refuerzan la idea que figura en la Declaración universal de la UNESCO sobre la diversidad cultural (2001), a saber, que la diversidad cultural debe considerarse como un "patrimonio común de la humanidad" y su "defensa como un imperativo ético inseparable del respeto a la dignidad y a la persona".

3. Que las expresiones culturales resultan de la creatividad de los individuos, de los grupos y de las sociedades, y tienen un contenido cultural que refleja el sentido simbólico, la dimensión artística y los valores culturales que tienen por origen las identidades culturales.

4. Que en nuestro tiempo, las expresiones culturales son cada vez más tributarias de las lógicas industriales y comerciales en su producción y en su difusión. Por eso son vehiculadas por las "actividades, bienes y servicios culturales", que se han convertido en los vectores contemporáneos privilegiados de la cultura, al mismo tiempo que de los retos del comercio internacional.

5. Que los principales objetivos de la Convención de 2005 consisten en reconocer el derecho de los Estados a elaborar políticas culturales y a adoptar medidas en favor de la diversidad de las expresiones culturales; reconocer la naturaleza específica de los bienes y servicios culturales por ser portadores de identidad; y reconocer el vínculo entre cultura y desarrollo y la importancia de la cooperación internacional.

6. Que la Convención se propone reafirmar los vínculos que unen cultura, desarrollo y diálogo y crear una plataforma innovadora de cooperación cultural internacional. Con este fin, el texto reafirma el derecho soberano de los Estados a elaborar políticas culturales con miras a "proteger y promover la diversidad de las expresiones culturales", por una parte, y a "crear las condiciones para que las culturas puedan prosperar y mantener interacciones libremente de forma mutuamente provechosa" por otra parte (Artículo 1).

7. De este modo, una serie de principios (Artículo 2) garantizan que ninguna medida destinada a proteger y promover la diversidad de las expresiones culturales atente contra los derechos humanos y libertades fundamentales corno la libertad de expresión, información y comunicación, así como la posibilidad de que los individuos (las) elijan. Además, el "principio de apertura y equilibrio" garantiza que, cuando los Estados adopten medidas para favorecer la libertad de las expresiones culturales, "procurarán promover de manera adecuada la apertura a otras culturas del mundo".

8. Que los derechos y obligaciones de las Partes (Artículos 5 a 11) incluyen una serie de políticas y medidas encaminadas a proteger y promover la diversidad de las expresiones culturales, es decir, abordar la creatividad con todas sus implicaciones en el contexto actual de mundialización, donde las diversas expresiones circulan y son accesibles a todos a través de los bienes y servicios culturales.

9. Que a este respecto, las Partes, al reconocer el papel fundamental de la sociedad civil, se esforzarán por crear un entorno que incite a los individuos y grupos sociales a "crear, producir, difundir y distribuir sus propias expresiones culturales, y tener acceso a ellas, prestando la debida atención a las circunstancias y necesidades especiales de las mujeres y de distintos grupos sociales, en particular las personas pertenecientes a minorías y los pueblos autóctonos" y a que "se reconozca la importante contribución de los artistas, otras personas participantes en el proceso creativo, las comunidades culturales y las organizaciones que los apoyan en su trabajo, así como su papel fundamental de alimentar la diversidad de las expresiones culturales".

10. Que es de destacar que la promoción de la cooperación internacional, que atañe en particular a los países en desarrollo, es también un elemento fundamental de la Convención (Artículos 12 a 19). A este respecto, se prevé la creación de un Fondo Internacional para la Diversidad Cultural (Artículo 18) cuyos recursos provendrán de contribuciones voluntarias de las Partes y recursos financieros asignados por la Conferencia General de la UNESCO, así como de diversas contribuciones, donaciones o legados, de cualquier interés devengado por los recursos del Fondo, del producto de colectas y de las recaudaciones de eventos organizados en beneficio del Fondo y de todos los demás recursos autorizados por el reglamento del Fondo.

11. Que la preocupación de velar por la coherencia entre la Convención y los demás instrumentos internacionales existentes condujo a los Estados a incluir una disposición (Artículo 20) destinada a garantizar una relación de "potenciación mutua, complementariedad y no supeditación" entre esos instrumentos. Al mismo tiempo, "ninguna disposición de la presente Convención podrá interpretarse como una modificación de los derechos y obligaciones de las Partes que emanen de otros tratados internacionales en los que sean Parte".

12. Que la Convención establece una serie de mecanismos de seguimiento encaminados a garantizar un funcionamiento eficaz del nuevo instrumento entre los que figura un dispositivo no vinculante de solución de litigios que permite abordar, con una perspectiva estrictamente cultural, eventuales divergencias de puntos de vista sobre la interpretación o aplicación de determinadas reglas o principios relativos a la Convención (Artículo 25).

13. Que los países que han ratificado esta Convención son Bolivia (04/08/2006); Djibuti (09/08/2006); Mauricio (29/03/2006); México (05/07/2006); y Mónaco (31/07/2006). Paralelamente lo ha aceptado Canadá (28/11/2005) y Rumania adhirió a él (20/07/2006).

14. Que tenemos la convicción de que este instrumento internacional protegerá la diversidad cultural de los pueblos indígenas de Chile, promoverá y fortalecerá la protección de nuestro patrimonio material a inmaterial cultural, y facilitará la cooperación internacional en materia cultural con otros países del orbe.

15. Que sumado a ello, el Estado de Chile ha ratificado sólo uno de los tratados de protección cultura! de la UNESCO (el de patrimonio mundial), y no ha suscrito ni ratificado ninguno de los siguientes tratados sobre materias culturales:


a) Convención sobre medidas que deben adoptarse para prevenir e impedir la importación, exportación y transferencia de propiedades ilícitas de bienes culturales de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) de 1970,


b) Convención sobre la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, de La Haya, del año 1954,


c) Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prevenir la exportación, importación y transferencia de propiedad de bienes culturales, de París, 1970,


d) Convenio de Unidroit sobre los bienes culturales robados o exportados ilícitamente, 1995,


e) Convención sobre la Protección del Patrimonio Subacuático, Unesco 2001

16. Que dado que la Cámara de Diputados ya acordó solicitar al Ejecutivo la suscripción de estos tratados, es aún más necesario insistir al Ejecutivo la suscripción de este nuevo instrumento internacional y presentarlo al Congreso para su ratificación, de acuerdo a las normas constitucionales.

Por tanto, el Senado acuerda:

Solicitar a la Presidenta de la República y al Ministro de Relaciones Exteriores suscribir la Convención sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, de la UNESCO, y presentarlo al Congreso para su ratificación.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN,

SENADOR.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.518, A FIN DE QUE LAS MUNICIPALIDADES PUEDAN ACTUAR COMO ORGANISMOS TÉCNICOS DE CAPACITACIÓN

(4185-06)


C E R T I F I C O que en sesión de hoy, 29 de agosto de 2006, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización se abocó al estudio del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.518, permitiendo que las municipalidades puedan actuar como organismos técnicos de capacitación (OTEC) (Boletín Nº 4.185-06), aprobándolo en general y en particular en los mismos términos propuestos en el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez y Hosain Sabag.


Certifico, además, que esta Comisión, con la misma unanimidad, acordó: 


1. De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, solicitar que este proyecto sea discutido en general y en particular en la Sala por tratarse de un texto de artículo único, y


2. Que dado el exiguo plazo de que se dispuso para informarlo, los acuerdos adoptados respecto de la iniciativa sean certificados por su Secretario.


Finalmente, certifico que al votarse el proyecto en esta Comisión, el Honorable Senador señor Jaime Orpis solicitó hacer constar en esta certificación su interés de que se hubiere dispuesto de un mayor plazo para introducir en la iniciativa otras reformas de fondo, como por ejemplo la de reconocer a los organismos técnicos de capacitación competencia para impartir cursos de nivelación de estudios de enseñanza básica y media.


El texto del proyecto de ley que se certifica es del siguiente tenor:


PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Intercálase en el artículo 12 de la ley N°19.518, entre las frases “Ministerio de Educación,” y “registrados para estos efectos”, la expresión “las municipalidades” seguida de una coma (,).


Artículo transitorio.- Las municipalidades que, a la fecha de vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en el Registro Nacional contemplado en el artículo 19 de la ley N° 19.518, dispondrán de un plazo de 24 meses para ajustarse a los requisitos contemplados en el numeral 2° del artículo 21 de la mencionada ley. Cumplido ese plazo, a los municipios que no se hayan ajustado a las exigencias antes indicadas, se les cancelará automáticamente su inscripción en el Registro Nacional.”.

- - -

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión.

� Coordinadora Arauco Malleco.


� Artículo 476 Código Penal: “Se castigará con presidio mayor en cualquiera de sus grados:





1. Al que incendiare un edificio destinado a servir de morada, que no estuviere actualmente habitado.


2.- Al que dentro de poblado incendiare cualquier edificio o lugar, aun cuando no estuviere destinado ordinariamente a la habitación.


3.- El que incendiare bosques, mieses, pastos, monte, cierros o plantíos.”.





� Mediante la ley Nº 19.027, publicada en el Diario Oficial el 24 de enero de 1991.


� Leyes Nº 19.027, Nº 19.047, Nº 19.241, Nº 19.806 y Nº 19.906.


� Entre 1978 y 1996 envió cartas explosivas a universidades y líneas aéreas.


� En 1995 voló un edificio federal en Oklahoma.


� Artículo 296 Código Penal: “El que amenazare seriamente a otro con causar a él mismo o a su familia, en su persona, honra o propiedad, un mal que constituya delito, siempre que por los antecedentes aparezca verosímil la consumación del hecho, será castigado:


…


3º Con presidio menor en su grado mínimo, si la amenaza no fuere condicional; a no ser que merezca mayor pena el hecho consumado, caso en el cuál se impondrá ésta.





Cuando las amenazas se hicieren por escrito o por medio de emisarios, éstas se estimarán como circunstancias agravantes.





Para los efectos de este artículo se entiende por familia el cónyuge, los parientes en la línea recta de consanguinidad o afinidad legítima, los padres e hijos naturales y la descendencia legítima de éstos, los hijos ilegítimos reconocidos y los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad legítimas.”.





� El Boletín 233-10 contiene un Mensaje que propone un Proyecto de Acuerdo relativo al Convenio Nº 169, sobre Pueblos Indígenas, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo el 27 de Junio de 1989. Este proyecto ingresó a la Cámara de Diputados el 21 de diciembre de 1990 y actualmente está en segundo trámite constitucional en el Senado.


9 ATV: Araucanía Tierra Viva, programa que forma parte de la cooperación de la Unión Europea con el Gobierno de Chile (MIDEPLAN), para la recuperación ambiental y el desarrollo socio productivo en áreas campesinas e indígenas de la IXª Región.


� Otorgados en virtud de las leyes de 4 de diciembre de 1866, 4 de agosto de 1874 y 20 de enero de 1883.


� Conferidos con sujeción a la ley de 10 de junio de 1823.


� Artículo 41, ley Nº 19.253: “La dirección superior de la Corporación estará a cargo de un Consejo Nacional integrado por los siguientes miembros: 


a) El Director Nacional de la Corporación, nombrado por el Presidente de la República, quien lo presidirá; 


b) Los Subsecretarios o su representante, especialmente nombrados para el efecto, de cada uno de los siguientes Ministerios: Secretaría General de Gobierno, de Planificación y Cooperación, de Agricultura, de Educación y de Bienes Nacionales; 


c) Tres consejeros designados por el Presidente de la República; 


d) Ocho representantes indígenas: cuatro mapuches, un aimara, un atacameño, un rapa nui y uno con domicilio en un área urbana del territorio nacional. Estos serán designados, a propuesta de las Comunidades y Asociaciones Indígenas, por el Presidente de la República, conforme al reglamento que se dicte al efecto. 


Los consejeros a que se refieren las letras a), b) y c) se mantendrán en sus cargos mientras cuenten con la confianza de la autoridad que los designó y, los de la letra d), durarán cuatro años a contar de la fecha de publicación del decreto de nombramiento, pudiendo ser reelegidos. 


El Fiscal de la Corporación actuará como Secretario y Ministro de Fe.”.


� La ley Nº 19.253, que establece normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, fue promulgada el día 28 de septiembre de 1993 y publicada en el Diario Oficial el día 5 de octubre del mismo año.





� El decreto ley Nº 2.565, publicado en el Diario Oficial el 3 de abril de 1979, sustituyó el decreto ley Nº 701, de 1974, que establecía disposiciones especiales para los terrenos forestales.





� Artículo 26, ley Nº 19.253: "El Ministerio de Planificación y Cooperación, a propuesta de la Corporación, podrá establecer áreas de desarrollo indígena que serán espacios territoriales en que los organismos de la administración del Estado focalizarán su acción en beneficio del desarrollo armónico de los indígenas y sus comunidades. Para su establecimiento deberán concurrir los siguientes criterios: 


a) Espacios territoriales en que han vivido ancestralmente las etnias indígenas; 


b) Alta densidad de población indígena; 


c) Existencia de tierras de comunidades o individuos indígenas; 


d) Homogeneidad ecológica, y 


e) Dependencia de recursos naturales para el equilibrio de esos territorios, tales como manejo de cuencas, ríos, riberas, flora y fauna.”.





� Ver Nota � NOTEREF _Ref142972383 \h ��8�.


� Artículo 18 Código Penal: “Ningún delito se castigará con otra pena que la que le señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración.


Si después de cometido el delito y antes de que se pronuncie sentencia de término, se promulgare otra ley que exima tal hecho de toda pena o le aplique una menos rigorosa, deberá arreglarse a ella su juzgamiento. 


Si la ley que exima el hecho de toda pena o le aplique una menos rigurosa se promulgare después de ejecutoriada la sentencia, sea que se haya cumplido o no la condena impuesta, el tribunal que hubiere pronunciado dicha sentencia, en primera o única instancia, deberá modificarla de oficio o a petición de parte.





En ningún caso la aplicación de este artículo modificará las consecuencias de la sentencia primitiva en lo que diga relación con las indemnizaciones pagadas o cumplidas o las inhabilidades.”.


� La ley Nº 20.042 fue publicada en el Diario Oficial el día 23 de julio de 2005, y contiene, en su artículo único, la última modificación hecha al decreto ley Nº 321, de 1925, sobre Libertad Condicional.


� Ver página � PAGEREF Minjusticia \h ��402� de este mismo informe.


� Artículo 19, Constitución Política de la República: “Nº 2º La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.


Ni la ley ni autoridad alguna podrán establece diferencias arbitrarias.”.


� Ver Nota � NOTEREF _Ref142907937 \h ��19�.


� Comisión de Defensa, Instituto Libertad. 27/01/05


� ROJAS Aravena, Francisco: “Chile y el gasto militar: un criterio histórico y jurídico de asignación”. En “Gasto Militar en América Latina: Procesos de decisiones y actores claves”. Centro Internacional de Desarrollo Económico, CINDE y Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, FLACSO. Santiago de Chile. 1994. Págs. 239 y ss.


� Atribuciones del Parlamento para autorizar la compra de armamentos. El caso de Estados Unidos. VALPARAÍSO, Mayo de 2006. Alejandro González. Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo. Mayo de 2006.





_924333119

